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PRÓLOGO 


Las  páginas  de  este  libro  contienen  estudios  de 
eatáeter  jurídico  y  social  cuya  divulgación  con- 
ceptúo útil  como  medio  de  difusión  de  la  doc- 
trina que  sostengo,  en  el  sentido  de  que  sólo  me- 
diante apropiadas  reformas  legislativas  es  posible 
nlcanzar  soluciones  prácticas  y  estables  para  la 
cuestión  social  en  sus  múltiples  manifestaciones 
positivas . 

Pero,  ¿hay  en  realidad  una  cuestión  social  ar- 
gentina ? 

Tal  es  el  interrogante  que  se  han  planteado  los 
que,  en  un  sentido  u  otro,. han  estudiado  los  fenó- 
menos vinculados  al  tra'bajo  y  a  los  trabajado- 
res que  se  suscitan  en  nuestro  país.  Los  más  op- 
timistas, aquellos  que  se  ven  arrastrados  por  sus 
sentimientos  conservadores  hasta  negar  fenóme- 
nos efectivos  y  palpables,  creyendo  defender  me- 
jor un  estado  que  conceptúan  muy  propicio,  ha'n 
sostenido  que  no  existe  tal  cuestión  y  cuando  fren- 
te a  ellos  se  han  exhibido  factores  irrecusables 
que  los  obligaban  a  reconocer  su  error,  termina- 
ron por  decir  que  no  hay  razón  para  que  ella  se 
presente  en  nuestra'  República  como  ya  se  había 
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arraigado  en  Europa.  Los  menos  optimistas,  aque- 
llos que  miran  la  sociedad  en  su  faz  real,  no  du- 
daron en  aceptar  que  tenemos  también  nuestra 
cuestión  social,  bien  sea'  que  algunos  le  atribuyan 
caracteres  distintas  a  las  de  otras  naciones. 

Acostumbrados  estamos  a  consideramos  una 
nación  de  excepcional  ambiente  para  todo  pro- 
greso, y  si  esto  resulta  exacto  en  ciertos  órdenes 
de  la  actividad  colectiva,  preciso  nos  es  aceptar 
que  en  otros  nos  ha  llevado  a  prejuicios  exagera- 
dos. Un  pueblo  que  se  levanta  en  una  época  de 
la  historia  de  ya  completa  formación  en  su  ma- 
5'or  parte  de  los  adelantos  que  constituyen  la  ci- 
vilización, no  tiene  como  principal  finalidad  pa- 
i^a  alcanzar  el  rango  que  ocupan  los  más  antiguos, 
gino  el  de  asimilarse  los  progresos  extraños.  Tal 
es,  sin  duda,  la  causa  esencial  de  la  vertiginosa 
evolución  que  han  sufrido  las  naciones  de  Amé- 
rica hacia  su  actual  estado  de  prosperidad,  de 
entre  las  cuales  la  República  Argentina  ocupa  un 
puesto  de  primer  orden.  Pero  esta  propia  carao 
terística  nos  marea  a  menudo  habiéndonos  olvi 
dar  las  dificultades  que  es  preciso  apartar  o  ven 
cer  en  la  ruta  que  vamos  recorriendo. 

A  este  respecto  y  por  lo  que  hace  a  la  cues- 
tión social,  lo  más  \Tilgar  es  expresar  que  ella 
no  puede  ni  debe  germinar  en  un  país  en  el  cual 
el  trabajo  jamás  falta  y  con  éste  el  consecuente 
beneficio  que  fácilmente  permite  alcanzar  la  for- 
tuna y  no  en  largo  tiempo.  Nuestros  campos  se 
abren  generosos  a  la  emigración  de  todo  el  mun- 
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do,  y  así  ha  acurrklo  qae  la  fcmentáramas  iio 
sólo  por  la  propaíranda  cimentada  en  la  fertilidad 
del  medio,  sino  aun  por  recursos  artificiosos  y  cos- 
tosos como  han  sido  los  pasajes  de  llamada  de 
inmiigrantes,  todavía  no  totalmente  borrados  de 
naestros  presupuestos. 

Este  concepto  casi  tradicional,  i  obedece  a  una 
noción  exacta?  Es  cierto  que  en  un  medio  no  ex- 
plotado la  vida'  de  las  clases  pobreis  es  más  fá- 
cil, indudablemente;  pero  de  ahí  a  neí?ar  por  eso 
que  haya  aquí  genninado,  como  en  todas  las  na- 
ciones, una  cuestión  social,  es  decir,  económica,  po- 
lítica y  de  clases,  hay  cabida  a  un  error  funda- 
mental que  es  preciso  reconocer  para  procurar, 
frente  a  la  verdad  de  los  hechos,  los  medios  gu- 
bernativos conducentes  a  solventar  un  estado  que 
no  puede  perder  su  gravedad  cerrando  los  ojos 
ante  su  magnitud. 

No  obstante  los  recursos  de  la  'dialéctica  para 
procurar  engañarnos  negando  fenómenos  que  ya 
se  manifiestan  por  doquiera,  un  resto  de  arraigo 
del  convencimiento  precedente,  nos  llevó  a  creer» 
para  nuestro  país,  en  una  cuestión  social  de  ca* 
racteres  muy  benignios,  (distinta  de  la  que  ha 
germinado  en  otras  naciones,  porque,  se  repite,  la 
facilidad  de  vida  en  la  República  Argentina  hace 
imposible  que  tomen  cuerpo  los  factores  que  en 
el  extranjero  son  a  menudo  la  consecuencia  del 
hambre  y,  aca'so,  de  tradicionales  odios  de  clases. 

Si  se  observa  con  juicio  las  características  fun- 
damentales de  los  fenómenos  sociales  en  nuestro 
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país,  y  en  otros  de  Europa,  salvo  aquellos  some- 
tidos a  un  régimen  de  opresión  mediante  gobier- 
nos despóticos,  se  constatará,  no  obstante  aque- 
llas apreciaciones,  una  evidentei  coincidencia  en 
sus  fundaméntalos  caracteres,  restando  sólo  dife- 
renciaciones motivadas  por  el  medio  ambiente  na- 
cional, aspecialmente  por  las  peculiaridades  de 
raza,  acerca  de  lo  <iual  es  necesario  reconocer  que 
los  criollos,  no  imbuidos  aún  en  el  interior  del 
país  de  las  doctrinas  de  que  hace  bandera  el  pro- 
letariado universnl,  carecen  del  espíritu  de  protes- 
ta con  que  se  acompaña  la  acción  por  la  conquista 
del  mejoramiento  de  las  condiciones  de  los  tra- 
bajadores. No  obstante  esto,  apenas  una  efectiva 
propaganda  se  liace  sentir,  el  praletariado  criol''o 
presenta  un  terreno  fecundo  para  el  desarrollo 
y  arraigo  de  las  nuevas  idea's  y  tendencias.  Tal 
es  la  enseñanza  de  los  hechos  y  basta  para  apre- 
ciarlos recordar  lo  que  ocurre  en  todas  las  gran- 
des ciudades  de  la  República,  'especialmente  las 
de  mayor  población  obrera,  como  Buenos  Aires, 
Rosario,  Bahía  Blanca,  etc. 

Si  tenemos,  pues,  una  cuestión  social  argentina, 
ella  sigue  el  rumbo  que  en  su  gestación  y  luego, 
al  gravitar  en  la'  colectividad,  han  seguido  los  fe- 
nómenos análogos  en  otros  países,  influenciados, 
eso  sí,  por  factores  accidentales  que  no  alcanzan 
a  conmover  la  base  y  motivos  de  los  mismos. 

Si  los  fenómenos  sociales  obedecen  a  una'  razón 
exclusivamente  económica,  se  ha  discutido  larga- 
mente, aduciéndose,  según  los  tiempos,  argumen- 
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taciones  muy  ponderadas  en  pro  y  en  contra,  sien- 
do  de  notar  que  las  primeras  tuvieron  un  imperio 
casi  a'bsoluto  en  la  época  en  que  las  doctrinas 
económicas  de  Marx  habían  alcanzado  la  culmina- 
ción que  se  conoce,  para  reducirse  luego  al  con- 
cepto moderado  que  hoy  las  acompaña. 

Participamos  de  la  opinión  de  que  la  cuestión 
social  no  es  exclusivamente  económica  y  nos  apo- 
yamos, principalmente  al  efecto,  en  la  observa- 
ción propial  de  factores  naícionaks — ya  que  estu- 
diamos algo  vinculado  a  nuestro  país — pues,  apar- 
te de  todo  lo  que  se  sostiene  respecto  al  estado 
material  próspero  de  nuestras  clases  prcietarias 
en  ciertas  épocas  de  tratmjo  fácil  y  remunerado, 
observamos  que  los  fenómenos  de  aquella  índole 
se  manifiestan  cada  vez  con  mayor  arraigo  y  ellos 
tienen  su  expansión  ya  sea  en  los  estados  de  crisis 
económicas,  como  en  aquellos  de  gran  prosperi- 
dad. Existen,  entonces,  fuerzas  propulsoras  que 
no  son  sólo  las  relacionadas  con  la  condición  ma- 
terial del  proletariado,  con  el  salario,  con  la  ca- 
restía de  su  vida. 

Aun  cuando  en  este  libro  no  se  practica  un  es- 
tudio directo  e  intensivo  sobre  el  particular,  las 
conclusiones  emergen  del  análisis  de  los  diversos 
asuntos  que  comprende;  y  si  con  esto  llegara  a  con- 
tribuir a  la  orienta'ción  de  la  cuestión  social  ar- 
gentina hacia  futuras  soluciones,  que  no  pueden 
sino  emerger  principalmente  de  la  ley,  se  habrían 
colmado  los  anhelos  del  autor. 

Buenos  Ah-es,  Enero  de  1918. 


política  social 


CAPITULO  I 

CONTRATO    DE   TRABAJO 

Concepto  jurídico 

Es  sin  duda  la  más  importante  de  las  euestia 
Des  que  comprende,  lo  que  en  tesis  general  se 
abarra  bajo  el  rubro  de  legislación  obrera,  lo  refe- 
rente a  aquella  institución  que  el  moderno  tec- 
nicismo jurídico    denomina   contrato  de   trabajo. 

I.t.  ciencia  jurídica  define  al  contrato  en  ge- 
neral, como  una  convencir  n  por  la  cual  una  o  va- 
rias personas  se  obligan,  respecto  de  una  o  va" 
rias  otras,  a  dar,  hacer  -o  no  hacer  una  cosa  y 
con  ella  concuerda  nuestro  Código  Civil,  aunque 
emplea  otros  términos  (art.  1137).  Entre  üas  di- 
ferentes clases  de  contrato  a  que  la  libre  actividad 
de  las  personas  puede  dar  lugar,  se  registra  el  de 
loca'ción,  que  se  divide  en  dos  clases:  locación  de 
cosas  y  lofc  ación  de  obras,  suscitándose  esta  últi- 
ma relación  de  derecho,  cuando  una  de  las  par" 
tes  se  obliga  a  prestar  un  servicio  y  la  otra  a 
pagarle  por  ese  servicio  un  precio  en  dinero  (ar- 
tículo 1623  C.   C). 

Dentro  de  estos  términos,  que  caracterizan  la 
locación  de  servicios,  está  comprendido  el  contra- 
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to  de  trabajo,  o  sea  el  concluido  entre  patrones 
o  empresarios  de  la  industria  y  sus  obreros,  o  co- 
mo lo  expresa  la  ley  belga  de  10  de  marzo  de 
1900:  "aquel  en  que  un  obrero  se  obliga  a  tra- 
bajar mediante  remuneración,  bajo  la  autoridad 
de  un  patrón". 

Pero,  si  las  disposiciones  legislativas  en  la  nece* 
sidad  de  precisar,  han  adoptado  definiciones  más 
o  menos  limitadas,  es  indudable  que,  en  c''  con- 
cepto general,  el  contrato  de  trabajo  existe,  toda 
vez  que  prestamos  un  servido  personal  Ipor  sí 
mismo,  mediante  un  precio,  que  es  el  salario.  Y  si 
este  concepto  así  sencillo  y  claro,  se  presenta  con 
cierto  aspecto  de  vaguedad  para  las  personas  po- 
co versadas  en  las  ciencias  jurídicas,  es  porque., 
como  lo  ha  expresado  un  autor  español,  el  proble- 
ma social  gira  a  su  alrededor;  pero  este  contrato 
viene  a  ser  uno  de  los  núcleos  en  que  aquél  se 
condensa,  desde  el  punto  de  vista  de  las  reivindi- 
caciones  obreras. 

La  íntima  relación  entre  el  esfuerzo  humano,  la 
energía  muscular  y  el  ^^gor  intelectual  y  el  pre- 
cio o  salario,  ha  conducido  a  los  autores  y  al  de- 
recho positivo  de  los  diferentes  países,  que  ya  han 
legislado  sobre  la  materia,  a  considerar  al  contra- 
to de  trabajo  como  la  institución  fundamental  de 
la  legislación  social  moderna,  por  lo  mismo  que 
reglamenta  ese  fenómeno  en  sí  sencillo  y  que  f9e 
renueva  momento  por  momento,  del  ofrecimiento 
de  la  actividad  personal,  en  cambio  de  un  piecio 
necesario  para  satisfacer  las  exigencias  perraanen- 
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tes  de  la  vida,  conforme  al  concepto  de  la  econo- 
mía social  moderna. 

Le  son  comunes  al  contrato  de  trabajo  las  con- 
diciones esenciales  para  ia  existencia  y  validez  de 
las  convenciones  en  general,  es  decir,  igualdad  en- 
tre las  partes,  consentimiento  de  los  que  se  obli- 
gan, capacidad  de .  contratar,  un  objeto  cierto  y 
una  causa  lícita. 

Antes  que  nada,  este  contrato  debe,  pues,  su- 
poner entre  sus  partes  igualdad  jurídica  o  de  de- 
rechos, que  asegure  una  libre  manifestación  de  vo- 
luntad, porque,  desgraciadamente,  ante  la  realidad 
de  los  hechos  en  muchas  ocasiones  ella  no  exis- 
te. Es  así;  las  dos  partes  vinculadas  jurídica- 
mente son  el  obrero  que  loca  sus  brazos  y  el  pa- 
trón que  paga  un  salario;  la  miseria  que  persi- 
gue al  primero  su  situación  desventajosa  emer- 
gente del  la  actual  organización  del  trabajo 
por  el  sistema  del  contrato  individual,  lo  co" 
loca  en  una  situación  de  dependencia  del  patrón 
que  rompe  el  equilibrio,  puesto  que  pudiendo  pres- 
cindir de  él  en  un  momento,  lo  ponen  en  la  ne- 
cesidad suprema  de  amoldarse  a  la  situación  para 
percibir  el  salario,  que  es  la  conservación  de  su 
existencia  y  el  sustento  de  los  que  de  él  dependen. 
Este  criterio  pondera  en  el  sentido  de  que  una 
ley  reglamentaria  de  esta  institución  deba  funda- 
mentarse en  la  conveniencia  de  proteger  al  obre" 
ro  contra  toda  expoliación  patronal,  y  tal  cosa 
¡bo  ise  conseguirá  sino  mediante  la  garantía  de 
un  salario  mínimo. 
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Por  lo  que  hace  a  la  capacidad  de  contratar,  el 
Código  Civil  ha  dado  el  principio  general  en  el  ar- 
tículo 1160,  según  el  cual  no  pueden  contratar  los 
incapaces  por  incapacidad  absoluta,  ni  los  incapa- 
ces por  incapacidad  relativa  en  los  casos  que  les 
está  expresamente  prohibido,  ni  los  que  están 
excluidos  de  poderlo  hac^r  con  personas  determina- 
das o  respecto  de  cosas  especiales,  ni  aquellos  a 
quienois  les  fuese  prohibido  en  las  disposiciones 
relativas  a  cada  uno  de  los  contratos;  ni  los  re- 
ligiosos profesos  de  uno  u  otro  sexo,  sino  cuando 
comprasen  bienes  muebles  a  dinero  de  contado,  o 
contratasen  por  sus  conventos,  ni  los  comercian- 
tes fallidos  sobre  bienes  que  correspondan  a  la  ma- 
sa del  concurso,  si  no  estipulasen  concordato  con 
sus  acreedores.  Este  artículo  así  concebido  en  tér- 
minos negativos,  hubiera  podido  ser  sustituido  por 
otro  más  claro,  y  a  la  vez  general,  suprimiendo  esas 
enumeraciones  impropias  de  un  código  y  peligro- 
sas por  lo  fácil  que  resultan  las  omisiones,  di- 
ciendo, como  su  fuente,  el  código  francés,  artícu- 
lo 1123:  "toda  persona  puede  contratar  si  no  ha 
.sido  declarada  incapaz".  ¿Quiónes  son  incapaces 
de  celebrar  el  contrato  de  trabajo?  Lo  serán  los 
enumerados  en  el  artículo  54  del  C.  C.  y  los  que 
menciona  el  principio  transcripto.  Entre  estas  in- 
capacidades, la  que  atañe  en  un  modo  directo  a 
la  cuestión  en  estudio,  es  la  fijación  de  la  edad 
mínima  para  el  ingreso  en  las  fábricas  o  más  ge- 
neral, para  la  felebración  del  contrato  de  tra- 
bajo . 

No  pueden  contratar  los  menores  impúberes,  es 


decir,  los  que  no  tienen  14  años  cumplidos;  ar- 
tículo 127.  Pero  la  ley  5291,  sobre  trabajo  de  mu- 
jeres y  niños,  así  como  la  legislación  comparada, 
permiten  el  ingreso  a  la  fábrica  aun  a  los  de  12 
años,  siempre  que  no  se  los  ocupe  en  trabajos  pe- 
ligrosos o  insalubres.  Tal  excepción  al  principio 
de  la  legislación  común,  se  debe  a  la  necesidad 
de  que  aun  esos  menores  puedan  atender  a  su 
subsistencia,  cuando  las  exigencias  de  la  vida  los 
coloque  en  el  caso  que  les  fuera  imposible  obte- 
nerla al  amparo  del  reducido  salario  de  los  pa- 
dres, que  es  hoy,  desgraciadamente,  el  caso  más 
general . 

El  consentimiento  se  manifiesta  tanto  en  la  ce- 
lebración como  para  la  duración  del  contrato.  El 
contrato  de  trabajo  continúa  una  vez  que  se  lo  ha 
celebrado  libremente,  mientras  sea  la  voluntad  de 
las  partes,  y  cuando  para  su  duración  se  ha  fija- 
do un  tiempo  preciso,  su  resolución  debe  ajustarse 
a  normas  precisas  y  establecidas.  A  este  respecto, 
nuestra'  legislación  común,  ni  la  especial,  ha  sen- 
tado un  principio  tan  general  como  el  enuncia- 
do en  el  artículo  1780  del  código  francés:  "No  so 
permite  ofrecer  servicios  sino  temporalmente  y  pa- 
ra empresa  determinada". 

Tal  principio,  incorporado  a  la  buena  doc 
trina,  ha  requerido  una  reglamentación  prolija  pa- 
ra su  aplicación  a  la  gran  industria,  por  parte  de 
la  ley  belga  de  1900  sobre  el  contrato  de  trabajo, 
que  es  una  de  las  más  completas  en  su  especie; 
igualmente  que  la  ley  francesa  de  27  de  diciem- 
bre de  1890,   aunque  en   una  faz  limitada   a  las 
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relaciones  de  los  obreros  ferroviarios,  con  las  coin- 
pañías,  y  finalmente  el  jurisconsulto  Dalloz  ha 
diciio  a  su  respecto:  "La  locación  de  servicios,  sin 
limitación  de  tiempo,  puede  cesar  siempre  por 
voluntad  de  una  de  las  partes  contratantes.  No 
obstante,  la  rescisión  del  contrato  por  voluntad  de 
uno  solo  de  los  contratantes,  puede  dar  lugar  a  in- 
demnizaciones de  daños  y  perjuicios.  Para  íijar 
esta  indemnización,  en  caso  de  pago,  hay  que  te- 
ner en  cuenta  los  usos,  la  naturaleza  de  los  ser- 
vicios prestados,  el  tiempo  transcurrido,  las  reten- 
ciones efectuadas  o  bien  los  gastos  hechos  en  con- 
cepto de  pensión  de  retiro;  y,  en  general,  cuanta3 
circunstancias  pueden  justificar  la  existencia  y  de- 
terminar la  cuantía  de  los  perjuicios  causados. 
Las  partes  no  pueden  renunciar  de  antemano  al 
derecho  eventual  de  pedir  indemnización  de  daños 
y  perjuicios." 

Además  de  la  expiración  del  contrato  por  el 
transcurso  del  tiempo,  él  puede  fenecer  por  otras 
causas  graves,  como  huelgas,  lockouts,  de  que  co- 
nocerán los  tribunales  de  conciliación;  por  hechos 
fortuitos  o  por  ineptitud  o  incapacidad  del  obre- 
ro (artículos  51  y  52),  lo  que  cae  ya  dentro  de  los 
principios  generales  de  falta  de  cumplimiento  a  lo 
estipulado  y  a  que  también  puede  dar  lugar  el 
patrón. 

Como  todo  contrato  bilateral,  el  de  trabajo  im- 
pone obligaciones  a  ambas  partes,  las  que  pueden 
concretarse,  y  son  las  comprendidas  en  toda  la  le- 
gislación comparada,  en  cuanto  al  obrero  en  las  si- 
guientes: debe  ejecutar  los  trabajos  que  él  acep- 
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tó;  seguir  las  órdenes  del  jefe  de  la  industria  en 
todo  lo  concerniente  a  sus  senecios;  guardar  los 
secretos  que  interesan  a  la  industria;  cuidar  los 
útiles  de  labor  y,  en  fin,  salvo  cláusula  en  con" 
trario,  ejecutar  él  mismo  sus  trabajos,  etc. 

Por  la  otra  parte,  incumbe  al  patrón  el  deber 
de  velar  por  la  seguridad  del  obrero  y  de  res- 
ponder en  caso  de  accidente ;  establecimiento  del 
seguro;  el  pago  del  salario  en  la  forma  conveni- 
da, etc. 

Los  dos  contratantes  se  tratarán  mutuamente 
con  respeto. 

La  forma  del  contrato  y  sus  medios  de  pinie- 
bas,  por  la  resistencia  de  las  partes  o  la  negli- 
gencia de  las  mismas  en  someterse  a  las  normas 
legales,  se  vincula  a  la  tan  debatida  cuestión  de 
la  intervención  del  Estado  en  las  convenciones,  a 
efecto  de  que,  exigiendo  formas  dadas,  garanti- 
ce en  lo  posible  su  validez;  cuestión  que  con  tan- 
ta intensidad  ha  interesado  a  los  hombres  de  le- 
tras y  que  en  su  concepto  más  amplio  y  fuera 
ya  de  lo  que  a  este  trabajo  atañe,  ha  dado  en 
llamarse  socialismo  de  estado.  El  fin  de  todo  go- 
bierno, proclama  John  Adams,  es  la  felicidad  y 
ayuda  del  pueblo.  No  obstante,  a  partir  de  la  re- 
volución francesa,  el  mundo  ha  llegado  a  la  con- 
vicción plena  de  que  todo  gobierno  impotente  para 
dar  satisfacción  a  las  necesidades  de  libertad  y  de 
justicia,  instintivas  en  las  naciones  del  progreso, 
está  condenado  a  morir. 

Emilio  de  Lavelaye  (Gouvernement  dans  la  dé- 
mocratic),  se   pronuncia  franco  partidario  de     la 
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extensión  tutelar  del  Estado,  y  Dupon-AVithe  con 
él,  sostiene  "el  acrecentamiento  necesario  de  la 
misión  del  Estado,  en  proporción  a  los  progresos 
de  la  civilización". 

Es  así  sostenido  ese  poder  eminente  del  Esta- 
do de  reglar  las  convenciones,  con  la  natural  li- 
mitación de  no  restringir  la  libertad  individual,  y 
por  oso  el  artículo  21  del  Código  Civil  ha  dis- 
puesto: "Las  convenciones  particulares  no  pueden 
de.i'ar  sin  efecto  las  leyes  en  cuya  observancia  es- 
tén interesados  el  orden  público  y  las  buenas  cos- 
tumbres". Por  sobre  los  derechos  particulares  es- 
tán los  generales  y  el  más  eminente  de  conserva- 
ción y  orden  social.  De  aquí,  qiie  si  las  leves  de- 
jan amplitud  para  las  convenciones,  respetando  la 
libertad  en  todo  lo  que  ella  tiene  de  apreciable, 
establecen  también  reglas  en  cuanto  a  sus  for- 
mas, porque  siendo  esto  materia  de  orden  público, 
constituye  una  de  las  restricciones  a  la  persona- 
lidad  humana. 

Sentado  esto,  el  contrato  de  trabajo  puede  ser 
verbal  o  escrito,  punto  que  no  presenta  dificulta- 
des en  las  legislaciones  generalmente  iiniíormes 
al  respecto,  sino  en  lo  que  ello  atañe  a  la  pr-ne- 
ba  del  mismo.  El  puede  probarse  por  los  medios 
comunes  a  todo  contrato,  es  decir,  por  escrito,  por 
confesión,  testigos  y  presunciones.  El  doctor  Vé- 
lez  Sársfield,  en  el  artículo  1658  del  código,  ha 
dejado  al  derecho  administrativo  establecer  la  for- 
ma de  prueba  de  los  contratos  de  servicio  domés- 
tico y  obrero ;  pero  es  de  recordar  que  el  artículo 
1227  exige  escritura  en  los  casos  en  que  el  monto 
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pase  de  200  $,  no  admitiendo  prueba  testimonial 
sin  "un  principio  de  prueba  por  escrito.  El  pro- 
yecto de  Ley  Nacional  del  Trabajo  en  el  artículo 
27  dice:  "El  contrato  de  trabajo  puede  ser  ver 
bal  o  escrito  o  constar  de  formularios  usuales  en 
la  industria  o  puestos  en  uso  por  la  autoridad..." 
De  modo  que  el  contrato  puede  acreditarse  por 
todos  los  medios  de  prueba. 

"Por  formularios  puestos  en  uso  por  la  autori- 
dad", que  pueden  jser  las  libretas  que  se  han 
usado  entre  nosotros  y  que  las  hay  en  Alemania, 
u  otros  papeles  por  el  estilo,  que  en  definitiva  no 
son  otra  cosa  que  libretas  de  obreros. 

Las  libretas  tuvieron  su  época  y  han  desapa- 
recido por  causas  especiales  en  el  momento  inicial 
de  la  agitación  obrera ;  porque  se  convirtió  en  ins- 
trumento para  señalar  a  los  agitadores,  puesto  que 
los  patrones  imprimían  en  ellas  constancias  que 
les  impedían  conseguir  trabajo,  por  peligrosos.  La 
Francia  las  suprimió,  manteniéndolas  únicamente 
por  la  ley  de  3  de  noviembre  de  1892,  para  loa 
niños  empleados  en  la  industria.  Aparte  de  esto, 
para  nuestro  país,  se  ha  pensado  que  la  masa  tra- 
bajadora no  está  en  condiciones  de  usar  la  li- 
breta por  su  ignorancia;  el  analfabetismo  la  haría 
perjuicial  a  sus  intereses.  En  cuanto  a  la  re- 
gión del  litoral,  la  objeción  no  tiene  peso,  porque 
es  notorio  que  la  clase  obrera  argentina  en  esta 
parte  tiene  instrucción  suficiente,  igual  y  aun  su- 
perior a  la  de  países  europeos.  Las  últimas  con- 
tiendas eon  los  patrones,  la  defensa  eficaz  de  sus 
derechos,  que  ha  mejorado  tanto  sus  condiciones 
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económicas,  son  la  muestra  más  palpable.  Y  en 
el  interior  la  libreta  de  conchabo  ha  existido  siem- 
pre y  hoy,  donde  no  las  hay,  son  reclamadas  y 
basta  a>cu'dir  al  testimonio  del  doctor  Biallet  Massé 
que  en  su  informe  sobre  el  estado  de  las  clases 
ibbreras  en  el  interior  de  la  república,  que  ha  ser- 
vido de  antecedente  al  proyecto  del  P.  E.  y  cuyo 
mérito  es  indiscutible  por  sus  inteligentes  obser- 
vaciones personales  y  las  conclusiones  científicas 
a  que  arriba.  En  su  página  165  dice:  "el  indio 
que  clama  por  su  papel,  el  obrero  que  se  irrita  ca- 
da vez  que  se  conchaba,  porque  el  patrón  dice  lo 
que  quiere  y  a  su  palabra  se  está,  porque  el  obre- 
ro no  es  creído ;  burgueses  son  los  que  resuelven  y 
tiran  para  ellos  siempre",  y  después  añade:  "Pero 
ya  que  no  es  libreta,  sea  al  menos  una  fórmula 
impresa,  al  modo  de  las  de  contrato  de  locación 
de  cosas,  que  se  expenden  en  block  o  en  forma  de 
libros  en  el  comercio  de  librería:  algo  en  que  cons- 
te siquiera  los  elementos  principales  del  contrato, 
es  un  anhelo  general  del  obrero  y  del  j)e6n  argen- 
tino que  ningún  patrón  de  buena  fe  puede  rehusar. 

"En  cien  localidades  de  Santa  Fe,  en  los  obra- 
jes, en  Tueumán,  en  todas  partes,  es  lo  que  pi- 
den..." 

Además,  y  especialmente  en  la  forma  en  que  le- 
gislan esto  la  casi  totalidad  de  las  leyes  extranje* 
ras  recopiladas,  se  deja  la  prueba  en  omisión  del 
contrato  escrito,  a  lo  que  resulte  de  los  libros  y 
apunies  del  patrón,  lo  que  es  susceptible  de  todas 
las  adulteraciones  imaginables.  Es  cierto  que  po- 
dría el  obrero  atacarlos  en  juicio,  pero  la  exigüi- 
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aad  de  las  sumas  y  el  oblií^ado  silencio  donde  la 
justicia  cara  no  está  al  alcance  de  todos,  les  lleva 
irremisiblemente  a  la  pérdida  de  sus  intereses  co- 
mo solución  más  cómoda. 

Las  ideas  expuestas  hasta  arjuí,  informan  acer- 
ca de  los  antecedentes  docti'inarios  sobre  el  con- 
trato de  trabajo. 

La  falta  de  un  plan  racional  para  la  adopción 
de  nuestra  legislación  social,  ha  desviado  hasta 
ahora  a  los  legisladores  de  lo  más  fundamental, 
para  sancionar,  en  vez,  aquello  que  hiriendo  más 
inmediatamente  la  atención  ha  parecido,  sin  ser  lo 
fundamental,  lo  más  requerido.  Más,  debemos  vol- 
ver por  el  orden  lógico  y  en  tal  sentido  lo  esencial 
es  la  reforma  del  Código  Civil  para  inclui\'  como 
un  título  especial  el  del  "Contrato  del  Trabajo" 
conforme  a  las  ideas  contemporáneas  y  a  las  caraer 
terísticas  de  las  relaciones  entro  obreros  y  patro- 
nes. Se  lo  debe  incluir  en  este  código,  porque  en  él 
se  comprenden  todas  las  instituciones  fundamenta- 
les del  derecho  civil  y  es  indudable  que  entre 
ellas  está  ahora  el  contrato  del  trabajo. 

La  locación  de  servicios  no  comprende  propia- 
mente a  esta  nueva  relación  de  derecho.  Ella  se 
ajusta  a  las  viejas  normas  de  los  romanos  y  a  las 
prácticas  consuetudinarias,  desconociendo  las  pe- 
culiaridades de  una  institución  distinta  que  es  ca- 
i]'acterístiea  de  las  condiciones  del  industrialismo 
contemporáneo . 

El  Código  Civil  argentino  merece  todo  el  res- 
peto de  una  de  las  obras  más  fundamentales  qne 
tiene  nuestro  país.  La  recoj)ilación  y  adopción  de 
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la legislación  comparada  a  nuestro  medio;  la  orgíi- 
uización,  acertada,  para  la  época  en  que  fué  dic- 
tado, del  régimen  de  los  derechos  personales  y  rea- 
les; las  p>revisiones  futuras  ^ara  las  ¡modalida- 
des de  la  sociedad  del  presente,  no  han  alcanza- 
do, sin  embargo,  a  satisfacer  cuestiones  no  sospe- 
chadas cuando  el  doctor  Vélez  Sársfield  preparó 
su  obra,  cuyo  elogio  mayor  es  su  mantención  sin 
innovaciones  fundamentales  a  través  del  tiempo. 
El  parlamento  se  ha  resistido  siempre  a  sancionar 
reformas  a  este  código.  Todos  los  demás  las  han 
sufrido ;  pero,  respecto  a  éste  píirece  que  el  temor 
de  tocar  algo  muy  respetado  ha  mantenido  su  in- 
tegridad, salvo  la  inclusión  del  régimen  del  ma- 
trimonio civil,  impuesto  hasta  por  razones  de  un 
orden  político  superior. 

Pero  el  progreso  de  las  ideas  tiene  sus  exigen- 
cias irrecusables  y  no  es  una  de  las  menos  senti- 
das la  que  apremia  la  inclusión,  como  un  título 
especial  en  ese  código,  del  moderno^  contrato  de 
trabajo . 

Esta  es  la  institución  madre  de  toda  la  legis- 
lación obrera.  Es  en  ella  donde  precisamente  se 
establecen  las  condiciones  y  obligaciones,  a  menu- 
do complicadas  y  llenas  de  proyecciones,  de  ese 
hecho  sencillo  en  sí  y  practicado  mil  veces  en  la 
vida  diaria,  por  el  cual  un  obrero  da  su  trabajo 
personal  mediante  el  salario  que  el  patrón  le  abo- 
na. Todo  el  complicado  régiraen  de  la  legislación 
obrera  reposa  en  esa  convención:  desde  lo  relati- 
vo a  los  locales  en  que  el  trabajo  debe  cumplir- 
se, hasta  las  huelgas  que  no  son  sino  el  abandono 
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voluntario  y  colectivo  de  ese  mismo  trabajo.  Es, 
entonces,  una  institución  fundamental  que  debe  in- 
cluirse en  el  código,  porque  está  comprendida  en- 
tre las  del  derecho  común-  Así  lo  ha  entendido  Ale' 
mania,  que  es  la  nación  de  más  perfecta  legisla- 
ción social,  cuando  al  reformar  el  Código  Civil  del 
imperio  lo  completó  con  un  capítulo  relativo  al  con- 
trato deí  trabajo. 

La  \leg*islación  .«social  argentina  debfó  haberse 
iniciado  con  este  fundamental  asunto,  a  efecto  de 
distinguir  este  contrato  de  los  otros  con  los  cua- 
les pudiera  llegársele  a  confundir.  Al  respecto  no 
es  inoportuno  recordar  que  las  concepciones  más 
recientes  han  extendido  su  vigencia,  a  los  que  ce- 
lebran los  empleados  que  ejercen  un  trabajo  en  ol 
cual  no  predomina  la  actividad  mental,  porque  en 
la  categoría  de  obrero  se  comprende  también  a  ese 
gremio  de  asalariados  que  no  desarrollan,  sin  em- 
bargo, una  labor  eminentemente  inaterial  y  de  es- 
fuerzo físico. 

El  modo  de  celebrar  el  contrato,  sería  otra  con- 
dición del  proyecto;  a  efecto  de  establecer  los  íac- 
itores  que  determinan  en  el  caso  la  coincidencia  de 
voluntades  de  convenir  sobre  las  mutuas  prestacio- 
nes del  ser\'icio  y  del  salario.  Las  formas  más  sim- 
ples, naturalmente,  son  las  que  deben  regir,  pues- 
to que  el  consentimiento,  sin  otj'o  requisito,  per- 
fecciona este  contrato.  En  cuanto  a  la  prueba  de 
su  celebración,  las  aceptables  serían  todas  las  del 
derecho  común,  cualquiera  sea  la  importancia  de  la 
convención.  Así  se  dejaría  libre  la  posibilidad  del 
restablecimiento   de  la  libreta  del  trabajo,  que  ex- 
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eluída  antes  ha  resurgido  hoy  en  la  legislación  y 
en  la  práctica,  conforme  a  las  referencias  pre- 
cedentemente expuestas. 

La  capacidad  para  celebrar  este  contrato  requie- 
re también  providencias  especiales,  puesto  que  es 
necesario  extenderla  a  las  mujeres  casadas  y  a 
los  menoi-es  de  edad  que  necesitan  atender  a  su 
subsistencia,  la  de  sus  padres,  hermanos  menores 
O  hijos.  La  presunción  de  que  el  contrato  no  es 
gamas  a  título  gratuito,  requiere  una  aclaración 
categórica,  que  sería  en  un  todo  concorde  con  el 
principio  filosófico  y  moral  de  esta  institución. 

Luego  aquellas  previsiones  legales  que  salva- 
guardan los  derechos  de  la  personalidad  del  d(%!T 
e  indefenso,  entre  las  que  se  comprenden  las  pro- 
hibiciones de  aplicarles  multas;  de  abonar  el  sa- 
lario en  mercaderías  o  especies;  de  hacerlo  en  loca- 
les donde  el  obrero  pueda  ser  incitado  a  emplear 
sus  ganancias  en  las  prácticas  del  juego  y  del  al- 
coholismo; de  abusar  de  su  ignorancia,  debili- 
dad o  necesidad,  para  imponei-le  condiciones  im- 
propias de  una  convención  celebrada  entre  perso- 
nas libres  e  iguales  en  sus  derechos  naturales  y  po- 
sitivos . 

El  principio  jurídico  de  la  responsabilidad  del 
patrón  por  los  accidentes  del  trabajo,  de  que  re- 
sulten víctimas  los  obreros,  debe  tener  en  esta  ley 
su  consagración,  puesto  que  se  le  comprende  entre 
las  obligaciones  que  él  asume  por  el  solo  hecho  de 
la  contratación  de  los  servicios.  Ya  está  univer- 
salmente  aceptado  y  el  debate  tan  sólo  se  man- 
tiene acerca  de  los  sistemas  más  apropiados   para 
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la  eficacia  de  la  indemnización  a  las  víctimas  de 
esos  accidentes.  Tiene  también  su  causa  y  razón 
en  nuestro  país  por  la  ley  9688. 

Las  obligaciones  de  los  obreros  sobre  el  modo  de 
ejecución  de  su  trabajo,  su  sometimiento  a  la  di- 
rección del  patrón,  la  conservación  del  «ecreto  de 
fabricación,  la  prohibición  de  abandonar  indivi- 
dual o  colectivamente  el  trabajo,  salvo  los  casos 
de  rescisión  legal  del  contrato,  sin  dar  los  avisos 
previos  o  someterse  a  los  trámites  legales,  cuando 
se  trata  de  servicios  públicos,  serían  parte  inte- 
grante de  este  capítulo  fundamental  de  legislación 
social,  el  que  terminaría  con  la  enunciación  de  las 
causas  que  hacen  fenecer  el  contrato  de  trabajo  v 
libran  a  las  partes  de  las  prestaciones  convenidas. 

Toda  esa  legislación  reposa  en  el  contrato  de 
trabajo,  el  que  como  institución  de  derecho  no  ha 
sido  reconocido  en  nuestras  leyes  hasta  ahora,  por 
más  que  la  doctrina  y  la  práctica  lo  hayan  con  to- 
da lógica  impuesto  ya- 

Tales  antecedentes  se  han  tenido  presentes  al 
preparar  el  proyecto  con  que  termino  este  capí" 
tulo,  el  que  presentado  al  Poder  Ejecutivo,  fué 
enviado  al  Congreso. 

Lo  reproduzco  a  efecto  de  suscitar  su  estudio 
e  imprimir  a  este  libro  algún  interés  práctico,  ya 
que,  como  lo  he  expresado,  está  llamado  a  dar  a 
conocer  ideas  y  propósitos  relativos  a  la  obra 
constructiva   de  la   legislación  social  argentina. 
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Proyecto-contrato  de  trabajo 

Artículo  lo.  —  Dccláranse  complementarias  del 
título  VI,  sección  II,  del  libro  II,  del  Código  Ci- 
vil, las  siguientes  disposiciones: 

Del  contrato  de  trabajo 

Art.  2o.  —  El  contrato  de  trabajo  tiene  por  ba- 
se la  prestación  de  servicios  industriales  o  agríco- 
las, mediante  una  remuneración  en  dinero. 

Art.  3o.  —  Los  servicios  deberán  ser  prestados 
'por  el  obrero  en  persona,  si  no  se  hubiese  con- 
venido lo  contrario  o  si  las  circunstancias  no  exigie- 
sen la  sustitución.  Se  considerarán  siempre  a  títu- 
lo oneroso  y  la  remuneración  o  salario  será  de- 
bida aun  a  falta  de  estipulación  expresa. 

Art.  4o.  —  Cuando  el  contrato  no  se  hiciere  por 
escrito,  su  existencia  podrá  ser  probada  por  todos 
los  medios  de  prueba  admitidos  en  derecho  y,  en 
cuanto  a  sus  condiciones,  se  entenderá  celebrado 
con  arreglo  a  las  disposiciones  de  este  capítulo  y 
a  los  reglamentos,  usos  y  costumbres  del  oficio  en 
la  localidad. 

Art.  5o.  —  Cuando  no  se  pacte  otra  duración 
de  la  jornada  o  no  se  halle  é.sta  determinada  por 
una  ley  especial,  se  entenderá  la  de  ocho  horas  co- 
mo máximo. 

Art-  6o.  —  Debe  considerarse  como  ilícita  teda 
cláusula  del  contrato  por  el  cual  una  de  las  partes 
abuse  de  la  necesidad,  ligereza  o   inexperiencia  de 
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la otra,  para  imponerle  condiciones  que  están  en- 
flagrantes   desacuerdos  con  las  habituales    de     la 
profesión  o  con  el  valor  o  importancia  de  los  ser- 
vicios prestados. 

Art.  7o.  —  El  salario  debe  pagarse  después  de 
prestados  los  servicios.  Si  éstos  se  hubiesen  fija- 
do por  período  de  tiempo,  debe  pagarse  al  expirar 
cada  período,  el  que,  en  todo  caso,  no  podrá  ex- 
ceder de  quince  días. 

Art.  8o.  —  El  salario  de  los  obreros  está  exento 
de  los  gravámenes  o  embargos  que  no  provengan 
de  las  obligaciones  prescriptas  por  los  artículos  208, 
300,  303  y  365  de  este  código. 

Art.  9o.  —  Los  créditos  procedentes  de  salarios 
o  indemnizaciones  debidas  al  obrero,  siempre  que 
correspondan  a  los  seis  últimos  meses,  gozan  del 
privilegio  establecido  en  el  artículo  3914  de  es^e 
código . 

Art.  10.  —  Las  mujeres  casadas  y  los  menores 
adultos  se  presumen  autorizados  por  sus  maridos, 
padres  o  tutores,  para  celebrar  este  contrato,  sal* 
vo  que  éstos  hicieran  conocer  su  oposición. 

Art.  11.  —  Si  el  acreedor  de  servicios  se  consti- 
tuye en  mora  de  aceptarlos,  el  deudor  podrá  e.KÍ- 
girle  el  salario  convenido  por  el  tiempo  durante  el 
cual  no  los  hubiese  prestado  por  esa  causa,  sin  que 
se  halle  obligado  a  hacerlo  posjterionnente.  El  deu- 
dor de  servicios  no  perderá  sus  derechos  al  salario 
si  se  encontrase  imposibilitado  durante  un  tiem- 
po que  no  exceda  de  4  días  sin  culpa  suya,  por 
causa  de  fuerza  mayor,  enfermedad,  servicio  mi- 
litar u  otra  análoga.  Cesará  la  obligación  del  aeree- 
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Proyecto-contrato  de  trabajo 

Artículo  lo.  —  Dccláranse  complementarias  del 
título  VI,  sección  II,  del  libro  II,  del  Código  Ci- 
vil, las  siguientes  disposiciones: 

Del  contrato  de  trabajo 

Art.  2o.  —  El  contrato  de  trabajo  tiene  por  ba- 
se la  prestación  de  servicios  industriales  o  agríco- 
las, mediante  una  remuneración  en  dinero. 

Art.  3o.  —  Los  servicios  deberán  s(}r  prestados 
por  el  obrero  en  persona,  si  no  se  hubiese  con- 
venido lo  contrario  o  si  las  circunstancias  no  exigie- 
sen la  sustitución.  Se  considerarán  siempre  a  títu- 
lo oneroso  y  la  remuneración  o  salario  será  de- 
bida aun  a  falta  de  estipulación  expresa. 

Art.  4o.  —  Cuando  el  contrato  no  se  hiciere  por 
escrito,  su  existencia  podrá  ser  probada  por  todos 
los  medios  de  prueba  admitidos  en  derecho  y,  en 
cuanto  a  sus  condiciones,  se  entenderá  celebrado 
con  arreglo  a  las  disposiciones  de  este  capítulo  y 
a  los  reglamentos,  usos  y  costumbres  del  oficio  en 
la  localidad. 

Art.  5o.  —  Cuando  no  se  pacte  otra  duración 
de  la  jornada  o  no  se  halle  ésta  determinada  por 
una  ley  especial,  se  entenderá  la  de  ocho  horas  co- 
mo máximo. 

Art-  6o.  —  Debe  considerarse  como  ilícita  toda 
cláusula  del  contrato  por  el  cual  una  de  las  partes 
abuse  de  la  necesidad,  ligereza  o  inexperiencia  de 
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la  otra,  para  imponerle  condiciones  que  están  en- 
flagrantes  desacuerdos  con  las  habituales  de  la 
profesión  o  con  el  valor  o  importancia  de  los  ser- 
vicios prestados. 

Art.  7o.  —  El  salario  debe  pagarse  después  de 
forestados  los  servicios.  Si  estos  se  hubiesen  fija- 
do por  período  de  tiempo,  debe  pagarse  al  expirar 
cada  período,  el  que,  en  todo  caso,  no  podrá  ex- 
ceder de  quince  días. 

Art.  8o.  —  El  salario  de  ios  obreros  está  exento 
de  los  gravámenes  o  embargos  que  no  provengan 
de  las  obligaciones  prescriptas  por  los  artículos  208, 
300,  303  y  365  de  este  código. 

Art.  9o.  —  Los  créditos  procedentes  de  salarios 
o  indemnizaciones  debidas  al  obrero,  siempre  que 
correspondan  a  los  seis  últimos  meses,  gozan  del 
privilegio  establecido  en  el  artículo  3914  de  este 
código . 

Art.  10.  —  Las  mujeres  casadas  y  los  menores 
adultos  se  presumen  autorizados  por  sus  maridos, 
padres  o  tutores,  para  celebrar  este  contrato,  sal' 
vo  que  éstos  hicieran  conocer  su  oposición. 

Art.  11.  —  Si  el  acreedor  de  servicios  se  coiisti- 
tuye  en  mora  de  aceptarlos,  el  deudor  podrá  exi- 
girle el  salario  convenido  por  el  tiempo  durante  el 
cual  no  los  hubiese  prestado  por  esa  causa,  sin  que 
se  halle  obligado  a  hacerlo  posteriormente.  El  deu- 
dor de  servicios  no  perderá  sus  derechos  al  salario 
si  se  encontrase  imposibilitado  durante  un  tiem- 
po que  no  exceda  de  4  días  sin  culpa  suya,  por 
causa  de  fuerza  mayor,  enfermedad,  servicio  mi- 
litar u  otra  análoga.  Cesará  la  obligación  del  aeree- 
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dor  de  abonar  el  salario,  cuando  se  tratase  de  una 
empresa  o  trabajo  temporal  y  éste  terminara  du- 
rante el  tiempo  en  que  el  deudor  se  hallase  au- 
sente por  justa  causa. 

La  mora  será  excusable  y  cesará  la  obligar-ió'i 
del  acreedor  cuando  hubiere  incurrido  en  ella  en 
virtud  de  medidas  o  procedimientos  judiciales  o 
municipales  o  destrucción  del  taller,  fábrica  o  edi- 
ficio en  que  los  servicios   debieron  prestarse. 

Art.  ]2.  —  Todo  patrón,  sea  persona  natural 
o  jurídica,  es  responsable  de  los  accidentes  del  tra- 
bajo ocurridos  a  sus  obreros,  operarios,  jornala- 
ros, peones  o  empleados,  a  menos  que  la  víctima 
misma  haya  provocado  voluntariamente  el  acci- 
dente o  que  éste  sea  debido  a  fuerza  mayor  extra 
ña  al  trabajo.  La  responsabilidad  del  patrón  se 
presume,  salvo  la  prueba  en  contrario,  con 
respecto  de  todo  accidente  ocurrido  durante  el  tra- 
bajo. 

Art.  13-  —  El  acreedor  tiene  la  obligación: 

a)  De  hacer  trabajar  al  obrero  en  las  condicio- 
nes, tiempo  y  lugar  convenidos,  y  especial- 
mente poner  a  su  disposición,  cuando  éste 
los  necesite,  salvo  estipulación  contraria, 
los  colaboradores,  los  útiles  y  los  materia- 
les necesarios  para  la  ejecución  del  tra- 
bajo; 

b)  De  \'igilar  que  el  trabajo  se  ejecute  en  con- 
diciones convenientes  bajo  el  punto  de  vis- 
ta de  la  seguridad,  higiene  y  moralidad  del 
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obrero,  y  que  le  estén  asegiirados  los  pri- 
meros socorros  en  caso  de  accidentes ; 

c)  De  suministrar,  en  caso  de  enfermedad  no 
contagiosa  al  deudor,  que  habitara  perma- 
nentemente en  su  casa,  la  asistencia  medi- 
ca y  los  cuidados  facultativos  necesarios, 
por  lo  menos  durante  una  semana,  salvo 
que  haya  fenecido  el  contrato  o  que  la  en- 
fennedad  hubiese  sido  contraída  volunta- 
riamente o  por  negligencia  grave.  La  asis- 
tencia médica  se  entenderá  dispensada  en- 
viando al  deudor  a  un  hospital.  Los  gastos 
que  se  ocasionen  con  este  motivo,  podrán 
imputarse  al  salario  debido  por  el  tiem- 
po de  la  enfermedad.  Cesará  esta  obliga- 
ción cuando  se  haya  provisto  a  la  asisten- 
cia del  deudor  por  un  seguro  o  un  esta- 
blecimiento especial ; 

d)  De  organizar  y  reparar  los  locales,  ins- 
talaciones y  útiles  necesarios  para  la  pres- 
tación de  los  servicios,  de  tal  modo  que  el 
deudor  quede  a  salvo  de  todo  peligro  res- 
pecto de  su  ^ñda  o  salud.  Si  este  último 
habitara  la  casa  del  acreedor,  deberá  ser 
provisto  de  los  dormitorios  y  alimentos 
convenientes.  Cumple  asimismo  a  este  res- 
pecto al  acreedor  fijar  las  horas  de  tra- 
bajo y  de  recreo. 

Art.  14.    —   En  la    ejecución  de  este  contrato 
queda  prohibido  a   los  patrones: 

a)  Abonar  los  salarios  en  mercaderías  de  cual- 
quier clase,   pudiendo  el  deudor  reclamar 
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judicialmente  toda  suma  que  el  patrón  no 
hubiera  satisfecho  en  moneda  lej^al; 

b)  Imponer  multas  sobre  el  salario,  por  fal- 
tas no  previstas  en  el  reglamento,  o  rete- 
nerlo por  causa  o  pretexto  alguno,  salvo 
en  la  parte  que  corresponda  a  las  multas 
en  que  haya  incurrido  el  obrero  por  infrac- 
ciones al  reglamento  de  la  industria; 

c)  Entregar  billetes,  bonos,  vales  u  otros  pa- 
peles análogos  o  cualquier  forma  de  mo- 
neda metálica  de  su  emisión  que  impov+p 
aplazar  el  pago  de  los  salarios  o  la  reten- 
ción indebida  de  su  importe.  Tales  bille- 
tes, vales,  bonos,  papeles  o  metales  serán 
nulos  y  de  ningún  valor,  sin  perjuicio  de 
las  acciones  criminales  a  que  hubiere  lugar. 

Art.  15.  —  El  obrero  tiene  la  obligación : 

a)  De  ejecutar  su  trabajo  con  el  mayor  cui- 
dado y  esmero,  en  el  tiempo,  lugar  y  con- 
diciones convenidos; 

b)  De  trabajar  de  conformidad  con  las  ór- 
denes e  instrucciones  que  le  sean  dadas  por 
el  acreedor  o  su  representante,  de  acuer- 
do con  las  estipulaciones  del  contrato  y  los 
reglamentos  internos  de  la  fábrica,  taller, 
casa  o  empresa  en  que  realice  el  trabajo; 

c")    De  giTardar  los  secretos  de  fabricación; 

d)  De  abstenerse  de  todo  lo  que  podría  dañar, 
sea  a  su  propia  seguridad,  sea  a  la  de  sus 
compañeros  o  de  terceros  o  a  los  intereses 
del  patrón. 

Art.  16.  —  No  será  válida  la  renuncia  hecha  por 
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el  obrero  antes  o  después  de  la  celebración  del  con- 
trato, de  las  indemnizaciones  a  que  tenga  derecho 
según  las  prescripciones  de  este  código  o  de  las 
leyes  especiales,  por  accidentes  del  trabajo  o  per- 
juicios ocasionados  por  incumplimiento  de  contra- 
to o  inmotivada  despedida. 

Art.  17.  —  Sin  perjuicio  de  los  modos  genera- 
les de  extinción  de  las  obligaciones,  el  contrato  de 
trabajo  termina: 

a)  Por  expiración  del  término  por  el  cual  fué 
celebrado ; 

b)  Por  terminación  del  trabajo; 

c)  Por  fallecimiento  del  obrero; 

d)  Por  íuerza  mayor  que  cause  una  interrup- 
ción del  trabajo,  por  lo  menos  de  cuatro 
días. 

Art.  18.  —  El  obrero  tendrá  derecho  a  la  res- 
bisión  del  contrato  por  injurias  o  malos  traU- 
mientos  del  patrón  o  de  sus  dependientes,  por  fal- 
ta de  pago  o  mora  en  la  remuneración  convenida 
y  por  las  modificaciones  introducidas  sin  su  conoci- 
miento en  el  reglamento  del  trabajo,  en  cuanto  al 
tiempo  y  modo  de  efectuarse  éste. 

Art.  10-  —  Cualquiera  de  las  partes  podrá  re<?- 
eindir  el  contrato  de  trabajo  por  causas  graves  o 
motivos  justos,  antes  del  plazo  convenido.  En  estos 
casos,  resrirán  las  siguientes  prescripciones: 

a)  Si  el  contrato  fuere  estipulado  por  días, 
la  rescisión  se  hará  saber  con  un  día  de  an- 
terioridad ; 

b)  Si  fuese  estipulado  por  semana,  se  hará  sa- 
ber dos  días  antes; 
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c)  Si  fuese  estipulado  por  meses,  se  hará  sa- 
ber quince  días  antes. 

Art.  20.  —  La  parte  que  no  cumpliere  el  con- 
trato sin  causa  justificada,  o  no  diere  los  avisos 
previos  del  artículo  precedente,  está  obligada  a  sa- 
tisfacer a  la  otra  una  indemnización. 

Art.  2.1.  —  No  podrán  imponerse  otras  correc- 
ciones ni  multas  por  infracción  a  los  reglamentos 
del  trabajo,  que  las  previstas  en  los  mismos.  El  to- 
tal de  las  multas  impuestas  por  vía  de  corrección 
al  obrero,  no  podrá  exceder,  por  día,  de  la  sexta 
parte  del  salario. 

Art.  22.  —  Las  acciones  que  resulten  del  contra- 
to de  trabajo,  se  prescriben  a  los  seis  meses,  salvo 
las  relativas  a  la  indemnización  por  accidentes. 

Art.  23.  —  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 


CAPITULO  II 
AUTORIDADES  ADMINISTRATIVAS 

JURISDICCIÓN  DEL  TRABAJO 
Organización  definitiva   del  Departamento 

El  Departamento  Nacional  del  Trabajo,  se  ins- 
talo por  decreto  de  14  de  marzo  de  1907  y  en  19 
y  21  del  mismo  mes  se  designó  el  personal  corres- 
pondiente, formado  por  empleados  del  Ministerio 
del  Interior  y  por  la  División  de  Industrias  del 
Ministerio  de  Agricultura,  la  que  perdió  su  deno- 
minación al  incorporarse  al  Departamento. 

En  un  principio  funcionó  sin  ley  orgánica  y  sin 
otra  orientación  que  la  trazada  por  su  carácter 
propio  y  por  el  de  instituciones  análogas  en  el  ex- 
tranjero, sintetizado  en  los  conceptos  del  decreto 
de  instalación  que  dice : ' '  djebc  reoogie'T,  coordinar  y 
publicar  todos  los  datos  relativos  al  trabajo  de  la 
república,  especialmente  en  lo  que  concierne  a  las 
relaciones  del  trabajo  y  del  capital,  y  a  las  refor- 
mas legislativas  y  administrativas  capaces  de  me- 
jorar la  situación  material,  social,  intelectual  y 
moral  de  los  trabajadores". 

El  nombre  que  se  le  rlió  corresponde  a  la  norma 
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más  apropiada  en  el  tecnicismo  administrativo, 
conforme  también  al  que  lleva  en  los  Estados 
Unidos,  * '  Departament  of  Labour".  Bajo  esta  de- 
nominación se  le  conoce  en  todos  los  países  con 
los  cuales  mantiene  canje  de  publicaciones. 

El  Ministerio  del  Interior  lo  denominó  en  el 
presupuesto  para  el  año  1912,  Dirección  General 
del  Trabajo,  lo  que  dio  a  menudo  lugar  a  confu- 
siones con  la  Oficina  del  Trabajo  que  forma  par- 
le de  la  Dirección  General  de  Inmigración.  Cuan- 
do se  sancionó  su  ley  orgánica,  en  8  de  octubre 
de  1912,  tomó  su  apropiada  denominación  de 
antes . 

El  Departamento  ha  ejercido  desde  su  instala- 
ción funciones  de  asesoramiento  del  Poder  Eje- 
cutivo, preparando  además  la  legislación  sobre  el 
trabajo.  Para  sus  estudios  se  valió  siempre  de  la 
observación  directa  de  los  fenómenos  sociales  en 
nuestro  país  y  en  el  extranjero.  Las  estadísticas 
que  organizó  y  continúa  formando,  resultaron  así 
un  factor  muy  propicio  en  el  cumplimiento  de  su 
institución . 

Se  discutió  en  un  principio  si  debía  el  Depar- 
tamento concretarse  a  las  dos  funciones  recorda- 
das o  si  le  correspondía  dentro  de  la  idea  de  su 
creación,  ejercer  la  inspección  del  trabajo  en  sus 
varios  y  fecundos  efectos  prácticos  y  al  fin  se  op- 
tó por  lo  último,  atribuyéndosele  en  el  presupuesto 
de  1912,  el  personal  necesario  a  tal  fin,  sin  que  se 
hubiera  dictado  ley  o  decreto  alguno  organizando 
este  ser^ácio.   Sólo  en  la  reglamentación  de  la  ley 


„   27   - 

4661,  sobre  el  descanso  dominical,  se  establecen 
las  funciones  que  a  la  inspección  le  corresponde, 
aunque   no  en  exclusividad. 

Sin  carta  orgánica,  carecía  entonces  de  perso- 
nería para  una  eficiente  represión  de  las  informa- 
ciones de  las  leves  obreras,  limitándose  a  consta- 
tarlas y  dar  parte  a  la  policía. 

Los  obreros  reclamaban  mienitras  tanto  con  in- 
cansable insistencia  el  establecimiento  definitivo  y 
legal  de  la  Inspección,  lo  que  se  obtuvo  recién  con 
la  sanción  de  la  ley  orgánica  y  otras  que  atribuye- 
ron funciones  prácticas  a  este  instituto. 


El  Departamento  ha  limitado  su  acción  a  la  Ca- 
pital y  Territorios  Nacionales.  Al  discutirse  su 
ley  orgánica  se  invocaron  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados motivos  de  jurisdicción,  para  negarle  su  ex- 
tensión al  territorio  de  las  provincias  y  guardan- 
do todo  el  respetchque  la  autonomía  de  las  mismas 
merece,  conceptúo  que  hay  zonas  especiales,  que 
por  disposición  de  leyes  fundamentales  de  la  na- 
ción, deben  someterse,  en  cuanto  a  la  observación 
y  policía  del  trabajo,  a  los  reglamentos  naciona- 
les. 

Los  puertos  deben  someterse  a  la  jurisdicción 
nacional  por  su  carácter  propio  y  porque  el  art. 
2673  del  Código  Civil,  declara  de  esta  jurisdicción 
la  zona  de  35  metros  a  cada  lado  de  la  ribera  de 
los  ríos    o  canales  navegables,  no  obstante  el    do- 
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minio  de  los  particulares  o  de  las  provincias  sobre 
los  terrenos  comprendidos  en  aquélla,  regla  que, 
a  falta  de  una  clausula  constitucional  expresa  en 
que  apoyarla,  habrá  que  fundarla  en  los  términos 
de  los  artículos  26  y  67,  inciso  9o.,  según  los  cua- 
les el  Congreso  tiene  facultad  "para  reglamentar 
la  libre  navegación  de  los  ríos  interiores  y  habi- 
litar los  puertos  que  considere  convenientes,  etc." 

Respecto  al  puerto  de  I^a  Plata,  pondera  aún 
una  razón  especial  que  da  mayor  procedencia  a  la 
jurisdicción  nacional,  porque  ha  sido  adquirido 
por  la  nación  en  virtud  de  la  ley  4436,  en  24  de 
Septiembre  de  1904,  por  compra  hecha  a  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  en  ejecución  de  la  ley  ci- 
tada. No  puede  ponerse  en  duda  de  que  se  trata 
de  un  caso  de  jurisdicción  nacional,  en  atención 
a  que  ésta  se  extiende  a  todos  los  terrenos  ocupa- 
dos por  aquel  establecimiento    de  la  Nación. 

El  origen  de  la  jurisdicción  federal  sobre  esa 
zona  arranca  del  inciso  27,  art.  67  de  la  Consti- 
tución, en  cuanto  dice  que  corresponde  al  Con- 
greso "ejercer  una  jurisdicción  exclusiva  en  todo 
el  teritorio  de  la  Capital  de  la  Nación  y  sobre  de 
los  demás  lugares  adquiridos  por  compras  o  ce- 
sión en  cualquiera  de  las  provincias  para  estable- 
cer fortalezas,  arsenales,  almacenes  u  otros  esta- 
blecimientos de  utilidad  nacional".  No  pudiendo, 
por  tanto,  ni  siquiera  dudarse  que  estas  palabras 
comprenden  exactamente  a  la  adquisición  del 
Puerto  de  La  Plata,  según  los  términos  del  art. 
lo.  de  la  referida  ley  No.  4436. 

Las  líneas  férreas  nacionales  y  los  talleres  de  las 
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empresas,  aún  aquellos  ubicados  an  el  territorio 
de  las  provincias,  deben  someterse  a  la  jurisdic- 
ción nacional.  Bastaría  para  afianzar  este  juicio, 
recordar  que  todas  las  leyes  de  concesión  de  esas 
líneas,  comprenden  la  facultad  de  expropiar  y 
ocupar  las  zonas  necesarias  para  todas  las  insta- 
laciones accesorias,  lo  que  quiere  decir  que  se  ''na- 
cionalizan" tales  zonas,  y  es  lógico  que  así  sea, 
desde  que  aceptándose  el  criterio  contrario,  una 
empresa  que  atraviese  varias  provincias  y  man- 
tenga talleres  en  cada  una  de  ellas,  se  vería  obli' 
gada  a  regir  el  trabajo  de  sus  obreros  según  las 
exigencias  de  la  legislación  y  reglamentos  locales, 
rompiendo  con  la  uniformidad  indispensable  pa- 
ra la  adopción  de  nonnas  apropiadas  a  la  esta- 
bilidad de  relaciones  entre  capitalistas  y  asala- 
riados ,en  empresas  que  explotan  servicios  pú- 
blicos. 

Las  recientes  huelgas  ferroviarias  han  puesto 
por  demás  de  manifiesto,  la  necesidad  inquebran- 
table de  uniformar  las  condiciones  de  los  gremios 
afectados  a  este  servicio,  y  como  representa  el 
mismo  uno  de  los  intereses  vitales  del  país,  no 
es  posible  dejar  ya  de  lado  por  más  tiempo  la  in- 
gerencia directa  del  Estado  Federal,  en,  todas  las 
dependencias  de  empresas  ferroviarias  nacionales, 
con  lo  cual  seguramente  se  apartarían  muchos  de 
los  factores  que  dan  margen  a  los  ya  tan  frecuen- 
tes conflictos  con  sus  obreros. 

Además,  una  regla  elemental  de  nuestro  dere- 
cho constitucional,  es  que  el  Poder  Ejecutivo  y  el 
Poder  Judicial  de  la  Nación  son  coextensivos  con 
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el  Legislativo  y,  así,  donde  alcanza  la  jurisdicción 
de  la  ley,  llega  la  del  poder  encargado  de  cum- 
plirla. De  allí  procede  la  que  usan  los  Tribunales 
de  la  Nación  para  entender  en  todas  las  causas 
originadas  por  la  aplicación  de  esas  leyes,  y  las 
que  pone  en  ejercicio  el  Poder  Ejecutivo,  en  vir- 
tud del  inciso  2o-  del  art.  86,  según  el  cual  éste 
"expide  las  instrucciones  y  reglamentos  que  sean 
necesarios  para  la  ejecución  de  las  leyes  de  la  Na- 
ción". No  se  comprendería  así,  que  otra  autori- 
dad pudiera  tener  dentro  del  alcance  de  las  leyes 
que  reglamentan  el  trabajo,  atribuciones  para  ve- 
lar por  su  cumplimiento,  emanando  éstas  del  Con- 
greso, destinadas  a  regir  dentro  de  la  jurisdicción 
nacional,  como  claramente  se  desprende  ,del  texto 
de  las  que  están  en  vigencia  y  por  el  silencio  que 
guardan  respecto  a  su  aplicación  dentro  de  la  ju- 
risdicción provincial,  no  siendo  el  caso  de  las  le- 
yes comunes  a  que  se  refiere  el  inciso  11  del  art. 
67  de  la  Constitución. 

Las  leyes  procesales  de  la  Nación,  han  definido 
el  alcance  de  la  autoridad  de  sus  tribunales,  como 
el  art.  3o.,  inciso  4o.  de  la  ley  No.  48  de  14  de 
Septiembre  de  1863;  el  art.  23,  inciso  4o.,  del  Có- 
digo de  Procedimientos  en  lo  Criminal  de  la  Ca- 
pital, y  el  ai-t.  27  de  la  ley  No.  4055  de  8  de  Enero 
de  1902.  Estas  leyes,  o  mejor  dicho,  la  jurisdic- 
ción nacional  que  de  ellas  surge,  ha  sido  confinna- 
da  en  diversos  fallos  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
+i^iíi    fie  la  Nación  y  en  particular   los  que  se  in- 
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sertan  en  los  tomos  X,  p.  277  XV,  237;  XXI, 
491;  XXIII,  344;  XXV,  419;  XXVII,  143; 
XXXV,  244. 


Las  mismas  reglas  rigen,  dentro  de  su  órbita 
propia,  la  jurisdicción  administrativa,  en  lo  que 
se  refiere  a  leyes  de  orden  y  de  policía  industrial 
como  son  las  del  trabajo. 

Dentro  de  la  Capital  Federal  la  inspección  del 
trabajo  debe  tener  completa  unidad,  no  tan  sólo 
porque  es  lo  más  conducente  a  su  eficiencia,  sino 
también  porque  el  artículo  3o.  de  la  ley  8999  dis- 
pone quie  el  ''Departamento  establecerá  un  servi- 
cio de  inspección  y  vigilancia  directa  y  permanen- 
te en  los  establecimientos  industriales  y  comerciales 
de  la  Capital  de  la  República  y  Territorios  Nacio- 
nales, a  fin  de  velar  por  el  cumplimiento  de  las 
leyes  relativas  al  trabajo".  En  consecuencia,  la 
sección  de  Higiene  Industrial  del  Departamento 
Nacional  de  Higiene,  debería  incorporarse  al  del 
Trabajo.  Mientras  no  se  llegue  a  esto,  no  se  po- 
drá readizar  una  inspección  en  el  concepto  moder- 
no, es  decir,  complementando  la  observación  de 
los  locales  del  trabajo,  con  la  personal  e  individual 
de  cada  obrero  de  las  industrias  peligrosas  o  insa- 
lubres, a  efecto  de  apartar  de  su  labor  y  dedicar- 
los a  otras  menos  penosas,  a  los  sujetos  de  con- 
diciones física  deficiente. 

Mayores    dificultades     de   jurisdicción   podrían 
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suscitarse  con  la  Municipalidad,  debido  a  que  el 
derecho  consuetudinario  ha  dejado  exclusivamente 
a  cargo  de  la  misma,  todo  lo  que  se  vincula  a  la 
higiene,  seguridad  y  funcionamiento  de  las  fá- 
bricas; pero  un  concepto  bien  claro  define  ahora, 
felizmente,  toda  duda.  En  efecto,  la  intervención 
municipal  al  respecto,  tiene  en  mira  tan  sólo  el 
interés  común  y  por  eso  cuando  exige  en  una  fá- 
brica ciertas  condiciones  de  higiene  o  seguridad, 
lo  hace  en  salvaguarda  del  bienestar  público,  de  los 
vecinos  al  establecimiento,  de  los  transeúntes  por 
las  calles,  del  tráfico,  etc.  La  legislación  del  tra- 
bajo, a  la  cual  se  ajusta  la  inspección  sobre  el 
mismo,  lo  hace  desde  un  punto  de  vista  más  limi- 
tado, es  decir,  del  interés  obrero,  de  los  trabajado- 
res en  definitiva ,  Por  eso  es  que  esta  inspección 
puede  exigir  determinada  seguridad  interna  en 
bien  y  salvaguarda  de  los  obreros  de  una  fábrica, 
y  la  j\Iunieipalidad  puede  hacerlo  por  un  interés 
más  amplio,  el  de  la  población. 

Las  leyes  orgánicas  de  otros  institutos  análogos 
al  nuestro,  informan  claramente  de  la  organización 
de  la  inspección.  Hay  ministerios,  departamentos 
u  oficinas  del  trabajo  que  la  tienen  anexa,  siendo 
esta  la  tendencia  moderna,  como  se  desprende  de 
las  informaciones  más  recientes  y  de  la  más  com- 
prensiva de  todas,  que  es  el  estudio  que  precedió 
en  España  a  la  instalación  definitiva  del  Instituto 
de  Keformas  Sociales. 

Como  mi  propósito  no  es  por  ahora  incluir  aquí 
el  estudio  ya  publicado  de  la  organización  de  las 
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principales  oficinas  de  esta  índole,  me  limitaré  a 
recordar  de  paso  que  en  Bélgica,  después  de  gra- 
ves movimientos  huelguistas  durante  el  año  1848, 
se  organizó  una  comisión  especial,  para  estudiar 
las  condiciones  económicas  de  las  clases  obreras,  la 
que  por  real  orden  de  1886,  se  convirtió  en  Comi- 
sión del  Trabajo, 

Esta  preparó  diversos  proyectos  y  .publicó  es- 
tudios importantes.  Algunas  de  las  leyes  que  ri- 
g€n  en  Bélgica,  tienen  su  origen  en  tal  comisión, 
como  son  las  relativas  al  pago  de  salario,  amparo 
del  mismo  y  al  trabajo  de  niños.  Para  aplicar  es- 
tas leyes,  el  Gobierno  fundó  poco  después,  el  Con- 
sejo Superior  de  Trabajo,  al  que  siguió  la  funda- 
ción del  Departamento  del  Trabajo,  dependiente 
del  Ministerio  de  Agricultura,  •  Industrias  y  Obras 
Públicas.  El  25  de  mayo  de  1896,  cuando  se  ins- 
taló el  nuevo  Ministerio  de  la  Industria  y  Trabajo, 
se  lo  agregó  el  Departamento  de  Trabajo.  El  mis- 
mo año  se  unió  al  Departamento  la  Inspección  In- 
dustrial y  Fabril  y  en  1897,  la  competencia  del 
Departamentos  iseí  exítendió  a  la  intervenciidn  e  ins-* 
peeción,  a  la  caja  de  socorro  y  varias  otras  insti- 
tuciones de  mutualidad  y  beneficencia. 

El  Departamento  forma  una  División  autónoma 
dentro  del  Ministerio  y  se  compone  de  estas  sec- 
ciones: 1.°  Legislación  y  comentario  de  las  leyes; 
2°  Estadística;  3.°  Ejecución  de  las  lej^'es  y  de- 
cretos; 4.°  Inspección  del  trabajo;  5.°  Inspección 
de  institutos  de  previsión. 

Francia,  aparte  del  Ministerio  del  Trabajo,  tie- 
ne iastituídos  por  ley  de  27  de  marzo  de  1907,  los 


consejas  de  prud 'homines,  destinados  a  terminar 
por  vías  conciliatorias  las  disidencias  que  pudie- 
ran ocurrir  entre  patrones  y  obreros,  con  excep- 
ción de  daños  y  perjuicios  por  accidentes  del  tra- 
bajo; deberán,  demás,  "dar  su  i>arecer  sobre  cues- 
tiones que'  les  presente  la'  autoridad  administra- 
tiva". 

Sus  miembros  se  eligen  por  seis  años  y  se  re- 
nuevan por  mitad  cada  tres.  Se  efectúa  la  crea- 
ción de  un  Consejo,  cuando  es  pedida  por  el  Con- 
sejo Municipal  de  la  Comuna,  donde  debe  ser  es- 
tablecido. La  ley  establece  las  condiciones  de  elec- 
ción de  los  miembros  del  consejo,  de  los  cuales  son 
electores:  los  obreros,  los  jefes  de  equipaje  o  con- 
tramaestres, que  toman  parte  en  la  ejecución  ma- 
terial del  trabajo  y  los  jefes  de  talleres  de  familia 
que  trabajan  por  su  cuenta.  (Para  los  represen- 
tantes obreros) . 

Para  los  patronales:  los  patrones  que  ocupan 
por  su  cuenta  uno  o  varios  obreros;  los  asociados 
f electivamente ;  los  que  regenteen  o  dirijan  una 
fábrica  por  cuenta  de  otro;  una  manufactura; 
un  taller;  un  almacén;  una  mina  y  generalmente 
lina  empresa  industrial. 


« 


,Si  la  inspección  del  trabajo  como  función  ad- 
ministrativa, ha  llegado  a  constituir  en  estos  días 
un  motivo  de  típica  gravitación  del  Estado  en  la 
economía  industrial,  lo  propio  ocurre  respecto,  a 
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la  jurisdicción  judicial  con  motivo  de  las  causas 
que  emergen  de  las  nuevas  relaciones  de  derecho 
que  esta  rama  de  la  legislación  ha  dado  naci- 
miento . 

Teniendo  en  cuenta  esto,  el  diputado  nacional 
Dr.  Jerónimo  del  Barco,  a  cuya  iniciativa  mucho 
debe  nuestra  legislación  social,  proyectó  la  crea- 
ción de  un  Juzgado  del  Trabajo,  en  la  Capital  Fe- 
deral y  requerida  la  opinión  del  Departamento 
Nacional  del  Trabajo,  presenté  para  la  Comisión 
de  Legislación  de  la  Cámara  el  dictamen  que  se 
incluye : 

Llamado  el  Departamento  Nacional  del  Trabajo 
a  emitir  opinión  sobre  el  proyecto  del  señor  dipu- 
tado doctor  Jerónimo  del  Barco,  por  el  cual  se  crea 
en  la  capital  de  la  República  un  juzgado  de  tra- 
bajo, conceptúo  que  no  puede  limitarse  a  apoyar 
decididamente  tal  iniciativa,  sino  que  debe  a  la  vez 
fundamentar  ,su    juicio. 

El  autor  del  proyecto  ha  expuesto  con  precisión 
los  motivos  de  su  iniciativa.  Debo  empezar  por  re- 
conocer que  ellos  son  exactos,  agregando  que,  des- 
de Junio  de  1916,  fecha  del  proyecto,  hasta  ahora, 
se  ha  intensificado  la  necesidad  de  un  juzgado  que 
entienda  en  todas  las  causas  judiciales,  que  ten- 
gan por  origen  directamente  una  cuestión  del  tra- 
bajo o  la  aplicación  de  las  leyes  que  lo  reglamen- 
tan. Efectivamente,  la  extensión  creciente  que  la 
ley  9688  sobre  accidentes  del  trabajo  adquiere,  da 
origen  a  infinidad  do  asuntos  suscitados  por  las 
partes;  el  descanso  dominical,  con  la  aplicación 
más  estricta  de  la  ley  4661,  es  evidente  que  ha  orí- 
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ginado  un  número  extraordinario  de  procesos  coa- 
tra  sus  infractores;  el  amparo  de  la  mujer  y  del 
niño  en  la  industria,  de  conformidad  a  la  ley  5291  ■ 
el  funcionamiento  de  las  agencias  de  colocaciones 
normalmente  'establecidas  en  la  ley  9148,  con  los 
abusos  constantes  de  los  agencieros  en  detrimento 
de  los  intereses  de  los  obreros  que  buscan  trabajo ; 
el  propio  respeto  de  las  atribuciones  de  este  De- 
partamento, de  acuerdo  a  su  ley  orgánica  N." 
8999;  el  crecido  número  de  pleitos  sobre  cobro  de 
salarios  y  su  forma  de  pago  y  el  hecho  de  haber 
ya  el  proyecto  sancionado  sobre  esta  materia  por 
la  H.  Cámara  de  Diputados,  declarando  de  com- 
petencia de  la  justicia  ordinaria  el  cumplimiento 
de  esta  ley;  todo  esto  evidencia  la  impostergable 
urgencia  de  un  juez  especial  llamado  a  entender 
en  cuestiones  de  tal  índole. 

La  sustantividad  del  derecho  obrero  o  del  tra- 
bajo, es  lo  que  más  justifica  una  jurisdicción  posi- 
tiva propia  para  su  aplicación.  La  existencia  co- 
mo individualidad  científica  de  tal  rama  del  de- 
recho, es  indiscutible  en  la  actualidad.  Ella  cons- 
tituye hoy  una  disciplina  intelectual  y  jurídica 
perfectamente  definida.  ]\Iás,  siendo  así,  no  faltan 
opiniones  que  involucren  o  confundan  con  el  de- 
recho mercantil,  error  que  emerge  del  hecho  de 
adjudicar  a  aquél  ciertas  instituciones  que  son 
propias  de  éste,  como  es  la  que  reglamenta  la  pro- 
piedad industrial.  Más,  siendo  el  comercio  una  in- 
dustria,  si  alguna  de  las  dos  ramas  debiera  com- 
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prender  como  primera  o  más  general  a  la  otra, 
ella  sería  la  del  derecho  del  trabajo,  que  es  de 
aplicación  a  todas  las  industrias. 

Sus  relaciones  con  el  derecho  civil  son  también 
esenciales,  en  cuanto  la  rama  íundamental  de  la 
legislación  obrera  o  sea  el  contrato  del  trabajo, 
80  afirma  en  los  principios  fundamentales  de 
aqaiél;  pero,  a  la  vez,  contiene  principios  nuevos, 
característicos,  que  informan  todo  un  sistema  le- 
gal distinto  del  tradicional,  tal  como  el  del  riesgo 
profesional  e  inversión  de  la  prueba,  bases  indiscu- 
tibles de  todas  las  leyes  modernas  sobre  accidentes 
del  trabajo. 

Cualquiera  sea  el  concepto  que  predomine  sobre 
el  alcance  de  la  legislación  obrera,  en  el  sentido 
de  si  debe  comprender  al  derecho  industrial  en  sus 
más  amplias  manifestaciones,  o  simplemente  al 
derecho  del  trabajo,  es  lo  cierto  que  nadie  puede 
con,  sano  juicio,  desconocer  en  el  día  su  entidad  y 
personalidad  científica  y  también  propia,  porque 
es  una  consecuencia  de  la  organización  económica 
de  la  sociedad,  de  su  división  en  clases  debido  a 
la  falta  de  equidad  en  la  distribución  de  la  rique- 
za y,  sobre  todo,  en  el  maquinismo  moderno  que 
ha  transformado  tanto  los  medios  de  producción 
y  ha  empequeñecido  a  la  vez  la  personalidad  del 
trabajador,  achicándolo  hasta  el  grado  de  ser  mu- 
chas veces  un  apéndice  de  la  máquina. 

Es  por  esto  que  todas  las  naciones  civilizadas  se 
empeñaron  en  crear  institutos  especiales  encarga- 
dos de  la  observación  y  estudio  de  los  fenómenos 
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del  trabajo,  a  lia  vez  que  de  preparar  la  legislación 
también  especial  que  debía  regirlos.  Más,  hemos 
entrado  ya  en  el  período  álgido  de  la  aplicación 
de  tales  leyes  y  esto  requiere  jueces  o  funcionarios 
competentes.  Las  ideas  evolucionan  constantemen- 
te en  esta  materia  y  no  es  en  modo  alguno  aventu- 
rado declarar,  que  el  proyecto  en  estudio  se 
orienta  en  el  mayor  progreso  de  las  mismas-  Aca- 
so, por  esto,  le  corresponderá  a  la  K^'públiea  Ar- 
gentina, en  caso  de  sancionarse  tal  iniciativa,  un 
sitio  de  primera  fila  en  el  orden  de  conquistas  de 
esta  índole. 

No  es  el  momento  oportuno  para  un  análisis 
de  la  legislación  comparada  que  acredita  aquella 
evolución.  Deseo  sólo  referirme  a  Francia,  la  na- 
ción más  sensible  a  esos  progresos  y  la  que  tiene 
a  la  vez  una  mayor  fuerza  de  adaptación  de  los 
mismos.  Bajo  el  reinado  de  Enrique  IV,  en  1607, 
se  creó  el  Consejo  de  Comercio,  encargado  de  en- 
tender en  las  cuestiones  de  tal  índole,  sin  dársele 
por  entonces  atingencia  alguna  respecto  al  trabajo 
o  la  industria.  Después  de  la  Revolución  fué  am- 
pliado en  Consejo  Superior  de  Comercio  y  Agri- 
cultura, y  finalmente,  en  1881,  en  Consejo  Supe- 
rior de  Comercio  y  de  Industrias,  debido  al  incre- 
mento extraordinario  de  las  mismas  y  de  los  con- 
flictos y  cuestiones  del  capital  y  del  trabajo.  Más, 
bajo  el  ministerio  de  Clemenceau,  en  1906,  se  com- 
pletó al  fin  la  reforma  con  la  creación  del  Minis- 
terio del  Trabajo  y  de  Previsión  Social.  Así  es 
como  en  la  órbita  administrativa  se  llegó  al  rece- 
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nocimiento  de  una  rama  especial  de  gobierno  que 
exigía  atención  preferente.  La  misma  evolución 
han  seguido  todas  las  naciones. 

Los  conflictos  del  trabajo  que  pueden  exigir  la 
ingerencia  del  Estado  son  colectivos  o  individua- 
les. Para  los  primeros  la  legislación  positiva  ha 
puesto  en  juego  los  tribunales  de  conciliación  y 
arbitraje,  y  es  de  notar  que  el  mismo  señor  dipu- 
tado, autor  del  proyecto  que  motiva  este  informe, 
ha  iniciado  también  su  institución  legal  en  nues- 
tro país.  Para  los  segundos  no  c^be  otro  medio 
de  solución,  que  el  emergente  de  un  fallo  que  en 
unos  casos  puede  emanar  de  la  autoridad  adminis- 
trativa y  en  otros  de  la  autoridad  judicial.  Esto 
depende  de  la  importancia  del  litigio,  como  de  la 
orientación  legislativa  de  cada  país.  Pero,  lo  uni- 
forme es  que  casi  todas  las  naciones  han  creído 
necesario  crear  una  jurisdicción  especial  al  res- 
pecto y  lo  han  hecho  mediante  la  institución  de 
tribunales  populares,  mixtos  de  patrones  y  obre- 
ros, como  el  de  los  prud'hommes  en  Francia,  las 
Juntas  locales  en  España.  En  unos  países  se  los 
organiza  por  nombramientos  de  sus  miembros 
por  los  poderes  públicos,  como  ocurre  en  Bél- 
gica, Alemania,  etc.,  y  en  otras  por  la  elección  de 
patrones  y  obreros  como  en  Italia  y  España.  Más, 
lo  cierto  y  constatado  es  la  opción  de  todas  las 
naciones  por  la  institución  de  tribunales  especia- 
les para  entender  en  esta  dase  de  asruntos.  Paúl 
Louis  en  su  acreditada  obra  L'ouvrier  devant 
l'Etat,  sintetiza  cuáles  son  las  razones  que  al  efec- 
to ponderan: 
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"Los  tribunales  ordinarios  dispensan  una  jus- 
ticia demasiado  lenta  y  costosa;  en  segundo  lugar, 
ellos  son  incompetentes  para  examinar  todos  ios 
conflictos  que  se  suscitan  a  propósito  del  contrato 
del  trabajo,  porque  no  pueden  ofrecer  las  más  ele- 
mentales garantías  de  ciencia  o  de  práctica  profe- 
sional; el  más  eminente  jurisconsulto  cederá  el 
paso  en  la  materia  a  un  trabajador  o  a  un  emplea- 
do de  experiencia,  por  rudimentaria  que  sea.  Por- 
talis  y  d'Agnesseau  fueron  acusados  seriamente  de 
ignorancia.  En  tercer  lugar,  la  jurisdicción  de  de- 
recho común  es  sospechosa ;  existe  el  temor  de  que 
se  encuentra  tentada  a  dar  sistemáticamente  razón 
a  los  jefes  de  industria.  " 

Naturalmente,  cada  país  ha  organizado  estos  tri- 
bunales especiales,  de  conformidad  a  su  legislación 
constitucional  y  a  su  estado  político  y  social.  Han 
predominado  los  de  carácter  popular,  lo  mismo 
que  en  el  derecho  penal ;  más,  los  motivos  que  para 
esta  rama  postergan  hasta  ahora  la  implantación 
del  juicio  por  jurados,  no  obstante  la  prescripción 
del  art.  24  de  la  Constitución  Nacional,  ponderan 
en  lo  que  al  asunto  del  proyecto  se  refiere.  La  falta 
de  una  organización  permanente  en  los  gremios 
patronales  y  obreros,  haría  casi  imposible  el  fun- 
cionamiento regular  de  tribunales  en  los  cuales  am 
bas  tendencias  tuvieran  representación. 

Aparte  de  esto,  la  institución  de  tribunales  de 
"prud'hommes"  para  entender  en  las  cuestiones 
individuales  entre  patrones  y  obreros,  no  llenaría 
todas  las  funciones  que  se  trata  de  dar  al  Juez  del 
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Trabajo,  porque  la  índole  propia  de  aquellos  los 
concreta  a  intervenir  en  asuntos  de  un  reducido 
monto.  Así  las  últimas  reformas  de  la  ley  francesa, 
apenas  les  da  jurisdicción  hasta  cuestiones  de  500 
francos.  Esto  es  lo  que  a  la  entidad  de  los  juicios 
se  refiere.  Ahora,  por  razón  de  materia,  el  tribunal 
que  instituye  el  proyecto  entenderá  en  cuestiones 
correccionales  motivadas  por  infracciones  a  las  le- 
yes del  trabajo,  como  también  en  asuntos  civiles  o 
de  derecho  obrero,  emergentes  de  las  mismas  leyes- 
Un  juez  que  aplique  el  derecho  con  consulta  del 
medio  y  de  las  condiciones  peculiares  en  que  se 
desenvuelven  las  relaciones  del  capital  y  del  tra- 
bajo, es  indudablemente  la  institución  más  reco- 
mendable en  esta  materia,  y  ya  son  varios  los  auto- 
res franceses  que  se  ocupan  de  la  cuestión,  que  vie- 
nen preconizando  la  reforma  del  sistema  de  su 
país  sobre  cuyas  bases  organizaron  sus  tribunales 
especiales  todas  las  otras  naciones,  pues,  aquéllos 
nacieron  con  la  ley  de  18  de  Marzo  de  1806  que 
organizó  el  primer  consejo  de  Lyon. 


CAPITULO  III 

JORNADA  LEGAL  DE  TRABAJO 

"Semaria  Inglesa" 

Como  síntesis  del  asunto  que  motiva  ese  capítu- 
lo, conceptúo  oportuno  transcribir  literalmente  el 
informe  que  tuve  ocasión  de  presentar  para  la 
Comisión  de  Legislación  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, la  que  había  solicitado  la- opinión  del  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo: 

"Esta  división  ha,  estudiado  los  dos  proyectos  del 
Sr.  diputado  E.  Dickmann,  uno  estableciendo  la 
jornada  legal  de  8  horas  para  los  trabajos  indus- 
triales y  el  otro  adoptando  lo  que  se  ha  dado  en 
llamar  la  ' '  semana  inglesa ' ',  es  decir,  la  reducción 
del  trabajo  en  los  días  sábados  hasta  las  12  m.,  con 
derecho  del  obrero  a  percibir  el  salario  que  co- 
rrespondería a  la  jornada  íntegra.  En  el  breve  in- 
forme que  sigue  no  se  hará  una  exposición  doctri- 
naria, a  efecto  de  no  sentar  opiniones  que  la  Co" 
misión  de  Legislación  de  la  Cámara  no  las  pide  de 
esta  División,  pero  que,  seguramente  las  deseará 
del  Departamento. 

1. — Para  informar  respecto  al  primer  proyecto 
hago  ante  todo  presente,  que  la  jornada  de  8  horas 
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no  implicaría  una  refonna  tan  fundamental  para 
la  industria  en  la  capital  federal,  en  atención  a 
que  la  duración  media  del  trabajo  industrial  en 
la  misma,  no  excede  en  mucho  de  tal  límite.  En 
efecto,  de  los  datc^  compilados  y  reducidos  a  cua- 
dros concretos,  que  posee  este  departamento,  re- 
sulta que  recogidos  en  2525  establecimientos  in- 
dustriales, en  los  que  se  ocupan  51.875  obreros, 
la  jornada  media  de  trabajo  diaria  es  de  8,44  mi- 
nutos. 

En  31  de  diciembre  de  1912,  de  esos  51 .  875  obre- 
ros, 25  estaban  sometidos  a  una  labor  diaria  de 
7  horas;  24.029  a  8  horas;  13.984  a  8  horas  y  me- 
dia; 9.825  a  9  horas;  3.450  a  9  horas  y  media; 
270  a  10  horas ;  37  a  10  horas  y  miedia  y  12  a  11 
horas . 

Los  obreros  que  trabajan  7  horas  son  los  ocupa' 
dos  en  decorados,  fabricación  de  norias  de  made- 
ra y  tonelerías  y  los  que  tienen  una  jornada  más 
prolongada,  es  decir,  11  horas,  son  empleados  en 
la  fabricación  de  helados- 
Tal  es  la  condición  del  trabajo  en  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  en  lo  relativo  a  la  jomada.  Las 
circunstancias  de  que  los  datos  sean  relativos  a 
1912,  no  implica  la  posibilidad  de  una  variante 
hasta  ahora ;  pues,  es  evidente  y  se  lo  constata  por- 
que no  han  ocurrido  casi  huelgas  por  esta  caiisa, 
que  la  situación  se  mantiene  análoga,  y  continua- 
rá' así,  no  siendo  probable  sino  que  pueda  ocurrir 
mayor  disminución  en  el  horario. 
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En  las  provincias  no  se  ha  levantado  una  inves" 
tigaeión  sobre  este  particular. 

II. — Como  antecedentes  legislativos,  cúmplemle 
recordar  en  primer  término  4  iniciativas  naciona" 
les,  de  las  cuales  2  tienen  carácter  oficial. 

'En  el  proyecto  de  Ley  Nacional  del  Trabajo, 
presentado  por  el  Ministro  del  Interior  de  enton- 
ces Dr.  D.  Joaquín  V.  González,  en  mayo  6  de 
1914,  se  establece  en  su  art.  125:  ''La  permanen- 
cia diaria  de  los  obreros  adultos  en  los  sitios  de 
trabajo,  no  podrá  exceder  de  10  horas,  de  las  cua" 
les  2  deberán  destinai'se  para  la  comida,  el  des- 
canso, fuera  o  dentro  de  dichos  sitios  y  de  9  para 
los  jóvenes  de  16  a  18  años". 

"La  jornada  se  podrá  prolongar  en  una  hora 
más,  con  excepción  de  los  sábados,  previo  anuncio 
a  los  obreros  al  entrar  a  los  sitios  de  trabajo;  pero 
nunca  la  jornada  semanal  de  trabajo  podrá  pro- 
longarse por  los  patrones  más  de  48  horas  para 
los  adultos  y  de  42  para  los  jóvenes". 

El  Sr.  diputado  Dr.  Kepetto  fundó  en  la  sesión 
del  17  de  septiembre  de  1913,  un  proyecto  de  ley 
estableciendo  la  jornada  legal  de  8  horas,  para  los 
obreros  ocupados  de  manera  permanente  por  el 
Estado  o  el  Municipio  de  Buenos  Aires,  o  por  con" 
tratistas  de  éstos. 

En  la  sesión  del  21  de  agosto  de  1913,  el  Sr.  se- 
nador Dr.  E.  del  Valle  Iberlucea,  presentó  otro  pro- 
yecto estableciendo  la  misma  jornada  de  8  horas 
para  todos  los  establecimientos  industriales,  ofi- 
ciales o  particulares,  que  existan  en  la  República. 
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Finalmente  en  el  mes  de  junio  ppdo-,  el  P,  E. 

ha  elevado  al  Congreso  un  proyecto  de  ley  sobre 
contrato  del  trabajo,  en  cuyo  art.  5.°  se  establece: 
"Cuando  no  se  pacte  otra  duración  de  la  jorna- 
da o  no  se  halle  ésta  determinada  por  una  ley  es- 
pecial, se  entenderá  que  es  de  8  horas  como  má- 
ximun. ' ' 

III. — Por  lo  que  respecta  a  la  legislación  com- 
parada la  situación  os  la  siguiente: 

Ario  1897: 

Aleinania.  —  Reforma  del  Código  Industrial, 
adoptó  la  jornada  general  de  odio  lioras. 

Rusia.  —  Leyes  del  2  y  14  de  junio  de  1897,  es- 
tableciendo la  jornada  de  07ice  liaras  y  media  para 
obreros  diurnos  y  diez  lioras  para  obreros  noctur- 
nos. 

Nueva  York.  —  Ley  del  13  de  mayo  de  1897,  es" 
tablece  la  jornada  de  ocho  horas,  para  toda  clase 
de  trabajo,  excepto  agrícolas  y  domésticos. 

Washington.  —  Ley  del  26  de  julio  de  1897, 
para  trabajos  públicos,  ocho  horas. 

Año  3898: 

Art.  187,  mujeres  y  menores  en  las  fábricas  de 
conservas,  13  horas. 

Reforma  de  los  arts.  135  y  137  del  mismo  Có- 
digo, estableciendo  para  los  adolescentes  en  las  fá- 
bricas de  fósforos  once  horas. 

Bélgica-  —  Decreto  real  del  3  de  noviembre,  mu" 
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jeres,  mlenores  y  niños,  en  las  fábricas  de  conser- 
vas de  pescados,  once  horas. 

Áíw  1899: 

California.  —  Ley  del  20  de  marzo,  para  traba- 
jos públicos,  ocho  horas. 

Colorado.  —  Ley  sobre  jornada  de  trabajo  en  las 
minas,  ocho  horas. 

Idaho.  —  Ley  del  6  de  febrero,  trabajos  públicos, 
ocho  horas. 

Massachussets. — h&y  del  6  de  mayo,  trabajos  pú- 
blicos, ocho  horas. 

Virginia  Oeste.  —  Ley  del  20  de  febrero,  trabajos 
públicos,  ocho  horas. 

Año  1901: 

Minnessota.  —  Ley  del  3  de  abril,  trabajos  pú- 
blicos, ocho  horas. 

Montana.  —  Ley  del  2  de  febrero,  minas,  mine- 
rales, etc.  ocho  horas. 

Utach. — ^Ley  del  14  de  marzo,  trabajos  públicos, 
ocho  horas. 

Año  1902: 

Austria.  —  Ley  del  28  de  julio,  fcrrocan-iles, 
once  horas. 

España.  —  Decreto  del  11  de  marzo,  obras  del 
Estado,  ocho  horas. 
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Francia.  —  Decreto  del  28  marzo,  diversas  in- 
dustrias, once  a  diez  horas. 

Louisiana.  —  Ley  del  8  de  Julio  vías  férreas  ur- 
banas, diez  horas. 

Porto  Rico.  —  Ley  del  1°.  de  marzo,  trabajos  pú- 
blicos, ocho  horas. 

Suiza  (federal).  —  Ley  del  19  de  diciembre, 
transporte  y  comunicaciones,  variable,  de  ocho  a 
once  horas. 

Año  1903: 

Delaware.  —  Ley  del  7  de  abril,  trabajos  públi- 
cos, ocho  horas. 

Haway.  —  Ley  del  23  abril,  trabajos  públicos, 
ocho  horas. 

India^m.  —  Ley  del  28  febrero,  ferrocarriles,  diez 
II  seis  horas. 

Misouri.  —  Ley  del  9  de  marzo,  fundiciones, 
ocho  horas. 

Texas.  —  Ley  del  17  de  marzo,  ferrocarriles, 
diez  y  seis  horas. 

Año  1906: 

Nueva  York.  —  Ley  del  19  mayo,  pam  toda  ca- 
tegoría de  empleados,  ocho  horas. 

Holanda.  —  Decreto  del  13  de  julio,  subterrá- 
neos, ocho  horas  y  media. 

Rusia.  —  Ukase  del  15  y  28  noviembre,  comercio 
variable,  de  doce  a  quince  horas  e  industrias,  do- 
ce horas- 
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Año  1907: 

Idalw.  —  Ley  del  26  de  febrero,  subterráneos  y 
fundiciones,  ocho  horas. 

Montana.  —  Ley  del  6  de  marzo,  trabajos  públi- 
cos, ocho  horas. 

Amtralia  del  Sud.  —  Ley  del  21  de  diciembre, 
mujeres  y  niños,  ocho  horas. 

Aíístria.  —  Ley  del  5  febrero,  Código  Industrial 
(art.  96),  once  horas. 

Colombia  Británica.  —  Ley  del  27  marzo,  mine- 
rales y  fundiciones,  ocho  horas. 

Año  1909: 

Bélgica.  —  Ley  del  31  de  diciembre,  minas,  nue- 
ve horas. 

Año  1911  y  1912: 

Gran  Bretaña.  —  Ley  del  16  de  diciembre,  se- 
mana inglesa. 

República  Oriental  del  Uruguay.  — ■  Proyecto 
de  julio  9  de  1912,  ocho  horas. 

He  tratado  de  completar  en  lo  posible  la  ano- 
tación precedente.  Si  acavso  falta  alguna  ley,  no 
creo  que  pueda  ser  de  las  más  fundamenta- 
les. De  todos  modos,  lo  expuesto  basta  para  ilus- 
trar la  cuestión  que  se  plantea  y  estudiarla   te- 


-  50  — 

niendo  presente  el  estado  actual  en  la  legislación 
comparada. 

Debo  solo  recordar,  que  la  ley  argentina  de  14 
de  octubre  de  1907,  reglamentaria  del  trabajo  de 
mujeres  y  niños,  establece  la  jornada  de  ocho  ho- 
ras para  los  menores  de  16  años. 

IV. — El  segundo  proyecto  del  Sr,  diputado  Dr. 
Dickmann  es  decir,  el  relativo  a  la  adopción  de 
la  "semana  inglesa",  tiene  el  antecedente  de  la 
práctica  establecida  en  la  Gran  Bretaña,  según  la 
cual  el  trabajo  se  suspende  a  las  12  m.  del  día 
sábado,  pero  los  obreros  y  empleados  cobran  el 
salario  de  todo  el  día. 

Entiendo  que  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires  se 
practica  esto  en  algunas  fábricas,  20  más  o  menos, 
según  las  informaciones  recogidas,  aparte  de  que 
para  los  empleados  de  bancos  y  otras  instituciones 
rige  ya  desde  hace  tiempo- 
La  "semana  inglesa"  ha  sido  impuesta  en  la 
Gran  Bretaña  por  la  práctica,  porque  mientras 
ella  se  aplica  para  todos  los  obreros,  la  ley  que  la 
reconoce,  es  decir,  la  de  17  de  agosto  de  1901,  en 
la  parte  que  regula  la  duración  de  la  jomada,  no 
impone  la  suspensión  del  trabajo  al  medio  día  del 
sábado,  sino  para  las  mujeres  y  los  jóvenes  obre" 
ros  y  establece,  además,  estas  distinciones: 

1°  En  las  fábricas  de  tejidos  la  jomada  co- 
menzará para  los  obreros  a  las  6  de  la  mañana,  y 
terminará  a  las  6  de  la  tarde;  o  comenzará  a  las 
7  y  tenninará  a  las  7 ;  2."  Se  otorga  de  una  hora  a 
una  hora  y  media  para  la  comida  al  medio  día; 
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3."  La  jomada  termina  los  sábados  a  medio  día; 
4,"  Para  los  niños  también  rige  esta  última  pres- 
cripción ;  5.°  En  las  fábricas  que  no  son  de  teji" 
dos  la  jornada  comenzará  los  sábados  a  las  6  y 
terminará  a  las  2  de  la  tarde  y  si  comienza  a  las 
7,  terminará  a  las  3. 

En  Francia  se  ha  experimentado  una  gran  agi- 
tiición  obrera  en  favor  de  la  "semana  inglesa"  y 
en  la  Cámara  de  Diputados  han  surgido  varios 
proyectos  de  ley  en  el  mismo  sentido,  lo  que  dio 
lugar  a  un  estudio  muy  completo  publicado  por  el 
Ministerio  del  Trabajo,  en  la  "Reduction  de  la 
duree  du  travail  le  samedi".  El  proyecto  que  la 
Cámara  adoptó  al  fin  establece  que,  en  las  ma- 
nufacturas, fábricas,  usinas,  talleres,  astilleros, 
minas,  canteras,  empresas  de  carga  y  descarga,  así 
como,  en  las  dependencias  de  todos  estos  estable- 
cimientos, de  cualquier  naturaleza  que  sean,  pú- 
blicos o  privados,  laicos  o  religiosos  y  aun  cuando 
tengan  carácter  de  enseñanza  profesional  o  de  be- 
neficencia, dos  años  después  de  la  promulgación 
de  esa  ley,  la  jornada  de  trabajo  de  todo  el  per" 
sonal,  sea  mixto,  sea  compuesto  de  adultos  sola- 
mente, deberá  terminarse  los  sábados  y  las  víspe- 
ras de  los  días  feriados  a  las  4  p.  m.  y  su  dura- 
ción no  podrá  pasar  de   8  horas. 

Seis  años  después  de  la  promulgación  de  la  ley, 
la  jornada  de  trabajo  en  los  días  sábados  y  vís- 
peras de  días  feriados  legales,  deberá  terminarse 
al  medio  día  y  su  duración  no  podrá  pasar  de  5 
horas.     Las  disposiciones  precedentes  no  se  apli" 
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can  a  los  establecimientos  que  ocupando  solamente 
obreros  adultos,  no  cuenten  más  de  cinco  y  no 
empleen  una  fuerza  motriz  de  más  de  tres  caba- 
llos. 

El  Senado  Francés  tiene  en  este  momento  a  es" 
tu  dio  el  interesante  asunto  y  si  nos  hemos  de  ate- 
ner a  los  telegramas  de  los  diarios,  debo  manifes- 
tar que  la  comisión  de  L^islación  lo  ha  despacha" 
do  hace  cinco  días  desfavorablemente,  fundándo- 
se en  que  la  reducción  de  la  jomada  acarrearía 
una  desventaja  para  la  industria  francesa,  frente 
u  sus  competidores  extranjeros- 

En  Alemania  la  ley  del  28  de  diciembre  de  1908, 
en  el  capítulo  VIII,  que  contiene .  disposiciones  apli- 
cables a  todos  los  establecimientos  que  ocupan  ñor" 
malmente  diez  o  más  obreros,  se  establece  que, 
"los  obreros  no  pueden  ser  ocupados  desde  las  8 
de  la  noche  a  las  6  de  la  mañana,  ni  el  sábado  y 
las  vísperas  de  días  feriados  después  de  las  5  de 
la  tarde".  "Los  obreros  no  pueden  ser  ocupados 
más  de  diez  .horas  por  día,  ni  más  de  ocho  horas 
la  víspera  de  los  domingos  y  días  feriados." 

La  ley  griega  del  6  de  febrero  de  1912,  reduce 
la  jornada  en  todas  las  fábricas  y  establecimientos 
análogos  a  6  horas  para  los  menores  de  14  a  18 
años  y  a  10  para  los  mayores  de  esta  edad  y  para 
leis  mujeres,  a  excepción  del  sábado  y  vísperas  de 
fiestas,  días  en  los  cuales  la  jomada  no  debe  exce- 
der de  8  horas. 

Para  los  Países  Bajos,  por  la  ley  del  7  de  octu- 
bre de  1904,  se  establece  que  el  trabajo  en  fábricas 
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o  talleres  debe  cesar  después  de  la  1  p.  m.  del  sá- 
bado. 

En  Australia  Occidental,  por  ley  del  16  de  enero 
de  1904,  se  establece  que  el  trabajo  en  fábricas  de- 
be también  cesar  en  un  día  de  la  semana,  a  la  1 
p.  m.  para  las  mujeres  y  los  menores  de  14  años. 

En  Nueva  Zelandia  se  legisla  para  los  negocios 
por  la  ley  del  8  de  noviembre  de  1904. 

En  Suiza,  la  ley  del  28  de  marzo  de  1877,  redu- 
ce a  diez  horas  la  jornada  en  la  víspera  de  los  do' 
mingos  y  días  feriados  y  la  de  1.°  de  abril  de  1905 
la  complementa,  haciendo  posible  prolongar  tal 
jornada  en  circunstancias  excepcionales,  pero  no 
en  dos  semanas  consecutivas. 

En  los  siguientes  estados  de  Norte  América  rige 
la  prohibición  del  trabajo  después  del  medio  día 
sábado,  salvo  los  casos  de  urgente  necesidad:  Co- 
lorado, Delaware,  Columbia,  Indiana,  Louisiana, 
Maine,  Maryland,  Michigan,  Missouri,  New  Jersey, 
New  York,  Ohio,  Pensilvania,  Sud  Carolina,  Ten- 
nessee  y  Virginia." 


CAPITULO  IV 
ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 

Situación  que  precedió  a  la  ley 

Durante  muchos  años  se  venían  repitiendo  las 
gestiones  en  el  sentido  de  una  ley  sobre  acciden- 
tes del  trabajo.  Los  anhelos  en  tal  sentido,  no  tan 
sólo  nacían  en  el  seno  de  la  clase  proletaria,  sino 
aun  en  el  gobierno  mismo  del  país  y  lo  prueba 
el  hecho  de  que  el  Poder  Ejecutivo,  ya  en  1904  y 
después  en  1908,  presentaba  proyectos  de  ley  sobre 
este  asunto  de  tan  vital  interés  público. 

Algunos  diputados  a  su  vez  presentaron  inicia- 
tivas en  igual  sentido,  y  es  así  cómo  la  comisión 
de  legislación  de  la  Cámara  reunió,  a  efecto  de  pre- 
parar su  despacho  definitivo,  no  menos  de  siete  de 
estos  proyectos.  En  su  es/tudio  me  cupo  el  honor 
de  colaborar  por  llamado  de  tal  comisión,  presidi- 
da entonces  por  el  ilustrado  estadista  doctor  Er- 
nesto Padilla.  Sin  embargo,  en  modo  alguno  me  so- 
lidarizo con  esta  ley,  pues  pienso  que  contiene 
graves  errores  de  doctrina,  de  concepto  y  hasta  de 
redacción,  los  que  si  bien  han  sido  en  gran  parte 
obviados  en  la  reglamentación  administrativa,  acon- 
sejan la  urgencia  en  revisar    totalmente  su  texto. 
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Con  todo,  el  tiempo  que  lleva  ya  de  vigencia,  cons- 
tituye una  eficiente  experimentación  y  sus  resulta- 
dos no  son  de  deplorarse,  salvo  en  lo  que  concierne 
al  sistema  de  pago  de  la  indemnización. 

Reclamada  esta  ley  con  general  criterio,  no  po- 
día tampoco,  dada  la  situación  en  la  época  de  su 
sanción,  despertar  resistencia  de  los  patrones,  los 
cuales  por  decisión  propia  o  exigencia  de  los  obre- 
ros, halbían  ya  aceptado  el  seguro  contra  los  ac- 
cidentes, en  una  proporción  que  inducía  a  establecer, 
que  una  ley  que  lo  hiciera  obligatorio  para  todos, 
se  cumpliría  sin  ^necesidad  de  introducir  modifi- 
caciones fundamentales  en  la  organización  de  las 
empresas. 

Basta  considerar  para  fundamentar  esta  apre- 
ciación, algunos  datos  estadísticos  correspondien- 
tes al  año  1914,  durante  el  cual  se  registran  diez 
compañías  que  aseguran  a  los  obreros  contra  los 
accidentes  del  trabajo  en  la  república,  las  que  ha- 
bían asegurado  102.061  obreros,  cuyos  salarios  re- 
presentaban 100 .  821 .  660  pesos  moneda  nacional. 

Las  mismas  compañías  durante  el  año  1914  re- 
gistraron 21.738  siniestros  liquidados,  por  los  cua- 
les habían  abonado  1.033.558  $.  De  estos  siniestros, 
47  son  fatales  y  10.281  entre  graves  y  leves.  Por 
los  47  primeros  se  abonaron  en  concepto  de  indem- 
nización 154.287  pesos,  lo  que  da  3.282  pesos  por 
cada  caso. 

Por  el  resto  de  accidentes  graves  y  leves  han 
abonado  en  conjunto  544.142  pesos,  o  sea  $  52.97 
por  cada  accidente. 

Los  salarios  asegurados  equivalen  en  ifrancos  a 
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212.949.700,  lo  que  comparando  con  la  situación 
de  Francia,  cuando  en  1898  puso,  por  ley  especial, 
a  cargo  de  los  patrones,  la  reparación  de  los  acci- 
dentes del  trabajo,  teniendo  seguros  espontáneos 
sólo  por  20.000.000  de  francos,  hace  destacar  la 
situación  excepcionalmente  favorable  en  que  se  en- 
contraba nuestro  país  para  la  aplicación  de  una 
ley  como  la  proyectada. 

Es  satisfactorio  notar  como  todos  los  proyectos 
que  se  habían  presentado  al  Congreso,  coincidían 
en  su  fundamento  jurídico,  al  aceptar  el  principio 
del  riesgo  profesional,  en  que  también  se  apoya  to- 
da la  legislación  extranjera  sobre  esta  materia. 

Acerca  del  sistema  de  indemnización  a  las  vícti- 
mas de  los  accidentes  del  trabajo,  en  el  sentido  de 
si  cabe  hacérsela  efectiva  mediante  el  pago  de  una 
sola  cuota  o  de  una  pensión,  es  en  lo  que  menos 
coincidían  tales  proyectos.  Optaban  por  la  indemni- 
zación por  cuota  única,  los  proyectos  de  ley  nacio- 
nal del  trabajo,  el  del  Departamento  Nacional  del 
Trabajo  redactado  por  el  Dr.  José  Nicolás  Matien- 
zo,  el  del  diputado  Escobar  y  el  de  la  Unión  In- 
dustrial Argentina.  Siguen  el  otro  sistema  los  pro- 
yectos del  diputado  Palacios  y  del  diputado  Araya. 

En  la  doctrina  y  en  las  recientes  conquistas  de 
esta  rama  del  derecho  aplicado,  predomina  la  ten- 
dencia a  la  indemnización  mediante  pensión,  con- 
siderando que  la  imprevisión  característica  del 
obrero,  hace  frecuente  la  inversión  sin  resultado 
práctico,  del  monto  total  de  la  suma  que  percibe, 
quedando  luego  en  estado  de  constituir  nuevamen- 
te una  carga  para  la  beneficencia  pública.  Los  obre- 
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ros  no  están,  por  lo  general,  acostumbrados,  debi- 
do a  su  precaria  situación  económica,  a  poseer  su- 
mas de  dinero  mayores  que  sus  salarios  o  sus  mo- 
destos ahorros,  lo  que  fácilmente  les  predispone  pa- 
ra invertir  sin  provecho,  ni  garantía  de  rentas,  el 
importe  de  la  indemnización  percibida.  Se  ha  creí- 
do, en  consecuencia,  que  la  acción  tutelar  del  Es- 
tado debe  extenderse  hasta  garantizar  al  trabaja- 
dor imposibilitado  o  a  sus  herederos,  un  retiro  que 
supla  la  pérdida  de  capacidad  para  obtener  el  sa- 
lario anterior  o  bien  la  totalidad  de  ese  salario, 
según  el  caso. 

En  la  legislación  extranjera  siguen  el  sistema  do 
la  indemnización  mediante  pensión :  Alemania,  Aus- 
tria, Hungría,  Francia,  Italia,  Bélgica,  Noruega, 
Suecia,  Holanda.  Como  se  nota,  predomina  este 
sistema.  Es,  sin  embargo,  conveniente  tener  pre- 
sente que  en  la  mayoría  de  esos  países,  el  seguro 
es  obligatorio  y  en  varios  a  cargo  del  Estado,  lo 
que  por  sí  sólo  da  a  la  renta  la  seguridad  reque- 
rida. 

Conceptúo  que  es  peligroso  y  propenso  a  de- 
fraudaciones en  el  propósito  de  la  ley,  adoptar  la 
renta  cuando  no  se  la  complementa  con  el  seguro 
oficial. 

La  jurispnidencia 

Si  el  ambiente  era  tan  propicio  para  la  adop- 
ción de  esta  ley  y  en  consecuencia,  ningún  in- 
terés fundamental  de  la  sociedad  se  corría  el  ries- 
go de  herir  con  la  misma,  había  un  factor  pode- 
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roso,  que  la  hacía  aún  más  urgente.  Los  Tribuna- 
les, llamados  a  pronunciarse  en  varios  casos  de 
accidentes  del  trabajo,  mostraban  una  tendencia 
radicalmente  reaccionaria  en  contra  de  las  nuevas 
orientaciones  del  derecho  y  aun  de  fallos  anterio- 
res de  los  mismos  tribunales. 

En  efecto,  esta  jurisprudencia — de  los  Tribuna- 
les de  la  Capital  Federal — resultaba  en  los  últi- 
mos tiempos,  notoriamente  desfavorable  para  las 
acciones  sobre  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios, a  los  obreros  que  resultan  víctimas  de  acci- 
dentes del  trabajo.  El  criterio  que  predominaba 
en  años  anteriores,  según  el  cual  se  había  llegado 
a  aceptar  con  bastante  generalidad  las  demandas 
de  tal  índole,  siempre  que  el  suceso  se  debiera  a 
una  imprudencia  imputable  directa  o  indirecta- 
mente al  patrón — ^por  lo  común  la  falta  de  segu- 
ridad en  los  locales  de  trabajo — ^llegó  a  ser  modi- 
ficado por  fallos  posteriores,  los  que  se  basaban 
principalmente  en  la  doctrina  muy  en  boga  en  los 
antiguos  tratadistas  franceses,  de  que  la  impru- 
dencia en  la  víctima  anula  la  culpa  y  la  responsa- 
bilidad del  patrón. 

El  último  fallo  anterior  a  la  ley  9688,  fué  el 
pronunciado  por  la  Excma.  Cámara  de  Apelación 
en  lo  Comercial,  en  22  de  Junio  de  1915,  el  que 
daba  a  conocer  otro  aspecto  conexo  con  aquella 
cuestión  y  que  pone  de  manifiesto  que  el  seguro 
colectivo  que  contrataban  los  patrones  hasta  en- 
tonces, a  favor  de  sus  obreros,  se  convertía  en 
muchos  casos  en  engaño.  Por  el  mérito  que  tiene 
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transcribo  tal  sentencia,  en  la  cual  queda  sentado : 
lo.  Que  los  obreros  carecen  de  acción  para  deman- 
dar a  la  institución  aseguradora  por  el  cobro  del 
seguro  establecido,  porque  el  contrato  colectivo  es 
res  Ínter  allios  acta  entre  la  compañía  y  el  patrón. 
2o.  Que  igualmente  carecen  de  acción  para  de- 
mandar al  patrón,  porque  no  son  parte  en  aquel 
contrato,  el  cual  había  sido  celebrado  sin  qu©  el 
patrón  tenga  una  obligación  en  tal  sentido. 

Sería,  después  de  leer  esa  sentencia,  de  pregun- 
tarse, cual  era  el  efecto  del  contrato  colectivo  de 
seguro  de  los  obreros  en  el  régimen  que  precedió 
la  ley  9688.  La  respuesta  nos  conduciría  forzo- 
samente a  aceptar,  que  las  halagadoras  cifras  que 
la  estadística  presentaba,  enseñándonos  la  difu- 
sión voluntaria  del  seguro  entre  nosotros,  refle- 
jaban solo  un  estado  artiñcialmente  creado,  para 
acallar  la  reclamación  latente  de  los  obreros  en 
favor  del  seguro  obligatorio. 

El  antecedente  expuesto  indicaba  la  necesidad 
apremiante  de  que  se  sancionara  la  ley  sobre  ac- 
cidentes del  trabajo,  la  que  felizmente  entró  en  vi- 
gencia cuatro  meses  después  de  tal  sentencia  que 
refleja  el  estado  de  la  jurispnidencia  judicial  so- 
bre esta  materia  de  tanto  interés  colectivo. 
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SENTENCIA  DE   PRIMERA  INSTANCIA 

Juzgado  de  Comercio 

Buenos  Aires,  Diciembre  24  de  1914, 

Y  vistos  estos  autos  de  los  que  resulta:  a  fs. 
5  el  Dr.  José  María  Piran,  en  representación  de 
Da.  Catalina  Ciarnelo  de  D'Onofrio,  se  presenta 
exponiendo  que  el  4  de  Marzo  de  1913  falleció 
en  esta  Capital,  victima  de  un  accidente,  Domingo 
D'Onofrio  hijo  de  su  mandante,  que  trabajaba 
como  operario  en  una  obra,  bajo  las  inmediatas  ór- 
denes de  Don  Faustino  Di  Vaco  que  había  asegu- 
rado a  todos  sus  obreros  en  la  Compañía  de  Segu- 
ros "The  River  Píate";  que  correspondiendo  a  su 
mandante  percibir  el  importe  del  seguro  que  as- 
ciende a  mil  veces  el  importe  del  último  salario 
de  su  hijo  o  sea  la  suma  de  cuatro  mil  ochocien- 
tos pesos  moneda  nacional,  recurrió  a  la  expresada 
compañía,  quien  se  excusa  alegando  que  sus  rela- 
ciones son  con  Di  Vaco  y  éste  a  su  vez  lo  hace  de- 
clarando que  aquella  debe  abonar  el  seguro;  que 
por  consiguiente,  demanda  a  éste  último  por  cobro 
de  la  suma  de  cuatro  mil  ochocientos  pesos,  im- 
porte del  seguro,  con  más  el  importe  del  7  por 
ciento  desde  el  día  del  fallecimiento  del  obrero  o 
sean  doscientos  cincuenta  y  dos  pesos,  que  forman 
un  total  de  cinco  mil  cincuenta  y  dos  pesos  mo- 
neda nacional,  a  la  que  pide  se  le  condene  con 
costas . 
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A  fs.  29,  el  Dr.  Francisco  S.  Alfonso,  contes- 
tando el  traslado  de  la  demanda  en  representación 
de  Don  Faustino  Di  Vaco,  pide  su  rechazo  con 
costas.  Dice  que  su  mandante  no  contrajo  com- 
promiso alguno  con  las  personas  de  los  obreros 
asegurados,  pues  el  seguix)  contratado  lo  ha  sido 
con  una  simple  previsión  de  uso  general  y  para 
evitar  toda  ulterior  responsabilidad  civil  por  su 
parte,  pero  que  no  siéndole  imputable  el  deceso 
del  obrero,  no  tiene  porque  abonar  la  indemniza- 
ción que  se  le  reclama;  que  aunque  el  seguro  con- 
tratado es  res  inter  allios  acta,  en  el  deseo  de  con- 
tribuir en  lo  posible  a  la  reparación  del  daño  in- 
vocado y  sin  que  ello  importe  reconocer  obligación 
alguna  al  respecto,  ofrece  ceder  a  la  actora  las 
acciones  y  derechos  que  a  él  pudiera  correspon- 
derle  en  contra  de  la  Compañía  aseguradora. 

Recibida  la  causa  a  praeba,  se  produjo  la  que 
expresa  el  certificado  de  fs.  49  v,  y  agregados  los 
alegatos  de  fs.  43  y  47,  se  llamaron  autos  para 
sentencia . 

Y  CONSIDERANDO: 

lo.  Por  la  propia  manifestación  del  demanda- 
do se  compi-ueba  que  éste  ha  asegurado  a  sus  obre- 
ros contra  los  accidentes  del  trabajo  en  las  condi- 
ciones estipuladas  en  la  póliza  que  ha  acompañado 
y  corre  a  fs.  12.  Entre  esas  condiciones  se  esta- 
blece que  la  indemnización,  en  caso  de  muerte  de 
nn  obrero,   será  mil  veces  el  salario  diario  hasta 
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un  máximo  de  seis  mil  pesos:  que  la  iudemniza- 
ción  se  pagará  por  la  Compañía  aseguradora  a  los 
herederos  del  fallecido  que  tuvieran,  respecto  a  la 
víctima,  derecho  de  alimentos,  y  a  simple  presen- 
tación de  los  documentos  que  comprueben  el  de- 
recho y  el  cumplimiento  del  contrato  del  seguro. 

El  seguro  colectivo  supone  la  coexistencia  de 
dos  contratos  distintos :  uno  entre  el  patrón  o  em- 
presario y  sus  obreros,  por  el  que  aquél  se  obliga 
a  beneficiar  a  éstos  con  el  seguro ;  contrato  a  título 
oneroso,  si  el  patrón  retiene  una  porción  del  sala- 
rio para  pago  de  prima,  y  a  título  gratuito  si  no 
existe  esta  retención,  entendiendo  el  patrón  ha- 
cer una  liberalidad  a  favor  de  sus  obreros.  Otro 
contrato  entre  el  patrón  y  la  Compañía  de  Segu- 
ros en  que  aquél  estipula  en  su  favor,  exclusiva- 
mente el  derecho  de  percibir  una  indemnización 
en  caso  de  accidente  a  un  obrero  o  de  exigir  que 
la  indemnización  se  pague  a  la  víctima  o  a  quien 
sus  derechos  represente.  El  primer  contrato  no 
crea  ninguna  relación  de  derecho  entre  los  obreros 
y  la  Compañía  de  seguros,  es  res  ínter  allios  acta, 
entre  ellos  y  el  patrón ;  el  segundo  contrato  solo 
liga  al  patrón  con  la  Compañía  y  es  absolutamen- 
te independiente  del  otro. 

En  el  caso  de  autos,  el  contrato  entre  el  de- 
mandado y  sus  obreros  no  puede  negarse,  pues,  se 
comprueba  su  existencia  con  el  seguro  contratado 
que  supone  la  obligación  de  parte  de  aquél  de  in- 
demnizar a  sus  obreros  de  cualquier  accidente  que 
sufrieran  en  el  trabajo,  contrato  a  título  gratuito 
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ya  que  no  se  ha  justificado  que  los  obreros  con- 
currieran al  pago  de  las  primas  celebrando  la  res- 
pectiva convención  que  los  autores  llaman  "Re- 
glamento de  Taller",  pero,  cuya  inexistencia  no 
hace  menos  obligatorio  el  seguro,  toda  vez  que  este 
puede  contratarse  aun  sin  noticia  y  consentimien- 
to de  la  persona  asegurada.   Art,  550  Cód.  Com. 

Ahora  bien :  la  convención  entre  el  demandado 
y  sus  obreros  impone  al  primero  la  obligación  de 
satisfacer  la  indemnización  asegurada,  como  lo  pre- 
tende la  demanda?  De  ninguna'  manera.  En  la  eco- 
nomía de  nuestra  legislación,  el  seguro  de  vida 
constituye  un  bien  de  la  exclusiva  propiedad  del 
beneficiario  (ley  3942)  y  solo  por  este,  pueden 
ser  reclamados:  por  eso  en  la  póliza  de  fs-  12  se 
ha  estipulado  que  las  indemnizaciones  se  pagarán 
a  los  herederos  a  la  presentación  de  los  documen- 
tos que  comprueben  sus  derechos,  es  decir,  su  ca- 
lidad de  tales  y  el  empleo  del  causante  sin  que  ello 
importe  eximir  al  demandado  como  constituyente 
del  seguro  de  las  responsabilidades  que  pudieran 
caberle  en  el  caso  que  la  Compañía  aseguradora  se 
resistiera  al  pago  de  la  indemnización  sobre  lo  que 
el  Juzgado  no  puede  pronunciarse  sin  oiría,  no 
bastando  haberla  citado  de  evicción  de  conformi- 
dad de  partes  para  considerarla  interesada  en  el 
litigio. 

Luego,  y  ya  se  considere  el  seguro  colectivo  con- 
tratado, como  el  cumplimiento  de  un  mandato  tá- 
cito o  expreso  celebrado  entre  el  empresario  de 
obras  y  sus  obreros  o  como  un  simple  acto  de  li- 
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beralidad  en  favor  de  estos  últimos,  es  evidente 
que  la  acción  para  el  cobro  del  seguro  no  puede 
dirigirse  contra  el  empresario,  dados  los  términos 
en  que  el  contrato  se  ha  celebrado  según  instruye 
la  póliza  de  pesos  12,  salvo  el  caso,  naturalmente, 
de  la  responsabilidad  del  demandado  si  hubiere 
culpa  por  su  parte  en  el  accidente  sufrido  por  el 
obrero . 

2o.  En  cuanto  a  la  cesión  que  de  sus  acciones  y 
derechos  ha  ofrecido  el  demandado,  es  innecesario 
pronunciarse  toda  vez  que  no  se  trata  de  una 
cuestión  debatida  en  el  juicio,  y  desde  que  se  ha 
declarado  improcedente  contra  el  demandado  la 
acción  deducida. 

Por  estos  fundamentos,  FALLO  rechazando  la 
demanda  sin  especial  condenación  en  costas,  por 
no  hallar  mérito  para  imponerlas.  —  Juan  B. 
Estrada,  Sahatier. 

SENTENCIA  DE  SEGUNDA  INSTANCIA 

Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Comercial 

Buenos  Aires,  a  22  de  Junio  de  1915. 

Reunidos  los  vocales  en  la  Sala  de  Acuerdos  y 
traídos  para  conocer  los  autos  seguidos  por  Da.  Ca- 
talina Ciarniello  D'Onofrio  contra  Don  Faustino 
Di  Vaco  por  cobro  de  pesos,  se  practicó  la  insacu- 
lación que  ordena  el  artículo  258  del  C.  de  Proce- 
dimientos, resultando  de  ella  que  debían  votar  en 
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el  orden  siguiente:  Castillo,  Estevez,  Méndez,  Ca- 
sares, Cranwell. 

Estudiados  los  autos,  la  Cámara  planteó  la  si- 
guiente cuestión  a  resolver: 

¿Es  justa  la  sentencia  apelada? 

El  Dr.  Castillo  dijo:  Da.  Catalina  C.  de  D'Ono- 
frio  demandó  a  Don  Faustino  Di  Vaco  por  cobro 
del  importe  de  seguro  colectivo  de  accidente,  que 
éste  había  contratado  en  beneficio  de  sus  obreros, 
entre  los  cuales  figuraba  un  hijo  de  la  actora,  que 
falleció  a  consecuencia  de  un  accidente  de  trabajo. 

El  demandado  opuso,  entre  otras  defensas,  la 
falta  de  acción  sosteniendo  que  él  no  había  con- 
traído obligación  alguna  que  lo  vinculara  con  la 
actora,  aunque  reconoce  ser  exacto  que  aseguró 
contra  accidentes  a  sus  obreros  y  que  un  hijo  de 
aquella  falleció  en  las  circunstancias  expresadas. 

De  la  póliza  que  presentó  el  demandado,  resul- 
ta que  éste  aseguró  a  sus  obreros  en  la  Compañía 
"The  River  Píate",  sobre  los  infortunios  acciden- 
tales que  les  sobrevinieran,  obligándose  la  Com- 
pañía, en  caso  de  muerte  de  alguno  de  aquellos, 
por  esa  causa,  a  pagar  "al  cónyuge  superstite  y 
a  los  ascendientes  y  descendientes  de  primer  gra- 
do, que  tenían  respecto  de  la  víctima,  derecho  a  los 
alimentos  en  el  orden  y  proporción  que  por  dere- 
cho corrpspon^a,  mil  veces  el  último  salario  qu€ 
el  obrero  percibía  hatta  un  máximun  de  seis  mi] 
pesos"  (cláusula  ]3) .  El  asegurado  se  obligó  a  su 
vez,  a  pagar  el  premio  y  a  suministrar  los  ante- 
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cedentes  necesarios  para  la  liquidación  del  seguro, 
(clásulas     7  y  10) . 

El  asegurado  ejecutó  de  ese  modo  dos  actos  dis- 
tintos: por  uno  de  ellos  se  obligó  respecto  de  la 
Compañía  a  mantener  el  seguro  y  a  facilitar  la 
liquidación  y  por  otro  dispuso  del  beneficio  del 
contrato  estipulado  a  favor  de  la  familia  de  sus 
obreros,  que  fallecieran  por  causas  de  accidentes 
del  trabajo,  la  indemnización  prometida  por  la 
Compañía. 

Por  consiguiente,  esa  estipulación  no  ha  podido 
crear  relación  de  derecho  alguna  entre  asegurado 
y  beneficiario  que  obligase  al  primero  a  pagar  al 
segundo  el  importe  del  seguro  y  que  a  tal  objeto 
se  hubiera  resei'vado,  de  acuerdo  con  la  Compañía, 
el  ejercicio  de  las  acciones  correspondientes. 

Por  el  contrario,  la  cláusula  antes  transcripta, 
le  confiere  a  los  beneficiarios,  una  vez  realizado 
el  hecho  previsto,  un  derecho  creditorio  contra  la 
Compañía,  lo  que  constituye  un  obstáculo  legal 
para  que  otra  persona  que  no  sea  el  beneficiario 
mismo  o  un  representante  hubiera  podido  deman- 
dar al  asegurador. 

La  póliza  adicional  de  que  se  hace  mérito  en  el 
alegato  de  fs.  43  y  expresión  de  agravios  de  fs.  59 
asegura  la  responsabilidad  civil  del  empresario,  es- 
tablecida por  la  sentencia  ejecutoriada  (art.  3o.), 
lo  que  presupone  un  pleito  en  el  cual  éste  hubiera 
sido  condenado  a  pagar  el  daño  sufrido  por  los 
obreros  o  por  las  personas  de  la  familia  de  éstos, 
que  tuvieran  derecho  a  exigirles  alimentos,  ya  sea 
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por  culpa  o  negligencia  del  empresario  o  bien  ha- 
ciendo efectivas  las  responsabilidades  inherentes  a 
la  empresa  misma.  Esa  póliza  como  se  ve,  no  con- 
fiere derecho  alguno  a  los  obreros.  Lejos  de  ello 
responde  a  cubrir  el  importe  de  una  obligación  le- 
gal que  éstos  pudieran  hacer  declarar  por  una  cau- 
sa que,  por  cierto,  nada  tiene  que  ver  con  el  con- 
trato de  seguros. 

La  sentencia  apelada  que  niega  acción  a  la  par- 
te actora,  para  exigir  al  asegurado  el  importe  del 
seguro,  en  su  carácter  de  beneficiario  es,  pues, 
arreglada  a  derecho  y  debe  ser  confirmada. 

Voto  en  tal  sentido. 

Por  análogas  razones,  el  Dr.  Estevez  se  adhirió 
al  voto  anterior. 

El  Dr.  Méndez  dijo:  Me  parece  indudable  que 
el  empresario  que  ha  cuntr&'.ao  lí«.  obligación  ex- 
presa o  tácita,  de  asegurar  el  personal  de  sus  obre- 
ros contra  el  riesgo  de  accidentes,  la  cumple  su- 
ficientemente contratando  el  seguro  y  mantenién- 
dolo en  vigencia  por  medio  del  pago  de  las  suce- 
sivas primas.  No  puede  ser  compelido  a  pagar  a 
los  obreros  o  a  las  familias  de  éstos  las  indem- 
nizaciones correspondientes  porque  no  se  ha  obli- 
gado a  ello.  Solamente  podía  ser  dema'ndado  por 
los  obreros  en  el  caso  de  haber  dejado  caducar  el 
seguro  o  las  acciones  que  de  ese  contrato  emergen. 
Pero,  tal  demanda  no  se  fundaría  en  el  contrato 
colectivo  de  seguro  que  el  patrón  se  obligó  a  to- 
mjar  en  beneficio  de  sus  obreros,  sino  en  el  cuasi 
delito  proveniente  de  su  culpa  por  negligencia. 


—  69  - 

En  cuanto  a  la  acción  ác  los  obreros  contra  la 
Compañía  aseguradora,  su  existencia  me  parece  in- 
discutible porque,  si  bien  es  cierto,  que  aquellos 
no  contrataron  con  ésta,  no  lo  es  menos  que  son 
los  beneficiarios  del  seguro  y  que  como  tales  tie- 
nen la  personería  necesaria  para  reclamar  la  res- 
pectiva indemnización.  Es  el  caso  típico  del  con- 
trato a  favor  de  terceros  y  la  Compañía  que  des- 
conociera acción  a  la  familia  del  obrero  muerto 
por  el  accidente  perdería  con  costas  el  Juicio  y 
quedaría  desprestigiada. 

Adhiero,  pues,  al  voto  del  Dr.   Castillo. 

Por  análogas  razones,  los  Drs.  Casares  y  Cran- 
well  se  adhirieron  a  los  votos  anteriores. 

Con  lo  que  terminó  este  Acuerdo  que  firmaron 
los  Señores  Vocales  Doctores  Castillo,  Estevez, 
Méndez,  Casares,  Cranwell.  Ante  mí:  Alfredo 
Fox. 

Es  copia  del  original  que  corre  a  fs.  548  del 
Libro  22  A  de  Acuerdos  Comercia;les . 

Buenos  Aires,  Junio  22  de  1915, 

Y  vistos:  Por  el  mérito  que  ofrece  el  acuerdo 
que  precede,  se  confirma  en  todas  sus  partes  la 
sentencia  apelada  de  fs.  52  con  costas,  regulán- 
dose en  pesos  sesenta  moneda  nacional  los  hono- 
rarios del  Dr.  Alfonso  por  sus  trabajos  en  esta 
instancia . 

R.  J.  Castillo,  Cranwell,  Estevez,  Méndez,  Ca- 
sares , 
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Tal  era  el  estado  que  encontró  esta  ley  y  su  adop- 
ción vino  a  llenar,  como  se  ve,  un  sentido  vacío. 
Lo  lamentable  es  que  no  obstante  todos  los  estu- 
dios que  precedieron  a  su  sanción,  el  despacho 
final  del  proyecto  al  fin  se  hiciera  apresurada- 
mente y  sin  consulta  a  los  propios  antecedentes 
que  la  comisión  de  la  Cámara  de  Diputados  te- 
nía a  su  alcance. 

No  es  mi  propósito  por  ahora  íormular  una  expo- 
sición de  esta  ley,  ni  tampoco  su  crítica.  Deseo 
tan  solo  hacer  notar  de  paso,  que  los  errores  que 
contiene  recaen  en  tres  puntos  principales: 
a)  Olvido  total  y  absoluto  de  encomendar  a  las 
autoridades  administrativas,  directamente  al  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo,  la  ejecución  de 
ella,  sobre  todo  en  lo  que  se  reñ-ere  a  la  liquida- 
ción de  esa  crecida  cantidad  diaria  de  accidentes, 
que  solo  ocasionan  una  incapacidad  temporaria  pa- 
ra el  trabajo.  Con  esto  se  habrían  evitado  muchos 
pleitos,  a  la  vez  que  los  obreros  obtendrían  una 
reparación  inmediata,  porque  el  procedimiento  ad- 
ministrativo a  este  efecto  tendría  que  ser  peren- 
torio. 

La  reglamentación  de  la  ley,  ha  extendido  en 
tal  sentido,  todo  lo  posible  las  funciones  del  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo;  pero,  fácilmen- 
te se  comprende,  que  esto  no  tiene  la  eficacia  que 
la  ley  misma. 

b)  Inclusión  en  la  ley  de  la  culpa  grave  de  lai 
víctima,  entre  las  eximentes  de  responsabilidad  pa- 
tronal, porque  mereciendo  tal  enunciado  diversas 
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interpretaciones,  según  el  criterio  que  se  aplique, 
se  podría  acaso  hacer  fracasar  todo  el  mecanismo 
legal,  porque  en  casi  todos  los  accidentes  media 
cierto  grado  de  culpa  o  negligencia  del  obrero,  sien- 
do precisamente  esta  situación  la  que  más  contem- 
pla la  teoría  del  riesgo  profesional. 

El  reglamento  de  la  ley,  ha  precisado  y  reduci- 
do a  una  estricta  interpretación  lo  que  debe  en- 
derse  por  culpa  grave,  cuando  establece  que  ella 
concurre,  siempre  que  el  accidente  se  deba  a  que 
la  víctima  haya  infringido  los  reglamentos  del  tra- 
bajo, si  estos  tienen  la  aprobación  expresa  del  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo  o  a  una  causa 
que,  por  elemental,  pudo  y  debió  evitar  por  los 
medios  a  su  alcance  en  el  momento  del  suceso. 

c)  Forma  de  pago  de  la  indemnización,  por 
cuanto  la  víctima  o  sus  herederos  no  tienen  dere- 
cho a  percibir  sino  la  renta  de  los  títulos  en  que 
debe  convertirse  el  importe  de  la  indemnización 
que  se  le  acuerda,  cuando  el  accidente  ocasionara 
una  incapacidad  permanente  o  bien  la  muerte.  Es 
tan  reducida  la  renta,  que  en  ningún  caso  resulta 
suficiente  a  salvar  el  estado  de  miseria,  que  es  la 
consecuencia  de  todo  infortunio  del  trabajo.  Ade- 
más, en  los  casos  tan  frecuentes  de  fallecimiento 
del  obrero  accidentado,  cuando  éste  deja  hijos  me- 
nores, perciben  aquella  renta  hasta  que  llegan  a  la 
emancipación  por  edad  legal  y  entonces  el  capital 
no  tiene  un  destino  asignado,  debiendo,  por  consi- 
guiente, ingresar  a  la  Caja  de  Garantía.  Entien- 
do  que  esto  implica    una    verdadera  confiscación, 
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desde   que  el  monto   de   la  indemnización,  siendo 
un  bien  privado,  es  luego  objeto  de  tal  destino. 

Sin  detenerme,  sin  embargo,  a  la  crítica  de  la 
ley,  mi  propósito  es  en  este  capítulo,  más  bien  ano- 
tar algunos  casos  prácticos  de  interpretación  de 
la  misma,  a  cuyo  efecto  y  en  concordancia  a  las 
normas  del  derecho  me  ajusto  a  su  propia  nomen- 
clatura, a  la  doctrina  que  la  reforma  y  a  la  ense- 
ñanza de  la  legislación  comparada. 


CAPITULO  V 

ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 

(Continuación)- 

FUNDAMENTOS  JURÍDICOS  DEL 

RIESGO  PROFESIONAL 

Los  más  opuestos  ideales  de  carácter  económico- 
social  afectan  al  derecho  en  la.  actualidad.  Las 
tendencias  de  clase  presentan  el  espectáculo  de  la 
lucha  que  germina  en  todos  los  pueblos  y  aquellos 
ideales  y  estas  oposiciones,  van  condensándose  en 
una  rama  nueva  de  la  ciencia  jurídica,  que  es  la 
legislación  social. 

Esta  surge  inspirada  por  el  concepto  permanen- 
te de  la  justicia.  Las  instituciones  que  la  com- 
ponen no  se  adoptan  para  amparar  a  las  clases 
más  débiles,  como  algunas  veces  se  ha  sostenido, 
por  quienes  persisten  en  el  error  de  que  las  leyes 
sociales  son  de  beneficencia.  Ellas  han  nacido  co- 
mo una  necesidad  de  la  justicia,  para  garantizar 
los  derechos  del  capital  frente  al  trabajo  y  de 
este  con  relación  a  aquel. 

Se  han  abierto  vastos  campos  en  las  naciones 
más  civilizadas  de  la  tierra  y  aquellas  que  aún 
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pugnan,  refractarias,  en  incorporárselas,  sufren  las 
consecuencias  de  los  fenómenos  propios  de  la  eco- 
nomía contemporánea,  sin  conseguir  dominar  sus 
graves  y  trascendentales  consecuencias  prácticas. 

El  concepto  de  la  justicia  no  evoluciona  mayor- 
mente, pero  el  de  la  legislación  positiva  sigue  las 
variantes  que  le  infunde  el  estado  social.  No  pue- 
de pugnar  con  las  orientaciones  de  los  tiempos  y 
necesita,  por  lo  contrario,  para  ser  eficiente,  adap- 
tarse a  cada  época.  Por  eso  la  legislación  social, 
que  es  esencia  de  las  relaciones  jurídicas  que  tie- 
nen surgimiento  en  el  presente,  se  impone  y  es 
preciso  aceptarla. 

Poco  importa  que  los  pueblos  no  se  encuen- 
tren afectados  por  depreciones  económicas;  ni  que 
las  naciones  ricas  y  jóvenes  como  la  República  Ar- 
gentina, presenten  amplios  horizontes  al  trabajo  y 
a  todas  las  actividades.  Los  fenómenos  de  la  po- 
lítica social,  cuya  esencia  es  el  choque  permanen- 
te del  capital  y  del  trabajo,  se  manifiestan  con 
igual  intensidad,  como  está  perfectamente  demos- 
trado por  los  estudios  prácticos  de  observación  y 
por  las  conclusiones  de  todas  las  investigaciones 
oficiales  en  esta  rama  nueva  y  fecunda  en  difi- 
cultades de  la  ciencia  del  gobierno.  Aparte,  pues, 
de  condiciones  económicas  propicias,  hay  en  la 
cuestión  social  un  campo  legislativo  vastísimo,  que 
es  preciso  investigar  y  dominar  mediante  la  legis- 
lación positiva. 

Esta  rama  nueva  tiene  una  base  esencialmente 
científica  y  se  relaciona  íntimamente  con  el  dere- 
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cho civil,  el  que  hace  ya  tiempo  inició  su  evolución 
en  orientaciones  hacia  el  aspecto  social  de  sus  pro- 
blemas, conforme  a  las  modernas  tendencias  y  ca- 
racterísticas de  los  tiempos. 

El  derecho  civil,  sintetizado  en  normas  a  me- 
nudo abstractas  y  consagrado  por  una  tradición 
invencible,  que  le  ha  resguardado  contra  todos  los 
ímpetus  revolucionarios,  ha  inaugurado  su  perío- 
do crítico  de  evolución,  abriendo  los  códigos  que 
lo  contienen,  a  las  instituciones  fundamentales  de 
la  legislación  social.  Han  debido  ceder  las  con- 
cepciones exclusivistas  del  derecho  romano,  que 
difundió  la  afirmación  de  que  la  legislación  jus- 
tiniana  había  cerrado  el  ciclo  de  todo  progreso 
positivo  en  esta  materia,  y  también  la  influencia 
de  los  estudios  clásicos  y  teológicos,  basados  sobre 
la  inmutabilidad  de  dogmas,  y,  en  fin,  el  espíritu 
estrecho,  eminentemente  conservador,  de  los  juris- 
tas encastillados  en  textos  escolásticos,  para  dar  pa- 
so a  la  fuerza  irresistible  del  movimiento  innovador, 
que  lleva  en  sí  el  aliento  de  su  concordancia  di- 
recta con  los  fenómenos  nuevos  que  presenta  la 
humanidad. 

Tales  son  también  los  obstáculos  que  ha  sido  ne- 
cesario vencer  y  que  en  países  aun  no  incorpora- 
dos definitivamente  en  las  nuevas  corrientes,  se 
levantan  dificultando  el  progreso  de  la  novel  rama 
legislativa. 

De  ella,  la  institución  del  seguro  obrero,  dima- 
na de  la  situación  jurídica  establecida  por  las  ca- 
racterísticas peculiares  al   industrialismo  contem- 
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poráneo.  Esta  tiene  su  base  esencial  en  el  dere- 
cho civil,  el  que  comprende  al  contrato  de  traba- 
jo, institución  madre  de  toda  la  legislación  social 
y  antecedente  necesario  de  aquélla.  La  equivalen- 
cia de  derechos  y  obligaciones  entre  el  que  da  y 
el  que  beneficia  con  el  servicio  y  abona  por  él  un 
salario,  lo  perfila  perfectamente,  distinguiéndolo 
de  la  locación  de  servicios  de  los  romanos,  que  es- 
tablece una  situación  de  dependencia  de  uno  res- 
pecto al  otro. 

Las  teorías  que  fundamentan  la  legislación  so- 
bre accidentes  del  trabajo,  han  seguido  la  evolu- 
ción que  le  imprimían  las  apreciaciones  de  ajctua- 
lidad  acerca  del  derecho  común,  porque  a  nuevas 
necesidades  sociales  corresponden  también  leyes 
nuevas.  Un  espíritu  técnico  y  jurídico  las  inspira 
y  las  justifica,  distinguiéndolas  de  otras  leyes  tam- 
bién de  carácter  social,  que  como  las  protectoras 
de  las  mujeres  y  los  niños,  llevan  en  sí,  aparte  de 
tal  fundamento,  otro  de  orden  moral  y  político. 

En  la  legislación  de  los  accidentes,  la  lucha  en- 
tre las  tendencias  sociales  es  clara  y  se  destaca 
bien.  Los  patrones  se  mantienen  aferrados  a  las 
antiguas  teorías  de  la  culpa,  conforme  a  las  cua- 
les resulta  excepcional  el  caso  de  responsabilidad 
efectiva  por  los  percances  que  sufran  los  obreros 
durante  y  con  ocasión  del  trabajo,  puesto  que 
era  preciso  comprobarles  su  culpa,  su  fraude,  su 
negligencia  o  su  mala  fe.  Los  obreros,  por  lo  con- 
trario, sometidos  por  necesidad  de  subsistencia  a 
la  obligación  de  poner  al  sei*vicio  de  la  industria 
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toda  su  capacidad  y  sus  aptitudes,  como  medio  de 
alcanzar  a  salvar  la  dura  situación  que  se  les  pre- 
senta cuando  un  accidente  los  imposibilita,  o  la  de 
sus  familias,  cuando  les  ocasiona  la  muerte. 

Como  una  resultante  lógica  y  necesaria  se  le- 
vanta entre  estas  tendencias  opuestas  la  del  interés 
social,  para  el  cual  no  pueden  pasar  indiferentes 
los  millares  de  obreros  muertos  o  mutilados  que 
arroja  la  fábrica;  echándolos  a  ponderar  sobre  la 
economía  social,  la  que  debe  atender  a  su  subsis- 
tencia o  proteger  a  los  descendientes  desampara- 
dos de  las  víctimas. 

Hay  en  este  concepto  una  tendencia  práctica  de 
defensa  social,  fundada  en  la  justicia  que  dimana 
del  hecho  de  que  quien  aprovechó  del  trabajo  del 
obrero  mientras  éste  sufre  el  accidente  que  lo  inha- 
bilita, debe  responsabilizarse  de  sus  consecuencias. 
Excepcionalmente,  cuando  el  patrón  carece  de  res- 
ponsabilidad directa  el  Estado  se  subroga  en  su 
obligación,  o,  si  bien  en  el  sistema  del  seguro  ofi- 
cial, la  asume  en  primer  término,  lo  hace,  a  título 
de  compensaciones  especiales,  que  reconocen  un 
respetable  aunque  discutido  principio  de  econo- 
mía y  política  social. 

Los  sistemas  legales  de  res'poní?abilidad,  han  se- 
guido en  esta  materia  una  evolución  paulatina, 
que  concuerda  perfectamente  con  la  concepción 
que  las  manifestaciones  que  el  problema  social  ha 
ido  presentando.  No  se  trata  de  una  creación :  es 
más,  una  reforma  encaminada  al  reconocimiento 
de  los  derechos  que  asisten  a  una  de  las  partes  en 
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el  contrato  de  trabajo,  en  una  relación  jurídica 
que  ha  sido  siempre  la  misma  desde  que  hubo  pa- 
trones y  obreros. 

DOCTRINAS  FUNDAMENTALES 

En  dos  grandes  grupos  pueden  dividirse  las  teo- 
rías sobre  accidentes  del  trabajo.  En  el  primero  se 
comprenden  aquellas,  cuyo  origen  se  encuentra  en 
la  doctrina  histórica  sobre  daños  y  culpa,  sus  inter- 
pretaciones y  derivados.  Eu  el  segundo  las  fun- 
damentadas en  un  nuevo  punto  de  vista  más  posi- 
tivo y  de  adaptación  a  la  industria  moderna,  la 
que  con  sus  maquinarías  y  factores  nuevos  como 
instrumentos  de  producción,  han  creado  a  la  vez 
fenómenos  peculiares. 

No  se  ha  pasado,  sin  embargo,  de  uno  a  otro 
grupo  con  la  brusquedad  de  un  cambio  radical, 
sino  mediante  una  larga  evolución  ya  complet-ada 
e^'identemente  e  impuesta  como  principio  científi- 
co. Lo  ha  alcanzado  también  en  el  estado  actual 
la  mayor  parte  de  la  legislación  y  pugna  ya  por  su 
conquista  univeraal. 

La  teoría  tradicional  de  la  culpa,  no  responde 
ya  a  las  exigencias  de  esta  materia.  Ella  subsis- 
tirá en  la  legislación  civil  como  esencial  a  las  re- 
laciones jurídicas  comunes,  habiendo  dado  lugar, 
en  lo  referente  a  los  accidentes,  a  nuevas  teo- 
rías adoptadas  por  necesidad  en  las  leyes. 

En  los  pueblos  de  buena  cultura  jurídico-social, 
la  jurisprudencia  ha  abierto  el  camino  a  la  re- 
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forma  legislativa,  estableciendo  por  vía  de  inter- 
pretación equitativa,  en  ciertos  casos,  la  obliga- 
ción de  indemnizar  a  las  víctimas  de  los  acciden- 
tes. Los  tribunales  argentinos  registran  felizmen- 
te algunos  fallos  en  tal  sentido.  No  obstante  la 
teoría  de  la  culpa  continúa  rigiendo  esta  materia, 
como  a  todas  las  demás  del  derecho  civil,  cuando 
la  víctima  del  accidente  renuncia  a  los  beneficios 
de  la  indemnización  fija  emergente  de  la  ley  9688. 

teoría  de  la  culpa 

La  teoría  romana  sobre  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios,  exige  la  concurrencia  de  la  cul- 
pa, dolo  o  negligencia  del  demandado,  para  que 
la  víctima  tenga  derecho  a  la  reparación  pecunia- 
ria correspondiente.  Su  ampliación  en  el  derecho 
francés  llegó,  en  las  teorías  que  informan  el  Códi- 
go Napoleónico,  a  requerir,  aparte  de  esto,  la  li- 
beración de  la  víctima  de  esas  mismas  calidades, 
considerando  que  su  propia  culpa,  dolo  o  negli- 
gencia anulaba  la  igual  del  presunto  responsable. 

No  tan  sólo  la  teoría  en  su  esencia,  resulta 
funesta  en  su  aplicación  en  casos  de  accidentes 
del  trabajo,  sino  también  en  su  faz  práctica  y  an- 
te el  régimen  procesal,  al  exigir  a  la  víctima  la 
prueba  de  un  hecho,  de  una  negligencia  y  más 
aún,  de  una  omisión  o  mala  fe,  como  causa  de  su 
derecho . 

El  obrero  desamparado  y  sin  medios  propios  se 
encontraba,  y  aun  lo  está  en  los  países  que  care- 
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oen  de  legislación  sobre  accidentes,  en  la  necesi- 
dad de  seguir  un  juicio  contradictorio,  largo  y 
difícil  en  el  cual  el  éxito  es  siempre  dudoso, 

teoría  de  la  culpa 

extra-contractual 

Esta  teoría  aun  cuando  es  susceptible  de  con- 
fusión con  la  anterior,  marca  el  primer  paso  en 
la  evolución  hacia  las  modernas  concepciones  en 
la  materia.  Según  ella,  el  accidente  ocurrido  a  un 
obrero  durante  y  con  ocasión  de  su  trabajo,  deja 
de  ser  para  la  ley  y  la  jurisprudencia,  un  hecho 
indiferente  y  sin  relación  con  el  patrón.  Por  lo 
contrario,  éste  viene  ya  a  ocupar  el  punto  princi- 
pal de  mira  en  la  dilucidación  de  las  responsa- 
bilidades; las  investigaciones  lo  siguen  y  se  em- 
peñan en  aclarar  su  situación  en  presencia  de  tal 
suceso,  a  efecto  de  establecer  si  han  ocurrido  de 
S1J  parte,  los  factores  que  le  hacen  responsable,  es 
decir,  el  dolo,  la  culpa  o  la  negligencia. 

Como  en  el  estado  anterior  de  la  legislación,  ba- 
jo el  imperio  puro  de  la  teoría  de  la  culpa,  la  rela- 
ción jurídica  de  patrón  a  obrero  es  siempre  la 
misma.  La  ley  no  añade  a  aquél  obligación  algu- 
na ;  pero  su  interpretación  lo  presenta  como  ele- 
mento esencial  de  observación. 

Es  más  bien  una  pequeña  y  relativa  evolución 
impuesta  por  la  jurisprudencia,  en  razón  de  apre- 
ciaciones de  equidad  y  práctica. 

Si  relacionáramos  el  estado  en  que  la  Repúbli- 
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ca Argentina  se  encontraba  antes  de  la  ley  9688, 
acerca  de  esta  materia,  sería  preciso  colocarla 
en  el  dominio  de  la  teoría  de  la  culpa  extra-con- 
tractual ;  pues,  mientras  su  código  civil,  único  que 
regía  hasta  entonces  la  materia,  se  aferra  a  la  cul- 
pa del  derecho  romano,  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales  registraba  ya  algunos  fallos  condenato- 
rios de  los  patrones,  como  responsables  en  princi- 
pio, salvo  la  negligencia  de  la  víctima,  por  la  in 
demnización  pecuniaria. 

Se  caracteriza  pues,  esta  teoría,  porque  toda 
la  investigación  y  hasta  la  inculpación  a  priori 
se  dirige  al  patrón,  el  que  debe  responder  de  toda 
culpa,  de  toda  impnidencia,  de  toda  falta  de  dili- 
gencia, por  cuanto  se  halla  en  relaciones  de  auto- 
ridad y  de  dirección  respecto  a  la  víctima. 

No  va  más  allá  en  aproximación  a  las  teorías 
antes  mencionadas  porque  no  acepta  una  varian- 
te en  el  carácter  de  la  relación  jurídica,  ni  con- 
sidera la  índole  especial  del  contrato  del  cual  de- 
riva la  obligación  de  la  indemnización. 

Los  autores  a  menudo  confunden  en  una,  las 
teorías  mencionadas,  salvo  algunos  como  Stocquart 
que  a  la  primera  la  califica  como  de  la  falta 
delictiva,  mientras  que  a  la  última  como  de  la 
falta  estipulada  o  pactada. 

teoría  de  la  falta  contractual 

Andre  Guibourg,  en  su  obra  "Le  Code  Ouvrier ' ', 
expone  con  irremplazable    precisión    de  concepto. 
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la  teoría  de  la  falta  contractual,  que  nace  ya  de 
la  aceptación  de  la  existencia  de  un  contrato  sui  gé- 
neris  que  se  denomina  de  trabajo:  "Este  sisíteina,. 
dice,  busca  la  causa  generatriz  de  la  responsa- 
bilidad del  patrón  en  el  contrato  mismo  que  V  liga 
con  el  obrero.  Analizado  este  contrato,  y  al  mis- 
mo tiempo  las  relaciones  entre  las  partes,  se  ve 
aparecer,  a  cargo  del  patrón,  y  al  lado  de  su  obli- 
gación de  pagar  el  salario,  otra  obligación  distin- 
ta, implícita  tal  vez,  pero  siempre  evidente:  la  de 
garantir  la  seguridad  del  obrero;  el  empresario  se 
considera  como  obligado  a  conservar  el  obrero  sa- 
no y  salvo  en  el  curso  de  la  ejecución  de  cualquier 
trabajo  que  le  confía  y  que  sea  dirigido  por  aquél, 
como  debiendo  en  todo  tiempo  restituirle  tan  útil 
como  se  le  entregara.  La  consecuencia  de  esta  doc- 
trina, continúa  dicho  autor,  es  que  la  acción 
por  indemnización  ejercida  por  el  obrero  víctima 
de  un  accidente  del  trabajo  y  que,  por  lo  mismo, 
no  impone  al  obrero  otro  deber,  que  el  de  probar 
la  existencia  del  contrato  y  del  daño  y  al  patrón, 
si  pretende  evitar  la  responsabilidad,  le  impone 
la  de  demostrar  que  aste  daño  proviene  de  una 
causa  que  no  le  puede  ser  imputada  (caso  fortuito, 
fuerza  mayor,  hecho  de  la  misma  víctima)".  , 

Se  considera  ya  en  este  sistema,  la  obligación 
de  indemnizar  los  perjuicios  de  las  víctimas,  co- 
mo inherente  al  carácter  de  patrón,  presumiéndo- 
se siempre  su  responsabilidad,  hasta  que  se  de- 
muestre lo  contrario.  Existe  una  presunción  juris 
tantum  de  esa  responsabilidad. 
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Consecuencia  de  esto  es  la  inversión  de  la  teo- 
ría general  de  derecho  sobre  la  prueba.  Se  descar- 
ga al  obrero,  que  es  el  actor,  de  la  necesidad  de 
hacerlo,  para  establecer  que  el  patrón  ha  incurrido 
en  dolo,  fraude  o  negligencia  como  medio  de  echarla 
sobre  él  mismo,  en  sentido  contrario,  si  es  que  as- 
pira a  librarse  de  tal  obligación.  Al  patrón  co- 
responden  las  excusas  que  lo  justifiquen. 

Factor  es  este  importantísimo  en  la  materia, 
por  cuanto  en  los  sistemas  anteriores  lo  más  difi- 
cultoso prácticamente  para  el  obrero,  es  precisa- 
mente la  prueba,  sometida  a  pesadas  reglas  proce- 
sales. 

Comprende  la  teoría  de  la  •  falta  contractual  el 
avance  más  poderoso  dado  en  la  doctrina  sobre 
los  accidentes  del  trabajo  y  es  eUa  la  que  ha  re- 
volucionado de  un  modo  fundamental  todas  las  vie- 
jas concepciones  jurídicas  que  de  paso  analizamos. 

A  la  inversión  de  la  prueba  que  compi'ende  la 
teoría  expuesta,  se  ha  tratado  de  erigir  en  un  sis- 
tema aparte.  Vidari,  especialmente,  así  lo  sostu- 
vo; pero  ella  no  es  sino  la  aplicación  de  la  que 
nos  ocupa. 

Resultaría  inoficioso  analizar  las  argumentacio- 
nes hechas  para  justificar  aquella  apreciación.  La 
esencia  de  la  falra  conlractaül  es  eminentemente 
jurídica  y  no  formulista,  como  es  la  doctrina  de 
la  inversión  de  la  prueba.  AqueUa  arranca  de 
una  presunción  legal  de  la  culpa  del  patrón  en 
todos  los  casos,  la  que,  por  economía  jurídica,  se 
exige  en  carácter  de  verosimilitud.  Para  salvar  el 
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dei^cho  contrario  y  por  espíritu  de  justicia  y  equi- 
dad, se  admite  al  patrón  a  demostrar  que  no 
concurre  su  dolo,  su  culpa  o  negligencia,  como  me- 
dio de  descargar  la  obligación  que  se  le  impone 
en  consecuencia  de  la  relación  jurídica,  denomina- 
da en  el  tecnicismo  legal  moderno,  como  contrato 
de  trabajo. 

Esta  teoría  que  en  lo  sustantivo  comprende  la 
presunción  legal  de  la  culpa  del  patrón  y  en  lo 
procesal,  la  inversión  de  la  prueba,  tiene  su  jus- 
tificación social,  como  una  necesidad  creada  por 
el  aspecto  que  en  la  actualidad  presenta  el  trabajo 
industrial,  con  la  adaptación  plena  del  maquinis- 
mo,  que  ha  traído  cuestiones  especiales.  El  pe- 
queño taller  de  familia  de  los  tiempos  pasados  o 
las  labores  del  campo,  se  han  sustituido  en  las 
grandes  ciudades  por  las  fábricas,  cuyos  elemen- 
tos de  producción  son  las  máquinas,  las  que  con 
sus  mecanismos  complicados,  la  aglomeración  de 
los  obreros  en  un  espacio  reducido  y  la  familia- 
rización  que  tienen  estos  después  de  algún  tiempo 
con  los  peligros  de  aquellas,  ocasionan,  indefecti- 
blemente, accidentes  que  arrojan  víctimas  e  indi- 
gentes a  la  beneficencia  pública,  de  lo  que  se  en- 
cuentra justo  librar  a  la  sociedad,  para  que  con 
ellos  cargue  el  patrón  que  benefidó  con  su  trabajo. 

teoría  del  caso  fortuito 

Entre  esta  teoría  y  la  del  riesgo  profesional,  no 
existe  sino  una  diferencia  de  extensión   de  con- 
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eepto,  siendo  la  última  más  amplia  por  sus  funda^ 
mentx)s,  no  solo  jurídicos,  sino  también  de  carác- 
ter económico-social;  mientras  que  la  del  caso  for- 
tuito se  basa  en  una  eonoepeión  exclusivamente 
jurídica.  Proviene  del  criterio  sostenido,  de  que 
el  patrón  que  se  beneficia  directamente  de  las  utili- 
dades de  la  industria,  debe  soportar  las  consecuen- 
cia de  los  accidentes  que  provienen,  no  tan  solo 
de  su  culpa,  sino  también  de  casos  fortuitos,  siem- 
pre que  ocurran  con  motivo  del  trabajo. 

Tal  teoría  fué  ardientemente  sostenida  por  al- 
gunos autores  italianos,  especialmente  por  Fusi- 
iiato  en  "GMi  infortuni  sul  lavoro  e  il  diritto  ci- 
vile". 

teoría  de  menger 

Conocida  por  este  nombre,  es  más  bien  una  ten- 
dencia propiciatoria  de  la  definitiva  del  riesgo  pro- 
fesional. Fué  sostenida  por  el  profesor  vienes  que 
le  ha  dado  su  nombre,  al  proyectar  reformas  que 
conceptuaba  indispensables  al  código  civil  alemán  y 
se  la  ha  caracterizado  por  sus  inspiraciones  de 
orden  moral,  las  que  arrancan  de  la  sustitución  del 
concepto  tradicional  de  diligente  padre  de  fami- 
lia por  el  de  hombre  honrado,  para  establecer  que 
la  conciencia  moral  del  patrón  y  su  dignidad  de 
hombre,  no  pueden  consentir  en  ver  humillados  los 
intereses  de  los  débiles  obreros  víctimas  de  los 
accidentes . 

Consecuencia  de  esto  es  la  responsabilidad  por 
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élloe  y  antes  aún,  la  obligación  de  adoptar  en  las 
fábricas  todas  las  medidas  precancionales  para  evi- 
tarlos. Menger  brega  porque  esto  sea  consignado 
en  el  código  civil. 

Sil  propósito  es  demostrar  que  sin  hacer  una 
revolución  fundamental  en  las  teorías  jurídicas; 
se  puede  arribar  a  la  finalidad  de  protección  a  las 
clases  sociales  menos  favorecidas. 

teoría  del  riesgo  profesional 

Acerca  de  esta  teoría,  un  orador  sostenía  que 
"sin  verdadera  base  en  el  derecho,  ha  acabado  por 
triunfar  en  las  leyes".  EUa  procede,  en  efecto, 
de  un  modo  más  directo  de  las  ciencias  económi- 
cas y  considera  principalmente  al  desarrollo  del 
trabajo  en  la  grande  industria. 

El  riesgo  profesional  ha  suscitado  una  riquísima 
literatura  jurídica  para  propagarlo  y  también  pa- 
ra discutirlo,  en  especial,  con  motivo  de  los  mu- 
chos proyectos  de  leyes  inspirados  en  él  y  de  los 
que  han  sido  adoptados  en  la  legislación  positiva. 
Es  satisfactorio  reconocer,  que  las  leyes  actual- 
mente en  vigencia  sobre  accidentes  del  trabajo,  lo 
comprenden  casi  sin  discrepancia. 

Fué  iniciado  por  Julio  Faure  en  Francia  y  tu- 
vo ahí  sus  mejores  defensores,  hasta  que  luego  se 
expandió  por  todas  las  naciones  de  Europa  y  con- 
sagrado en  el  Congreso  Internacional  de  Bruselas 
en  1897,  oomo  el  fundamento  jurídico-social  más 
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justificado  de  toda  lai  legislaicáón  sobre  esta  ma- 
teria. 

En  d  "Journal  des  economistes",  de  15  de  Mar- 
zo de  1888,  Cheynan  definió  al  riesgo  profesional: 
"aquel  que  es  inherente  a  una  profesión  deter- 
minada, con  independencia  de  toda  falta  del  pa- 
trón y  de  los  obreros".  Félix  Faure,  exponién- 
dolo, había  sostenido,  para  aclarar  sus  proyeccio- 
nes, en  un  discurso  parlamentario,  que  "es  natu- 
ral y  evidente,  que  aquél  que  tiene  por  misión  di- 
rigir un  trabajo  del  que  recoge  la  mayor  parte  de 
los  beneficios,  es  a  priori  el  responsable  de  los  ac- 
cidentes que  puedan  subvenir  en  el  curso  de  su 
ejecución". 

Tres  principios  fundamentales  comprende  esta 
teoría:  1°.  Inherencia  del  riesgo  a  la  industria,  es- 
pecialmente a  la  grande.  2°.  Responsabilidad  del 
patrón,  como  representante  de  la  industria,  con 
prescindencia  de  su  culpa,  falta  de  precaución,  ni 
otra  alguna.  3°.  Equivalencia  de  la  indemnización 
ai  daño. 

No  recibe  inspiraición  alguna  de  las  doctrinas 
socialistas  y  se  adapta  más,  por  lo  contrario,  a 
la  concepción  capitalista  de  las  industrias.  Una 
empresa  implica  el  ejercicio  prolongado  e  intenso 
de  la  producción,  bajo  una  dirección  inteligente, 
representada  por  el  empresario.  Este  recibe  todas 
las  utilidades  de  la  producción;  reúne  las  fuerzas 
convergentes  de  la  empresa,  sintetizadas  por  el 
concurso  de  la  materia  prima  y  de  la  fuerza  in- 
dividual de  cada  obrero;  asume  finalmente,  todos 


los  riesgos,  isiendo  uno  de  ellos  el  que  dimana  de 
los  accidentes. 

En  el  presupuesto  de  la .  producción,  un  empre- 
sario diligente  está  obligado  a  prever  todos  los 
riesgos  económicos,  que  en  forma  de  .  gastos  nor- 
males o  eventuales,  pueden  ocasionarse.  Se  com- 
prende entre  los  últimos,  las  indemnizaciones  por 
accidentes  para  cuya  apreciación  sir-ve  de  factor 
esencial,  la  experiencia  que  se  va  recogiendo  con 
el  auxilio  de  la  observación  y  la  estadística.  Me- 
diante una  labor  constante  de  sistematización  ava- 
lora el  seguro  obrero,  lo  mismo  que  las  institucio- 
nes generales  aseguradoras  de  riesgos,  lo  establecen 
con  las  tablas  de  mortalidad  y  otiros  datos  perti- 
nentes. Es  por  este  sistema  la  industria  misma 
la  que  costea  su  aplicación. 

El  obrero  que  pone  sus  fuerzas  musculares  y  su 
pericia  al  iservicio  de  una  industriii,  lo  hace  cons- 
cientemente y  prevé  los  accidentes  que  pueda  oeu- 
sionársele.  Un  fenómeno  psicológico  perfectamen- 
te constatado,  hace  que  esta  previsión  decaiga  con 
la  labor  constantel  y  llega  a  un  extremo  de  fami- 
liarización  con  los  peligros  de  la  misma  industria 
— especialmente  de  sus  máquinas  productoras — 
que  lo  predispone  a  los  accidentes,  los  que  fatal- 
mente ocurren  al  fin,  en  un  porceaitaje  que  las 
estadísticas  presentan  constante  en  un  mismo  gé- 
luero  de  trabajo,  con  igual  aplomeración  de  opei'a- 
rios  y  análogos  instrumentos  de  labor. 

Jja  constitución  y  organización  moderna  de  la 
grande  industria,  encierra  peligros  incesantes,  los 
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que  no  concurrían  cuando  el  trabajo  se  ejecutaba 
en  talleres  de  pocos  obreros  y  con  medios  esencial- 
mente manuales.  La.s  fábricas  son  ahora,  con  el 
rodar  incesante  de  las  hélices;  con  los  engranajes 
complicados  y  difíciles;  las  poleas  que  corren  en 
todo  sentido;  los  subterráneos  para  el  aprovecha- 
miento del  suelo;  los  circuitos  de  la  electricidad, 
locales  de  un  peligro  constante  del  cual  el  traba- 
jador resulta  víctima  aun  con  la  contribución  de 
sus  mayores  cuidados. 

La  existencia  del  riesgo  profesional  es,  pues, 
evidente  y  ello  acarrea  la  innecesidad  de  toda  prue- 
ba acerca  de  las  causas  del  accidente,  salvo  las 
que  pudieran  reconocer  un  fundamento  delictuoso- 

La  ley  en  presencia  del  hecho  que  fatalmente 
se  repite,  hace  abstención  de  averiguaciones,  para 
procurar  salvar  las  víctimas  de  las  desastrosas  con- 
secuencias que  se  presentan. 

Las  tendencias  restrictivas  de  esta  .teoría,  se 
manifiestan  en  el  sentido  de  hacerla  solo  aplica- 
ble a  la  grande  industria  por  sus  características 
propias,  reconociéndose,  sin  embargo,  que  ella  de- 
be ser  general  para  todos,  puesto  que  en  aquellas 
en  las  cuales  el  riesgo  es  menor,  la  responsabilidad 
del  patrón  se  hará  efectiva  en  forma  más  reduci- 
da. En  la  legislación  positiva,  que  en  la  materia 
ha  marchado  a  tientas,  el  inconveniente  mayor  se 
ha  presentado  siempre  acerca  de  la  determinación 
de  aquellas  industrias  sometidas  al  régimen  que 
analizamos. 

Los  gobiernos  más  conservadores,  como  son  las 
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monarquías  europeas  aferradas  en  todo  al  culto  de 
la  tradición,  no  han  encontrado  inconveniente  en 
patrocinar  esta  doctrina,  hoy  adoptada  en  las  me- 
jores leyes  de  la  materia  y  siempre  con  tendencias 
a  mayor  expansión,  en  el  sentido  de  hacerla  com- 
prensiva a  nuevos  géneros  de  trabajo  y  a  otras  ca- 
tegorías de  trabajadores,  como  son  los  empleados. 
A  este  respecto  la  última  ley  que  con  esto  se  re- 
laciona es  la  sancionada  por  el  Imperio  Germáni- 
co en  20  de  Diciembre  de  1911  sobre  el  seguro  obli- 
gatorio de  los  empleados. 


CAPITULO  VI 

ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 

(Continuación) 

APLICACIÓN  DE  LA  LEY  9688 

Casos  especiales 

I 
Servició  doméstico 

Ha  sido  una  orientación  .propia  de  la  legi^a- 
ción  obrera,  dejar  de  lado  al  personal  ocupado  en 
el  servicio  doméstico.  El  proyecto  de  ley  nacional 
del  trabajo,  siguió  también  su  cñterio  y  lo  propio 
hace  la  ley  de  accidentes  del  trabajo.  Sin  embar- 
go, ha  constatado  la  estadística  oficial,  muchos  ca- 
sos de  accidentes  y  tal  situación  merece,  natural- 
mente, tomarse  en  consideración. 

Mientras  tanto,  es  este  un  gremio  desamparado. 
En  efecto,  no  gozan  los  domésticos,  de  ninguno  de 
los  beneficios  de  nuestra  naciente  legislación  so- 
cial. Ellos  no  encuentran  en  la  ley  amparo  alguno 
para  su  descanso  semanal;  ni  menos,  siquiera,  los 
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menores  tienen  limitación  en  su  ingreso  a  este  tra- 
bajo, el  que  muchas  veces  está  expuesto  a  enfer- 
medades por  contagio  de  las  personas  a  quienes  sir- 
ven y  otras  a  accidentes  del  trabajo,  como  lo  han 
constatado  ya  las  estadísticas  referidas. 

A  qué  responde  esta  verdadera  situación  de  ex- 
cepción y  desamparo  absoluto  en  que  este  gremio 
se  encuentra?  ¿Es  este  un  íenómeno  exclusivo  a 
nuestro  país? 

La  causa  que  explica  tal  situación  dimana  del 
hecho  de  que  es  un  principio  consagrado  univer- 
salmente  en  la  legislación  social,  que  ésta  no  se 
aplica  al  servicio  doméstico.  Todos  los  países  han 
seguido  esta  norma,  la  que  responde  a  la  convic- 
ción de  que  no  era  propio  que  las  leyes  destinadas 
a  proteger  al, obrero  fabril,  en  un  trabajo  rudo  eje- 
cutado en  un  medio  especial,  debiera  extenderse  al 
seno  de  los  hogares,  aparte  de  que  la  inspección 
y  vigilancia  sería  ineficaz  en  estos.  Causas  análo- 
gais  dieron  nacimiento  a  la  legislación  particular 
sobre  el  trabajo  a  domicilio  para  un  género  de 
obrero  análogos  en  sus  funciones,  a  los  domésticos, 
sobre  todo  por  los  locales  donde  cumplen  su  labor. 

También  los  iniciadoi^es  de  la  legislación  social 
en  la  República  Argentina,  se  inspiraron  en  aque- 
lla tendencia  y  así  es  como  el  Proyecto  de  Ley  Na- 
cional del  Trabajo,  expresamente  declara  que  sus 
disposiciones  no  son  aplicables  al  ser\ácio  domés- 
tico: artículo  tercero. 

II.  —  En  materia  de  accidentes  del  trabajo  y 
enfei"meidades    profesionales,    alguna   reacción   se 
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siente  ya  contra  tal  orientación;  pues,  la  ley  ale- 
mana de  seguros,  de  19  de  Julio  de  1911,  declara 
en  su  artículo  165  que  los  domésticos  deben  ser 
asegurados  contra  enfermedades  y  su  artículo  546 
dice  textualmente:  "El  seguro  se  extiende  a  los 
sei'vicios  domésticos  y  otros,  en  que  sean  emplea- 
dos por  el  patrón  o  por  el  jefe  o  su  representante, 
los  asegurados,  además  de  sus  ocupaciones  en  la 
empi'esa". 

Como  se  vé  se  ha  consagrado  un  principio  legal 
positivo  que  inicia  una  tendencia  más  humana  y 
propicia  a  los  intereses  de  este  gremio  de  gravi- 
tación uiniversal,  pues  en  ningún  país  se  prescinde 
de  su  servicio. 

En  Francia  se  ha  reclam&do  en  estos  últimos 
tiempos  la  extensión  al  servicio  doméstico  de  su, 
ley  general  de  accidentes  del  trabajo,  de  9  de  Abñl 
de  1898  y  no  han  faltado  iniciativas  legislativas 
en  el  sentido  de  llevarla  a  la  práctica,  por  más 
que  se  cree  salvada  la  situación  a  este  respecto, 
con  la  ley  del  18  de  julio  de  1907,  que  faculta  a 
los  gremios  no  comprendidos  en  la  anterior,  a  co- 
bijarse en  la  misma  mediante  acuerdos  con  sus 
patrones ;  y  a  tal  efecto  se  dictó  en  30  de  Julio  de 
1907  un  decreto  gubernativo,  reglamentando  la 
forma  de  adhesión  y  facultando  para  ello  entre 
otros  gremios,  al  perteneciente  al  servicio  domés- 
tico. Este  decreto  creó  un  carnet  de  adhesión  pa 
ra  cada  obrero,  el  que  debe  contener:  1°.  El  texto 
de  la  ley  del  18  de  Julio  de  1907 ;  2.°  Un  extracto 
de  la  ley  de  9  de  Abril  de  1898 ;  3".  La  declaración 
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de  adhesión  al  obrero;  y  otros  recaudos  de  orden 
práctico. 

De  conformidad  a  esta  última  ley  y  después  de 
llenados  los  requisitos  de  la  misma  y  de  su  decre- 
to reglamentario,  se  considera  extensiva  de  puro 
derecho,  a  favor  de  los  obreros  domésticos,  la  le- 
gislación francesa  sobre  accidentes  del  trabajo. 

III.  —  Los  antecedentes  expuestos  nos  enseñan 
que  si  se  comienza  a  aceptar  la  extensión  del  ries- 
go profesional,  a  los  trabajadores  empleados  en  el 
servicio  de  casa,  no  se  ha  llegado  a  esto  sino  en 
razón  de  conquistas  sucesivas,  porque  ha  sido  ne- 
cesario ir  rompiendo  el  arraigo  de  las  conviccio- 
nes jurídicas,  se»ún  las  cuales,  tal  institución  na- 
ce como  la  aplicación  particular  de  un  principio 
de  solidaridad  de  riesgos  eiitre  personas  interesa- 
das en  una  obra  común  de  producción  y  riqueza, 
en  que  el  patrón  o  beneficiario  mayor  debe  contri- 
buir con  el  producto  que  obtiene  de  la  labor  del 
asalariado,  a  cubrir  ©sos  mismos  riesgos.  Todo  esto 
no  es  propio  al  servicio  doméstico,  porque  no  hay 
producción  en  el  sentido  económico  de  la  palabra, 
ni  aumento  de  riqueza  para  el  patrón,  por  más  que 
exista  el  otro  elemento,  es  decir,  contribución  de 
la  labor  por  el  obrero. 

Las  leyes  del  trabajo,  son  ante  todo  fabriles,  si 
es  que  nos  mantenemos  dentro  del  concepto  que 
&u  universalidad  nos  mei-ece;  pero,  i'especto  a  los 
accidentes,  hay,  aparte  de  eso,  un  factor  emergen- 
te de  la  obligación  de  seguridad  que  recae  sobre 
el  patrón  y  que  lo  hace  pasible  de  una  responsabili- 
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dad  especial  como  parte,  también  de  la  asistencia 
social  que  merecen  los  obreros. 

Todo  esto  ha  despertado  la  reacción  recordada 
a  favor  de  los  obreros  domésticos;  pero,  concre- 
tándonos a  la  cuestión  planteada,  nos  encontramos 
que  la  ley  argentina  sobre  accidentes  del  trabajo 
número  9688,  no  es  de  aplicación  a  todas  las  indus- 
trias, sino  a  las  que  determina  su  artículo  segun- 
do. Aparte  de  esto,  ella  contiene  una  limitación 
mayor  que  sus  similares  extranjeros  y  que  a  la  vez 
cierra,  por  ahora,  toda  aspiración  a  hacérsela  ex- 
tensiva al  ser\ácio  doméstico,  por  cuanto  declara 
en  su  artículo  primero  que  es  únioamente  aplica- 
ble a  "industriáis  o  empresas". 

II 

Los  obreros  marítimos 

Es  una  de  las  cuestiones  prácticas  más  difíciles, 
la  de  establecer  precisamente  en  qué  casos  es  apli- 
cable esta  ley  a  los  accidentes  del  trabajo  de  los 
obreros  ocupados  en  la  navegación  y  esto  se  debe 
tanto  a  su  carácter  propio,  cuanto  a  la  diversidad 
de  criterios  que  ha  adoptado  la  legislación  compa- 
rada, aparte  del  vacío  que  sobre  el  particular  pone 
de  manifiesto  el  reglamento  de  nuestra  ley  núme- 
ro 9688. 

I.  —  La  primera  cuestión  que  se  plantea  es  la 
de  si  un  armador  argentino,  es  responsable  por  los 
accidentes  del  trabajo  de  la  tripulación,  sea  cual 
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fuere  la  situación  del  buque;  que  se  eiicuenti'e  en 
un  puerto  cualquiera  o  en  alta  mar. 

La  ley  en  su  art.  2o.,  inciso  4o.  entre  las  indus- 
trias a  las  cuales  se  aplican  sus  disposiciones,  com- 
prende a  la  de  "transporte",  es  decir,  también  a 
la  navegación  que  es  uno  de  sus  medios.  El  regla- 
mento ha  limitado  el  concepto,  declarando  exten- 
siva la  responsabilidad  patronal  sólo  a  la  navega- 
ción con  los  barcos  que  A^ayan  ordinariameinte  de 
un  punto  a  otro  de  la  República,  o  con  barcos  que 
naveguen  exclusivamente  en  ríos  y  aguas  interio- 
res, todo  lo  cual  comprende  la  navegación  de  ca- 
botaje.   (Art.  ,7o.,  incisos  4o.,  5o.  y  6o.). 

De  modo  entonces  que  para  tal  clase  de  navega- 
ción, no  hay  duda  alguna  de  que  es  aplicable  esta 
ley. 

No  emana  de  sus  disposiciones  y  particulamien- 
te  del  reglamento,  igual  certeza  respecto  a  las  em- 
barcaciones de  navegación  general  u  oceánica,  no 
precisamente  porque  pueda  excluirla  el  art.  2o.,  in- 
ciso 4o.  de  la  ley,  sino  más  bien  porque  la  ha  omiti- 
do el  reglamento,  lo  que  no  encerraría  un  cargo 
para  este  decreto,  desde  que  no  es  fácil  abar- 
car de  una  sola  vez  todas  las  industrias  y  traba- 
jos comprensivos  de  esta  legislación  especial  y  tam- 
bién, principalmente,  por  la  ya  recordada  desorien 
taeión  de  la  legislación  comparada  aeerca  de  los 
accidentes  del  trabajo  en  la  navegación  oceánica 
o  de  alta  mar. 

La  parte  final  del  inciso  4o.  del  artículo  7o.  del 
reglamento,  se  refiere  a  buques  que  ' '  vengan  del  ex- 
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tranjero,  isiempve  que  el  accidente  ocurra  en  agnas 
jiiiTisdiccionales "  y  si  de  tal  modo  se  presta  pro- 
tección a  los  tripulantes  de  la  marina  mepcamte 
de.ibandera  extraña,  por  qué  se  ha  de  excluir  a  la 
de  bandera  argentina? 

Kesulta  demasiado  notoria  esta  injusticia,  para 
que  no  se  destaque  que  lia  habido  una  mera 
omisión  en  el  reglamento,  lo  que  no  puede  ser\dr  de 
pretexto  para  desamparar  a  un  gremio  sumamen- 
te expuesto  a  accidentes  del  trabajo. 

El  derecho  internacional  no  encierra  oposición 
alguna  en  sus  normas  fundamentales  y  reconoci- 
das por  todos  los  países,  a  efecto  de  que  se  haga 
extensiva  la  jurisdicción  argentina  respecto  a  he- 
chos de  tal  índole.  El  principio  de  la  navegación 
en  lo  que  a  todo  el  derecho  personal  se  i*efiere,  es 
que  debe  primar  en  alta  mar  la  bandera  del  bu- 
que que  conduce  al  sujeto  y  así  es  como  ella  de- 
termina la  nacionalidad  de  los  nacidos  en  tal  si- 
tuación. Lo  propio  debe  imperar  para  los  acci- 
dentes del  trabajo. 

Es  cierto  que,  como  ya  lo  he  recordado,  no  es 
uniforme  al  criterio  de  la  legislación  del  trabajo 
sobre  el  particular  y  aún  haré  notar  que  solamen- 
te después  de  alguna  experimentación  en  el  inte- 
rior del  territorio,  recien  los  países  de  Europa,  y 
no  todos,  han  extendido  su  legislación  protectora 
de  las  víctimas  de  los  accidentes  del  trabajo,  a  los 
que  ocurren  en  alta  mar.  Pero,  este  retardo  es 
explicado  por  algún  autor,  por  el  hecho  de  que  la 
competencia  tan  activa  entre  las  marinas  mercantes 
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y  de  transporte  general  de  las  naciones,  ha  decidido 
a  cada  gobierno  a  librar  a  tan  importante  indus- 
tria de.  toda  carg-a,  que  como  el  seguro  obrero  obli- 
gatorio, pudiera  crearle  alguna  desventaja  frente 
a  la  del  estado  vecino.  Mas,  esto  no  es  aplicable 
como  criterio  de  gobierno  a  la  República  Argenti- 
na, que  no  tiene  defensa  que  ejercitar  en  tal  sen- 
tido, aparte  de  que  no  encuadraría  en  el  ya  tradi- 
cional criterio  liberal  de  nuestras  instituciones. 
Pero  no  obstante  aquella  razón,  veamos  como  la  le- 
gislación social  ha  ido  conquistando  también  el 
vasto  campo  de  la  marina  de  ultramar,  en  lo  que  a 
accidentes  del  trabajo  a  la  tripulación  se  refiere. 

La  ley  de  Italia  del  17  de  Marzo  de  1898,  al  enu- 
merar en  su  artículo  lo.  cuales  son  las  empresas  a 
que  se  aplica,  creando  responsabilidad  a  los  patro- 
nes por  los  accidentes  que  sufran  sus  obreros,  in- 
cluye en  el  inciso  lo.  solo  a  los  transportes  por 
ríos,  canales  y  lagos,  es  decir,  a  la  navegación  in- 
terior. Pero  al  reformarse  esta  ley,  por  la  del  29 
de  Julio  de  1903,  que  amplía  y  extiende  sus  efec- 
tos, declaró  en  su  art.  lo.  inciso  2o.,  que  era  de  apli- 
cación también  a  las  empresas  de  navegación  ma- 
rítima, incluso  a  las  que  se  dedican  a  la  pesca  a 
más  de  10  kilómetros  de  la  costa.  En  sii  art.  IS, 
esta  ley,  especifica  cuales  son  los  tripulantes  am- 
parados y  sobre  el  particular  obsen^a  un  criterio 
evidentemente  extensivo. 

El  Canciller  del  Imperio  Alemán,  en  virtud  de 
las  facultades  especiales  que  le  acuerda  la  ley  del  30 
de  Junio  de  1900,  relativa  a  la  codificación  de  las 
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leyes  anteriores  sobre  seguro  obreix),  dictó  el  de- 
creto del  5  de  Julio  de  1900,  modificando  el  t^xto 
de  todas  ellas,  en  cuyo  art.  2o.  inciso  4o.  com- 
prende solo  a  la  navegación  interior;  pero,  la  nue- 
va ley  general  del  19  de  Julio  de  1911,  extiende  a 
la  navegación  de  alta  mai',  el  seguro  obrero.  (Pá- 
rrafo 1745) . 

La  ley  belga  del  24  de  Diciembre  de  1903,  sobre 
accidentes  del  trabajo,  es  limitativa  en  cuanto  a 
los  obreros  en  la  navegación,  a  la  que  se  practica 
en  aguas  interiores. 

La  ley  holandesa  del  2  de  Enero  de  1901,  incluye 
en  su  art.  10  inciso  6o.  entre  las  industrias  a  que 
se  aplicarán  sus  prescripciones:  "la  navegación 
con  barcas  que  vayan  ordinariamente  de  un  pun- 
to a  otra  del  Eeino,  o  con  barcos  que  naveguen 
ordinariamente  en  el  interior  de  las  mismas  aguas, 
así  como  la  navegación  con  barcos  que  naveguen 
exclusivamente  en  ríos  y  aguas  interiores  y  al  mis- 
mo tiempo  vengan  con  regularidad  del  extranje- 
ro o  vayan  con  destino  al  mismo".  Dados  los. tér- 
minos de  este  artículo,  en  comparación  a  los  em- 
pleados en  el  artículo  2°.  del  reglamento,  se  ve 
claramente  que  el  transcripto  es  la  fuent-e  del  úl- 
timo, habiendo  suprimido  su  parte  ñnal,  posible- 
mente por  un  eiTor  de  copia. 

En  España  y  después  de  un  luminoso  informe 
del  ilustre  doctor  Posada,  jefe  de  la  Sección  Ju- 
rídica del  Instituto  de  Reformas  Sociales,  se  ha 
dictado  en  Mayo  de  1903,  una  real  orden  por  la 
cual  se  declara  que  la  ley  de  accidentes  del  trabajo, 
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comprende  a  los  obreros  que  trabajen  por  cuenta 
ajena  de  cualquier  especie  de  navegación, 

Oonforme,  pues,  a  todos  estos  antecedentes,  con- 
ceptúo que  nuestra  ley  es  aplicable  a  la  navega- 
ción ultramarina.  La  omisión  del  decreto  regla- 
mentario en  compi-enderla,  se  debe  a  un  error  que 
es  preciso  subsanar  ampliando  el  art.  7o.  inciso  4o. 

II.  —  Un  segundo  punto  de  vista,  también  de 
trascendental  importancia,  se  refiere  a  si  la  desapa- 
rición total  de  una  embarcación  exime  de  respon- 
sabilidad al  armador,  por  los  accidentes  que  su- 
fran los  obreros  ocupados  en  la  misma. 

Los  antecedentes  de  la  legislación  especial  apli- 
cable a  la  navegación,  nos  conducirían  a  evacuar 
esta  cuestión  en  sentido  afirmativo,  si  nos  m'amtu- 
viéramios  en  el  vetusto  marco  de  la  misma.  Así 
nuestroi  Código  de  Comercio,  en  su  art.  1004  dis- 
pone: ''En  caso  de  apresamiento,  confiscacáón  o 
naufragio,  con  pérdida  entera  del  buque  y  carga- 
mento, no  tienen  derecho  los  hombres  de  mar  a 
reclamar  salario  alguno  por  el  viaje  en  que  tuvo 
lugar  el  desastre  ni  el  armador  a  exigir  el  i'eem- 
bolso  de  las  anticipaciones  que  les  tuviere  hecho". 

Pero,  es  preciso  considerar  que  tal  principio  ha 
sido  adoptado  en  \nsta  de  los  derechos  al  salario 
por  parte  de  la  gente  de  mar,  sin  referirse  en  lo 
mínimo  a  responsabilidades  patronales  por  otros 
conceptos,  como  por  los  accidentes  del  trabajo,  ins- 
titución jurídica  surgida  mucho  tiempo  después, 
«cuando  la  teoría  del  riesgo  profesional  apareció 
en  la  doctrina.  Así  es  que  no  debemos  darle  otro 
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alcance  que  el  reconocido  a  sus  propios  ténninos 
escritos,  hasta  que  también  a  tal  efecto  sea  refor- 
mado, como  ya  lo  requiere  el  progreso  de  las  ideas 
en  ceta  materia. 

A  más  de  tal  consideración,  pondera  un  moti- 
vo de  particular  importancia  para  creer — frente 
aun  a  las  prescripciones  del  Código  de  Comer- 
cio— que  la  pérdida  total  del  buque  no  exime  de 
reaponsabüidad  a  su  dueño;  desde  que  el  seguro 
marítimo,  hoy  tan  difundido,  aparta  toda  la  tras- 
cendencia que  económicamente  pudiera  tener  tal 
suceso,  siempre  que  el  damnificado  reciba  por  aquel 
medio  una  reparación  inmediata.  Es  por  tal  mo- 
tivo que  en  los  artículos  180  y  1001  se  declara 
responsable  al  patrón  por  los  salarios,  en  todo  ca- 
so, si  ea  que  recibe  la  indemnización  correspon- 
diente al  seguro.  Análogo  criterio  debe  aplicarse 
ajceroa  de  la  responsabilidad  patronal  por  acci- 
dente del  trabajo,  máxime  cuandio  la  ley  que  rige 
esta  materia  no  considera  como  eximente  de  la 
misma  la  pérdida  de  la  embarcación. 

III.  —  La  guerra,  el  torpedeamiento  o  la  des- 
trucción de  la  embarcación  por  un  choque  oon  mi- 
nas, no  debe  conducimos  a  la  misma  conclusión, 
porque  tales  sucesos  no  pueden  considerarse  como 
casos  fortuitos  o  de  fuerza  mayor  inherentes  al 
trabajo  y  crean,  por  consiguiente,  una  situación  ex- 
traña al  concepto  y  alcance  del  artículo  lo.  de  la 
ley  9688.  En  concordancia  con  esto  debo  recordar 
que  el  Código  de  Comercio  en  su  artículo  1000, 
declara   a  los  expresados  casos   de  fuerza  mayor. 
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eximentes  de  responsabilidad  del  patrón  por  las 
indemnizaciones  equivalentes  al  salario  no  perci- 
bido por  los  obreros  marítimos  contratados  a 
término.  Sin  embargo,  si  estos  se  encontra'ran 
asegurados  contra  los  riesgos  de  su  trabajo,  de- 
beríase  aceptar  una  conclusión  distinta,  por  cuan- 
to la  indemnización  sería  posible  y  se  batía  efec- 
tiva, con  independencia  de  la  suerte  del  patrón 
y  de  la  em'barcación  a  la  que  la  legislación  ma- 
rítima común  vincula  en  primer  término  a  la 
gente  de  mar,  emanando  en  tal  concepto  la  dis^ 
posición  del  artículo  1000  citado. 

III 

Los  obreros  del  Estado 

Con  motivo  de  un  accidente  del  trabajo  ocu- 
rrido en  dependencias  del  Estado,  en  el  Puerto 
de  la  Capital  y  que  ocasionó  la  muerte  de  '-'«.rios 
obreros,  se  sancionó  en  18  de  Junio  de  1913,  la 
ley  9085,  por  la  cual  quedó  facultado  el  Poder 
Ejecutivo  a  indemnizar  a  las  víctimas  o  a  sus  he- 
rederos, en  caso  de  fallecimiento  de  ellas.  Era 
una  ley  de  excepción,  que  solo  beneficiaba  a  los 
obreros  del  Estado  y  es  también  de  declarar,  des- 
de luego,  que  llegó  en  momento  propicio,  no  solo 
por  el  número  de  accidentes  ocasionados  en  de- 
pendencias públicas,  sino  también  y  principal- 
mente, porque  es  el  Estado,  cuando  éste  procede 
como  emrpresario  de  trabajos,  el  que  debe  prestar 
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mayor  protección  que  los  particulares  a  los  asala- 
riados que  ocupa. 

Mas,  no  es  este  el  punto  de  vista  en  que  procuro 
colocairme  en  mis  breves  notas,  porque  es  más  in- 
teresante el  aspecto  de  la  cuestión  creada  por  la 
ley  9688,  que  nos  ocupa,  sancionada  como  se  sai- 
be  en  14  de  Enero  de  1916  y  por  la  cual  se  de- 
clara obligatoria  la  indemnización  por  los  acci- 
dentes del  trabajo,  alcanzando  tal  concepto  al 
Estado  mism'o  a  mérito  de  lo  que  dispone  el  ar- 
tícido  2o.,  inciso  4o.  Pero,  como  la'  ley  anterior 
no  aparece  expresamente  derogada  por  ésta,  se 
ha  suscitado  la  duda  acerca  de  cual  de  ellas  debe 
aplicar  en  su  caso  el  Poder  Ejecutivo,  la  que  le 
faculta  a  pagar  indemnizaciones  o  la  que  impe- 
riosamente le  obliga  a  ello . 

El  Procurador  General  del  Tesoro,  a  cuya  con- 
sulta fué  sometido  el  asunto,  opinó  que  subsistía 
la  primera  de  estas  leyes,  en  vista  de  que  la  úl- 
tima no  la  declaraba  derogada. 

Pero,  a  mi  juicio,  tal  criterio  encierra  un  error 
fundamental.  No  es  legal,  en  efecto,  someter  un 
mismo  caso  a  dos  regímenes  jurídicos,  uno  facul- 
tativo y  el  otro  imperativo.  Por  la  ley  anterior,  el 
Poder  Ejecutivo  quedaba  facultado  para  efectuar 
aquellas  indemnizaciones;  por  la  nueva  el  Estado, 
como  persona  jurídica,  ocupa  el  mismo  nivel  que 
los  empresarios  particulares  y  está,  en  consecuen- 
cia, obligado  a  hacerlo. 

Entiendo  que  basta  la  enunciación  del  caso  que 
así  se  creía,  para  optar  por  la  conclusión  de  que 
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la  nueva  ley  ha  derogado  de  hecho  la  anterior, 
máxime  cuando  el  Código  Civil  establece  en  su 
Título  Primero  normas  suficientes  que  nos  condu- 
cen a  análoga  finalidad  de  interpretación. 

IV 

Incidente  personal  entre  obreros  durante  el  tra- 
bajo. —  Caso  de  huelga 

Para  niayor  claridad  debo  referirme  a  un  caso 
práctico.  El  obrero  José  López  fué  muerto  por 
Avelino  Alarcón,  mientras  repartía  pan  por  cuen- 
ta de  la  Sociedad  Anónima'  Grandes  Panaderías 
Sud  Americanas.  La  Policía  de  la  Capital  cons- 
tató que  conduciendo  la  víctima  por  la  vía  pú- 
blica' un  carro  de  mano,  había  sido  interpelado 
por  el  victimario,  con  quién  cambió  muy  pocas 
palabras,  las  que  no  fueron  escuchadas  por  tes- 
tigo alguno,  y  acto  continuo  sacó  un  revólver,  con 
el  cual  hizo  fuego  sobre  López,  a  la  vez  que  éste 
huía' . 

Alarcón  es  un  anarquista  reconocido  y  en  la 
reciente  huelga  de  panaderos,  gremio  al  cual  per- 
tenece, exteriorizó  su  actitud  de  agitador  y  pro- 
pagandista. Ha  sido  uno  de  los  oradores  en  las 
diversas  reuniones  de  los  huelguistas.  Tales  an- 
tecedentes, unidos  a  las  constancias  del  proceso 
policial,  y  en  relación  con  diversos  hechos  análo- 
gos ocurridos  aunque  sin  la  gravedad  y  conse- 
cuencias del  presente,  daría  claramente  a  enten- 
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der  que  el  incidente  que  motivó  la  muerte  de 
López,  fué  suscitado  por  la  resistencia  de  ésite  a 
plegarse  a  la'  huelga. 

Nos  encontramos  en  presencia  del  primer  caso 
de  esta  naturaleza,  en  relación  al  alcance  de  la 
ley  9688  y  el  Departamento  Nacional  del  Trabajo 
fué  llamado  a  pronunciarse  acerca  de  si  este  su- 
ceso constituye  un  accident-e  del  trabajo  dentro 
del  concepto  doctrinario  y  de  las  disposiciones  po- 
sitivas de  la  misma.  Tal  circunstancia  determinó 
el  presente  estudio. 

No  es  de  excusa'rse  para  el  pronunciamiento 
categórico  al  respecto,  ni  en  la  vaguedad  de  los 
términos  en  que  está  redactada  esta  ley  en  la  ma;- 
yoría  de  sus  disposicioses,  ni  en  la  circunstancia 
de  no  haberse  adoptado  aun  un  criterio  en  una 
cuestión  de  suyo  tan  difícil,  como  es  la  que  se 
plantea  en  este  caso,  ni  tampoco  en  la  falta  to- 
tal de  jurispiTidencia  de  nuestros  tribunales  y  en 
las  pocas  ocasiones  en  que  los  extranjeros  se  han 
pronunciado.  La  doctrina  de  todos  modos  subsana 
cualquier  vacío  y  aclarará  las  dudas  que  legíti- 
mamente se  susciten. 

La  compafiía  a  cuyo  servicio  trabajaba'  la  víc^- 
tima,  al  dar  cuenta  del  suceso  en  su  comunica- 
ción de  acuerdo  a  las  exigencias  de  la  ley,  se  ade- 
lantaba a  opinar  que  el  accidente  no  era  del  tra- 
l>ajo  y  que  por  consiguiente  no  se  comprende  en 
los  que  legisla  la  ley  9688.  La  División  de  Inspec- 
ción consultaba  a  su  vez  si  debe  o  no  conceptuar- 
se como  accidente  del  trabajo. 
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La'  teoría  del  riesgo  profesional  que  expresa- 
ni'ente  sigue  nuestra  ley  especial  sobre  accidentes 
del  trabajo,  procede  de  un  modo  más  directo  de 
las  ciencias  económicas  que  de  las  jurídicas  y 
considera,  principalmente,  al  desarrollo  del  tra- 
bajo en  la  grande  industria,  antes  que  en  la  pe- 
queña. Con  toda  la  riquísima  literatura  jurídica 
que  tal  teoría  ha  suscitado,  bien  ahora  para  pro- 
pagarla, aun  antes  para  discutirla,  es  satisfacto- 
rio constatar  que  no  solo  la  teoría,  sino  también 
la  legislación  comparada  armonizan  en  su  oarac- 
terizaeión. 

Definió  Cheynan  al  riesgo  profesional,  en  el 
"Journal  des  eeonomiates"  de  15  de  Marzo  de 
1888  como  "aquel  que  es  inherente  a  una  profe- 
sión determinada,  con  independencia  de  toda  fal- 
ta del  patrón  y  de  los  obreros"  y  desde  enton- 
ces el  concepto  se  mantiene  incólume  y  a  la  luz 
de  esta  teoría,  que  domina  todo  el  derecho  obre- 
ro moderno,  se  ha  formado  la  copiosa  legislación 
que  gobierna  las  relaciones  entre  el  capital  y  el 
trabajo,  principalmente  en  cuanto  se  presta  altí- 
paro  social  amplio  a  las  víctimas  de  su  labor  dia- 
ria, desgraciadamente  hoy  muy  numerosas,  de- 
bido a  la  gravitación  de  íactores  especiales;  pe- 
ro, todos  ellos  emergentes  de  la  industria  y  de 
los  nuevos  medios  puestos  en  práctica  para  inten- 
sificar la  producción. 

Es  precisam'ent«  esta  observación  la  que  sugi- 
rió a  Adolfo  Posadas,  el  ilustre  sociólogo  español, 
el  siguiente  juicio  al  estudiar  la  legislación  ger- 
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mana  al  respecto:  "La  responsabilidad  del  acci- 
dente grava  en  Alemania  no  al  patrón,  sino  a 
la  industria  a  que  el  patrón  pertenece  y  la  in- 
demnización por  accidentes  del  trabajo  es  exigi- 
ble  a  la  asociación  que,  fundada  en  la'  mutuali- 
dad, constituyen  los  patrones  todos  de  la  indus- 
tria en  que  el  accidente  ha  ocurrido.  Esto  repor- 
ta múltiples  ventajas.  Impuesta!  a  la  industria  la 
responsabilidad  del  accidente, — lo  cual  es  conse- 
cuencia forzosa  del  riesgo  profesional  en  que  la 
ley  se  funda, — ^el  obrero  encuentra  en  la  asocia- 
ción mutua  de  patrones  una  garantía  más  firmfe 
y  permanente  que  en  el  patrón  particular". 

Socialmente,  pues,  esta  teoría  descarga  a  la  co- 
lectividad ei  peso  que  la  misería  de  los  obreros 
accidentados  representa,  en  cuanto  su  inaptitud 
para  nueva  ocupación  les  representa  la  miseria' 
y  recarga,  en  cambio,  no  a  patrón  determinado, 
sino  a  la  industria  que  oca'siona  estas  víctimas 
y  es  así  como  el  precio  de  la  indemnización,  el 
seguro  obrero  en  su  caso,  ingresa  al  capital  de 
explotación  y  producción. 

Constatado  que  el  trabajo,  siguiendo  la  feliz 
expresión  de  Buylla,  inmola  con  dolorosa  frecuen- 
cia víctimas  humanas,  en  el  mismo  altar  en  que 
rinde  su  tributo  al  progreso  y  careciendo  el  obre- 
ro de  otro  bien  que  el  sala'rio,  se  hizo  preciso  ar- 
biti'ar  para  que  en  tal  caso  él  misnio  y  la  familia 
que  de  él  depende,  encuentren  los  medios  más 
elementales  de  vida.  La  indemnización  tiene,  en- 
tonces, un  fundamento  de  lógica  y  justicia;  que 
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la  economía  social  no  ha  podido  menos  que  acep- 
tarlo, ya  que  en  el  hecho  el  accidente  se  pre- 
senta, según  todas  las  constataciones  empírica¡s, 
como  inevitable  y  como  una  consecuencia  insepa- 
rable de  la  producción  en  su  organización  actual. 
Si,  por  lo  contrario,  se  desampara  a  las  vícti- 
mas del  trabajo,  que  es  progreso  y  bienestar  co- 
lectivos, "se  desconocería  a  la  personalidad  hu- 
mana su  libertad,  su  dignidad,  su  existencia  mis- 
ma, degra'dándola  a  la  categoría  de  máquina,  sin 
'gobierno  propio,  pero,  com'o  piezas  concordantes 
de  un  organismo  engranado  para  enriquecer  a  una 
sola  clase,  la  clase  capitalista". 

Pero,  el  trabajo  en  su  forma  social  merece  un 
concepto  más  concordante  con  su  trascendencia 
económica  y  con  los  atributos  de  la  personalidad 
que  lo  ejecuta;  porque  si  bien  es  cierto  que  sub- 
sisten independientes  y  autónomas  las  actividades 
individuales,  lo  es  también  que  la  incesante  rela- 
ción entre  ellas  y  de  todas  con  los  instrumentos 
de  trabajo,  form'an  un  especial  organismo  que 
excediendo  en  su  producción  a  las  necesidades 
de  sus  unidades  componentes,  hace  refluir  sobre 
la  colectividad  en  forma  de  riqueza,  el  producto 
de  esa  labor.  No  se  puede,  sin  embargo,  extremar 
el  concepto  hasta  crear  un  predominio  de  la  con- 
sideración económica,  sobre  la  personal  del  tra- 
bajador y  es  precisamente  persiguiendo  una  ló- 
gica armonía,  que  lucha  por  imponerse  en  la  le- 
gislación social,  un  principio  puro  de  justicia  cu- 
ya síntesis,    en    la   materia   de  este    estudio,  ha 
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sido  comprendido  en  la  teoría  del  riesgo  profel- 
sional . 

En  lo  que  a  la  aplicación  de  la  doctrina  se  re- 
fiere, cada  país  lo  ha  lieoho  siguiendo  normas 
más  o  menos  amplias  según  las  circunstancias  y 
hasta  las  resistencias  política's  que  en  los  parla- 
mentos— cuerpos  conservadores  por  lo  general, — 
ha  encontrado  la  nueva  idea,  así  lo  pone  de  ma- 
nifiesto. El  margen  en  tal  sentido  se  gradúa  por 
dos  factores:  lo.  la  definición  del  accidente,  a  fin 
de  saber  si  como  tal  debe  entenderse  todo  suceso 
del  trabajo,  que  determina  imposibilidad  transito- 
ria o  permanente  del  obrero,  o  tan  sólo  los  que 
ocurran  en  determinadas  condiciones;  2o.  catego- 
rías de  industrias  a  que  el  riesgo  profesional  se 
aplicará. 

Nuestra  ley  ha  podido  adoptar  una  definición 
amiplia  y  apropiada  del  accidente,  porque  no  solo 
ha'  consultado  las  que  desde  muchos  años  rigen 
en  otras  naciones,  sino  también  la  jurispinidencia 
judicial  y  administrativa  que,  ya  recopilada  y  or- 
denada, se  da  normalmente  a  conocer  en  todos  los 
países  de  Europa.  Ella  conceptúa  como  acciden- 
tes del  trabajo  a  los  que  ocurran  a  los  emplead- 
dos  y  obreros  durante  el  tiempo  de  la'  prestación 
del  servicio,  ya  con  motivo  y  en  ejercicio  de  la 
ocupación  en  que  se  les  emplea  o  por  caso  for- 
tuito o  por  fuerza  miayor  inherente  al  trabajo. 

Veamos  ahora  como  las  leyes  extranjeras  que 
le  han  precedido,  si  bien  mantienen  unidad  de 
concepto  en  lo  esencial,  contienen  diferenciacio- 
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nes que  es  'conveniente  hacer  notar.  La  de  Fran- 
cia, del  9  de  Abril  de  1898,  modificada  por  la  del 
22  de  Marzo  de  1902,  en  su  art.  lo.  se  refiere, 
dando  al  mismo  tiempo  una  definición,  a  los  acci- 
dentes por  causa  del  trabajo  o  con  ocasión  del 
mismo.  La  ley  de  Alemania,  del  6  de  Julio  de 
1884,  conforme  a  la  unificación  de  las  diversas 
ramas  de  la  legislación  del  trabajo  efectuada  en 
1900,  en  el  capítulo  relativo  a  la  extensión  del 
seguro,  se  refiere  a  ''los  accidentes  que  ocurran 
en  la  indiLstria  en  que  están  ocupados"  los  obre- 
ros. La  ley  de  Holanda,  del  2  de  Enero  de  1901, 
en  su  art.  lo.,  declara  obligatorio  el  seguro  ''con- 
tra las  consecuencias  pecuniarias  de  los  acciden- 
tes ocurridos  en  el  ejercicio  de  la  industria".  La 
ley  de  Canadá,  del  21  de  Junio  de  1902,  se  aplica 
según  su  art.  2o.  "cuando  en  una  empresa  de  las 
comprendidas  en  la  ley,  sufra  un  obrero  un  daño 
en  virtud  de  un  accidente  producido  por  el  tra- 
bajo o  en  el  transcurso  del  mismo".  La  ley  de 
Rusia  del  2  de  Junio  de  1903,  presume  la  respon- 
sabilidad del  patrón.  La  de  Bélgica  del  24  de  Di- 
ciembre de  1903,  contiene  esta  declamación  fun- 
damental: "El  accidente  acaecido  dumnte  la  eje- 
cución del  trabajo  se  entenderá,  salvo  prueba  en 
contrario,  que  ha  ocurrido  por  el  hecího  mismo  de 
tal  ejecución".  España,  por  su  ley  del  30  de  Ene- 
ro dispone  en  su  artículo  lo.:  "Para  los  efectos 
de  la  presente  ley,  entiéndese  por  accidente  to- 
da lesión  corporal  que  el  obrero  sufra  por  oca- 
sión o  en  consecuencia    del  trabajo   que  ejecuta 
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por  cuenta  ajena".  La  ley  de  Inglaterra,  del  21 
de  Diciembre  de  1906,  la  más  moderna  de  las  eu- 
ropeas, se  aplica:  "Cuando  en  cualquier  clase  de 
trabajo  experimente  el  obrero  daños  personales 
en  virtud  de  un  accidente  debido  al  trabajo  u 
ocurrido  durante  el  misni'o",  etc. 

La  ley  italiana,  del  17  de  Marzo  de  1898,  con 
su  reforma  del  29  de  Enero  de  1903,  se  aparta 
de  las  normas  seguidas  por  las  ya  citadas  y  no 
expresa  en  qué  consiste  el  accidente  del  trabajo 
jR  los  efectos  de  la  misma;  pero,  como  ella  se 
ajusta  en  un  todo  al  principio  del  riesgo  profe- 
sional y  establece,  además,  el  seguro  obligatorio 
de  los  obreros,  fácilmente  se  comtprende  que  no 
ha  aceptado  definición  alguna,  conceptuando  que 
podría  al  hacerlo,  limitan  en  sus  fines  una  insti- 
tución ique  adopta  y  sigue  con  la  mayor  ampli- 
tud posible. 

iSe  desprende  de  esta  ligera  reseña  que  la  le- 
gislación comparada  exige,  como  normas  funda- 
mentales en  la  apreciación  de  lo  que  es  un  acci- 
dente del  trabajo,  la  concurrencia  de  una  de  es- 
tas circunstancias :  con  ocasión  o  por  consecuen- 
cia del  trabajo  y  que,  por  consiguiente,  cuando 
nuestra  ley  establece  en  su  art.  lo.  que  la  res- 
ponsabilidad patronal  se  extiende  a  los  acciden- 
tes ocurridos  "durante  el  tiemfpo  de  la  presta- 
ción del  servicio",  ha  adoptado  un  criterio  aca- 
so más  liberal,  porque  no  excluye  ni  a  los  peque- 
ños intervalos  de  descanso ;  se  refiere  en  sus  efec- 
tos a  todo  el  lapso  de   la  jornada  diaria. 
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Arribamos  con  esto  a  establecer,  que  el  suceso 
determinante  de  la  muerte  del  obrero  José  Ló- 
pez, en  el  caso  planteado,  habiéndose  desarrollado 
mientras  éste  conducía  un  carro  de  reparto  de 
pan,  es  decir,  durante  su  trabajo,  se  encuadra  en 
la  exigencia  esencial  de  la  ley. 

Pero,  la  compañía  a  cuyo  servicio  trabajaba  es- 
te obrero,  se  adelantaba  en  su  comunicación  cita- 
da a  opinar  que  no  era  este  un  accidente  del  tra- 
bajo, debido  a  que  López  no  había  muerto  de  un 
hecho  em'ergente  directamente  del  ejercicio  de  su 
labor,  sino  debido  a  un  agente  extraño  como  es 
el  atentado  de  un  huelguista  y  corresponde  en- 
tonces analizar  la  cuestión  también  bajo  tal  as- 
pecto, porque  es  también  precisamente  la  más  in- 
teresante doctrinariamente. 

El  accident-e  para  ser  conceptuado  como  del 
trabajo,  debe  ocurrir  según  nuestra  ley  durante 
el  tiempo  de  la  prestación  del  servicio,  ya  con 
motivo  y  en  ejercicio  de  la  ocup^ación  en  que  se 
lo  emplea  o  por  caso  fortuito  o  fuerza  mayor  in- 
herente al  trabajo. 

¿Cuándo  la  fuerza  mayor  que  ocasiona  el  acci- 
dente podrá  considerarse  com'o  totalmente  extra- 
ña al  trabajo?  El  rayo  que  fulmina,  el  disparo 
de  una  arma  de  fuego  que  hiere  por  descuido  al 
obrero,  la  inundación  que  lo  ahoga,  no  son  en 
verdad  fenómenos  que  surjan  del  itrabajo  mis- 
mo; pero,  estos  ejemplos  de  fuerza  mayor,  no 
derivada  de  su  labor,  ocurren,  sin  embargo,  con 
ocasión  de  esta,  porque  si  no  se  hubiera  hallado 
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en  su  lugar  de  trabajo,  tampoco  habría  resultadí> 
víctima . 

La  doctrina,  sin  vacilación  alguna,  establece 
que  el  ries<go  profesional  protege  los  accidentes 
derivados  de  causas  emergentes  de  las  condicio- 
nes del  trabajo  o  relacionadas  directa'  o  indirec- 
tamente con  él,  y  a  tal  respecto  es  evidente,  que 
el  atentado  de  un  huelguista  determinado  por  el 
livclio  de  que  ese  obrero  no  se  haya  plegado  al 
paro  voluntario  de  sus  compañeros,  se  compren- 
de cabalmente  en  ese  criterio,  desde  que  a  no  me- 
diar la  efectividad  de  la  labor  de  la  víctim'a',  tal 
suceso  no  habría  tenido  lugar.  Si  el  trabajo  es, 
pues,  ocasional  del  atentado,  evidente  resulta'  la 
íntima  relación  entre  uno  y  otro,  vale  decir  que 
ha  mediado  en  el  caso  una  fuerza  mayor  inhe- 
rente a  la  ocupación,  siendo  insuperable  a  la  vo- 
luntad de  la  víctima  evitar  el  suceso,  salvo  que 
hubiera  cesado  en  su  tarea. 

Sachet,  en  su  tratado  sobre  los  accidentes  del 
trabajo,  con  ese  ■criterio  eminentemente  jurídi- 
co que  inspira  toda  la  obra,  sostiene  que  la  víc- 
tima o  sus  sucesores,  tienen  derecho  de  demandar 
indemnización  contra  el  autoT  de  un  atentado 
criminal,  que  se  produzca  durante  el  trabajo  o 
con  motivo  del  mismo.  (Tomo  I,  pá'g.  368,  nú- 
mero 763) . 

En  un  concepto  técnico,  en  todo  contrato  de  se- 
guro existe  una  empresa  cuyos  riesgos  deben  correr 
a  cargo  del  empresario,  sin  otras  excepciones  que 
las  emerííentes  de  la  ley  misma.  Es  necesario  cvi- 
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dentemente  tener  en  cuenta  la  infinidad  de  cir- 
cunstancias que  rodean  y  caracterizan  tanto  la 
labor  del  obrero,  cuanto  el  suceso  que  se  trata  de 
calificar,  pa'ra  apreciar  si  debe  o  no  incluírsele 
dentro  de  los  amparados  por  la  institución  refe- 
rida. Este  criterio  práctico  aparece,  desde  luego, 
comprolbado  con  solo  considerar  que  en  días  de 
huelga,  en  que  los  obreros  que  han  abandonado 
el  trabajo,  tratan  por  todos  los  medios  de  obtener 
que  los  demás  hagan  lo  propio,  llegando  a  tal  fin 
hasta  la  violencia,  existen  muchos  más  riesgos  que 
en  los  momentos  de  calma  y  armonía  entre  patrones 
y  asalariados.  La  diferencia  de  isituaciones  «s 
motivo  más  que  suficiente,  para  pensar  que  el  Es- 
tado no  podría  negar  su  amparo  a  las  víctimas 
del  trabajo  que  caen  en  el  primero  de  los  casos, 
es  decir,  cuando  su  consecuencia  con  sus  servi- 
dos lo  mantiene  ligado  a  su  labor  diaria,  mien- 
tras que  otros  la  han  abandonado. 

Nuestra  ley  que  apenas  lleva  dos  años  de  expe- 
rim'entación,  no  ha  dado  todavía  lugar  a  que  fue- 
ra aplicada  en  casos  como  el  que  se  analiza. 
Pero,  la  jurisprudencia  extranjera  nos  presenta 
diversos  fallos  que  pueden  orientarnos  y  entre 
otros,  los  pronunciados  por  el  Tribunal  Civil  del 
Sena,  en  Francia,  en  las  causas  vistas  en  Agosto 
lo.  de  1906  y  20  de  Mayo  de  1910. 

Principalmente,  es  en  el  caso  de  "Viuda  Bour- 
geois  V.  Sociedad  de  los  Talleres  de  Montrenil", 
que  el  Tribunal  Civil  del  Sena  se  pronunció  di- 
rectamente sobre  una  cuestión  análoga  a  la  que 
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motiva  este  estudio.  En  los  fundamentos  de  ese 
fallo  se  registran  estos  considerandos: 

"Visto  que  la  Compañía  de  Seguros  "La  Mu- 
tualidad Industrial",  reemplazante  de  la  sociedad 
de  los  Talleres  de  Montrenil,  hace  valer  en  con- 
tra de  la  demanda:  lo.  Que  la  viuda  de  Bour- 
geois  no  ha  probado  que  el  accidente  ocurrido  a 
su  esposo,  haya  tenido  lugar  por  el  hecho  o  en 
ocasión  de  su  trabajo;  2o.  Que  la'  mtierte  de  Bour- 
geois  haya  sido  la  consecuencia  directa  e  inme- 
diata de  ese  accidente : 

"Sobre  el  primer  punto:  Visto  que  la  Compa- 
ñía para  demostrar  su  primera  defensa,  alega  que 
Bourgeois  fué  asaltado  dentro  de  la  cantera  en 
que  trabajaba,  durante  la  huelga,  por  un  gru- 
po de  cuarenta  individuos,  cuyo  carácter  de  obre- 
ros huelguistas  no  puede  ser  determinado,  por 
cuanto  el  mism'o  Bourgeois  en  el  hospital  dijo  que 
no  podía  reconocer  a  ninguno  de  sus  agresores 
si  se  los  pusiese  en  su  presencia;  que,  por  tanto, 
habiendo  sido  Bourgeois  víctima  de  "perturba- 
ciones públicas",  de  "un  incidente  revoluciona- 
rio", la  responsabilidad  del  patrón  no  puede  ser 
involucrada,  por  cuanto  tal  atentado  de  fuerza 
pública  constituye,  respecto  al  patrón,  un  caso 
fortuito  o  de  fuerza  mayor. 

"Considerando  que  esta  primera  defensa  no  po- 
dría aceptarse : 

"Considerando  que  es  de  toda  evidencia,  en 
efecto,  que  la  ley  del  9  de  Abril  de  1898,  no  debe 
en  manera  alguna  dejar  de  aplicarse  en  caso  de 
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huelga  por  cuanto  la  libertad  de  trabajo,  siempre 
esencialmento  respetable,  exige  que  el  obrero  se 
halle  ¡protegido  contra  el  riesgo  profesional  en 
todos  los  instantes,  tanto  en  tiempo  de  huelga 
eoni'o  en  tiempos  normales,  y;  ello,  sin  que  hubie- 
ra lugar  a'  distingos,  según  lo  pretende  la  de- 
mandada acerca  de  que  si  las  violencias  hayan 
sido  ejercidas  por  huelguistas,  en  cuyo  caso  ten- 
drían un  móvil  profesional  y  serían  consideradas 
como  ocasionadas  por  las  condiciones  del  contra- 
to de  trabajo  y  como  tales  cubiertas  por  la  ley 
del  9  de  Abril  de  1898,  y  que,  en  caso  de  que 
las  violencias  fueran  el  acto  de  individuos  ex- 
traños, dicha  ley  no  sería  ya  aplicable; 

"Considerando  que,  en  una  y  otra  hipótesis,  ha- 
biéndose herido  al  obrero  en  el  establecimiento  en 
que  trabaja  y  en  ocasión  de  su  trabajo,  no  pue- 
de sostenerse  válidamente  que  no  ha  sido  vícti- 
ma de  un  accidente  del  trabajo;  que  el  distingo 
sostenido  por  la  compañía  entre  las  violencias 
ejercidas  por  los  huelguistas  y  las  ejercidas  por 
los  no  huelguistas,  es  simplemente  arbitrario,  por 
cuanto  el  obrero  dentro  del  establecimiento  de- 
be estar  protegido  contra  cualquier  violencia,  de 
donde  quiera  que  viniere  siempre  que  la  sufra 
en  ocasión  y  por  el  hecho  de  su  trabajo;  salvo 
para  el  patrón  siempre  que  la  sufra  en  ocasión 
y  por  el  hecho  culpable  de  una  falta  inexcusa- 
ble de  dejar  conscientemente,  en  tiempo  de  huel- 
ga, a  sus  operarios  trabajar  en  condiciones  par- 
ticularmente peligrosas  para  ejercer,  si  hubiere  lu- 
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gar  y  eu  los  términos  del  derecho  común,  según 
resulte  del  art.  106  y  siguientes,  de  la  ley  del  5 
de  Abril  de  1884,  los  recursos  contra  el  Munici- 
pio  que  pudieran  corresponderle. 

"En  cuanto  a   la  segunda  defensa: 

''Considerando  que  resulta  del  informe  de  fe- 
clia  14  de  Enero  de  1910,  del  médico  Doctor  Car- 
los Paúl,  quien  ha  procedido  a  la  autopsia  del 
cadáver,  que  los  traumatismos  que  Bourgeois  ha 
recibido  el  6  de  Septiembre  de  1909,  han  sido 
en  la  muerte  del  citado  Bourgeois,  una  causa  re- 
veladora y  agravante  de  las  lesiones  bacilares 
que  sufría  Bourgeois  seguramente  desde  algún 
tiempo  " . 

La  transcripción  precedente  comprueba  que  el 
ilustre  Tribunal  acepta  la  teoría  de  que  la  vio- 
lencia, durante  el  trabajo,  si  ocasiona  un  accidente 
al  obrero,  cae  bajo  el  amparo  de  esta  legislación 
especial . 

Por  lo  que  a  la  Argentina  se  refiere,  dado  los 
términos  de  la  ley  9688  y  los  antecedentes  ex- 
puestos, no  es  posible  aceptar  un  criterio  distinto. 
Una  ley  social  de  reparación,  como  es  la  de  acci- 
dentes del  trabajo,  debe  hacerse  tan  extensiva 
como  su  espíritu  lo  permita  y  es  así  como  el  mi- 
nistro francés  Millerand,  en  la  circular  en  la  cual 
explicaba  el  alcance  de  la  ley  de  esa  República, 
del  9  de  Abril  de  1898,  decía:  "En  general,  pue- 
de decirse  que  la  ley  es  aplicable  a  todos  los  tra- 
Ixajos  industriales  cuyo  fin  es  realizar  una  ganan- 
cia y  a  los  que  conviene,  por  tanto,  el  calificatávo 
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legal  de  empresa".  Y  es  así  porque  si  la  razón 
fundamental  de  la  institución  que  la  informie,  es 
la  exposición  efectiva  del  obrero,  con  presciuden- 
cia  de  su  culpa  o  de  la  del  patrón,  no  es  posible 
establecer  diferenciaciones  emanadas  del  origen 
del  accidente,  ya  sea  por  causa  genuina  del  tra- 
bajo, ya  por  otro  motivo,  pero,  con  ocasión  del 
mismo . 


Las  barraca>s 

Algunos  industriales  propusieron  someter  a  ar- 
bitraje el  punto  de  si  las  barracas  están  o  no 
comprendidas  en  los  establecimientos  y  locales  de 
aplicación  de  la  ley  9688,  lo  que  se  desestimó  por 
no  ser  el  temperamento  que  administrativamente 
correspondía;  pues,  en  una  cuestión  de  interpre- 
tación de  tal  naturaleza  el  Departamento  del  Tra- 
bajo era  el  llamado  a  pronunciare  en  primer  tér- 
mino, como  institución  a  cuj^o  cargo  se  encuentra 
el  cumplimiento  de  esta  ley  y  con  apelación  ante 
las  autoridades  que  siguen  en  jerarquía. 

Aclarado  esto,  corresponde  en  cuanto  al  fondo 
del  asunto,  recordar  que  la  ley  9688  y  m'ás  aun 
su  reglamentación,  no  ha  podido  excluir  de  su 
aplicación  a  aquellas  industrias  y  también  esta- 
blecimientos, que  sin  nombrarlos  quedan,  sin  em- 
bargo, comprendidos  en  sus  enunciaciones.  La« 
barracas  se  encuentran  en  tal  caso  y  lo  mismo 
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muchos  otros  comercios,  locales  de  trabajo  o  fá- 
bricas que  no  era  del  caso  mencionar  uno  a  uno, 
porque  las  leyes  y  reglamentos  no  pueden  en- 
trar en  tales  detalles. 

Una  barraca  no  es  sino  un  estalblecimiento  in- 
dustrial, desde  que  aparte  de  servir  para  depósi- 
to de  mercaderías  o  productos  del  país,  permite 
su  manipuleo,  y  siendo  así  se  la  comprende  en  la 
enunciación  del  art.  2o.,  incisos  1  y  8  de  la  ley, 
y  art.  7o.,  inciso  lo.  del  reglamento,  en  cuanto 
las  barracas  emplean  por  lo  general  guinches  y 
otros  aparatos  de  carga  y  descarga  movidos  por 
fuerza  extraña  a  la  del  hombre  y  del  propio 
inciso  13,  en  cuanto,  también  los  dueños  de  esos 
establecimientos  son  verdaderos  empresarios  de 
almacenaje  de  mercaderías,  puesto  que,  por  lo  co- 
mún, no  guardan  solo  artículos  de  su  propiedad. 

Sostener  la  exclusión  de  las  barracas,  en  cuan- 
to al  alcance  de  esta  ley,  es,  sin  duda  alguna,  en- 
trar en  argumentaciones  de  detalle  que  no  de- 
ben dejarse  prosperar  en  detrimento  del  elevado 
fin  social  de  la  ley,  que  ampara  a  las  víctimas  de 
los  accidentes  del  trabajo. 

VI 

Salario  mínimo 

El  artículo  86,  inciso  2o.  de  la  Constitución 
Nacional,  entre  las  atribuciones  del  Poder  Eje- 
cutivo, comprende  la  de   expedir  "las  instruccio- 
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nes  y  reglaniientos  que  sean  necesarios  para  la 
ejecución  de  las  leyes  de  la  Nación,  cuidando  de 
no  alterar  su  espíritu  con  excepciones  reglamen- 
tarias" y  es  a'  su  mérito  y  dentro  de  su  alcance 
que  se  dictó  el  Decreto  del  14  de  Enero  de  1916, 
para  la  aplicación'  de  la  ley  9688. 

Debo  ante  todo  recordar  que  el  carácter  espe- 
cial de  esta'  ley,  la  poca  claridad  de  muchas  de 
sus  disposiciones  y  el  hecho  mismo  de  no  abarcar 
en  su  estnietura  ninguna  de  las  escuelas  doctrina- 
rias sobre  accidentes  del  trabajo,  en  cuanto  a  Isi 
efectividad  de  la  indemnización  se  refiere,  deter- 
minó al  Poder  Ejecutivo  a  a,doptar  una  regla- 
mentación amlplia  y  que  obviara  en  cuanto  fuera 
posible  aquellos  vicios;  los  que  son  explicables, 
después  de  todo,  comprendiéndoselos  en  una  rai- 
ma nueva,  relativamente,  de  la  legislación  y  la 
que  en  todos  los  paísese  ha  sido  como  lo  será  tam- 
bién en  el  nuestix),  objeto  de  sucesivos  perfeccio- 
namientos . 

Pero,  así  mismo,  el  reglamento  en  este  caso,  no 
ha  creado  excepciones  que  puedan  alterar  el  es- 
píritu de  la  ley  y  más,  por  lo  contrario,  la  ha 
extendido  en  cuanto  ha  sido  posible,  para  su  efi- 
cacia práctica.  El  espíritu,  el  fin  de  la  ley  9688, 
es  el  de  asegurar  indemnización  a  las  víctimas 
de  los  accidentes  del  trabajo  y  dentro  de  tal  pro- 
pósito, el  Poder  Ejecutivo  ha  adoptado,  a  veces 
con  minuciosidad,  es  cierto,  a  apartar  dudas  y 
cuestiones  de  interpretación,  todas!  aquellas  me- 
didas  que  parecieran    conducentes. 
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Una  de  ellas  es  la  que  se  refiere  al  salario,  acer- 
ca del  cual  el  artículo  8o.  en  sus  cuatro  aparta- 
dos, no  da  normas  para  su  determinación  legal  y 
como  la  forma  de  remuneración  del  trabajo  ee 
tan  diversa  en  el  heclio,  parece  y  es  un  deber  ele- 
mental del  Poder  Ejecutivo,  dentro  de  sus  atri- 
buciones de  reglamentación,  el  de  arbitrar  los 
medios  fijos,  anteriores  a  cada  caso,  para  su  apre- 
ciación. Tal  es  lo  que  significa  el  artículo  oo.  del 
Decreto  del  14  de  Enero  de  1916. 

Pero  una  empresa  ferroviaria  en  el  caso  del 
obrero  Simón  López,  si  bien  no  atacaba  directa 
e  integralmente  tal  disposición,  observaba  una  de 
sus  partes,  la  que  determina .  como  base  normal 
de  cálculo  de  la  indemnización  el  salario  mínimo 
de  $  1.50  al  día,  para  aquellos  obreros  que  no 
lo  tuvieran  fijado  o  cuando  percibieran  uno  me- 
nor. 

Puede  sostenerse  que  constituye  esto  una  alte- 
ración del  espíritu  de  la  ley  mediante  una  ex- 
cepción reglamentaria?  Ya  he  recordado  cual  es 
el  fin  de  esta  ley,  eminentemente  social  y  por  es- 
to mismo  de  interpretación  liberal,  siempre  que 
se  procure  de  salvar  la  indigencia  de  una  vícti- 
ma del  trabajo.  La  reglamentación  en  esta  parte 
concuerda  plenamente  con  tal  propósito,  adop- 
tando normas  legales  pai*a  la  liquidación  de  la 
indemnizaición,  pero  m'anteniendo  a  la  vez  la 
misma  proporción  para   todos  los  casos  iguales. 

La  reglamentación  ha  querido,  con  criterio  pre- 
visor, evitar  que  la  indemnización  resulte  prácti- 
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camente  discordante  con  el  espíritu  de  la  ley  de 
reparar,  en  cierta  medida,  los  perjuicios  que  el  ac- 
cidente ocasione  al  obrero.  Si  el  patrón  denun- 
ciara un  salario  ínfimo  com'o  percibido  por  el 
obrero,  se  habría  'caido  en  aquel  peligro,  ocasio- 
nando, sino  el  fracaso  de  la  ley,  por  lo  menos  in- 
finidad de  cuestiones  judiciales,  las  que  deben 
apartarse  de  una  institución  jurídica  como  esta, 
que  para  ser  eficaz  debe  traducirse  en  la  repara- 
ción inmediata,  es  decir,  en  el  momento  en  que 
el  beneficiario   más  lo  necesita. 

Por  eso  no  se  lia  fijado  un  salario  mínim'o  co- 
mo orientación  final,  para  determinarse  el  mon- 
to de  la  indemnización.  ^íomo  no  lia  de  tardar  en 
fijárselo  legalmente  com'o  remuneración  básica 
del  trabajo,  a  efecto  de  evitar  la  explotación  de 
los  obreros  que  se  contratan  por  cualquier  pre- 
ciO;  apremiados  por  la  necesidad. 

No  se  crea  con  ello  una  excepcdón  al  espíritu 
de  la  ley,  desde  que  no  pugna  con  ella  la  disposi- 
ción del  artículo  5o.  del  reglamento.  Se  ha  debi- 
do fijar  una  base  que  garantice  una  indemniza- 
ción suficiente,  dentro  de  la  relativa  reparación 
que  la  misma  ley  acuerda. 

Nuestro  concepto  al  dar  una  catitidad  fija  pa- 
ra los  salarios  no  establecidos  por  las  partes  o 
convenidos  en  cantidad  evidentemente  expolia- 
toria  del  obrero,  sigue  un  temperam'ento  más  pro- 
picio y  de  fácil  aplicación  que  el  de  otras  leyes 
y  entre  estas  la  fundamental  del  Imperio  Alemán, 
la  que  en  la  parte  final  del  artículo  10  establece 
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«obre  el  particular:  "Para  los  asegurados  que  no 
perciban  salario  o  ganen  menos  de  300  veces  el 
salario  corriente  de  los  jornaleros  adultos  fija- 
do para;  la'  localidad  en  donde  trabajen,  se  con- 
siderará como  remuneración  anual  el  producido 
de  300  por  dicho  salario  local".  Análogo  criterio 
sigue  la  ley  francesa  del  31  de  Marzo  de  1905,  en 
su  artículo  10,  in  finis;  pero,  más  categórica  era 
la  que  le  precedió,  del  9  de  Abril  de  1898,  que 
en  su  artículo  8o.  disponía  com'o  norma  de  fija- 
ción del  salario  de  los  obreros  menores  de  16 
años  o  de  los  aprendices,  para  el  cómputo  de  la 
indemaiizac-ión,  que  no  será  jamás  inferior  al  mí- 
nimo para  los  obreros  válidos  de  la  misma  catego- 
ría. 

La  reglam'entación  argentina  sigue  este  tempe- 
ramento para  los  obreros  del  trabajo  a  destajo. 
(Artículo  6o.,  párrafo  final) . 

VII 
¿Debe  el  estado  asegurar  sus  obreros? 

La  ley  No.  9085,  de  Junio  de  1913,  como  antes 
se  expresó,  autorízó  al  Poder  Ejecutivo  a  otorgar 
indemnización  a  las  víctimas  de  accidentes  del  tra- 
bajo o  a  sus  familias  y  Ja  ley  9688,  deil  14  de  Enero 
de  1916,  declara  obligatoria  la  indemnización.  Los 
ocupados  en  ferrocarriles  y  sus  dependencias  están 
directamente  comprendidos  en  los  beneficios  de  es- 
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ta  última  ley;  artículo  2o.,  incisoí  4o.  Por  consi- 
guiente, la  iniciativa  que  en  su  oportunidad  ix)- 
mó  la  Dirección  de  los  ferrocarriles  del  Estado,  en 
el'  sentido  de  asegurar  a  los  obreros  de  su  depen- 
dencia, implicaba  una  medida  de  previsión,  frente 
a  las  disposiciones  recordadas.  El  Estado  debe  co- 
mo los  particulares  y  necesariamente  aun  con  mayor 
puntualidad,  si  es  posible,  reparar  los  perjuicios 
que  sufren  las  víctimas  de  los  accidentes  del  traba- 
jo y  la  apreciación  de  si  para  ello  conviene  más  al 
gobierno  sustituir  tal  obligación  en  una  compañía 
aseguradora,  es  ya  cuestión  de  criterio  comercial 
guiándose  por  la  prima  que  cobra  el  asegurador  y 
es  conveniente  a  la  vez  tener  en  cuenta  la  natura- 
leza de  la  empresa  o  institución  oficial  donde  los 
obreros  prestan  servicios. 

No  siendo,  pues,  obligatoria  el  seguro,  sino  el 
pago  de  la  indemnización,  se  vería  si  hay  así 
ventaja  en  lo  primero  o  si  es  más  conveniente,  por 
lo  contrario,  el  destino  de  una  suma  anual  para 
cubrir  las  indemnizaciones  que  corresponda  efec- 
tuar. 

Cuando  el  Estado  actúa  como  entidad  jurídica 
representativa  en  la  sociedad  y  en  tal  carácter  mo- 
nopoliza servicios,  e  industrias,  como  los  de  co- 
rreo, acuñación  de  moneda,  fabricación  de  muni- 
ciones y  otros;  no  media  en  realidad,  el  factor  de 
"empresa"  que  es  inherente  al  origen  y  acepción 
propia  del  riesgo  profesional  y  seguro  social.  Para 
estas   cosas,  entiendo  que  no  convendría   efectuar 
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el  aseguramiento  colectivo  de  su  personal  obrero. 
Implicaría  un  recargo  considerable  en  ¡los  gastofi  de 
sostenimiento  de  esos  servicios  y  una  complicación 
más  en  la  organización  de  la  administración  pú- 
blica, lo  que  no  es  propicio  ni  para  el  éxito  de  la 
misma,  ni  para  la  economía  pública. 

Más,  cuando  el  Estado  ejerce  una  industria,  con 
o  sin  monopolio,  tales  como  la  ferrocarrilera  o  la 
minera,  concurre  va  el  factor  ''empresa",  porque 
a  la  par  de  un  fin  social  de  fomento  y  abarata- 
miento en  transportes,  concurre,  a  menudo,  un  fin 
financiero  de  obtención  de  recursos.  Lo  propio  s« 
puede  decir,  acerca  de  ciertos  servicios,  de  natu- 
raleza especial,  que  exigen  para  su  eficacia,  el  com- 
plemento de  instalaciones  mecánicas,  tales  como  la« 
anexas  a  las  Obras  Sanitarias  de  la  Nación.  Para 
estos  casos,  en  los  cuales  el  riesgo  en  la  ejecución 
del  trabajo,  corre  parejo  con  un  resultado  finan- 
ciero emergente  de  esta  forma  de  gravitación  del 
Estado,  conceptúo  que  sería  propio  y  altamente 
conveniente  asegurar  a  los  obreros,  ya  sea  en  una 
caja  oficial  o  en  instituciones  particulares. 

Es  mayonnente  notoria  tal  conveniencia,  con  re- 
lación a  ramas  especiales  de  la  administración,  las 
que  gozando  de  cierta  autonomía  legal,  tienen  a  la 
vez,  con  algún  contingente  de  las  rentas  generales. 

Tal  es  la  situación  de  la  Administración  de  los 
Ferrocarriles  del  Estado. 

Casos  análogos  al  presente  se  han  susci- 
tado ya,  aunque  no  de  total  similitud.  Así,  res- 
pecto de  huelgas   que  afectan  servicias  públiaoa 
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y  con  motivo  de  la  que  con  caráeter  general  de- 
clararon en  esa  época  los  obreros  de  la'  comlpa- 
ñía  del  ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino,  el  Mi- 
nistro del  Interior,  por  decisión  del  24  de  Mar- 
zo de  1907,  estableció-  ''Que  por  regla  general, 
tampoco  debe  admitirse  que  las  empresas  por- 
teadoras invoquen  la  huelga  de  sus  empleados 
como  fuerza  mayor,  para  eximirse  de  cumplir  las 
obligaciones  que  tienen  contraídas  con  el  gobier- 
no, para  el  ser\'icio  de  transportes". 


CAPITULO  VII 
LAS    HUELGAS 

Su  concepto  legal 

Mi  propósito  en  este  capítulo  no  es  precisamen- 
te detenerme  a  considerar  el  fenómeno  social  cons- 
tituido por  la  huelga.  Deseo  concretaiTQe  por  aho- 
ra, a  estudiar  el  concepto  legal  que  para  el  Esta- 
do debe  merecer  la  suspensión  colectiva  del  tra- 
bajo y  al  hacerlo,  para  mayor  precisión  y  a  la  vez 
con  el  fin  de  señalar  la  trascendencia  positiva  del 
asunto,  he  creído  más  conveniente  referirme  a  un 
caso  práctico  que  requirió  mi  dictamen. 

Un  importador  afectado  por  la  huelga  del  Puer- 
to de  la  Capital  de  1917,  solicitó  del  Poder  Ejecu- 
tivo la  devolución  del  importe  de  estadías  abonadas 
al  Fisco,  en  atención  a  que  su  demora  en  el  des- 
embarco de  mercaderías  se  debió  a  la  paralización 
del  trabajo. 

Tal  huelga  fué  general  y  comprensiva  de  todos 
los  gremios  que  trabajan  habitualmente  en  el  Puer- 
to, tanto  en  tierra,  como  a  bordo.  Pero,  no  es  pre- 
cisamente este  el  aspecto  más  interesante  del  caso ; 
puesto,  que  el  asunto  se  vincula  a  la  debatida  cues- 
tión que  se  suscita  acerca  de  si  la  huelga  eonsti- 
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tuye  o  no  un  caso  fortuito  o  de  fuerza  mayor,  que 
exima,  en  tal  concepto,  de  responsabilidad  por  in- 
cumplimiento de  obligaciones  y  respecto  al  Estado, 
por  violación  a  ios  reglamentos  que  dicta  para  or- 
denar el  desarrollo  de  actividades  comerciales  o 
económicas. 

En  1910  y  con  motivo  de  una  petición  de  los 
comerciantes  señores  Zimmermann,  Noé  y  Cía. 
para  que  se  les  exonerara  de  ciertas  multas  o  re- 
cargo de  derechos,  por  la  demora  en  retirar  mer- 
caderías de  los  depósitos  de  Aduana,  invocaron  la 
huelga  de  los  obreros  de  su  establecimiento  y  co- 
mo el  Procurador  del  Tesoro  aconsejara  que  se  pi- 
diera opinión  sobre  el  particular  al  Departamento 
Nacional  del  Trabajo,  así  lo  hizo  el  Ministerio  de 
Hacienda,  el  que  luego  desestimó  la  solicitud  a 
mérito  de  tal  dictamente,  el  que  establecía:  ''La 
huelga  pacífica  es,  además,  un  derecho  que  ningu- 
na ley  restringe  en  su  ejercicio  y  ella  constituye, 
a  falta  de  legislación  previsora  de  esos  conflic- 
tos, el  medio  habitual  de  dirimir  las  cuestiones 
que  se  susciten  eai  el  trabajo." 

Es  cierto  que  la  jurisprudencia  de  los  tribu- 
nales de  la  capital,  en  algunos  casos  ha  recono- 
cido a  la  huelga,  cuando  es  general,  como  fuer- 
za mayor  (fallo  del  juez  de  com'ercio  Dr,  Ramón 
S.  Castillo,  caso  Bataglia  y  Cía.  y  la  Compañía 
del  Ferrocarril  Buenos  Aires  al  Pacífico,  4o. 
considerando  y  su  confírmación  por  la  Cámara 
de  Comercio)  ;  más,  esto  se  debe  a  que  los  jue- 
ces han  tenido  que  aplicar     el    derecho   escrito 
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que  rige  en  nuestro  país  y  el  que  respecto  al 
asunto  que  motiva  este  capítulo  se  orienta  en 
las  viejas  doctrinas,  descoaiociendo  en  total  los 
conceptos  de  la  legislación  social  moderna'.  Des- 
de el  punto  de  vista  de  la  administración  pú- 
blica, cuestiones  de  esta  índole  deben  decidirse 
en  concordancia  a  los  conceptos  contemporáneos, 
uno  de  los  cuales  es  el  reconocimiento  del  dere- 
cho de  huelga  y  aisí  se  explica  el  criterio  cimen- 
tado en  los  casos  ya  m'encionados  y  en  el  pro- 
yecto de  ley  nacional  del  trabajo,  enviado  al 
Congreso  en  Mayo  de  1904. 

Las  leyes  civiles  que  rigen  las  relaciones  de 
las  personas  o  los  bienes  en  nuestro  país,  des- 
conocen en  absoluto  las  formas  reales  en  que  el 
derecho  obrero  se  ejerce  y  no  dan  cabida  al  con- 
cepto de  que  "el  natural  efecto  de  la  división 
del  trabajo,  es  concretar  una  dependencia  mutua 
entre  las  gentes  que  lo  realizan.  Cada  uno  pro- 
duce sólo  una  pequeña  parte  de  lo  que  necesi^ 
ta  y  para  todo  lo  demás  se  atiene  al  trabajo  de 
los  otros.  De  tal  condición  se  deduce  que  cada! 
uno,  en  cualquier  ocupación  que  ejecute,  está, 
en  cierta  medida,  proveyendo  a  una  necesidad 
pública  y  en  esta  extensión  el  público  se  halla 
interesado  en  su  trabajo.  Sobre  estas  bases  se 
funda  el  derecho  del  Estado,  para  ejercer  cierto 
grado  de  superintendencia  sobre  las  industrias". 
(Wood,  Government  and  Libre  State,  pág.  85). 

El  debate  parlamentario  que  despertó  la  ley 
9653,    sobre  jubilaeióni    de   obreros  (fieírroviaríos, 
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ilustra  ni'uclio  la  cuestión  relativa  al  derecho  de 
huelga,  particularmente  euaoido  en  la  sesión  de 
16  de  Junio  de  1915,  se  discutió  en  la  Cámara 
de  Diputados,  el  alcance  del  art,  11,  en  cuanto 
hace  perder  el  derecho  al  retiro  a  los  obreros 
que  se  declaren  en  huelga.  El  error  que  esta 
restricción  encierra  motivó  la  exposición  de  la 
verdadera'  docitrina  y  acaso  tal  sea  su  única  vir- 
tud; más,  para  quienes  pretenden  ver  en  él  un 
principio  poco  propicio  al  derecho  de  huelga, 
vale  la  pena  recordarles  que  no  puede  en  modo 
algamo  annlarlo,  creando  tan  sólo  una  modalidad 
propia  de  su  género  de  trahajo  que  el  Estado 
ha  querido  que  jamás  se  interrumpa,  dados  los 
vitales  intereses  genenales  que  -su  suspensión 
m'otiva   siempre. 

La  huelga  es  un  fenómeno  -normal  y  previsto 
en  la  economía  moderna.  La  obf<ervación  así  lo 
constata  y  la  estadística  le  asigna,  numérica- 
mente, su  importancia  en  cada  país  y  en  cada 
época.  El  derecho  positivo  con  su  sanción  sobe- 
rana garantiza  ya  su  existencia  y  desarrollo  y 
baste  considerar  que,  en  la  República  Argentina 
ninguna  ley  pena  este  recurso  defensivo  de  la 
clase  obrera,  para  concluir  que  su  ejercicio  es 
perfectamente  lícito.  Otilas  naciones  han  p^es^ 
tado  directaniíente  su  consag^raeióai  jurídica  y 
desde  que  nos  encontramos  así  en  presencia  de 
una  institución  orgánica,  toda  eventualidad,  en 
el  sentido  que  se  la  llegara  a  considerar  como 
fuerza  mayor,  es  extraña  a  la  misma.  Todas  las 
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demás  imstituciones  sociales,  icoinsid^radas  hoy 
como  sustantivas,  han  seguido  igual  evolución 
según  las  exigencias  del  progreso  de  las  ideas; 
famiilia,  m'unicipio,  nación,  jproduoeión  intelec- 
tual, matrimonio  como  coaa.trato,  etc. 

Indefenso  el  obrero  frente  a  la  potencialidad 
capitalista,  ha  acudido  al  medio  que  parece  más 
rudimentario  como  am'paro  de  su  personalidad: 
el  cese  pacífico  en  su  trabajo.  ¿Hay  algo  que  sea 
más  propio,  más  personal,  más  inalienable  que 
el  retraimiento  en  toda  actividad?  Acaso  ciertas 
acciones  se  pueden  juzgar  como  anti^socdaleis, 
cuando  sin  ser  delictuosa.s  lesionan,  sin  embar- 
go, derechos  de  terceros  o  de  la  comunidad;  más, 
el  cese  de  toda  actividad,  la  inmovilidad  produc- 
tiva que  implica  la  huelga,  constituye  incuestio- 
nablemente un  atributo  de  la  personalidad  huma- 
na, por  deprimida  que  ésta  se  encuentre,  como 
ocurre  en  el  hecho  con  la  clase  asalariada. 

Frente  a  tal  fenómeno  y  concordante  con  la 
opinión  transicripta  de  Wood,  el  Estado  levanta 
sus  potestades  para  salvar  a  la  sociedad  de  los 
descalabros  que  la  huelga,  como  paralización  de 
actividades  implica,  y  lo  hace  a  mérito  de  un  sen- 
tido práctico  de  conservación,  porque  el  pueblo 
que  no  progresa,  que  no  produce,  que  no  evolu- 
ciona, en  verdad,  retrocede.  Mas  esta  segunda 
faz  de  la  cuestión,  en  ni'odo  alguno  puede  mo- 
c^ifiear  el  .concepto  exjpreísado  sobre  íla  huelga 
y  sólo  viene  a  corroborar  la  necesidad  y  exis- 
tencia   efectiva    de    un     derecho    obrero,    que  se 
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oriente  precisamente  en  el  sentido  de  la  inter- 
vención gubernativa  en  el  trabajo  y  sus  fenó- 
mieíno'S  conexos.  La  fecundla'  labor  i  social  ono- 
cteruia  nos  emseña  có^mo,  en  -concordancia  /con 
tal  concepto,  las  naciones  con  febril  actividad, 
van  proveyéndose  de  leyes  para  el  mejoramien- 
toi  de  vida  de  las  clases  asalariadas  y  dignifica- 
ción del  trabajo,  el  mism'o  que  en  épocas  ante- 
riores se  mantenía  en  total  abandono  por  par- 
te del  Estado. 

Se  renueva. así  la  faz  jurídica  del  asunto  y  lo 
que  en  un  principio  por  error  se  calificó  de  con- 
quista filantrópica  o  humanitaria,  es  hoy,  según 
la ,  verdad  contemporánea,  derecho  puro,  un  sist«- 
ma  armónico  de  instituciones,  como  que  emana 
de  un  estado  efectivo  de  la  sociedad. 

Es  por  esto  también  que  de  este  sistema  la 
huelga  es  parte  principal  y  materia  de  legislación 
extricta.  Alemania,  por  su  ley  del  28  de  julio  de 
1890,  sobre  tribunales  industriales,  reconoce  ex- 
presamente que  la  huelga  es  un  derecho  y  como 
fenómeno  social  le  determina  el  medio  concilia- 
torio voluntario  de  solución.  Estados  Unidos  de 
América,  según  su  ley  federal  del  lo.  de  Junio  de 
1898,  reconoce  también  este  derecho  e, impone  el 
arbitraje  para  aquellos  conflictos  que  afectan  los 
servicios  de  transporte.  Varios  estados  particula- 
res hacen  lo  propio.  Francia,  a  su  vez,  reconoce 
el  derecho  de  huelga  por  ley  del  14  de  Noviembre 
de  1900- 

La  ley  de  conciliación  y  arbitraje  de  1900,  de 
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Nueva  Zelandia,  la  más  completa  de  todas  y  la 
que  constituye  un  verdadero  modelo  para  otros 
países,  se  fundamenta  totalmente  en  el  reconoci- 
miento del  derecho  de  asociación  y  del  derecho  de 
huelga,  para  establecer  las  normas  prácticas  que 
guían  la  intervención  del  Estado  en  estos  últimos 
conflictos. 

En  Suiza,  el  Cantón  de  Berna,  por  su  ley  del  23 
de  febrero  de  1908,  y  el  Cantón  de  Crisones,  un 
poco  más  tarde,  siguen  la  corriente  moderna  so- 
bre esta  materia;  pero  es  la  ley  de  España,  del  27 
de  Abril  de  1909,  la  que  contiene,  al  fin,  una  de- 
claración más  categórica  cuando  en  su  art,  lo.  es- 
tablece: ''Tanto  los  patronos  como  los  obreros 
pueden  coligarse,  declararse  en  huelga  y  acordar 
el  paro  para, los  efectos  de  sus  respectivos  intere- 
ses, sin  perjuicio  de  los  derechos  que  dimanan  de 
los  contratos  que  hayan  celebrado."  , 

Carece  la  República  Argentina  aún  de  una  ley 
que  expresamente  reconozca  el  derecho  de  huelga; 
mas,  esto  en  modo  alguno  puede  modificar  el  con- 
cepto legal  que  merece  tal  fenómeno ,  social.  La  ley 
no  podría  evitarlo  ni  siquiera  aminorarlo.  Es  un 
hecho  acreditado,  convStante  en  todas  las  sociedades 
modernas,  y  es  por  esto  que  no  obstante  aquél  va- 
cío de  nuestro  derecho  escrito,  varias  otras  disposi- 
ciones reconocen  como  legal  a  la  huelga.  Desde  lue- 
go y  lo  que  más  fundamental  debe  ser  considerado 
tratándose  de  esta  materia,  la  ley  orgánica  del  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo,  así  lo  hace  en 
su  art.  7o.  y  el  reglamento  para  su  aplicación  am- 
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plía  y  aclara  el  concepto  cuando ,  incluye  eiiti-e  las 
atribuciones  y  deberes  de  su  presidente,  el  de  con- 
vocar consejos  del  trabajo  cuando  se  requiera  o 
acepte  su  intervención  en  los  conflictos  que  se 
susciten  entre  el  capital  y  el  trabajo.  (Art.  6o., 
ine.  5o.). 

Prácticamente,  en  cada  huelga  suscitada,  las  au- 
toridades encargadas  de  guardar  el  orden  públi- 
co, han  limitado  su  acción  a  este  solo  fin,  cuidan- 
do celosamente  de  no  presionar  ni  a  obrros,  ni  a 
patrones  y  esto  se  ha  hecho  así  sólo  en  atención  a 
que  a  la  altura  de  nuestra  civilización  se  ha  con- 
ceptuado imposible  desconocer  un  fenómeno  que 
es  propio  e  inherente  a  los  tiempos  en  que  vivimos 
y  que  la  ciencia  jurídica  cada  día  acepta  más  co- 
mo institución  social. 

Es  exacto  que  en  un  determinado  momento,  el 
Ministerio  de  Obras  Públicas  declaró  en  carácter 
oficial,  con  motivo ,  de  una  huelga  ferroviaria,  que 
ésta  constituía  para  las  empresas  un  caso  de  fuer- 
za mayor,  que  podían  invocar  como  eximente  de 
responsabilidad,  por  la  falta  o  retardo  de  cumpli- 
miento en  los  transportes,  mas,  tal  declaración 
constituye  un  acto  aislado  fruto  del  error  del  mo* 
mentó,  como  que  no  fué  precedido  del  estudio  de 
los  funcionarios  llamados  a  asesorar  al  gobierno  y 
es  por  esto  que  jamás  puede  constituir  un  antece- 
dente en  contra  de  la  tesis  que  hoy  impone  la  cien" 
cia  del  derecho  y  el  concepto  justo  de  la  lucha  de 
clases . 
Tampoco  puede  confundirse  el  derecho  de  huel- 


—  135  - 

ga  con  el  derecho  de  asociación,  como  en  alguna 
época  ha  eido  hecho  y  más  adelante  aun  sostenido 
enl  nuestro  Parlamento.  Una  y  otra  institución 
tienen  su  vida  y  características  típicamente  inde' 
pendientes  y  si  la  huelga,  como  movimiento  colec- 
tivo, requiere  para  su  eficacia  la  reunión  y  solida- 
ridad, esto  no  constituye  sino  un  medio  de  acción 
y  jamás  una  finalidad. 

La  lucha  del  proletariado  contra  el  capital,  no 
puede  encontrar  fuerzas  suficientes  sino  en  la 
unión  y  solidaridad.  Así  nace  el  gremialismo  mo- 
derno y  la  era  de  las  multitudes,  que  si  son  inca- 
paces para  el  razonamiento,  son  muy  aptas  para 
la  acción,  como  lo  hacen  notar  todos  los  sociólogos 
que  se  han  dedicado  al  estudio  de  su  psicología. 
Mas,  esta  forma  de  gravitación  de  las  clases  tra- 
bajadoras en  los  fenómenos  sociales,  no  constituye 
una  asociación  en  el  concepto  legal  y  originario  de 
dereclios  que  se  le  debe  dar. 

Las  muchedumbres  organizadas  a  los  fines  que 
quedan  expuestos,  tienen  sus  características  pecu" 
liares  y  su  estudio  constituye  una  rama  en  forma- 
ción de  la  ciencia  social,  no  a  efecto  de  alcanzar  el 
medio  de  dirigirlas,  sino  siquiera  los  recursos  prác 
ticos  a  fin  de  que  la  colectividad  política  no  sea 
gobernada  por  ellas. 

A  diferencia  de  la  asociación  o  colectividad  or- 
gánica, las  muchedumbres  o  multitudes  que  se  for* 
man  con  motivo  de  una  huelga,  no  obedecen  a  la 
acción  de  las  leyes  y  de  las  instituciones  consa- 
gradas en  el   derecho  positivo    de    las    naciones. 
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Tampoco  tienen  ideas  y  opiniones  estables  y  a  me* 
nudo  ningunas  otras  orientaciones  que  las  impues- 
tas por  sus  directores,  agentes  de  acción,  que  de 
agitado  ha  pasado,  debido  a  condiciones  especiales, 
a  agitador  de  esas  agrupaciones  heterogéneas  que 
nacen  y  viven  mientras  dura  la  causa  que  las  ge" 
ñera ., 

No  puede,  pues,  mantenerse  en  el  estado  actual 
de  las  ideas,  la  teoría  de  que  el  derecho  de  huelga 
se  confunda  con  el  de  asociación  y  así  como  los 
códigos  políticos  reconocen  lo  iiltimo,  desde  que 
el  gobierno  se  cimentó  sobre  el  sistema  represen" 
tativo,  la  legislación  social  contemporánea  acepta 
a  aquél  como  una  de  las  tantas  instituciones  qiie 
germinan  en  el  colectivismo  actual. 

Es  lo  correlativo  del  derecho  de  trabajo,  por- 
que quien  puede  exigirlo  de  lai  sociedad  como  ba" 
se  fundamental  de  la  propia  subsistencia,  tiene, 
sin  duda  alguna,  la  facultad  de  negar  su  presta- 
ción . 

Siendo,  pues,  la  huelga  una  verdadera  institu" 
eión  jurídica,  reglamentada  positivamente  o  por 
lo  menos,  reconocida  como  hecho  propio  y  constan- 
te del  colectivismo  moderno,  carece  de  todas  las 
características  que  un  fenómeno  debe  tener  para 
ser  considerado  como  fuerza  mayor,  es  decir,  even* 
tualidad,  brusquedad,  carácter  de  insuperable  o 
como  expresaban  los  romanos:  vis  major  est,  ea 
quae  consilio  humano  ñeque  provideri  ñeque  vita- 
ri  potest. 


CAPITULO  VIII 
CONCILIACIÓN  Y  ARBITRAJE   OBRERO   (1) 

El  proyecto  sobre  conciliación  y  arbitraje  en 
los  conflictos  del  trabajo,  presentado  a  la  Cámara 
por  el  señor  Diputado,  Dr.  Jerónimo  del  Barco, 
comprende  cuatro  partes  esenciales,  que  es  preciso 
distinguirlas  para  su  estudio  metódico. 

1.a  —  Constitución  de  un  consejo  de  conciliación 
formado  por  un  presidente  y  seis  delegados,  de  loe 
cuales  tres  serán  obreros  y  tres  patrones.  Esta  ins- 
titución tiene  funciones  preventivas  para  evitar 
huelgas  inminentes,  así  como,  facultades  para  pro- 
curar solución  a  las  ya  declaradas.  Su  competen- 
cia se  extiende  a  los  conflictos  que  se  susciten  re- 
lativos: a)  Cuestiones  de  remuneración  del  traba- 
jo, b)  Condiciones  de  continuación  del  trabajo;  c) 
Modificación  del  contrato  del  trabajo;  d)  Inter- 
pretación del  contrato  del  trabajo;  (ai-t.  l.o  al  21). 

2.a  —  Consejo  arbitral,  para  el  caso  en  que  am- 
bas partes,  es  decir,  patrones  y  obreros,  le  sometan 
espontáneamente  sus  disidencias.  A  efecto  de  ase- 
gurar el  cumplimiento  del  laudo,  se  sigue  el  siste- 
ma de  multas,  el  que  respecto  a  los  obreros,  se  hace 

(1)  Dictamen  para  la  Comisión  de  Legislación  de  la 
Clmara  de  Diputados. 
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efectivo  mediante  la  retención  del  salario  corres- 
pondiente a  cinco  días;  (arts.  22  al  32). 

3-a  —  Disposiciones  especiales  para  los  trabajos 
Pioitivados  por  concesiones  de  obras  públicas,  en 
cnyo  caso  se  obligará  a  sus  titulares  a  la  formali- 
zación  de  un  contrato  de  trabajo  si  los  obreros  lo 
exigen  y  a  someter  al  consejo  de  arbitros  las  di- 
ferencias que  surjan  con  los  obreros  en  número  ma- 
yor de  veinte;  (ai-ts.  33  y  37) . 

4.a — Penallidades  para  los  que  vioilen  la  libertad 
del  trabajo;  (arts.  38  y  39). 

Son  poco  alentadoras  las  experimentaciones  que 
ha  tenido  la  legislación  extranjera  en  materia  de 
conciliación  y  arbitraje,  debido  a  ia  naturaleza  de 
los  conflictos  del  trabajo,  los  que  sobrepasan  co- 
múnmente las  normas  legales  o  prácticas  y  a  la  pro- 
pia resistencia  que  ponen  los  afectados  por  los  mis- 
mos, dejándose  influenciar  en  algunos  casos,  pocos 
felizmente,  por  doctrinas  sociales  refractarias  a  la 
ingerencia  del  Estado  en  esas  cuestiones  y,  final- 
mente, por  el  descreimiento  en  una  justicia  aplica- 
ble a  fenómenos  de  naturaleza  tan  compleja  como 
son  estos. 

Las  leyes  de  esta  índole,  se  aplican  siempre  a 
conflictos  colectivos,  los  que  se  suscitan  entre  uno 
o  varios  patrones  y  varios  obreros.  Las  cuestiones 
individuales  escapan  a  esta  institución,  dejándose- 
los librados  a  la  competencia  de  los  medios  judicia- 
les comunes.  El  proyecto  pasado  a  informe  se  ajus- 
ta a  este  principio. 

En  los  conflictos  individuales  relativos  a  este  or- 
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den  de  cuestiones,  se  discute  siempre  el  contrato  de 
trabajo  en  alguno  de  sus  aspectos,  entre  otros  el 
relativo  al  monto  y  foiina  de  pago  del  salario,  mul- 
tas, ejecución  de  obra,  ote.  En  los  conflicos  colecti- 
\  os  que  pueden  producir  o  ya  han  provocado  una 
Inielga,  la  cuestión  se  plantea  alrededor  de  la  exis- 
tencia del  contrato  y  de  las  modificaciones  que  se 
!e  procura  establecer.  Los  medios  prácticos  de  so- 
lución son  la  conciliación  y  el  arbitraje.  Por  él 
primero,  son  los  interesados  los  que  tratan  las  dife- 
rencias suscitadas,  mediantes  los  buenos  oficios  de 
los  que  ejercen  la  misión  de  hacerlos  llegar  a  un 
entendimiento,  que  implique  la  adopción  de  un  es- 
tado más  o  menos  permanente  en  sus  relaciones. 
En  el  arbitraje,  el  tercero  que  interviene,  lo  hace 
?n  posesión  deil  derecho  especial  de  fonnuílar  una 
opinión  que  se  traduce  en  laudo,  decisión  o  sen- 
íencia. 

Sería,  acaso,  inoficioso,  estudiar  comparativa- 
mente en  este  infonne,  el  estado  de  la  legislación 
universal,  sobre  tan  interesante  materia  y  acerca 
de  la  cual,  enalteciendo  su  importancia,  Paul  Pie 
recuerda  en  su  obra  de  Legislación  Industrial,  que 
los  "conflictos  colectivos  se  consideran  con  razón 
como  un  peligro  social  y  así  piensan  hasta  los  so- 
cialistas moderados  o  reformistas;  pero  los  parti- 
dai-ios  extremos  de  la  lucha  de  clases,  que  se  con- 
funden con  los  sindicalistas  y  ácratas,  son  abierta- 
mente contrarios  a  los  consejos  o  tribunales  de  con- 
ciliación y  arbitraje". 

Es  en  Inglaterra  donde  han  tenido  sus  primeras 
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manifestacion&s  las  instituciones  de  esta  índole, 
por  el  cual  los  alfareros  de  Glasgow  confiaban  a 
una  comisión  mixta  el  cuidado  de  fijar  la  tasa  de 
los  salarios  y  estipulaban,  ''que  si  surge  alguna 
contienda  sobre  ellos,  sería  sometida  a  un  consejo 
de  arbitraje  compuesto  de  tres  patrones  y  tres 
obreros".  Esta  institución  fué  adoptada  por  otros 
gremios. 

La  primera  institución  oficial  en  este  país,  fué 
el  consejo  de  la  industria  de  la  seda,  en  Maccles- 
field,  fundada  en  1849  y  al  cual  sucedieron  mu- 
chos otros,  los  que  optaron  por  los  más  variados 
sistemas  que  aconseja  la  doetrina.  Se  las  di- 
vide en  consejos  corporativos,  los  que  son  especia- 
les para  cada  industria  y  los  consejos  de  distritos, 
cuya  actuación  se  extiende  a  todas  las  industrias 
de  su  jurisdicción  territorial. 

El  Consejo  que  funciona  en  Londres,  tiene  repre- 
sentaciones patronales  y  obreras  formando  parte 
de  él,  el  presidente  del  Consejo  del  Condado  y  el 
Lord  alcalde.  Su  actuación  práctica  no  ha  alcan- 
zado grandes  resultados ;  en  1891  intervino  en  nue- 
ve conflictos  y  pudo  sólo  dar  solución  a  tres:  en 
1894  entendió  en  igual  número  y  solucionó  cuatro. 

La  ley  de  7  de  agosto  de  1896  constituye  la  le- 
gislación definitiva  en  este  país  sobre  la  materia. 
Es  exclusivamente  de  conciliación  y  sólo  acepta  el 
arbitraje  para  el  caso  en  que  las  dos  partes  lo  ins- 
taran. Se  reconoce  que  los  Consejos  no  han  al- 
canzado un  éxito  absoluto;  pero,  ellos  han  contri- 
buido en  mucho  a  mantener  la  paz  en  el  desarrollo 
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de  los  conflictos  producidos.  Los  últimos  datos  es- 
tadísticos concretos  se  refieren  a  1903  y  ellos 
acusan  que  de  1693  cuestiones  sometidas  a  los  Con- 
sejos, 506  fueron  conciliadas,  282  arbitradas  y  785 
retiradas  por  los  inlt^resados . 

En  los  Estados  Unidos,  Kansas  e  Lowa  tienen 
Consejos  permanentes  de  arbitraje,  los  dos  funcio- 
nan a  instancia  de  partes.  Texas,  ^Maryland  y  Pen- 
sjdvania  consejos  temporales  y  por  lo  general,  casi 
todos  los  Estados  han  arbitrado  medios  para  el 
funcionamiento  de  la  institución  de  conciliación, 
facilitando  los  consejos  particulares,  que  son  ahí 
los  más  genea^alizados . 

En  Bélgica  se  crearon  por  ley  de  18  de  agosto 
de  1887  los  Consejos  de  la  Ifnidustria  y  del  Trabajo, 
cuyo  fin  esencial  es  "deliberar  sobre  los  intereses 
comunes  de  patrones  y  obreros",  sin  tener  propia- 
mente una  misión  directa  de  concLliación . 

En  Añemania,  la  ley  de  30  de  junio  de  1901, 
creó  un  tipo  uniforme  de  tribunales  industriales 
en  todo  el  imperio,  los  cuales  son  cuerpos  consul- 
tivos de  los  poderes  públicos,  sirviendo  a  la  vez 
de  jueces  en  cuestiones  individuales  entre  patrones 
y  obreros  y  finalmente,  actúan  como  conciliadores 
y  arbitros  cuando  las  partes  le  someten  ei  asunto. 

En  1904  se  sancionó  una  ley  creando  tribunales 
oficiales  de  conciliación,  para  los  empleados  de  co- 
mercio que  no  tengan  un  sueldo  superior  a  5.000 
marcos  al  año  y  en  14  de  julio  de  1905,  se  institu- 
yó un  comité  obrero  para  los  trabajos  en  las  minas, 
cuya  misión  es  "hacer  de  modo  que  la  buena  inte- 
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ligencia  se  conserve  o  se  restablezca  en  el  seno  del 
personal  y  entre  ©1  personal  y  patrón". 

Entre  las  colonias  inglesas,  el  Canadá  tiene  como 
legislación  nacional  para  todo  el  Territorio  del  do- 
minio, la  ley  de  18  de  julio  de  1900,  sobre  conci- 
liación general  y  la  de  10  de  julio  de  1903,  espe- 
cial para  conflictos  ferroviarios. 

Nueva  Zelandia  y  Australia  ocupan  en  esta 
ligera  revisión  de  la  legislación  extranjera  al  res- 
pecto, una  categoría  especial,  porque  son  los  Esta- 
dos que  siguen  el  sistema  del  arbitraje  obligatorio. 

En  Nueva  Zelandia,  la  ley  de  conciliación  indus- 
trial y  de  arbitraje  fué  acordada  en  1894  y  refor- 
mada en  1896,  1898  y  refundida  en  un  sólo  cuerpo 
en  1900  y  1905.  Es  una  ley  compleja  cuyo  primer 
título  reglamenta,  las  asociaciones  profesionales  y 
el  segundo  el  contrato  de  trabajo.  Recién  en  el 
tercero  se  trata  acerca  de  los  conflictos  del  trabajo, 
en  el  cual  se  dan  facultades  amplias  al  tribunal  es- 
pecial que  se  crea,  el  que  resuelve  todos  los  conflic- 
tos con  un  criterio  circunstancial. 

Esta  ley  es  casi  un  código  y  para  abreviar  su 
exposición  me  permit-o  transcribir  los  siguientes 
párrafos  de  Bouaille.    (1) 

''Véase  en  pocas  palabras  como  está  organizado 
el  arbitraje  obligatorio.  Nueva  Zelandia  está  divi- 
dida en  siete  distritos  industriales  y  en  cada  uno 
de  éstos  funciona  un  tribunal  de  conciliación  com- 
puesto de  cinco  individuos,  incluido  el  presidente. 
Son  elegidos  los  cuatro  por  tres  años,  mitad  por 

(1)   Conciliación   y   arbitraje. 
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las  asociaciones  patronales  y  mitad  por  los  obreros. 
El  presidente  no  es  elegido;  lo  designan  los  miem- 
bros del  tribunal  de  conciliación,  no  perteneci'endo 
el  designado  la  las  asociaciones  y  en  caso  de  no  po- 
nerse aquellos  de  aeuerdo  sobre  e^a  designación, 
lo  nombra  de  oficio  el  gobierno.  El  tribunal  no 
dicta  sentencia;  pero  después  de  haber  examinado 
el  asunto  en  cuestión  propone  una  solución  que 
las  partes  pueden  aceptar  o  no.  Sin  embai-go,  des- 
pués de  la  refundición  de  la  ley  sobre  el  arbitraje 
en  1900,  esta  solución  es  obligatoria  si  en  el  trans- 
curso de  dos  meses  no  se  ha  presentado  oposición 
contra  ella  ante  el  tribunal  de  arbitraje,  sin  pasar 
por  el  de  conciliación,  lo  que  dificulta  la  acción  de 
aquél  y  retrasa  la  solución  de  los  asuntos.  No  hay 
más  que  um  tribunal  de  arbitraje  para  toda  la  co- 
lonia, compuesto  de  tres  jueces  nombrados  por  el 
gobierno,  uno  presentado  por  las  asociaciones  pa- 
tronales, otro  por  las  obreras  y  el  último,  que  ejer- 
ce funciones  de  presidente,  debe  ser  un  magistrado 
de  orden  judicial,  no  presentado  por  la  asociación". 

"Las  funciones  de  los  jueces  de  los  tribunales 
de  conciliación  y  arbitraje  duran  tres  años". 

"Hemos  visto  cómo  están  organizados  los  tribu- 
nalles .  Quiénes  son  los  sometidos  a  su  jurisdicción, 
qué  procedimiento  se  sigue  y  cuáles  son  los  poderes 
de  los  tribunaileis". 

"El  poder  de  la  jurisdicción  de  los  tribunales  se 
extiende  a  los  obreros  y  a  los  patrones  que  forman 
parte  de  una  asociación  nacional  declarada. 
Hablemos  de  los  obreros.   De  ordinario  no  tienen 
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una  razón  seria  para  no  entrar  en  estas  asociaciones, 
ni  una  sola  circunstancia  justifica  que  no  sean  más 
ios  que  entren.  En  1900,  de  48.938  obreros,  sólo 
eran  26.067  los  que  pertenecían  a  uniones  indus- 
triales. En  derecho,  los  obreros  neozelandeses  han 
conservado  la  libertad  de  ser  independientes  y  re- 
currir a  la  huelga;  pero  de  hecho,  una  huelga  de 
obreros  aislados  o  independientes  es  imposible. 
Sólo  puede  haber  amenaza  para  el  poi-venir,  para 
el  caso  en  que,  siendo  las  decisiones  del  tribunal 
de  arbitraje  menos  constantemente  favorables  a 
los  obreros,  tengan  éstos  interés  en  abandonar  las 
reuniones  y  en, volver  al  sistema  de  las  huelgas." 

En  cuanto  a  los  patrones,  siempre  están  someti- 
dos a  la  jurisdicción  del  tribunal  de  arbitraje.  Si 
no  pertenecen  a  una  asociación  registrada  no  pue- 
den presentarse  como  reclamantes,  pero  se  les  pue- 
de admitir  como  defensores.  No  pueden  sustraerse 
a  su  jurisdicción  aunque  no  emplee  más  que  obre- 
ros no  sindicados;  ei  tribunal  por  una  decisión,  en 
verdad  poco  lógica,  lo  ha  declarado  así. 

El  procedimiento  es  muy  sencillo.  Cuando  surge 
una  discordia  de  los  interesados,  se  dirigen  desde 
luego  al  tribunal  de  conciliación  del  distrito;  este 
propone  una  solución  (que  es  obligatoria  después 
de  haber  transcurrido  un  raes  sin  reclamación)  y  las 
partes  que  no  quieren  aceptarla  deben,  en  el  plazo 
de  un  mes,  presentar  su  recurso  al  tribunal  de  ar- 
bitraje, que  dicta  una  decisión  inapelable.  Según 
la  ley  de  10  de  diciembre  de  1901,  pueden  también 
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elevar  directamente  su  reclamación  ante  el  tribunal 
de  arbitraje. 

Esta  es  la  consecuencia  fatal  del  sistema,  porque 
todo  el  mundo  reconoce  que  la  conciliación  no  pro- 
duce ningún  resultado,  "En  general,  escribe  M. 
Reeves,  autor  de  la  ley,  las  decisiones  de  los  tri- 
bunales de  conciliación  no  son  aceptadas".  ¿Quiere 
esto  decir  que  están  mal  dictadas  ?  No,  seguramente, 
puesto  que  con  frecuencia  el  tribunal  de  arbitraje 
no  hace  más  que  confirmarlas:  pero  siempre  es  a 
ella  que  se  prefiere.  Así,  sus  poderes  son  muy  gran- 
des; es  verdaderamente  todopoderoso  y  arregla 
como  quiere  el  régimen  del  trabajo  en  la  colonia. 
Nada  se  sustrae  a  su  jurisdicción. 

Sus  poderes,  son  en  efecto,  muchos  más  extensos 
que  lo  que  podría  deducirse  del  mismo  texto  de  la 
ley.  Para  asesorarse  bien  posee,  naturalmente,  las 
más  amplias  facultades;  puede  oir  a  testigos  y  obli- 
garlos a  declarar  bajo  pena  de  multa;  penetrar 
libremente  en  todas  las  ''manufacturas,  fábricas, 
minas,  barcos  y  demás  lugares  donde  se  ejerce  una 
industria,  se  ejecuta  algún  trabajo  o  se  hace  o  se 
ha  hecho  algo  que  haya  motivado  la  demanda  al 
Consejo  del  Tribunal."  (art.  27);  puede  también 
"hacer  qua  se  le  ponga  al  tanto  de  los  libros,  do- 
cumentos, papeles  y  escritos  relativos  al  asrunto  que 
las  partes  puedan  retener,  o  de  que  puedan  poseer 
testimonios.  Estos  son  los  poderes  relativos  a  la  ins- 
tnicción  de  los  asuntos  y  ya  se  ve  que  son  consi- 
derables . 

Es  muy  grande  también  el  alcance  de  sus  deci- 
siones, que  desde  luego,  son  obligatorias,  y,  además. 
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llegan  fatalmente  a  tomar  el  carácter  de  decisiones 
generales,  especie  de  decretos  que  usurpan, 
digámoslo  así,  el  poder  mismo  del  legis;lador,  sobre 
todo  desde  la  ley  de  20  de  no\4embre  de  1903, 
cuyo  artículo  4o.  permite  al  tribunal  extender 
el  efecto  de  una  sentencia  arbitral,  a  otro  distrito 
distinto  de  aquel  en  que  se  produjo  el  coneicto  que 
lo  ha  motivado. 

Las  decisiones  de  esta  institución  de  arbitraje 
son  obligatorias ;  pero  hay  que  hacer  notar  que  pue- 
den afectar  lo  misino  a  los  obreros  que  a  los  patro- 
nes. En  Nueva  Zelandia  en  efecto,  sólo  los  obreros 
sindicados  pueden  comparecer  en  justicia  ante  el 
tribunal  de  arbitraje,  y  los  sindicados  neozelande- 
ses que  posean  un  patrimonio.  Si  la  sentencia  dic- 
tada por  el  tribunal  de  arbitraje  no  es  cumplida,  él 
mismo  puede  imponer  una  condena  o  multa,  que  en 
algunos  casos  llega  a  elevarse  a  12.000  francos.  El 
párrafo  respectivo  del  artículo  8.°  que  la  ley  de  5 
de  noviembre  de  1898  afecta  al  pago  de  esta  mul- 
ta dice:  "todos  los  bienes  del  deudor,  comprendi- 
dos, si  se  trata  de  una  Unión  o  Trade-Unión,  los 
bienes  detenidos  por  los  administradores  pasan  al 
deudor",  y  si  estos  bienes  son  insuficientes,  todos 
los  indi\'iduos  de  la  Asociación  son  personalmen- 
te responsables  hasta  concurrir  con  250  francos 
por  cada  uno. 

Con  tales  poderes,  el  tribunal  de  arbitraje  es 
realmente  dueño  absoluto  de  las  condiciones  del 
trabajo  en  la  colonia. 

La  ley  australiana  que  rige  la  materia  es  de  15 
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de  diciembre  de  1904  y  se  denomina  ''relativa  a  la 
prevención  y  arreglo  de  los  conflictos  industriales 
que  se  extiendan  más  allá  de  los  límites  de  un  sólo 
Estado".  Ella  prohibe  la  declaración  de  una  huel- 
ga bajo  i^ena  de  multa  de  1.000  libras  esterlinas, 
sin  el  sometimiento  previo  de  la  cuestión  que  la 
motiva,  a  los  tribunales  de  conciliación  y  arbitraje. 
Su  presidente  es  designado  por  el  gobierno,  de  en- 
tre los  jueces  del  Tribunal  Supremo.  Ocurridas 
las  divergencias  que  pueden  motivar  una  huelga,  la 
institución  otorga  un  plazo  para  la  conciliación,  y, 
mientras  tanto,  levanta  una  minuciosa  informa- 
ción- Si  durante  ella  no  se  ha  llegado  a  un  acuerdo, 
pronuncia  sentencia  arbitral,  la  que  es  obligatoria, 
para  el  cumplimiento  que  establecen  multas  apli- 
cables a  la  parte  que  no  la  acate. 

El  proyecto  del  Sr.  Diputado  del  Barco,  presu- 
me la  existencia  del  contrato  de  trabajo  y  aun  cuan- 
do en  ello  está  perfectamente  ajustado  a  las  si- 
tuaciones prácticas,  parece  evidente  que  debe  pre- 
ceder a  la  ley  sobre  conciliación  y  arbitraje,  la  re- 
lativa a  aquella  institución,  que  es  la  base  de  la  le- 
gislación sobre  el  trabajo.  Por  eso  conceptúo  que 
al  hacerse  el  estudio  parlamentario  del  asunto  que 
motiva  el  informe,  se  lo  debe  por  lo  menos  acom- 
pañar del  proyecto  de  ley  sobre  contrato  del  tra- 
bajo que  he  preparado. 

Respecto  a  su  forma,  es  necesario  apartar 
del  presente  proyecto,  todo  lo  comprendido  en  siis 
artículos  38  y  39,  porque  abarcan  una  materia  ya 
legislada  en  el  Código  Penal  vigente. 

En  su  artículo  2.°  establece  la  composición  del 
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consejo  de  conciliación;  pero  no  se  expresa,  cómo 
deben  designarse  los  delegados  patronales  y  obre- 
ros. Esto  puede  dar  margen  a  dificultades  prác- 
ticas, porque  no  es  común  la  unidad  de  propósitos 
y  tendencias  en  el  seno  de  cada  una  de  las  fraccio- 
nes en  lucha.  La  ley  de  Nueva  Zelandia,  que  me 
ha  ocupado  precedentemente,  ha  legislado  sobre  las 
asociaciones  obreras  y  patronales,  lo  mismo  que 
sobre  el  contrato  de  trabajo,  al  hacerlo  en  lo  rela- 
tivo a  conciliacióm  y  arbitraje.  Igual  temperamento 
sería  el  conveniente  entre  nosoti-os. 

De  la  suscinta  exposición  anterior,  se  desprende 
que  sólo  dos  Estados  han  estableeido  el  arbitraje 
obligatorio.  Esto  se  explica  con  f acuidad,  teniendo 
presente  lo  difícil  que  resulta  someter  a  un  proce- 
dimiento extricto,  a  agrupaciones  tan  elásticas  co- 
mo son  las  afectadas  por  una  huelga,  no  siendo 
menos  escabroso  el  cumplimiento  del  fallo  arbitral. 
Sólo  la  organización  de  asociaciones  obreras  y  pa- 
tronales, con  una  ¡personería  jurídi^ca  especial,  la 
que  se  puede  retirar  en  caso  de  levantamiento  con- 
tra una  de  esas  sentencias,  encierra  un  apercibi- 
miento serio.  El  proyecto  por  un  temperamento 
muy  bien  adoptado,  hace  obligatoria  la  resolu- 
ción del  consejo,  cuando  las  partes  voluntariamente 
le  sometan  sus '  cuestiones. 

El  proj^eeto  que  motivó  el  estudio  que  contienen 
las  precedentes  líneas  de  este  capítulo,  no  llegó  a 
ser  considerado  por  la  Cámara  de  Diputados,  y  de- 
bido a  esto,  así  como  a  la  enseñanza  de  r&cientes 
huelgas  de  tanta  magnitud,  como  han  sido  las  su- 
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cesivas  del  gremio  de  ferroviarios,  me  indujeron  a 
preparar  un  nuevo  proj'-ecto  de  ley,  armonizado 
oon  el  llamado  a  regir  a  las  asociaciones  obreras  y 
patronales.  Conceptúo,  en  efecto,  que  sería  conve- 
niente que  la  legislación  fuera  comprensiva  de  estas 
dos  cuestiones,  porque  sólo  así  podría  el  arbitraje 
alcanzar  la  eficacia  necesaria,  sobre  todo  en  cuanto 
se  refiere  al  cumplimiento  de  las  decisiones  del  ar- 
bitro. A  título  ilustrativo  incluyo  el  proyecto  que 
preparé  y  sometí  en  ed  presente  año  al  Departa- 
mento Nacional  del  Trabajo : 

PROYECTO  DE  LJÍY  : 

Artículo  1."  —  Cuando  entre  una  empresa  de 
transportes  por  tierra  o  por  agua,  sujeta  a  la  ju- 
risdicción nacional,  y  sus  empleados,  se  suscite  una 
contienda  que  interrumpa  o  amenace  interrumpir  el 
servicio,  el  presidente  del  Departamento  Nacional 
del  Trabajo,  a  solicitud  de  cualquiera  de  las  partes 
o  a  insinuación  del  Ministerio  del  Interior,  procu- 
rará que  aquellas  arreglen  amigablemente  sus  disi- 
dencias dentro  del  plazo  que  se  señalará.  Lo  propio 
so  hará  en  todo  conflicto  entre  patrones  y  obreros, 
sobre  cumplimiento  o  modificación  de  contratos  o 
convenios  relacionados  con  las  condiciones  del  tra- 
bajo o  estabilidaid  del  personal,  higiene,  seguridad, 
lo<íal,  salario  etc.  y  que  por  su  naturaleza  no  co- 
rresponda a  la  justicia  ordinaria. 

Art.  2.°  —  Si  la  mediación  a  que  se  refiere  el 
artículo  anterior  no  diera  ,resultado  satisfactorio, 
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se  ordenará  el  sometimiento  de  la  cuestión  al  fallo 
ide  dos  arbitros  nombrados  uno,  por  la  organizaición 
gremial  si  la  cuestión  afecta  a  todo  el  gremio  o  por 
les  obrei'os  u  operarios  de  la  empresa  o  taller,  cuan- 
do sólo  a  ellos  afectare,  y  el  otro  por  la  organiza- 
ción patronal  o  empresas  particulares,  según  fuere 
general  o  parcial  la  disidencia  en  cuestión.  La» 
partes  podrán,  de  común  acuerdo,  designar  un  solo 
arbitro . 

Avt.  o."  —  Cuando  la  mayoría  de  empleados  o 
patrones  interesados  no  pertenezca  a  ninguna  or- 
ganización gremial,  se  elegirá  por  mayoría  de  votos 
una  comisión  de  su  propio  seno,  la  cual  designará 
el  arbitro. 

Art.  4."  —  Los  arbitros  nombrados  por  las  par- 
tes designarán  el  tercero.  En  caso  de  que  no  pue- 
dan ponerse  de  acuerdo,  el  tercer  arbitro  será  de- 
signado por  el  presidente  del  Departamento  Nacio- 
nal del  Trabajo. 

Art.  5.°  —  El  nombramiento  de  tercero  no  puede 
recaer  sino  en  persona  mayor  de  edad,  de  naciona- 
lidad argentino  y  ajeno  a  la  contienda  sometida  a 
su  faJilo. 

Art.  6.°  —  El  compromiso  se  otorgará  ante  ¡el 
presidente  del  ,  Departamento  Nacional  del  Tra- 
bajo. 

Art.  7."  —  Si  alguna  de  las  partes  no  designáis 
su  arbitro  o  no  compareciese  a  otorgar  el  compro- 
miso dentro  del  plazo  fijado  por  el  Departamento 
Nacional  del  Trabajo,  éste  dará  cuenta  al  Ministe- 
rio del  Literior,  el  cual  podrá  autorizarlo,  según 
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las  circunstancias,  a  otorgar  compromiso  y  desig- 
nar el  arbitro  en  rebeldía. 

Art.  8."  —  Cuando  el  tribunal  arbitral  lo  juz- 
gue necesario  podrá  requerir  de  las  partes  que  for- 
mulen por  escrito  sus  reclamaciones. 

Art.  9.°  —  Podrá  también  correr  traslaídos  de 
estos  escritos  y  oír  el  dictamen  de  cualquier  otra 
persona  extraña  a  los  interesados  si  así  lo  consi- 
dera necesario. 

Art.  10.  —  Las  partes  podrán  hacerse  represen- 
tar por  tercero  ante  el  arbitro.  El  mandato  aH  efecto 
podrá  conferirse  a  toda  persona  capaz  para  con- 
tratar, hombre  o  mujer.  Si  la  mujer  fuese  casada 
aceptará  el  cargo  con  autorización  verbal  del  mari- 
do, en  el  caso  de  que  no  estuviere  ya  autorizada 
para  ejercer  el  comjercio.  Podrá  también  confe- 
rirse a  los  miembros  del  Consejo  de  Conciliación. 

Art.  11.  —  El  laudo  d<berá  pronunciarse  por 
mayoría  de  votos  dentro  del  plazo  que  fije  el  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo.  Si  el  voto  del 
arbitro  tercero  no  fuese  adhiriéndose  al  de  uno  de 
los  otros  arbitros,  se  considerará  también  como 
decisivo . 

Art.  12.  —  En  caso  de  que  el  laudo  no  satis- 
faga a  las  partes  o  a  alguna  de  ellas,  los  empleados 
no  podrán  dejar  el  servicio  durante  los  tres  meses 
subsíigui entes  sin  dar  a  la  empresa  aviso  con  un 
mes  de  anticipación  y,  recíprocamente,  la  empresa 
no  podrá  durante  esos  tres  meses  desipedir  a  los 
empleados  sin  darles  aviso  con  la  misma  anticipa- 
ción. 

Art.  13.  —  El  laudo  será  obligatorio  para  las 
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partes  por  el  término  de  un  año  contado  desde  su 
notificación  y  durante  ese  ténnino  no  se  efectuai'á 
ningún  otro  arbitraje  sobre  el  mismo  objeto  y  entre 
las  mismas  partes. 

Art.  14.  —  Contra  el  fallo  de  los  arbitros  no 
procede  otro  recurso  que  el  de  nulidad  ante  la 
Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Federal,  cuyo  fallo 
hará  cosa  juzgada. 

Art.  15.  —  A  los  fines  de  esa  ley,  los  arbitros 
podrán  pedir  o  admitir  las  pruebas  que  juzguen 
pertinentes  y  requerir  el  auxilio  de  la  justicia  ordi- 
naria para  obtener  la  eomparescencia  de  testigos  y 
la  exhibición  de  libros  y  documentos. 

Art.  16.  —  Mientras  dure  el  procedimieno  de 
conciliación  y  arbitraje,  los  obreros  no  podrán  de- 
clararse en  huelga  ni  los  patrones  efectuar  el  cierre 
de  sus  casas.  La  infracción  de  esta  disposición  hará 
responsable  de  daños  y  perjuicios  a  la  parte  que 
la  cometa. 

Art.  17.  —  La  organización  gremial  que  goce 
de  personería  jurídica  perderá  tal  carácter  por  el 
sólo  hecho  de  que  sus  miembros  violen  o  instiguen 
a  otros  a  que  violen  los  preceptos  de  esta  ley,  usen 
de  la  fuerza  contra  las  personas  o  los  bienes  du- 
rante la  huelga,  cierre  o  boycot  o  intenten  por  me- 
dio de  la  violencio  o  de  la  intimidación,  impedir 
que   otros  trabajen. 

Art.  18.  —  Queda  prohibido  a  las  empresas  de 
transporte  sujetas  a  la  jurisdicción  nacional  y  a  sus 
funcionarios  o  agentes,  exigir  a  sus  empleados  po 
ner  como  condición  para  la  concesión  de  empleos, 
que  no  fonnen  parte  de  organizaciones  gremiales, 


—  153  — 

amenazar  a  los  empleados  coq  despedirlos  o  privar- 
los de  ventajas,  por  el  hecho  de  pertenecer  a  dichas 
asociaciones  y  tratar  de  impedir  que  los  empleados 
despedidos  o  retirados  ohtengan  otra  ocupación. 
Los  infractores  de  esta  prohibición  sufrirán  en  cada 
caso  la  pena  de  multa  de  100  a  1.000  $  o  arresto 
equivalente. 

Art.  19.  —  Si  él  compromiso  no  hubiera  esta- 
blecido pena  para  el  caso  de  no  cumplimiento  del 
laudo,  las  personas  que  deben  cumplirlo  sin  ajus- 
tarse a  lo  dispuesto  en  el  art.  12,  incurrirán  en 
multa  de  50  a  500  $,  entendiéndose  que  es  una  in- 
fracción distinta  la  relativa  a  cada  empleado.  Los 
arbitros  podrán  también  publicar  su  laudo  y  con- 
signar su  opinión  sobre  el  caso,  en  lo  que  se  rela- 
ciona al  incumplimiento  de  alguna  de  las  partes. 

Art.  20.  —  En  los  casos  en  que  no  obstante  el 
extricto  cumplimiento  de  los  preceptos  de  esta  ley 
por  parte  de  la  empresa,  se  produzca  huelga,  cie- 
rre o  boycot,  éstos  se  considerarán  como  fuerza  ma- 
yor, pre\'ia  declaración  del  P.  E. 

Art,  21.  —  En  caso  de  que  lo  considere  indis- 
pensable para  restablecer  o  aisegnrar  eH  servicio  pú- 
blico de  comunicación  mientras  dure  el  procedi- 
miento de  conciliación  y  arbitraje,  el  P.  E,  podrá 
intervenir  en  la  administración  de  la  línea  o  líneas 
afectadas,  tomando  todas  las  medidas  que  estime 
oportunas  para  remover  las  causas  del  conflicto, 
sin  perjuicio  de  lo  que  resuelvan  los  arbitros  en 
definitiva, 

Art.  22.  —  El  Ministro  del  Interior  es  órgano 
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del  P.  E.,  encargado  de  hacer  cuiniplir  las  resolu- 
ciones de  los  arbitros  y  tribunales  a  que  se  refiere 
esta  ley. 

Art.  23.  —  Ni  los  patrones  ni  los  obreros  po- 
drán imponer  modificaciones  a  los  contratos  o  con- 
venciones relativas  al  trabajo,  sin  a^aso  pi'evio  de 
treinta  días  a  la  otra  parte. 

Art.  24.  —  Los  gastos  demandados  por  el  cum- 
plimiento de  esta  ley,  serán  cubiertos  por  el  tesoro 
nacional,  imputándose  a  la  misma. 

Art.  25.  —  Comuniqúese,  etc. 


CAPITULO  IX 

CONSTITUCIÓN  Y  ACCIÓN 

DE  LOS  SINDICATOS   OBREROS 

La  idea  de  cooperación  es  tan  antigua  como  el 
nnmdo;  ella  ha  evolucionado  según  los  tiempos, 
es  verdad,  pero  se  ha  mantenido  como  una  ne- 
cesidad vital  para  el  hombre. 

Se  puede  decir  que  se  ha  puesto  en  práctica 
desde  las  épocas  más  remotas  en  una  forma  sim- 
ple, pero  muy  completa ;  ella  surge  de  la  organi- 
zación primitiva  de  la  sociedad  en  una  vasta  co- 
munidad de  trabajadores  que  se  constituía,  no 
para  buscar  la  riqueza  personal,  sino  para  pro- 
porcionarse lasi  cosas  necesarias  a  la  existencia 
de  todos,  formando  la  riqueza  comiin,  en  una 
situación  de  lucha  ardiente  para  la  conservación 
de  la  existencia. 

Una  verdadera  y  amplia  cooperación  practica- 
ban, pues,  las  tribus  primitivas;  los  unos  labra- 
ban la  tierra,  los  otros  cazaban,  preparaban  los 
abrigos  o  pulían  las  armas,  etc.,  de  suerte  que 
el  trabajo  y  producción  de  todos  constituía  un 
capital  común :  la  tribu  vivía,  trabajaba,  formaba 
su  riqueza  bajo  la  dirección  del  patriarca. 

Esta  concepción  económica  idealmente   perfec- 
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ta,  no  ha  sido  aplicada,  sin  embargo,  sino  en  so- 
ciedades primitivas,  para  pequeños  grupos  auto- 
nomos  los  unos  respecto  a  los  otros,  pero  a  medi- 
da que  la  civilización  ha  ido  complicando  poco  a 
poco  la  organización  isociaJ.,.  la  coioperación  se 
ha  limitado  a  determinadas  agrupaciones  de  hom- 
bres ligados  entre  sí  por  una  causa  especial,  como 
sucede  generalmente  entre  los  que  practican  una 
misma  profesión,  entre  los  sujetos  a  un  mismo 
género  de  trabajo,  los  que  pertenecen  a  un  mis- 
mo gremio.  No  se  ha  limitado  a  esto  la  coopera- 
ción; multitud  de  motivois  reúne  y  asocia  a  los 
hombres  ligados  por  una  idea  superior  de  bien- 
estar o  progreso  o  simplemente  aunando  fuerzas, 
coadyugando  en  una  acción  o  idea  común,  para 
llegar  <a.  la  realización  de  un  determinado  pro- 
pósito. 

Especialmente  las  clases  obreras,  desde  los 
tiempos  antiguos  han  visto  en  la  cooperación  un 
medio  susceptible  de  mejora  en  la  situación  crea- 
da para  ellas,  desde  que  la  lumianidad  por  la 
distribució]!  de  la  riqueza,  la  división  de  castas 
o  clases,  las  ha  sumido  en  un  estado  de  abati- 
miento y  de  miseria  que  motiva  su  constante  lucha 
con  el  elemento  capitalista,  con  el  concentrador  de 
la  riqueza  y  dé  los  beneficios  del  trabajo. 

Tras  de  este  propósito  ya  en  la  Grecia  Antigua, 
3''  posteriormente  en  el  Imperio  Romano,  se  hizo 
notar  la  existencia  de  asociaciones  con  fines  de 
defensa  y  asistencia  mutua,  que  llegaron  a  tener 
marcada   influencia   en  la   detenninación    de   las 
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condiciones  del  trabajo  y  de  los  trabajadores. 
Pero  fueron  tan  solo  manifestaciones  aisladas 
que  no  cabe  recordar  sino  como  un  antecedente 
histórico :  la  organización  de  la  sociedad  en  ese 
momento,  no  permitía  el  progreso  de  tales  insti- 
tuciones. Fué  esa  una  época  bárbara  para  el  tra- 
bajador, que  era  sinónimo  de  esclavo;  su  vida 
fué  una  serie  de  martirios  y  de  vejámenes  im- 
plantado por  las  clases  superiores  al  amparo  de 
las  brutales  instituciones  reinantes;  con  la  escla- 
vitud la  personalidad  hiimana  había  descendido 
al  grado  de  las  cosas  inanimadas. 

Un  largo  vacío  nos  presenta  ■  después  la  historia 
respecto  a  la  existencia  de  asociaciones  profesiona- 
les. Es  necesario  venir  a  la  época  moderna,  al 
siglo  XVIII,  para  tomar  el  hilo  en  Francia,  donde 
una  acción  tan  notable  han  desarrollado  en  la 
vida  de  la  industria  y  la  situación  de  los  obreros. 
Son  las  corporaciones  las  que  doaiiinando  el  cam- 
po del  trabajo,  someten  las  condiciones  en  que 
se  lo  practica  a  una  especie  de  tiránica  dictadura. 

Como  el  objetivo  de  este  estudio  es  llegar  a 
tratar  los  sindicatos  obreros  contemporáneos,  nos 
limitaremos  a  decir  que  la  característica  de  las 
corporaciones  francesas,  en  cuanto  a  su  constitu- 
ción, es  que  admiten  en  su  seno  tanto  patrones 
como  obreros,  maestros  y  compañeros,  como  se  les 
llamaba  en  ese  estado  naciente  de  la  industria. 
Instituciones  de  gran  prestigio  en  un  principio, 
degeneraron  a  través  del  tiempo  y  llegaron  en 
la  práctica,  a  consagrar  su  acción  a  muy  distin- 
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tos  propósitos  de  aquellos  que  detenninaron  su 
implantación.  Esta  desviación,  producida,  sin 
duda,  por  su  mala  organización,  trajo  por  único 
resultado  para  los  obreros,  su  sometimiento  a  una 
nueva  tiranía  emanada  de  la  constitución  arbitra- 
ria de  las  corporaciones.  Se  llegó  hasta  la  impo- 
sibilidad de  obtener  trabaja  sin  el  sometimiento 
a  las  disposiciones  especiales  de  sus  reglamentos 
hechos  por  los  patrones  y  con  fines  de  pura  es- 
peculación. 

La  Asamblea  de  la  Revolución  Francesa  termi- 
nó con  las  .ya  decadentes  corporaciones,  sancio- 
nando en  forma  especialmente  enérgica  su  aboli- 
ción en  la  noche  del  4  de  Agosto  de  1789.  "El 
Estado  verdaderamente  libre  no  puede  sufrir  en 
su  seno  ninguna  corporación".  "La  abolición  de 
toda  especie  de  corporación,  es  una  de  las  bases 
fundamentales  de  la  constitución  francesa". 

La  supresión  de  las  corporaciones  por  vía  legis- 
lativa, fué  el  exponente  de  un  movimiento  social 
que  trajo,  como  es  natural  cuando  se  reacciona 
contra  un  sistema  en  las  agitaciones  sociales  que 
no  obedecen  a  una  tendencia  de  antemano  defi- 
nida, la  implantación  del  más  absoluto  individua- 
lismo, como  remedio  y  como  situación  antagónica 
a  la  acción  de  las  coiT)oraciones,  que  habían  lle- 
gado a  ser  para  el  obrero  fuentes  de  una  nueva 
esclavitud. 

Había  entrado  la  humanidad  en  un  período  de 
progreso  industrial,  y  con  los  portentosos  inventos 
lie    la    edad   moderna  y  la   implantación    de    un 
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nuevo  elemento  de  producción,  la  máquina,  que 
bien  pronto  fué  la  competidora  del  hombre,  hizo 
operar  una  gran  evolución  en  el  campo  del  tra- 
bajo, presentándonos  toda  esta  nueva  faz  de  la 
vida  contemporánea,  que  nos  trae  latentes  graví- 
simos problemas  económicos,  arduas  cuestionéis 
que  resolverá  el  futuro. 

Fué  entonces  que  la  lucha  entre  los  elementos 
capitalistas  y  los  trabajadores  se  hizo  más  inten- 
sa ;  el  capital  todo  lo  somete  a  la  garra  insaciable 
de  la  ambición;  el  obrero  reclama  para  sí  siquiera 
un  poco  de  bienestar,  una  parte  en  la  xw'oduc- 
ción,  exponente  de  los  dos  elementos  que  la  for- 
man y  que  en  una  idea  absoluta  de  justicia  había 
de  corresponder  por  igual  a  ambos.  El  problema 
se  complica  en  múltiples  ramificaciones,  la  situa- 
ción del  obrero  llega  a  ser  verdaderamente  a.pre- 
miante  y  hasta  los  gobiernos  de  todos  los  pueblos 
ci\rilizados,  principian  a  preocuparse  de  dictar 
una  legislación  protectora,  que  reglamentando  el 
trabajo,  los  alivie  en  su  estado  de  opresión.  Se 
di'sminuj'^en  las  horas  de  trabajo,  se  aumentan 
los  salarios,  etc.,  modificaciones  que  significan 
otros  tantos   triunfos   de  la   clase  asalariada. 

En  esta  lucha  se  sintió  la  necesidad  de  unirse, 
de  asociarse  para  formar  una  fuerza  apreciable 
de  resistencia.  Reaparecen  entonces  las  eor^Dora- 
ciones,  de  nuevo,  como  retoños  del  pasado,  con 
nueva  sabia,  con  nuevo  ambiente,  entre  hombres 
más  civilzados  que  les  dan  una  organización  más 
racional  que  la  que  ocasionó  los  resultados  cono- 
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cidos  que  produjo  su  eliminación.  Pero  la  nueva 
institución  se  nos  presenta  con  muy  diferente 
constitución  que  las  antiguas  corporaciones;  ellas 
comprendían  en  su  seno  patrones  y  obreros,  las 
modernas  son  organizaciones  de  unos  o  de  otros 
para  sostener  sus  intereses  contrarios.  Se  reac- 
ciona liasta  en  el  nombre ;  lioy  se  les  llama  sin- 
dicatos, nombre  genérico  con  el  cual  se  designa 
también  las  asociaciones  de  patrones  y  otras  con 
variados  fines. 

Así,  pues,  la  historia  de  los  modernos  sindica- 
tos considerados  como  instrumentos  de  lucha  de 
clases,  no  se  remonta  sino  hasta  una  fecha  rela- 
tivamente cercana;  su  reconocimiento  legal  es  una 
conquista  del  siglo  XIX.  Fueron  las  trade  imions 
inglesas  las  primeras  que  obtuvieron  su  consa- 
gración, mediante  las  liberales  disposiciones  de  la 
ley  de  21  de  Junio  de  1871.  En  Francia  su  exis- 
tencia legal  data  desde  la  sanción  de  la  ley  que  au- 
toriza su  funcionamiento,  en  13  de  Marzo  de  1884. 
Pero  antes  de  reconocer  al  proletariado  la  facultad 
de  asociaree  libremente,  la  burguesía  luchó  con  una 
suprema  energía,  pero  vencieron  las  ideas  libera- 
les. Naturalmente  que  esto  es  en  cuanto  a  los 
países  europeos;  en  la  República  Argentina,  don- 
de la  constitución  nacional  encarna  los  más 
amplios  principios  de  libertad  y  emancipación 
del  hombre,  se  permite  el  funcionamiento  de  los 
sindicatos,  que  en  definitiva  no  son  otra  cosa  que 
:'?ociaciones   de  defensa  con  fines  sociales. 
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Los  sindicatos  nacen  requeridos  por  la  tenden- 
cia de  la  clase  obrera  a  fortaüecerse  en  su  con- 
tienda continua  con  el  poderoso  elemento  capita- 
lista; los  motiva,  pues,  un  sentimiento  solidario 
de  defensa.  Es  el  medio  más  eficaz,  porque  sig- 
nifica una  organización  seria  de  que  se  vale  el 
elemento  más  débil  en  la  ludia  por  el  reconoci- 
miento de  sus  derechos;  son  instituciones  perfec- 
tamente regulares,  organizadas  sobre  una  base 
racional  y  que  llevan  en  su  acción  la  fuerza  im- 
ponderable de  las  uniones  que  obedecen  a  un 
propósito  levantado. 

Su  estudio  se  refiere  en  primer  término  a  su 
constitución  y  después  a  las  relaciones  que  en  ellos 
se  originan  sobre  los  derechos  del  sindicato  con  res- 
pecto a  sus  miembros ;  de  la  mayoría  hacia  la  mi- 
noría, imposición  de  sus  resoluciones,  medios  para 
hacerlas  cumplir,  etc.,  y  finalmente,  casos  en  que  el 
Estado  debe  intervenir  en  los  sindicatos  para  hacer 
respetar  el  derecho  de  las  personas.  Teniendo  pre- 
sente toda's  las  cuestiones  que  sobre  estos  puntos  se 
presentan,  se  llega  a  ver  las  causas  de  la  necesidad 
de  estudiar  los  sindicatos  obreros  en  sus  diferentes 
puntos  de  vista,  para  deducir  del  análisis  y  de  la 
observación  el  medio  de  encauzarlos  dentro  de  prin- 
cipios generales,  que,  sin  quitarles  la  autonomía 
necesaria,  garantice  su  funcionamiento  sin  me- 
noscabar la  libertad  individual,  respetando  ade- 
más el  bienestar   general. 

Lo  principal  en  esta,  materia  es  lo  referente  a 
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los  elementos  que  deben  admitirse  en  la  consti- 
tución de  los  sindicatos  obreros;  si  deben  ser  ellos 
exclusivamente  formados  por  la  clase  trabajado- 
ra propiamente  dicha  o  pueden  concurrir  otras 
clases.  La  importancia  de  la  cuestión  es  tanta, 
colmo  que  del  temperamento  que  se  adopte  depen- 
de en  absoluto  la  marcha  que  tomarán  estas  ins- 
titueionesi  y  la  eficacia  de  su  acción  en  la  perse- 
cución de  los  fines  que  las  motiva.  Tan  es  así, 
que  precisamente  uno  de  los  fundamentos  adu- 
cidos por  aquellos  que  se  oponen  al  reconoci- 
miento de  los  sindicatos  obreros,  como  entidad 
legal,  es  que  no  existiendo  fiscalización  en  cuanto 
a  la  clase  de  ¡sus  adherentes,  fácilmente  se  entro- 
nizan elementos  que  pueden  desnaturalizar  sus 
prepósitos  únicos  y  originarios,  haciéndolos  ser- 
vir :maliciio,samentte  a  tendenci-as  aspeciaJes  cl-e 
caudillos,  que  adueñándose  de  la  dirección  de 
estas  agrupaciones,  conquistables  en  razón  de  la 
poca  capacidad  intelectual  de  la  generalidad  de 
la  ©lase  obrera  que  las  forma,  las  llevan  a  actuar 
en  otros  órdenes  de  la  vida  colectiva  o  las  embar- 
can en  campañas  ajenas  en  absoluto  a  sus  fines, 
como  son  las  luchas  políticas  servidas  por  elemen- 
tos partidistas  en  que  ninguno  representa  las 
tendencias  o  aspiraciones  del  elemento  obrero, 
circunstancia  fatal  cuando  las  fracciones  respon- 
den a  propósitos  de  una  acción  personalista. 

El  desarrollo  de  los  sindicatos  comporta  una 
poderosa  disciplina  ejercida  sobre  sus  miembros; 
hay  una  fuerza  del  conjunto  que  presiona  a  sus 
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unidades,  que  sugestiona,  qiue  hace  obrar  en  el 
sentido  hacia  donde  vá  esa  comente  que  arras- 
tra; y  sahemos  cuan  manejables  e  impresionables 
sion  las  multitudes  especialmente  homogéneas,  y 
cuando  todas  la.s  cabezas  están  cubiertas  por  la 
sencilla  gorra  del  obrero,  a  quien  la  rudeza  de 
su  trabajo  material,  la  extenuación  misima  de  sus 
energías  por  una  labor  siempre  excesiva,  no  ha 
permitido  el  desarrollo  absoluto  de  sus  más  pre- 
ciosas facultades. 

Es  por  esto  que  debemos  preguntarnos:  los  in- 
dividuóos de  clases  no  obreras,  los  intelectuales 
deben,  ser  admitidos  a  formar  parte  de  los  sindi- 
catos obreros?  Desde  luego,  y  consecuente  con 
laiS  consideraciones  precedentes,  es  preciso  dejar 
establecidjo  que  el  obrero  debe  emanciparse  en 
estas  asociaciones  de  toda  dirección  que  no  sea 
interna  de  la  misma;  debe  excluir  a  todo  elemen- 
to que  no  sea  de  su  jerarquía,  para  evitar  que  a 
la  tiranía  del  patrón  le  suceda  la  del  intelectual, 
tiranía  que  por  lo  mismo  que  sería  fundada  en  iin 
falso,  prateccionismo  le  resultará  suave  y  talvez 
agradable,  si  la  considera  desde  el  punto  de  vista 
equívoco  en  que  se  .lo  coloca. 

Esto  no  significa  bajo  ningún  concepto  recha- 
zar la  intervención  del  intelectual  que  defiende  en 
la  lucha  de  clasesi  el  mejoramiento  de  lia  situa- 
ción de  los  obreros,  nó,  él  tiene  allí  su  puesto 
de  vanguardia  porque  sirve  con  generosidad  a 
una  causa  a  que  le  atrae,  sin  duda,  un  alto  sen- 
timiento de  justicia.    Pero  tratándose  de  los  sin- 
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dieatos,  el  papel  de  los  intelectuales  debe  ser  pu- 
ramente auxiliar,  no  directivo;  cuánta  mayor 
igualdad  de  condiciones  haya  entre  los  miembros 
del  sindicato,  mayor  será  el  beneficia  que  reporten 
con  conciencia  de  sus  derechos  a  respeto  de  la  aje- 
na. 

Extreanando  las  cosas  hasta  un  límite  que  nos 
/parece  absurdo,  Marx  ha  escrito  a  este  res- 
pecto, apreciando  duramente  el  resultado  de  la 
intervención  en  los  núcleos  proletarios,  de  perso- 
nas ajenas  a  esta  clase  y  cuya  actuación  no  obe- 
dece a  una  idea  sincera  en  favor  de  la  misma. 

Si  no  se  puede  negar  la  importancia  de  este 
juicio  y  si  t-ampoeo  se  puede  tachar  de  apasionado 
a  su  autor,  parécenos,  sin  embargo,  que  es  él  exa- 
gerado dados  los  términos  generales  que  emplea. 

Es  efectivamente  un  hecho  innegable  y  repeti- 
do, que  en  cuanto  un  intelectual  o  un  simple  cau- 
dillo se  impone  con  propósijtos  interesados  en 
una  agrupación  obrera,  hace  ser^ñr  su  fuerza  en 
actos  ¡ajenos  en  absoluto  al  beneficioso  mejora- 
miento del  estado  de  sus  miembros  o  al  progreso 
de  las  ideas  y  tendencias  que  persiguen,  lan^zán- 
dolos  en  luchas  electorales,  de  la  política  sim- 
plemente partidista  y  personal. 

Pero  tampoco  se  puede  dejar  de  reconocer,  sin 
apartarse  de  una  situación  de  equidad  y  sin  oli- 
dar  las  A^erdaderas  conveniencias  a  la  causa  obre- 
ra,   que   ésta  necesita   también  hombres    de   una 
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instrucción  superior,  que  sean  como  los  faros  lu- 
minosos que  guien  la  evolución  social,  que  sean 
los  heraldos  de  (la  nueva  idea  y  los  sostenedores 
de  una  campaña  activa  de  defensa  y  propaganda 
haciendo  uso  del  periodismo,  del  libro>,  conferen- 
cias, etc. 

No  habrá  jamás  nada  de  mayor  empuje,  ni  ma- 
yor prestigio  a  lais  maisias  trabajadoras  que  la 
elevación  de, su  nivel  moral  e  intelectual;  es  ne- 
cesario que  obren  conscientes  de  su  derecho  y  con 
conocimiento  exacto  de  sus  actos,  medios  y  fines 
de  isu  acción,  ya  que  en  la  contienda  social  no  se 
vence  por  ia  fuerza  de  las  armas,  ni  del  músculo 
poderoso  del  obrero  dada  la  organización  de  las 
naciones.  De  aquí  el  papel  importante  del  ele- 
mento intelectual  en  la  preparación  de  las  masas 
pix>letarias  para  el  gobierno  propio;  su  acción  es 
dirigente,  débese  desarrollar  en  una  órbita  supe- 
rior y  ocupando  el  sitio  preferente  a  qud  le  hace 
aci^edor  isu  natural  prestigio  cimentado  en  la 
ciencia.  El  movimiento  obrero  necesita,  pues,  del 
proletariado  intelectual. 

Pero,  viniendo  al  seno  de  sus  sindicatos,  no  po- 
demos decir  otro  tanto;  el  fin  mismo  que  persi- 
guen, la  posibilidad  de  desnaturalizarlos,  trayén- 
doles  el  consiguiente  desprestigio,  requiere  que 
sean  formados  única  y  exclusivamente  por  traba- 
jadores verdaderamente  dicho.  Tienen  que  sei- 
esencialmente  homogéneos  en  cuanto  a  los  ele- 
mentos que  los  forman  para  que  exista  la  más  per- 
fecta igualdad  entre  sus  miembros  y  para  que  su 
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acción  o  las  resoluciones  que  se  adopten  sean  exten- 
sivas a  todos,  que  cada  uno  sienta  el  resultado  de 
las  medidas  en  cuya  adopción  todos  colaboran  po¡- 
igual.  Sólo  bastaría  recurrir  a  considerar  un  ca- 
so especial,  para  afinnarse  más  aún  en  esta  con- 
dlusión,  trayendo  al  ¡análisis  lials  conjseeuencias, 
por  ejemplo,  del  hecho  de  que  un  miembro  no 
obrero  sancione  con  su  voto  las  condiciones  de 
un  contrato  de  trabajo  que  no  va  a  cumplir  él. 
Es  el  caso  de  la  mujer  sancionando  la  declara- 
toria de  una  guerra,  con  el  sistema  del  sufragio 
universal  para  ambos  sexos,  guerra  en  que  ella, 
por  isu  condición  física  y  papel  en  la  sociedad, 
no  tomará  parte. 

Pero  no  hay  idea  por  justa  que  sea  que  no 
despierte  contradicción  y  a  pesar  de  las  )pre- 
cedentes  consideraciones,  se  ha  querido  tachar  a 
los  sindicatos  de  exclusivismo,  porque  no  daban 
cabida  en  su  constitución  a  los  ' '  intelligenz "  recor- 
dando que  a  esta  cat^egoría  pertenecen  los  más 
ilustres  fundadores  de  la  democracia  socialista : 
Marz,  Engels  y  Lassalle,  que  tanto  impulso  da 
a  tales  instituciones  sociales.  La  injusticia  del 
cargo  nace  de  confundir  los  sindicatos,  que  no 
representan  por  sí  solos  la  manifestación  visi- 
ble de  la  campaña  proletaria,  mucho  más  vasta 
y  que  se  hace  sentir  en  múltiples  resultados 
de  los  que  no  es,  en  verdad,  el  menosi  impor- 
tante el  presente.  Dentro  de  la  generalidad  del 
movimiento'  que  abarca  las  diferentes  manifes- 
taciones   de    la    vida    en    sociedad,    para  la  de- 
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mocraicia  sociadista  son  los  bienvenidos  todos 
aquellos  que  aceptan  sus  teorías  y  toman  parte 
en  isu  luelia  por  la  e-mancipaición ;  allí  llegan 
lionibres  de  todas  las  clases  y  de  todas  las  con- 
diciones. 

El  sindicato  es  un  organismo  bajo  cierto  pun- 
to limitadoi;  sus  propósitos  excluyen  una  acción 
extraña  a  la  puramente  obrera,  que  no  tendría 
aplicación  beneficiosa  a  los  fines  de  mejoramien- 
to de  las  condiciones  del  trabajo  que  generalmen- 
te persiguen  y-  de  independencia  del  gobierno 
capitalista;  su  ingerencia  trae  el  peligro  de  que 
sobre  las  ruinas  del  sistema  que  cae,  se  levanta 
con  máis  bríos  el  imperio  absorbente  del  prole- 
tariado intelectual. 

No  es  posible  amalgamar  los  dos  elementos. 
Los  ''inteligentes"  —  se  los  llama  así  para  dis- 
tinguirlos —  han  tomado  el  nombre  impropio  con 
que  los  venimos  llamando  de  proletariado  inte- 
lectual, para  introducirse  insidiosamente  en  los 
sindicato^5  del  proletariado  industrial,  en  cuyo 
eeno  no  pueden  jamás  actuar  con  éxito  por  las 
especiales   consideraciones  precedentes. 

El  proletariado  intelectual,  cuando  no  se  amal- 
gama completamente  con  el  obrero,  viene  a  ser 
como  una  parte  complementaria  de  la  burguesía 
y  se  le  puede  comparar  a  esos  obreros  iquc 
trabajan  por  su  cuenta  y  con  herramientas  pro- 
pias, pero  con  frecuencia  desocupados  por  falta 
de    clientela. 

Si  el   obrero  en  lo«  sindicfatos  iacepta  el  man- 
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dato  de  gente  extraña  a.  la  corporación  pro- 
ductiva, permanecerá  siempre  incapaz  de  gober- 
narse, y  quedará  —  como  ahora  —  isometido  a 
una  disciplina  externa.  La  acción  de  los  defen- 
sores no  obreros  de  la  causa  proletaria,  debe  ha- 
cerse sentir  así  en  otro  medio;  el  libro,  el  pe- 
riodismo, las  conferencias  públicas  o  el  parla- 
mento de  los  países  le  brindan  amplio  campo. 


Los  sindicatos  son  asociaciones  voluntarias;  la 
libertad  para  el  obrero  de  inscribirse  en  ellas  de- 
be ser  absoluta.  No  obstante,  en  épocas  precisas 
se  ha  pretendido  darles  carácter  obligatorio.  Su 
historia  nos  presenta  varios  casos;  especialmente 
en  cuanto  a  la  "trade  Unions"  de  Sheffield;  en 
1867  se  pretendió  que  legalmente  se  les  dieía 
atribuciones  para  compeler  a  todos  los  obreros  de 
un  gremio  a  formar  parte  de  tal  institución.  Se 
llegó  entonces  hasta  cometer  horrendos  críme- 
nes para  castigar  a  los  refractarios,  lo  que  mo- 
tivó la  interA'-ención  de  los  poderes  públicos. 

Es  indudable  que  no  hay  razón  para  que  de- 
je de  ser  libre  para  el  trabajador  la  facultad  de 
formar  parte  o  no  de  ellos.  No  es  mediante  el 
apremio  legal  que  se  les  ha  de  prestigiar,  para 
alcanzar  la  importancia  que  sin  duda  alguna  ten- 
drán en  un  futuro  no  lejano.  Los  trabajadores 
deben  ser  atraídos  a  estos  centros,  tan  sólo  por 
la  bondad  de  los  mismos  en  cuanto  a  los  benefí- 
cios  que  les  rei^orten;  si  ellos  no  .sufren  desnatu- 
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ralizaciones  respecto  a  «us  verdaderos  fines;  si 
con  empeño  se  ocupan  de  preparar  al  proleta- 
rio para  llegar  a  poder  apreciar  ampliamente  sus 
propósitos,  que  no  deben  ser  otros  sino  el  mayor 
bien  de  losi  asociados,  ellos  mismosi  buscarán  en 
su  ala  protectora  la  fuerza  que  necesitan  para 
el  respeto  de  sus  derechos. 

Para  la  jnayor  eficacia  de  acción  de  los  sin- 
dicatos en  su  resistencia  a  las  imposiciones  del 
elementó-  capitalista,  convendría  que)  todos  los 
obreros  de  un  gremio  en  la  localidad,  forma- 
ran parte  de  ellos,  puesto  que  así  les  sería  más 
fácil  hacer  reconocer  sus  pretensiones  especial- 
mente en  cuanto  a  condiciones  del  trabajo ;  pe- 
ro esto  no  d'a  derechos  a  decretarlos  como  obli- 
gatorios. En  el  hecho,  los  no  sindicados  se  en- 
contrarán en  una  situíación  |muy  deisventajosa 
con  respecto  a  los  que  lo  están,  y  será  éste  uno  los 
más  poderesos  insentivos  de  ingreso  a  tales  cor- 
poraciones . 

Respecto  a  los  obreros  desocupados  por  falta 
de  trabajo  constante,  se  les  excluj^e  generalmen- 
te de  los  sindicatos  porque  éstas  no  son  institu- 
ciones de  asistencia.  Pero  como  uno  de  los  bene- 
ficios que  se  obtiene  mediante  estas  asociaciones, 
es  hacer  posible  el  contrato  colectivo  del  traba- 
jo, cuyo  principal  prestigio  le  da  el  hecho  de 
poder  asegurar  trabajo  continuamente,  vemos  có- 
mo de  un  modo  directo  se  propende  a  dismi- 
nuir el  número  de  los  desocupados  por  falta  de 
trabajo.  A  las  mujeres  se  lais  admite  en  algunas 
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de  estas  corporaciones  y  hay  también  otras  for- 
madas exclusivamente  por  ellas.  En  ningún  ca- 
so se  admiten  niños. 


Los  sindicatos  pueden  actuar  en  los  siguientes 
posibles  conflictos:  con  el  Estado,  con  los  patro- 
nes y  con  los  obreros  no  sindicados.  Con  el  Es- 
tado en  los  casos  de  aplicación  errónea  de  le- 
yes, que  tengan  relación  con  la  clase  trabajadora 
o  bien  por  el  uso  indebido  de  la  fuerza  pública, 
más  allá  de  un  límite  racional  en  los  movimien- 
tos colectivos  del  proletariado.  En  estos  casos 
tales  corporaciones,  asumiendo  la  representación 
de  los  trabajadores,  pueden  actuar  eficazmente 
ante  los  poderes  públicos  en  esos  conflictos  en 
defensa  de  sus  ideas  y  derechos. 

Por  lo  que  respecta  a  los  patrones  y  a  los 
obreros  no  sindicados,  se  resume  generalmente 
en  cinco  órdenes  esenciales  la  acción  de  los  sin- 
dicatos obreros: 

1".  La  sustitución  por  el  contrato  colectivo  de 
los  contratos  individuales  de  trabajo,  en  virtud 
del  cual  todog  los  obreros  en  común  tratan  con 
varios  patrones  o  bien  con  uno  solo.  Como  primer 
consecuencia,  el  nuevo  género  de  contrato  trae 
la  estabilidad  en  las  relaciones  de  patrones  y 
obreros:  para  aquéllos  la  seguridad,  bajo  la  res- 
ponsabilidad del  sindicato,  de  cumplimiento  a  lo 
convenido,  y  para  éstos  la  fijeza  en  log  salarios 
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y  la  certeza  de  tener  trabajo,  puesto  que  así  se 
lo  puede  tomar  eu  grau  escala. 

2°.  La  formación  de  tarifas  uniformes  de  sa- 
lario, para  los  obreros  de  una  misma  industria. 
La  variación  enti'ie  los  salarios  que  rigen!  en 
los  establecimientos  de  un  mátsmo  género,  lia 
l)roducido  muchas  huelgas,  y  basta  sólo  recor- 
dar la  de  los  obreros  de  la  fábrica  de  tejidos 
en  Francia  en  el  año  1903  y  principio  de  1904, 
para  darse  exacta  cuenta  del  beneficio  que  se 
obtendría  suprimiendo  esta  constante  causa  de 
conflictos . 

3°.  Limitación  del  número  de  aprendices  has- 
ta un  límite  racional  necesario .  Esta  clase  de  tra- 
bajadores causa  una  baja  notable  en  el  salario 
general,  por  la  competencia  que  hace  al  obrero 
diestro,  puesto  que  su  salario  es  siempre  inferior 
y  muchas  veces  su  trabajo  es  igual  al  de  los 
otros;  por  este  motivo  son  preferidos  por  los  pa- 
trones . 

4°.  La  posibilidad  de  hacer  efectivo  el  boycott. 
Este  es  uno  de  los  grandes  medios  de  defensa 
que  tiene  la  clase  obrera,  pero  al  que,  siendo 
una  medida  extrema,  acude  en  limitados  casos; 
él  consiste'  en  una  resolución  colectiva  de  no 
trabajar  o  de  romper  en  absoluto  las  relacio- 
nes con  un  determinado  patrón,  establecimiento, 
taller,  etc.  Es  una  arma  poderosa  que  en  ocasio- 
nes ha  servido  para  someter  a  éstos  a  la  acep- 
tación de  medidas  o  condiciones  rechazadas  an- 
tes, para  evitarse  así  perjuicios  mayores.  En  su 
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ejercicio  el  obrero  hace  uso  de  un  derecho  in- 
negable, el  de  abstenerse :  el  boycott  no  significa 
otra  cosa  que  abstención. 

Para  su  eficacia  interesa  naturalmente  que  no 
se  presenten  otros  trabajadores  a  sustituir  a  los 
que  lo  aplican  y  para  poder  garantizarse  contra 
esto,  se  precisa  que  la  resolución  emane  de  un 
centro  que  la  pueda  hacer  respetable  para  to- 
dos los  trabajadores  de  un  gremio ;  de  aquí  el 
importantísimo!  papel  que  a  este  respecto  des- 
empeñaai  para  el  obrero  sus  sindicatos. 

5".  En  las  huelgas:  el  medio  más  usado  por 
las  clases  proletarias  para  defensa  y  resistencia 
en  sus  conflictos  con  las  otras  clases.  La  huelga 
será  acatada  por  todos  los  obreros  cuando  ella 
emane  de  la  sanción  de  una  insftitución  como 
los  sindicatos,  que  representa  los  intereses  comu- 
nes a  ellos  y  mediante  esto  se  evitarán  también 
aquellas  huelgas  injustas  decretas  por  un  núme- 
ro insignificante  de  trabajadores,  que  arrastra  a 
los  demás  por  un  sentimiento  solidario  muy  ex- 
perimentado, a  sufrir  verdaderos  perjuicios.  Es- 
tas instituciones  servirán  de  centros  ponderado- 
res.  I  '    i  í  M  -'  !-=;iT^ 

Aparte  dé  estos  puntos  esenciales,  en  que  la 
acción  de  los  sindicatos  obreros  se  hace  sentir 
evidcnt' :nente,  traduciéndose  en  resultados  de 
positivos  beneficios  a  sus  (adherentes,  al  trabajo 
y  a  la  sociedad  en  general,  hay  múltiples  ma- 
terias de  un  orden  también  importante  que  debe- 
mos mencionar. 


—  173  — 

Una  gran  tendencia  en  la  vida  moderna  del 
trabajo  se  hace  sentir  hacia  la  institución,  en  for- 
ma permanente,  de  sistemas  de  conciliación  y  de 
arbitraje,  como  medio  predilecto  de  solucionar 
cuando  ocurran  todas  las  cuestiones  entre  pa- 
trones y  obreros.  En  los  paíáes  en  que  se  ha 
dado  a  esto  una  forma  práctica  y  en  los  pocos 
casos  que  se  registran  ya  en  el  nuestro,  el  medio 
usado  es  el  establecimiento  de  tribunales  mixtos 
de  obreros  y  patrones,  encargados  de  solucionar 
tales  diferencias  pacíficamente,  e\dtando  así  el 
perjuicio  que  unos  y  otros,  tanto  como  la  comu- 
nidad, sufren  cuando  se  llega  hasta  los  térmi- 
nos extremos  en  esta  lucha,  la  huelga,  el  lockout 
o  el  boycott. 

Entonces  para  facilitar  la  implantación  de  es- 
te sistema  pacífico  de  definir  tales  conflictos,  es 
necesario  que  los  obreros  tengan  un  órgano  que 
los  represente,  el  cual  perfectamente  puede  ser  el 
sindicato. 

Pero  no  es  tan  sólo  en  esto;  en  la  diversidad 
de  cuestiones  que  se  presentan  en  la  forma  en 
que  actualmente  se  desarrollan  ks  relaciones  en- 
tre el  capital  y  el  trabajo,  constantemnete  se 
siente  la  necesidad  de  que  el  obrero  se  dé  una 
organización  mediante  la  cual  pueda  tener  per- 
fectamente su  representante.  Y  para  ellos  y  pa- 
ra todos,  sería  una  ventaja  inmensa  la  existencia 
de  esta  institución  que,  a  la  vez  esté  munida  de 
suficiente  responsabilidad  en  los  casos  necesarios. 

Pero  hay  todavía  nna  última  faz  bajo  la  cual 
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se  debe  desear  y  prestigiar  lia  impjjantación  de 
sindicatos  obreros.  Ellos,  como  centro  de  orden 
y  de  disciplina,  tienen  una  poderosa  influencia 
moral  sobre  los  trabajadores  que  los  constitu- 
yen; son  educadores  y  moderadores  de  las  masas, 
que  al  sentirse  organizados  normalmente,  des- 
echan esois  arrebatos  anónimos  en  que  con  fre- 
cuencia caen  con  la  exaltación  de  las  pasiones 
producidas  por  los  movimientos  generales  de  re- 
sistencia. 

Como  parte  final  de  esta  exposición,  recordaré 
que  los  sindicatos  han  merecido  rudos  ataques 
especialmente  por  la  tiranía  que  se)  pretende 
ellos  despliegan  contra  los  obreros  no  sindica- 
dos. Emilio  Olivier,  en  Francia,  al  informar  so- 
bre la  ley  de  1864,  decía  sobre  este  punto:  '*Las 
uniones  de  oficios  han  establecido  un  nepotismo 
increíble  sobre  el  conjunto  de  obreros,  siendo  lo 
más  duro  y  lo  más  degradante,  que  esté  ejerci- 
do por  una  parte  de  obrero  sobre  la  otra.  Si  el 
zar  Pedro  o  el  sultán  Mahomed,  hubieran  abu- 
sado así  de  su  poder,  hubieran  sido  destronados". 
Y  en  Inglaterra  un  decidido  partidario  de  la  le- 
gislación obrera,  lord  Shaftesbury,  decía:  "Yo 
deseo  que  el  pueblo  obrero  se  emancipe  de  la 
servidumbre  más  dura  que  jamás  ha  tenido.  To- 
dos lois  déspotas  aislados  y  todas  las  aristocra- 
cias que  han  existido  o  pueden  existir,  no  son 
más  que  soplos  de  viento  comparados  con  los 
huracanes,   las    "  Trade-Unions  " . 

Comentando  estos  y  otros  juicios  análogos  res- 
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peeto  a  la  tiranía  sindical  sobre  los  no  sindi- 
cados,  Bureau,  en  pocasí  palabra®  levanta  tan 
enérgicos  cargos:  *'Si  jamás  hubiese  tiranía  más 
grave  que  la  que  pesa  sobre  aquelos  que  pu- 
diesen impedirla  con  la  sola  condición  de  agini- 
parse,  la  libertad  nunca  sería   comprometida". 

Así  como  se  puede  atacar,  pues,  la  libertad  de 
un  individuo  al  impulsarlo  a  formar  parte  de  los 
sindicatos,  así  también  estos  obreros  rehacios  e 
ignorantes  de  que  su  verdadera  conveniencia  es- 
tá en  la  asociación,  atacan  con  su  actitud  la  liber- 
tad de  los  sindicatos,  cuvo  más  completo  éxito  se 
cifra  precisamente  en  el  mayor  número,  hasta 
conseguir  la  totalidad  de  adhesiones  de  los  tra- 
bajadores de  un  mismo  gremio. 

El  aislamiento  no  debe  confundirse  con  la  li- 
bertad; aquella  situación  es  la  más  propicia 
a  la  servidumbre,  según  evidentemente  lo  de- 
muestra la  actual  organización  de  la  sociedad. 
Los  sindicatos,  persig-uiendo  precisamente  la 
unión  y  cooperación,  sacan  al  hombre  de  su  ais- 
lamiento, causa  de  su  debilidad,  para  traelo  a 
formar  en  estas  instituciones  modernas  en  las 
que  encuentra  la  fuerza  y  resistencia  suficientes 
para  hacer  respetar  sus  derechos. 

Pero  aun  en  este  momento  no  hay  completa  ar- 
monía de  criterio  entre  los  mismos  socialistas 
respecto  al  porvenir  de  los  sindicatos  obreros;  aun 
se  duda  de  su  eficaz  acción.  Los  casos  que  se 
obsen'an  actualmente  nos  autorizan  a  desechar 
tales  dudas,   y  podemos  concluir,  que  estas  insíi- 
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tuciones  han  de  tener  en  el  futuro  una  marcada 
influencia  en  la  normalización  de  relaciones  en- 
tre el  capital  y  el  trabajo,  que  traerá  como  fru- 
to predilecto  la  paz  y  el  acuerdo  de  los  dos  ele- 
mentos primordiales  en  la  formación  de  la  rique- 
za pública,  que  es  el  barómetro  indicador  de  la 
grandeza  y  poderío  de  las  naciones. 

Las  asociaciones  y  uniones  obreras  o  patrona- 
les constituyen,  en  definitiva  un  fenómeno  de 
creciente  ponderación  social  y  política.  Ellas  tie- 
nen, además,  el  amparo  de  la  constitución  nacio- 
nal, en  cuanto  sus  fines  sean  útiles  dentro  de  la 
amplísima  acepción  que  el  concepto  merece  y 
en  cuanto,  también  constituyan  medios  defensivos 
del  trabajo  y  de  la  personalidad  de  los  trabaja- 
dores. Siendo  así  corresponde  al  Estado  dictar 
providencias  legales  permanentes,  que  rijan  tales 
instituciones  y  que  le  permitan  desprender  para 
el  bien  social  aquellavs  consecuencias  que  sean 
posibles.  Por  de  pronto,  para  la  práctica  del 
contrato  colectivo  del  trabajo  que  será,  sin  duda, 
el  sistema  de  amplia  aplicación  en  el  futuro  ya 
francamente  orientado  hacia  la  cooperación,  los 
gremios  sistematizados  tendrán  verdadero  inte- 
rés público.  Lo  propio  se  puede  decir  respecto 
al  éxito  de  los  tribunales  de  conciliación  y  arbi- 
traje, sobre  todo  en  cuanto  a  la  responsabilidad 
de  los  proletarios;  la  que  no  podrá  hacerse  efec- 
tiva sino  ante  esas  coi'poraciones  munidas  de  una 
personería  jurídica  especial.  Es  teniendo  presen- 
te todo  esto  que  preparé  el  proyecto  de  ley  que 
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incluyo  a  continuación  y  al  cual  sirvió  de  base 
la  parte  pertinente  del  proyecto  de  ley  nacional 
del  trabajo  del  Ministro  del  Interior  doctor  Joa- 
quín V.  González  y  las  enseñanzas  y  orientacio- 
nes dadas  por  el  eminente  sociólogo  doctor  Adolfo 
Posada,  durante  su  visita  a  nuestra  país,  con 
ocasión  de  la  cuál  tuve»  el  honor  de  escuchar  sus 
opiniones  respecto  a   ésta  y  "otrasi.  cuestiones. 

ASOCIACIONES  PATRONALES  Y  OBRERAS 


Sus  caracteres  y  modo  de  constituirse 

Artículo  1".  El  derecho  que  todo  habitante  de 
la  República  tiene  para  trabajar  y  ejercer  su  in- 
dustria, comercio  O'  profesión,  en  condiciones  y 
con  fines  lícitos,  podrá  ■ejércese  por  medio  de  la 
asociaeión  de  los  individuos,  gremios  de  obreros 
o  de  empresas  de  ocupación  semejante  y  entre 
los  obreros  o  los  patrones  pertenecientes  a  una 
misma  industria,  profesión  u  oficio  o  a  industria, 
profesión  u  oficio  similares  podráa  constituir 
a<sociaciones  pai^a  el  fomento  y  la  defensa  de  sus 
intereses  morales  y  económicos. 

Art.  2°.  Las  asociaciones  ya  existentes  o  que 
en  adelante  se  consttituyesen  por  obreros  o  in- 
dustriales, con  el  objeto  de  fomentar,  desarrollar, 
mejorar  o  conservar  los  intereses  comunes  a  un 
mismo  ramo  de   la  industria,   profesión  u   oficio, 
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y,  en  particular,  los  que  tengan  por  objeto  la  ayu- 
da o  protección  mutua  entre  obreros  j  patrones, 
podrán  formarse  libremente,  sin  necesiidad  de 
autorización  previa,  pero,  sólo  gozarán  de  los 
beneficios  de  la  personería  jurídica  y  de  los  que 
esta  ley  concede,  cuando  hayan  cumplido  las  con- 
diciones que  en  este  título  se  establecen  para  su 
reconocimiento  legal. 

Art.  3°.  Pueden  formar  parte  de  una  asociación 
obrera  o  patronal,  la  mujer  casada  y  los  menores 
de  más  de  dieciocho  años,  siempre  que  después 
de  inscripta  la  sociedad,  no  hiciese  conocer  su 
oposición  fundada  el  marido  o  el  padre  o  tutor 
respectivo.  El  juez,  oídas  las  partes  en  juicio 
verbal,  podrá  desestimar  la  oposición  si  resulta- 
re que  para  la  mujer  o  los  menores  existe  ven- 
taja en  la  asociación.  Las  actuaciones  de  este 
juicio  serán  libres  de  gastos  para  las  partes. 

Art.  4°.  Será  nula  y  sin  efecto  alguno  la  aso- 
ciación que  se  forme: 

1°.  Con  propósitos  contrarios  a  la  moral,  a 
las  buenas  costumbres,  a  lais  leyes,  a  la 
integridad  nacional  o  a  la  Constitución  de 
la  República. 
2".  Sobre  la  base  de  la  renuncia  o  descono- 
cimiento de  la  libertad  individual  de  sus 
miembros,  para  contratar  o  ejercer  sus 
derechos  de  acuerdo  con  su  conciencia, 
3".  En  violación  del  art.  565  del  Código  Civil 
y  de  las  disposiciones  prohibitivas  de  la 
presente  ley. 
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Art.  5°.  Toda  asociación  de  obreros  o  de  indiis- 
de  acuerdo  con  sus  disposiciones,  deberá  ser  re- 
triales  que  se  acoja  a  esta  ley  o  que  se  constituya 
de  acuerdo  con  sus  disposiciones,  deberá  ser  re- 
gistrada en  un  registro  especial  que  se  llevará 
en  el  Departamento'  Nacional  del  Trabajo,  a  car- 
go de  un  funcionario  especial,  y  la  solicitud  de 
inscripción  debe  ser  hecha  por  escrito  ante  el 
presidente  de  dicho; .  Depaiitamen/tio  y  haEarse 
firmada : 

1°.  Si  es  una  sociedad  existente,  por  su  ac- 
tual mesa  directiva ^  o  gerente  o  por  la 
y  orla  de  sus  miembros,  siempre  que  conste 
parte  de  sus  socios  siempre  que  sea  igual 
a  cinco  por  lo  menos.  En  este  caso,  la 
solicitud  expresará  la  promesa  de  confor- 
marse a  las  condiciones  de  este  Itítulo, 
dentro  de  los  sesenta  días  de  la  fecha, 
pasados  los  cuales  si  no  la  cumpliese  con 
la  remisión  de  los  estatutos  reformados 
o  concordantes  con  ella,  se  anulará  la  ins- 
cripción, 
2".  Si  es  una  asociación  formada  de  acuerdo 
con  esta  ley,  la  solicitud  irá  subscripta 
por  un  directorio  provisional  o  por  la  ma- 
yoría de  sus  miembros  siempre  que  conste 
en  forma  simple,  pero,  auténtica,  la  auto- 
rización de  que  hagan  uso  los  solicitantes 
para  pedir  la  inscripción. 
Art.  6".  Al  pedido  de  inscripción  deberá  acom- 
pañarse : 
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1°.  Dos    ejemplares    impresois    o    m|anuscritos 
de  los  estatutos  o  reglamentos   de  la  so- 
ciedad. 
2".  Una  nómina  de  sus  miembros,  con  indica- 
ción en  su  c-aso,  de  los  cargos  que  en  ella 
desempeñen  y  del  domicilio  de  sus  direc- 
tores,   secretarios,   gerentes  o   administra- 
dores. 
3".  El  acta  de  la  deliberación  de  la  asamblea 
en  que  conste  la  formación  de  la  sociedad. 
4".  Enunciación  de  los  convenios  o  compromi- 
sos corporativos  a  que  la  sociedad  se  ha- 
llase obligada. 
Art.  7".  Toda  modificación    de   los  estatutos   o 
reglamentos,    será    comunicada    al    Departamento 
Nacional  del  Trabajo  en  igual  forma  del  artículo 
anterior.    El  Departamento  podrá  rehusar  la  ins- 
cripción de  una   sociedad    cuando   ya  se   hallase 
inscripta  otra  idéntica  o  semejante    de    la    cual 
puede   formar  parte  con  ventaja   o  sin  inconve- 
niente alguno. 

Art,  8°,  Constituirá  aetO'  auténtico  de  reconoci- 
miento legal  de  toda  sociedad  de  obreros  o  de 
industriales  de  acuerdo  con  esta  ley,  el  certifica- 
do que  otorgará  el  Departamento  Nacional  del 
Trabajo,  visado  por  el  Ministerio  del  Interior. 
Este  certificado  hará  plenai  fe  ante  cualquiera 
autoridad  nacional,  sobre  la  personería  jurídica 
de  la  sociedad,  mientras  no  sea  anulado  o  retira- 
do y  le  dará  derecho  a  usar  de  su  nombre  y  sello, 
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eu  el  cual  se  expresará  su  carácter  de  obrera  o 
patronal  según  el  caso. 

Art.  9*.  Los  estatutos  o  reglamentos  de  las  so- 
ciedades de  obreros  o  patrones,  deberán  expresar 
los  propósitos  de  su  constitución  y  en  particular 
y  en  forma  explícita: 

l".-Constitución  de  su  consejo,  directivo  o 
junta  de  administración  y  el  modo  'de 
proveer  las  vacamtes,  y  las  atribuciones 
y  deberes  de  cada  uno  de  ellos  y  de  todo 
mandatario  permanente  o  periódico. 
2".  Reglas  para  la  convocación  de  las  asam- 
bleas, el  quorum  eXigible  y  modos  de 
eleicción,  control  o  deliberación  de  las 
mismas. 
3°.  Forma  y  manera  de  hacer  los  contratos  o 
convenios  industriales  o  de  trabajo,  ya 
sea  de  la  sociedad  con  otras,  ya  compro- 
metiendo el  trabajo  de  sus  socio®  a  favor 
de  alguna  empresa  particular  lo  pública, 
y  por  sus  directores  o  mandatarios  que 
designará,  así  como  los  que  hayan  de  re- 
presentarla en  los  asuntos  que  se  llevarán 
ante  un  tribunal  de  conciliación  o  arbi- 
traje. 
4°.  Uso  de  la  firma  social,  custodia  y  conser- 
vación de  los  bienes,  colocación  de  sus 
fondos,  rendición  períó^ica  de  cuentas, 
libros  de  contabilidad  y  forma  de  su  ins- 
pección por  toda  persona  que  tenga  inte- 
rés en  sus  operaciones, 
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5°.  Registro  de  los  miembros  de  la  sociedad 
cou  indicación  del  modo  de  admitirlos  y 
causa  para  su  expulsión  o  exclusión. 

6°.  Declaración  del  aisiento  de  la  sociedad, 

II 

Prmlegios,  derechos  y  deberes 

Art.  10.  Las  sociedades  obreras  y  patronales 
debidamente  constituidas  y  reconocidas: 

1°.  Tienen  todos  los  derechois  y  privilegios 
que  acuerdan  a  las  personas  jurídicas  el 
Código  Civü  en  su  Libro  I,  Sección  I, 
Título  I,  y  los  demás  que  les  concede  y 
reconoce  la  presente  ley,  tanto  para  su 
admisión,  como  para  su  defensa  en 
juicio. 

2°.  Pueden  tomar  parte  en  la  elección  de  los 
representantes  de  las  clases  patronal  y 
obrera,  del  Oonisejo  del  Trabajo,  en  Ta 
forma  que  la  ley  orgánica  y  el  reglamento 
del  Departamento  Nacional  del  Trabajo 
determinan. 

3".  Gozan  del  fuero  especial  de  conciliación 
y  arbitraje  creado  por  esta  ley,  para  to- 
das las  cuestiones,  conflicto®  o  diferen- 
cias que  ocurriesen  o  se  suscitasen  con 
motivo  de  la  aplicación  de  sus  convenios 
o  del  ejercicio  de  sus  derechos  respecto 
de  las  demás  sociedades  obreras  o  empre- 
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sas  industriales  o  asociaciones  de  patrones 
con  quienes  contratasen. 
4°.  Pueden  constituir  libremente  entre  sus 
miembros  cajas  o  instituciones  de  soco- 
rros mutuos  y  de  seguros  de  accidentes 
del  trabajo,  de  iuA^alidez  y  de  vejez,  crear 
oficinas   de   información  y   de   colocación. 


CAPITULO  X 

ORGANIZACIÓN  DEL  PROLETARIADO 
NACIONAL 

Reseña  histórica 

I 

No  es  posible,  dado  que  ellas  no  nacen  de  súbi- 
to, establecer  el  origen  exacto  eñ  el  tiempo,  de  las 
primeras  asociaciones  obreras  doctrinarias  en  la 
República  Argentina-  La  constitución  y  organi" 
zación  de  estas  corpioraciones,  aquí,  como  en  otros 
países,  no  obedece  tampoco  a  iniciativas  persona- 
les; han  surgido  como  consecuencia  de  un  estado 
social  que  en  lenta  evolución  ha  predispuesto  al 
proletariado  a  la  cooperación,  con  fines  de  mejora" 
inientos  colectivos,  de  difusión  doctrinaria  y  a  me- 
nudo, también,  de  defensa  contra  el  predominio 
avasallador  de  una  sola  clase  social. 

Su  propio  carácter  obsta,  a  la  vez,  para  un  sur" 
gimiento  repentino,  porque  asociaciones  o  uniones 
que  no  reposan  en  las  normas  fijas  de  la  ley  de  las 
convenciones,  han  debido  sufrir  la  influencia  del 
medio  social,  momento  por  momento,  ya  que  se 
ha  constatado  que  a  períodos  de  mayores  o  más 
íntimas   agitaciones  proletarias,    corresponden   es- 
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tados  de  vigorizax?ión  de  las  mismas.  Esto  nos  con" 
duce  a  establecer  de  paso  y  como  una  necesaria  con- 
Becuencia,  que  tales  asociaciones  obreras  resultan 
exóticas  en'  un  medio  en  que  la  defensa  del  pro" 
letariado  no  las  requiere  y  sirva  esto  de  elemento 
dci  juicio  para  quienes  por  muchos  años  y  sin  es- 
tudio pleno  del  asunto,  negaron  la  existencia  de 
una  cuestión  social  argentina,  eminentemente  na" 
cional. 

Las  primeras  corporaciones  debieron  lógicamen- 
te fundarse  en  Buenos  Aii^es,  el  centro  de  mayor 
población  obrera  en  la  República,  de  más  intenso 
trabajo  por  el  creciente  desarrollo  de  las  indus" 
trias  a  que  dan  margen  las  fábricas  instaladas  en 
centros  .urbanos,  donde  germina  con  más  propie- 
dad toda  idea  de  resistencia,  ya  que  la  labor  al  ai- 
re libre  del  campo  es  poco  propicia  para  estos  fe- 
nómenos. Se  relaciona  esto  como  va  a  verse,  con 
la  presentación  de  los  primeros  síntomas  de  lo 
que  luego  llegó  a  ser  también,  la  cuestión  social 
nuestra  en  el  sentido  recordado. 

Tras  de  alguna  gestión  registrada  ligeramente 
en  publicaciones  de  entonces  y  sobre  todo  en  las 
reseñas  de  laa  conferencias  públicas  para  obreros, 
que  comenzaron  a  darse,  se  fundó  el  1.°  de  Ma" 
yo  de  1890  la  ''Federación  Obrera  de  la  Repú- 
blica Argentina",  que  fué  la  primer  asociación 
de  su  género  en  nuestro  país.  En  esa  fecha  se 
llevó  a  cabo  una  asamblea  de  3.000  trabajadores 
en  la  que  se  resolvió  fundarla,  constituyéndose 
también  un  Comité  Internacional  Obrero  que  tu- 
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vo  a  su  cargo  la  redacción  del  programa  de  la  na- 
ciente nnión. 

Desde  entonces  el  movimiento  del  .proletariado 
en  la  República  Argentina  tuve  sn  dirección  más 
o  monos  definida.  En  20  de  juujV.  siguiente  queri^ 
formalmente  constituida  la  Federación.  Su  orga- 
nización fué  extrictaniente  gremial ;  pero  adop- 
tó un  programa  ins|3Írado  en  el  de  los  partidos  so- 
cialistas de  los  países  más  adelantados  de  Euro- 
pa en  cuestiones  de  esta  índole;  pues,  ahí  la  agita" 
ción  era  entonces,  como  ahora,  intensa,  manifes- 
tándose hasta  en  la  política  y  en  las  luchas  co- 
micialos. 

Las  sociedades  que  ya  existían  de  carpinteros  y 
zapateros,  fueron  las  que  dieron  el  plantel  de  la 
Federación,  en  la  cual  formaron  también  adheren" 
íes  de  varios  otros  gremios  de  la  Capital  de  la 
Kepública.  Se  crearon  comités  seccionales  en  Men- 
doza, Rosario  y  Santa  Fe. 

Desde  entonces  se  mantuvo  una  agitación  y  pro- 
paganda más  o  menos  permanente  por  los  ideales 
socialistas-  Surgieron  varios  oradores  que  difun." 
dieron  con  dedicación  esa  teoría  en  la  masa  obre- 
ra- Se  preparó  también  un  Congreso,  el  que  se  reu- 
nió el  15  de  agosto  de  1891,  llamándose  "Primer 
Congreso  Obrero  Regional  Argentino",  el  que  re" 
cibió  delegaciones  de  las  sociedades  Internacional 
de  Obreros  Carpinteros,  Ebanistas  y  oficios  ane- 
xos; Tipógrafos;  Obreros  Panaderos,  sección  local 
de  Santa  Fe  y  de  Chascomús,  que  ya  se  habían 
constituido. 
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Respecto  al  carácter  de  este  Congreso,  cuyo  in- 
terés deriva  del  hecho  de  ser  el  primero  en  su 
género,  quedó  consagrado  con  la  siguiente  pro- 
posición que  se  votó: 

"El  congreso  de  la  Federación  nombrará  una 
comisión  encargada  de  formular  un  programa 
análogo  al  de  los  partidos  de  Europa,  tomando  en 
consideración  el  del  Congreso  Internacional  Olire- 
ro  de  París  de  1889". 

La  Federación  actuó  desde  su  creación  sin  una 
definida  orientación,  si  no  es  la  encaminada  a  pro- 
curar levantar  las  condiciones  de  trabajo  que  exis- 
tían entonces.  El  periódico  "El  Obrero",  que  se 
publicaba  como  su  órgano  oficial,  reflejaba  esos 
mismos  propósitos,  hasta  que  con  posterioridad 
fué  encaminándose  en  las  teorías  netamente  socia- 
listas, las  que  comenzaron  a  encontrar  un  propicio 
campo  de  arraigo  y  expansión,  llegando  esa  pu- 
blicación a  declarar  poco  después  de  la  reunión  del 
primer  congreso  obrero : 

"La  Federación  Obrera  Argentina  ha  hecho 
franca  y  espontánea  confesión  de  fe  socialista,  y, 
aunque  poco  imponente  todavía  en  cuanto  a  sus 
fuerzas  y  al  número  de  compañeros  alistados  en 
secciones  gremiales  organizadas,  es  un  partido  po- 
deroso e  invencible  por  este  carácter  socialista 
mismo.  Sostendremos  en  alto  la  bandera  del  so- 
cialismo. . . " 

Esta  primera  Federación,  lo  mismo  que  su  orga- 
gano  de  propaganda,  desapareció  a  mediados  de 
1892.    Tal  es  la  fundación  y  actuación  de  la  ins- 
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titución  inicial  de  las  organizaciones  obreras  en  la 
República.  A  un  mismo  tiempo  y  aún  con  ante- 
rioridad a  ella,  han  existido  gremios  organizados 
para  procurar  mediante  la  unión  y  la  cooperación, 
ciertos  beneficios  para  sus  obreros;  pero  ellos  no 
tuvieron  un  carácter  propio  y  definido  como  orien- 
tación doctrinaria,  ni  mayor  influencia  en  el  am- 
biente social  y  político  de  la  época. 


II 


Dos  años  después  de  la  desaparición  de  la  '^F©' 
deración  Obrera  de  la  República  Argentina",  lo 
que  se  operó  por  propia  degeneración,  como  ocu- 
rre cuando  no  existe  un  medio  propicio  a  la  lu- 
cha, puesto  que  estas  uniones  son  generalmente 
de  resistencia,  se  inicdaron  trabajos  para  crear 
otra  institución   análoga. 

En  11  de  junio  de  1894,  tuvo  lugar  en  la  se- 
cretaría de  la  Sociedad  de  Herreros,  la  reunión 
preliminar  para  reconstituir  la  "Federación 
Obrera".  A  ella  no  concurrieron  sino  cinco  dele- 
gados de  los  gremios.  Por  fin,  en  27  de  agosto  del 
mismo  año  y  con  la  adhesión  de  nueve  sociedades 
gremiales,  se  la  instituyó  definitivamente. 

Pocos  meses  después  se  habían  adherido  las  si- 
guientes sociedades:  Albañiles,  Bodegueros  y  Lico- 
reros; Carpinteros  y  anexos;  Hojalateros;  Gasis- 
tas  y  anexos;  Ladrilleros;  Marmoleros;  Mayora- 
les y  cocheros  de  tranvías;  Moldeadores  en  tierra 
romana;  Panaderos;   Pintores;   Sastres;   Tabaque^ 
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ros; Tapiceros;  Torneros;  Tipógrafos;   Toneleros; 
Yeseros  y  Mosaístas. 

La  organización  gremial  había  asumido  ya  pro- 
porciones apreciables,  en  atención  a  que  se  encon- 
traban congregados  los  principales  gremios.  Fá- 
cil es  comprender  la  causa  de  esto,  si  se  considera 
que  la  República  atravesaba  en  esa  época  por  un 
período  de  depresión  económica  que  debía  de  un 
modo  intenso  afectar  a  todas  las  manifestaciones 
del  trabajo  y  de  la  actividad.  Al  aparente  bien- 
estar del  período  que  precedió  al  año  1890,  en  que 
se  abusó  del  crédito  para  fomentos  de  industria 
y  obras  de  diversa  índole,  sucedió  la  gran  crisis 
cuyas  consecuencias  gravitaron  por  muchos  años. 
La  demanda  de  brazos  que  atrajo  un  gran  contin- 
gente de  inmigrantes,  fué  sustituida  por  la  falta 
de  trabajo,  al  extremo  que  llamó  la  atención  de 
los  poderes  públicos,  por  su  número,  el  primer  mi" 
tin  de  obreros  desocupados  celebrado  en  Buenos 
Aires  el  l.o  de  agosto  de  1897. 

Se  había  producido  plétora  de  obreros  en  los 
centros  de  población,  especialmente  en  la  Capital 
de  la  República,  mientras  que  las  vastas  extensio- 
nes de  tierra  en  el  campo  se  mantenían  improduc- 
tivas y  sin  cultivo.  El  fenómeno,  con  la  carencia 
del  trabajo  y  la  baja  del  salario,  engendró  la  no' 
ción  de  la  resistencia ;  lo  que  explica  la  importancia 
que  llegó  a  asumir  la  Federación  Obrera,  así  co- 
mo las  tendencias  doctrinarias  y  anarquistas  que 
en  sus  miembros  comenzaron  a  encontrar  arraigo. 

La  Federación  Obrera  ha  seguido,  pues,  un  des- 
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envolvimiento  paralelo  en  el  carácter  que  asumía 
su  propaganda  a  la  agitación  de  las  masas  proleta- 
rias, la  que  tomó  en  ciertos  momentos  la  mayor 
intensidad,  especialmente  cuando  en  1902  y  un  po- 
co antes  aún,  las  huelgas  alcanzaron  el  carácter  de 
fenómenos  permanentes  en  nuestro  medio  social,  co- 
mo una  consecuencia  de  la  situación  precaria  de 
los  obreros  respecto  a  las  condiciones  del  trabajo 
en  el  cual,  con  un  salario  reducido,  sufrían. jornadas 
hasta  de  trece  horas.  La  lucha  se  trabó  entonces, 
con  los  fines  primordiales  de  obtener  la  reducción 
de  la  jornada,  lo  que  poco  a  poco  se  ha  ido  consi" 
guiendo,  hasta  obtener  la  que  generalmente  rige  de 
8  a  9  horas  y  de  procurar  el  aumento  del  salario, 
respecto  a  lo  cual,  es  satisfactorio  reconocerlo,  tam- 
bién se  ha  llegado,  como  es  notorio  y  se  desprende 
de  los  cuadros  estadísticos  comparativos,  oficial- 
mente publicados. 

La  lucha  deí  clases,  cuando  no  tiene  una  orien" 
tación  en  la  legislación  que  la  encamine  a  solucio- 
nes pacíficas,  crea  el  espíritu  de  resistencia.  Eso, 
por  una  parte,  y  por  otra  la  incorporación  de  ele- 
mentos anarquistas  llegados  al  país,  atraídos  unas 
veces  por  la  corriente  inmigratoria  y  otra  por  la 
tendencia  expansiva  de  las  doctrinas  por  ellos  sos" 
tenidas,  las  que  en  su  trasplante  encontraron  al- 
gún arraigo  en  el  nuevo  medio,  dio  surgimiento  a 
la  Federación  Obrera,  la  cual,  de  tendencias  eminen- 
temente socialistas  en  su  origen  y  primera  etapa, 
llegó  a  encontrarse  imbuida  y  dominada  por  el 
anarquismo,  el  que  al  fin  predominó,  creando  una 
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situación  difícil  en  su  seno  a  los  socialistas  que 
inspiraron  su  institución. 

Tal  situación  y  la  distinción  bien  neta  que  ya 
se  había  operado  entre  anarquistas  y  socialistas, 
dio  margen  a  que  los  últimos  se  separara  a  de  la 
Federación  Obrera,  para  fundar  una  Unión  que 
respondiera  exclusivamente  a  sus  doctrinas  y  me" 
dios  de  ponerlas  en  práctica,  así  como  a  la  polí- 
tica que  el  Partido  Socialista  Argentino  iniciaba. 
Así  quedaron  cimentadas  las  bases  de  la  Unión 
General  de  Trabajadores,  la  institución  obrera  de 
más  fecunda  actuación  en  el  país  y  la  que  mayores 
simpatías  conquistó  por  sus  tendencias  a  obtener 
el  reconocimiento  de  su  programa  por  medios  pa" 
cíficos,  especialmente  por  la  huelga  parcial  y  la  re- 
forma legislativa. 

Basta  conocer  la  organización  que  tuvo  la  Unión 
General  de  Trabajadores,  para  establecer  que  uno 
de  sus  fines  más  prominentes  ha  sido  también  el 
mejoramiento  gremial. 

Los  mismos  gremios  disgregados  de  la  Federación 
Obrera,  fueron  los  que  dieron  los  pasos  prelimina- 
res. En  efecto,  el  22  de  junio  de  1902,  se  consti- 
tuyó un  comité  de  Propaganda  Gremial  con  dele" 
gados  de  las  Asociaciones  de  Ebanistas,  Construc- 
tores de  Carruajes  y  Carros,  Talabarteros,  Bronce- 
ros,  Herradores,  Hojalateros  y  Soldadores,  Pica" 
pedreros  y  Dependientes  de  Comercio,  Estibado- 
res de  La  Plata  y  Talabarteros  del  Rosario,  cuyas 
funciones  se  encaminaron  a  "coadyuvar  a  la  or" 
ganizaeión  de  los  gremios  desorganizados,  indican- 
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doles  fraternalmente  cuáles  deben  ser  las  funcio- 
nes de  una  sociedad  de  resistencia  y  robustecer  las 
ya  constituidas;  organizar  conferencias  instructi- 
vas, editar  folletos  y  un  periódico  para  tratar  ex" 
elusivamente  la  organización  gremial  con  criterio 
de  clase". 

De  la  Capital 

Bronceros,  Marmoleros,  Unión  Confiteros,  Tone- 
leros, Pintores,  Metalúi'gicos,  Laminadores,  Unión 
Gremial  Femenina,  Constructores  de  Carros  y  Ca" 
rruajes,  Talabarteros,  Mimbreros,  Ebanistas, 
Unión  Cocheros  de  Buenos  Aires,  Picapedreros, 
Liga  Internacional  de  Domésticos,  Centro  Inter- 
nacional de  Mozos  de  Hotel  y  Confiterías,  Car" 
pinteros  Unidos,  Sastres  de  la  Boca,  Fundidores, 
Tipógrafos,  Centro  Cosmopolita,  Obreros  de  Flo- 
res, Obreros  en  General,  Trabajadores  del  Libro. 

Del  Interior 

Constructores  de  Carruajes,  La  Plata;  Obreros  del 
Puerto,  Ensenada ;  Centro  Cosmopolita  Obrero,  Mo- 
rón ;  Panaderos,  Córdoba ;  Constructores  de  carrua- 
jes y  carros,  Córdoba;  Panaderos,  San  Juan;  Cen- 
tro Cosmopolita  Obrero,  Baradero ;  Trabajadores  del 
Campo,  Baradero;  Pintores,  Mendoza;  Oficios  Va- 
rios, Posadas;  Trabajadores  Unidos,  Bahía  Blan- 
ca;   Centro    Obrero,     San    Pedro;    Dependientes 
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de   Comercio,  Coronel  Suárez;  Estibadores;  Rosa' 
rio;  Obreros  en  genral,  Rosario. 

El  congreso  por  48  votos  resolvió  constituir  la 
Unión  General  de  Trabajadores,  inicia^tiva  kjua 
surgió  del  Comité  de  Propaganda  Gremial. 

Este  mismo  Congreso  en  sesiones  sucesivas  tra- 
tó asuntos  importantes  como  el  de  la  huelga  ge- 
neral, adoptando  a  su  respecto,  después  de  un  pro- 
longado debate,  la  siguiente  declaración:  "Dadas 
las  condiciones  de  organización  general  actual  en 
las  clases  obreras  de  la  República  Argentina,  el 
Congreso  cree  prematura  toda  declaración  favora- 
ble a  la  huelga  general". 

El  ''boycott",  otro  de  los  poderosos  medios  de 
lucha  a  que  acuden  los  obreros,  obtuvo  esta  decla- 
ración: "El  Congreso,  reconociendo  su  utilidad, 
cree  que  no  debe  declararse  sin  contar  con  la  apro' 
bación  de  la  "Unión  General  de  Trabajadores". 

Se  sancionó  igualmente  la  creación  de  una  Bol- 
sa de  Trabajo,  institución  que  poco  tiempo  des- 
pués se  instaló  bajo  el  patrocinio  de  la  Unión  Ge- 
scTial  ide  Trabajadores,  prestando  positivos  bene- 
ficios en  un  paás  en  el  cuail  la/  creciente  cantidad 
de  obreros  inmigrantes  que  llegan  a  menudo  des- 
orientados, requiere  una  acción  protectora  que 
los  induz<?a  a  la  mejor  colocación  de  sus  activi- 
dades. Es  sensible  que  ella  no  haya  podido  sub- 
sistir por  mucho  tiempo. 

Después  de  discutirse  los  estatutos  de  la  nue- 
va unión  se  debatieron  cuestiones  de  orden  más 
general,   entre  ellas  la  formación  de  cooperativas, 


—  195  — 

la  cuestión  suscitada  por  la  ley  de  residencia  o 
de  expulsión  do  extranjeros  peligrosos,  {y  otros 
proWenLas  vincudado  a  la  legilación  obrera.  A 
este  respecto  el  Congreso  adoptó  la  siguiente 
mocióin: 

"Reoaibar,  gestionar  o  tramitar  de  los  poderes 
públicos  por  los  medios  al  alcance  de  la  clase  tra- 
bajadora, lej^es  que  favorezoan  los  intereses  del 
trabajo,  tales  como  ser :  la  jornada  de  8  horas,  hi- 
gienización  de  los  talleres,  reglamentación  del  tra- 
bajo de  las  mujeres  y  de  los  niños,  creación  de  una 
caja  de  pensiones,  responsabilidad  de  los  patrones 
en  los  accidentes  del  traba  jo.  y  descanso  domini- 
cal obligatorio". 

Con  respecto  a  la  institución  del  arbitraje  co- 
mo medio  de  soHución  de  las  cuestiones  suscitadas 
en  él  triaba  jo,  se  resolvió  prestigiar: 

"La  creación  de  tribunales  mixtos  de  patrones  y 
obreros  para  resolver  las  diferencias  que  surjan 
entre  unos  y  otros". 

En  Aibriil  de  1904  se  efectuó  el  segundo  Con- 
greso idle  la  "Unión  General  de  Trabajadores", 
tomándose  importantes  resoilucio/nes  de  carácter 
político  que  dieron  a  la  institución  un  mareado 
color  soicalista,  doctrina  que  la  inspiró  y  cuj^os 
dirigentes  seguían. 

En  este  Congreso  figuraban  adiheridas  a  la 
"Unión  General  de  Trabajadores"  29  socieda- 
des de  la  Capital  y  18  del  interior,  cotizando  a/1- 
rededor  de  7.000  ta'abajadores. 
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El  periódico  oficial  "La  Unión  Obrera"  tenía 
un  tiraje  de  10.000  ejemplares. 

En  Septiembre  de  1905  se  llevó  a  cabo  el  tercer 
Congreso. 

Bi  cuarto  Congreso  tuvo  lugar  los  días  22,  23 
y  24  ide  Diciembre  de  1906. 

El  partido  socialista  argentino  había  llegado  a 
conquistar  un  notable  desarrollo  en  nuestro  pais', 
sus   doctrinas,   inspiradas   en   su    programa   míni- 
mo, merecían  y  vinculan  las  simpatías  de   gran 
parte  ded  elemento,  liberal  que  actúa  en  el  país. 
Eso  por  una  parte,  y  por  otra  la  degradación  ge- 
nerad de  las  práotieas  políticas   ocasionó  que  re- 
cibiera  en   cada  acto   eomiciaíl  ai  que  le  tacaba 
concurrir,  el  contingente  de  los  sufragios  de  una 
considerable    parte    de    los   votantes,    aunque   no 
estuvieran  afiliados  al  partido,  pero  que  se  sentían 
alraídois   por   isus   puras   practicáis   del   s(ufragio 
hasta  como  una  reacción  natural  contra  el  comer- 
cio de  votos  en  auge  entre  las  otrajs  agrupaciones 
políticas.    Durante   la   corta    vigencia  de   la  ley 
electora)!  por   circuins-cripoiones,   que   garantizaba 
indirectamente  la  representación  de  las  minorías 
en  el  Parlamento,  consiguió  hacer  llegar  un  re- 
presentante  genuino   a    la   Cámara  de  Diputados, 
y  por  primera  vez  la  República  Argentina  en  el 
año   1904  sintió  en  su   cuerpo  legislativo   la    voz 
de  una  doctrina  nueva,  de  aspiraciones  que   na- 
cían en  nuestro  medio  social  aun  no  bien  defini- 
do, la  que,  es  necesario  reconocerlo,  honra  a  nues- 
tra tradición  e  idiosincrasia,  no  pareciendo  siquiera 
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extraña  en  la  libertad  de  nuestras  instituciones 
y  en  ese  eonvencionalismio  que  da  el  carácter  de 
país  de  inmigración  que  todo  lo  tolera  bien,  cuan- 
do surge  la  convicción  que  esas  corrientes  que  nos 
traen  progreso  y  bienestar  forzosaiiiiente  deben 
engendrar  probílemas  múltiples  de  diversas  mani- 
festaciones . 

Las  agitaciones  obrerais  que  han  creaido  tan  va- 
riadas situaciones,  nos  hicieron  comprender  en 
una  cuestión  social  argentina,  de  caracteres  es- 
peciales, pero  bien  definidos,  la  que  tiene  sus  ma- 
nifestaciones constantes,  ya  sea  por  el  espíritu  de 
resis)te(ncia  a  que  no  es  extraña  la  aglomeración 
de  obreros  en  limitados  centros  de  población,  atraí- 
dos a  ellos  por  la  concentración  de  las  fábricas  y 
talleres,  ya  sea  también  por  la  súbita  representa- 
ción de  todas  las  otras  faces  del  problema  obrero 
en  su  carácter  de  cuestión  legal,  cuando  las  esta- 
dísticas nos  revelan  la  suscitación  de  huelgas  en 
igual  y  a  veces,  mayor  proporción  de  obreros,  oca- 
sionando para  los  mismos  y  sus  familias  la  mi- 
seria, io  que  les  hace  gravita-r  como  una  carga  so- 
cial; la  imposibilidad  de  los  obreros  ancianos  que 
vienen  a  ocupaír  igual  situación;  el  acaparamien- 
to que  de  la  mujer  y  del  niño  hace  la  fábrica, 
en  la  cual  con  los  sistemas  del  maquinismo  moder- 
no, esos  débiles  obreros  producen  tanto  como  .  el 
hombre  adulto,  mediante  un  salario  que,  sin  em- 
bargo, es  mínimo,  creando  a  la  vez  otros  problemas 
no  menos  graves  relacionados  hasta  con  el  porvenir 
de  la  raza,  a  la  cual  no  puede  serle  indiferente  el 
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debilitamiento  de  las  madres  y  de  los  niños;  y,  en 
fin,  con  todos  esos  otros  factores  vinculados  a  la 
higiene,  seguridad  y  duración  del  trabajo,  como 
a  la  condición  de  vida   de  los   trabajadores. 

Esta  ligera  digresión  está  encaminada  a  poner 
en  evidencia  como  la  organización  de  las  uniones 
obreras,  especialmente  las  de  resistencia,  son  una 
consecuencia  lógica  de  las  condiciones  del  medio 
social.  El  espíritu  de  solidaridad  y  de  resistencia 
no  nace  ni  se  mantiene  sino  cuando  tiene  por  de- 
lante una  situación  que  por  sus  caracteres  de  vio- 
lencia le  dá  vida. 

A  partir  del  año  1906,  las  grandes  uniones  que 
actuaban  en  el  país  comenzaron  a  sufrir  una  trans- 
'formación  con  actuación  de  elementos  afines  a  la 
doctrina  sindicalista,  y  a  la  anarquista.  Por  eso  la 
Federación  Obrera  y  la  Unión  General  de  Trabiaja- 
dores,  se  sintieron  perturbadas  por  los  partidarios 
de  la  nueva  tendencia,  los  que  introdujeron  una 
verdadera  anarquía  en  el  seno  de  esas  instituciones, 
cuya  evolución  deseaban  ver  operarse  en  el  senti- 
do de  adoptar  de  lleno  tales  doctrinas,  imbuidas 
en  un  manifiesto  espíritu  de  resistencia,  cuando  co- 
mienzan por  desconocer  la  ingerencia  del  Estado 
en  las  cuestiones  entre  el  capital  y  el  trabajo,  en 
pugna  con  los  socialistas,  los  más  importantes  en 
número  y  organización,  que  venían  luchando 
por  extender  esa  ingerencia  hasta  conseguir  una 
legislación  social  sobre  los  diversos  capítulos  que 
comprenden  las  que  rigen  en  naciones  de  Europa 
y  ya  en  algunas  de  América. 

Lo  positivo  es  que  tanto  una  como  otra  unión 


—  199  — 

decayeron  notablemente,  hasta  que  para  terminar 
con  tal  estado,  se  resolvió  celebrar  el  Congreso 
Obrero  llamado  ' '  Pro-fnsión ",  el  que  en  su  sesión 
del  26  de  Setiembre  de  1909  en  esta  Capital,  resol- 
vió formar  la  Confederación  Obrera  Eegional  Ar- 
gentina, institución  que  debía  funcionar  sobre  las 
bases  de  los  siguientes  estatutos : 

lo.  La  Confederación  Obrera  Regional  Argenti- 
na tiene  por  objeto,  realizar  la  defensa  de  los  in- 
tereses generales  de  los  trabajadores,  tendiendo  a 
la  vez,  a  la  conquista  de  su  total  emancipación  po- 
lítica y  económica. 

2o.  Relacionar  para  el  mejor  y  más  inmediato 
conseguimiento  de  este  objetivo,  a  todas  las  organi- 
zaciones obreras  de  la  República,  unificándolas  en 
el  pensamiento  y  la  acción,  al  objeto  de  hacer  más 
próspera  y  fecunda  la  lucha  que  deberá  llevar  con 
tal  motivo. 

3o.  Relacionarse  con  el  proletariado  universal  a  fin 
de  poder  en  todo  momento  y  en  toda  circunstancia, 
liacer  prácticos  y  efectivos  los  sentimientos  de  so- 
lidaridad entre  los  obreros  de  todas  las  naciones 
del  mundo. 

4o.  La  Confederación  Obrera  Regional  Argentina 
adopta  como  sistema  de  organización  la  forma  fe- 
deral. 

5o.  La  Confederación  Obrera  Regional  Argentina 
favorecerá  en  todas  las  localidades  del  país  la  crea- 
ción de  asociaciones  de  oficios  afines,  pero  ellas 
tendrán  una  sola  representación  ante  la  confede- 
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i-aeión,  pudiendo  estar  constituidas  en  diferentes 
secciones. 

6o.  Federación  de  las  agrupaciones  local,  regio- 
nal e  internacionalista. 

7o.  La  delegación  de  cada  sociedad  gremial  ante 
la  confederación,  será  de  un  sólo  delegado. 

8o.  La  confederación  sólo  hará  lucha  económica 
y  opuesta  a  todos  los  partidos  políticos. 

9o.  En  la  lucha  económica  afirmará  la  aplica- 
ción de  la  huelga  general  o  parcial  y  otros  proce- 
dimientos adecuados. 

De  este  modo  han  quedado  formados  dos  grupos 
de  gremios  obreros. 

1)  Federación  Obrera  Regional  Argentina  (anar- 
quista) . 

2)  Confederación  Obrera  Regional  Argentina 
(socialista  y  sindicalista). 

A  la  segunda  están  adheridos  en  esta  Capital 
los  siguientes  gremios: 

Liga  Obrera  Argentina,  Constructores  de  carrua- 
jes, Ebanistas,  Liga  Internacional  de  domésticos, 
Repartidores  de  diarios.  Tipógrafos,  Lecheros,  Car- 
pinteros, Obreros  en  mimbre,  Aserraderos  de  Boca 
y  Barracas,  Bronceros,  Federación  Gráfica  Bonae- 
rense, Obreros  del  Puerto,  Marmolistas,  Panaderos 
de  la  sección  Oeste,  Unión  general  de  Picapedreros, 
y  graniteros.  Empleados  de  Comercio,  Laminadores 
y  anexos.  Obreros  en  dulces,  Conductores  de  ve- 
hículos, Fundidores,  Modelistas  y  anexos,  Metalúr- 
gicos y  anexos,  Albañiles  de  Boca  y  Barracas,  Con- 
ductores de  carros.  Electricistas,  Empajadores  de 
damajuanas.  Zapateros  y  Talabarteros. 


! 
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Tiene,  además  sus  ramificaciones  en  las  Provin- 
cias co(n  la  adliesión  de  estos    gremios: 

Unión  Carpinteros  del  Tandil,  Conductores  de 
Carruajes  de  Córdoba,  Panaderos  de  Córdoba,  Al- 
bañiles  de  Córdoba,  Carpinterois  de  Tucumán,  De- 
pendienteis  de  i  Comercio  de  Santiago  del  Estero, 
Marineros,  Fog-uistas  del  litoral.  Ebanistas  del  Ro- 
sario, Unión  Trabajadores  de  Paradero,  Construc- 
tores de  Carruajes  de  Mendoza,  Constructores  de 
Carruajes  de  La  Plata,  Carpinteros  de  Córdoba, 
Coínstructores  de  Carros  del  Azul,  Cigarreros  de 
Santa  Fe  y  Canasteros  del    Tigre. 

Tal ,  es  la  organización  que  se  presenta  cuando 
se  acercaba  la  fecha  en  que  la  República  debía  ce- 
lebrar su  glorioso  Centenario  de  la  Revolución 
emancipadora  de  Mayo  de  1810.  Entonces  comen- 
zó como  u  vago  rumor,  al  principio,  a  divulgarse 
la  versión  de  que  se  declararía  una  huelga  general 
durante  esos  festejos,  el  que  poco  a  poco  fué 
concretándose,  hasta  que  la  Confederación  i  con- 
vocó a  sus  gremios  para  tratar  el  asunto  y  en 
la  reunión  celebrada  el  16  de  Abril  de  1910,  se 
aprobó  la  declaración  de  dicha  huelga,  pero  tan 
sólo  con  asistencia  de  los  siguientes  delegados 
gremiales : 

Sombrereros,  Albañiles,  Talabarteras,  Construc- 
tores de  Carruajes,  Marmoleros,  Torneros,  Eba- 
ni.stas,  Esiculltores,  Herreros  de  Obras,  Liga  Inter- 
nacional de  Domésticos,  Metalúrgicos,  Hojalate- 
ros, B ronceros,  Pechereros,  Constructores  de  Ca- 
rros, Escoberos,  Electricistas,  Constructores  de  Ca- 
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rruajes  de  Córdoba,  Canasteros  del  Tigre,  Centro 
Obrero  de  Baradero,  Obreros  de  Barranqueras  y 
Unión  Obreros  del  Tandil. 

La  reunión  fué  presidida  por  Don  Francisco 
Cuneo,  delegado  de  los  electricistas.  Puesto  en 
discusión  lo  que  convenía  hacer  durante  el  Cen- 
tenario como  resistencia,  se  manifestaron  las  más 
encontradas  opiniones.  Por  fin  se  votó  si  se  re- 
solvía proclamar  la  huelga  general  y  la  votación 
dio  el  siguiente  resultado. 

Diez  delegados  por  la  huelga,  nueve  delegados 
se  abstienen,  dos  delegados  en  contra  de  la  huel- 
ga. 

Sin  embargo  no  todos  los  delegados  ahí  reuni- 
dos, llevaban  mandato  de  sus  gremios  para  esta 
votación,  y  además,  ellos  no  fueron  siquiera  de- 
signados en  asamblea  gremail,  lo  que  implicaba  su 
falta  de  efectiva  representación  para  tratar  tan 
delicado  asunto .  Los  gremios  representados  en  esa 
reunión,  no  son  tampoco  los  más  importantes, 
sino  los  de  menos  ponderación  entre  el  proleta- 
riado de  la  Capital.  Si  entre  ellos  se  nota  alguno 
de  los  adheridos  a  la  Federación,  se  explica  por- 
que hay  algunos  divididos  por  razones  doctrina- 
rias en  dos  o  más  fracciones. 

La  moción  votada  en  esa  reunión  dice  así:  "La 
Confederación  Obrera  Regional  Argentina  decla- 
ra que  si  los  poderes  públicos  no  derogan  la  ley 
de  residencia  y  no  permiten  la  entrada  al  país  de 
los  expulsados  por  cuestiones  sociales,  declarará 
en  oportunidad,  la  huelga  general". 
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Como  se  consideró  sin  fuerza  la  resolucioxi  pre- 
cedente, se  citó  a  nueva  reunión  a  la  cual  los 
delegados  debían  concurrir  con  mandato  de  sus 
gremios.  Esta  asamlblea  se  llevó  a  cabo  en  22  de 
Abril,  en  el  local  Méjico  2070.  Después  de  un 
debate  presidido  por  el  delegado  de  los  herreros, 
ee  votó  con  el  siguiente  resultado : 

POR  LA, HUELGA  GENERAL:  Herreros  de 
Obras  y  Anexos,  Escultores,  Ebanistas,  Canaste- 
ros del  Tigre,  Picapedreros,  Torneros,  Ebanistas 
del  Rosario,  Vidrieros,  Obreros  de  las  Canteras 
del  Tandil,  Escoberos,  Sombrereros,  Albañiles  de 
Boca  y  Barracas,  Centro  Obreros  de  Baradero. 
Total:  13. 

EN  CONTRA  DE  LA  HUELGA :  Metalúrgicos 
de  la  Boca,  Bronceros,  Horneros  de  Junín,  Elec- 
tricistas. Total:  4. 

SE  ABSTUVIERON:  Constructores  de  Carrua- 
jes de  la  Capital,  ídem  ídem  de  Córdoba,  Per- 
cheros, Metalúrgicos  de  Avellaneda,  Liga  Inter- 
nacional de  Domésticos,  Talabarteros,  Liga  Na- 
val de   Barranqueros,  Empajadores.    Total:  8. 

Quedaba  a  la  Confederación  Obrera  Regional 
Argentina  la  tarea  de  determinar  la  fecha  inicial 
del  movimiento.  A  este  efecto,  con  asistencia  de 
veinticinco  delegados  se  efectuó  en  Mayo  12  una 
reunión.  Votaron  en  el  sentido  de  que  la  huelga 
se  declare  el  día  13  de  Mayo,  las  siguientes 
sociedades : 

Vidrieros  (con  declaración  del  delegado  de  que 
de  cinco  fábricas  se  paralizaría  solo  una),  Albañi- 
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les  de  Boca  y  Barracas,  Ebanistas  del  Rosario,  Li- 
ga Internacional  de  Domésticos,  Escultores,  Obreros 
Canteristas  del  Tandil,  Escoberos,  Albañiles  (Cen- 
tral) que  no  estáni  adheridos  a  la  C.  O.  R.  A,, 
Obreros  Caniteristas  de  Dean  Funes,  Canteristas 
de  Sierras  Bayas,  Herreros  del  Rosario,  Herreros 
de  Obra,,  Marmoilistas,  Constructores  de  Carrua- 
jes (en  este  mismo  momento  la  asamblea  de  este 
gremio  trataba  el  punto  y  la  votación  se  dividía 
así:  43  votos  por  la  huelga,  27  en  contra  y  70 
abstenidos,  sobre  un  total  de  800  o  más  socios), 
Constructores  de  Carruajes  de  Córdoba  y  de  San- 
tiago ded  Estero,  Picapedreros  para  el  rodado, 
^Metalúrgicos  de  Avellaneda,  Torneros  en  Made- 
ra, Ebanistas.   Total  19. 

SE  ABSTUVIERON  DE  VOTAR:  Enupajado- 
rcs.  Horneros  de  Junín,  Bronceros,  Electricistas  y 
Canasteros  del  Rosario,  que  pidió  que  el  paro  se 
fijara  el  día  16. 

A  fin  de  demostrar  la  anarquía  de  pensamiento 
que  reinaba  en  ese  momento  reproduzco  a  conti- 
nuación las  palabras  del  delegado  de  los  electri- 
cistas que  manifestó,  refiriéndose  a  las  dos  insti- 
tuciones federativas,  de  las  cuáles  mientras  una 
no  ha.bía  fijado  la  fecha  del  movimiento,  la  otra 
en  sd  mitin  público  la  declaró  para  el  18,  y  agre- 
ga: "que  no  quiere  ser  arrastrado;  que  tal  caso 
significaría  ser  «amero :  15  ó  16  años  de  propa- 
ganda no  pueden  abandonarse  porque  sí.  El  mi- 
tin del  domingo  ha  hecho  retroceder  a  la  orga- 
nización obrera.   Pedir  la  deragación  de  la  ley 
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de  residencia  en  la  fornia  en  que  se  ha  hecho  es 
obligar  al  gobierno  a  no  derogarla.  Se  ha  deseo- 
nocido  y  entorpecido  la  continuada  agitaxiión  de 
años,  contra  la  mencionada  lej'  que  todos  los  hom- 
bres sanos  del  país  la  declaran  inconstitucional. 
El  ambiente  estaba  tan  preparado  que  la  reforma 
podía  considerarse   un  hecho,  pero  a  partir  del 
'domingo  todo  se  ha  desmoronado.   Mucho  mejor 
hubiera  sido  estar  a  la  espectativa .  El  odio  que 
se  demuestra  contra  los  fesitejos  del  centenario  no 
debe   ser  sincero.    Siempre  hemos  aplaudido  he- 
chos de  asta  índole.  Cuando  la  independencia  de 
Cuiba  batimos  palmas,   cuando  la   goierra  de  los 
boers  igualmente .   El  Centenario  ■  tiene  el  mismo 
significado,  se  conmemora  la  libertad   del  yugo 
económico  y  político  del  dominio   español,  y  bien 
mirado,  aunque  el  gobierno  se   dedique  a  feste- 
jarlo con  rumbosidades  inapropiadas,  en  el  fondo 
se  celebra  un  hecho  histórico   de   trascendencia 
para  este  país.  Soy  de  opinión  que  la  Federación 
Obrera  Regional  Argentina  no  debe  dejarse  arras- 
trar por  otros  elementos  extraños.   Es  lo  menos 
que  se  puede  pedir.  La  sociedad  electricistas  ha 
votado  en  contra  de  la  huelga". 

Esta  sucinta  exposición  contribuye  a  poner  de 
manifiesto  el  ambiente  dominante  en  eO  mundo  del 
proletariado  ante  el  Centenario  Argentino,  dando 
a  conocer  a  la  vez  características  interesanites  de 
la  psicología  colectiva  de  las  asociaciones  de  re- 
sistencia que  actúan  en  momento  en  que  se  anun- 
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eiaiba  y  preparaba  la  huelga  general,  que  a  pesar 
de  todo  no  podía  tener  éxito. 

Entre  la  población  obrera  de  la  ciudad  de  Bue- 
nos Aires  y  la  población  obrera  afiliada  a  cen- 
tros gremiales  o  sociedades  de  resistencia  media 
una  diferencia  enorme.  En  la  anunciada  huelga 
por  el  Centenario,  si  no  hubieran  tomado  parte 
más  que  los  obreros  afiliados  a  las  sociedades  que 
la  votaron  se  pudo  desde  eil  primer  momento  es- 
tablecer su  fracaso.  Ello  no  representa  sino  una 
parte  mínima  de  cada  gremio  y  aun  era  notorio 
la  divergencia  de  opiniones.  Era  además  seguro, 
como  des.pués  quedó  eomprobado,  que  los  obreros 
no  afiliados  a  sociedades  de  resistencia  no  hubieran 
secundado  la  huelga,  porque  en  ese  momento  de 
conmemoración  histórica  el  ambiente  patriótico 
lo  dominaba  todo,  confundiendo  a  los  habitantes 
del  suelo  argentino,  nativos  o  extranjeros,  en  un 
solo  sentimiento  altruista  de  exaltación ,  de  las  glo- 
rias del  pasado,  como  un  anhelo  de  bienestar,  pro- 
greso e  inspiraciones  en  eil  presente  y  en  el  fu- 
turo. 

La  declaración  de  la  huelga  general  por  un 
reducido  número  de  gremios,  y  aun  más  cuando 
sus  centros  orgánicos  no  comprenden  la  mayoría 
de  los  obreros  de  ese  género  de  trabajo,  encierra 
la  seguridad  de  que  el  movimiento  no  tendría  éxi 
to,  porque  la  diferencia  entre  dos  obreros  agre- 
niiados  y  los  no  afiliados  es  tal  que,  en  1908,  una 
investigación  levantada  por  el  Departamento  Na- 
cional del  Trabajo  arrojaba  las  siguientes  cifras : 
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sobre  un  cálculo  de  214.370  obreros  existentes  en 
la  ciudad  de  Buenos  Aires  en  los  45  gremios  que 
entonces  estaban  organizados,  sólo  23.000  se  en- 
contraban afiliados  a  los  mismos.  Quiere  decir, 
•pues,  que  la  proporción  es  mínima  y  es  de  adver- 
tir, que  desde  esa  fecha  hasta  la  presente  las  ci- 
fras no  han  cambiado  mayormente  acerca  del 
monto  de  los  agremiados. 

Tal  era  la  situación  que  se  presentaba  en  loa 
días  que  precedieron  al  Centenario  Nacional.  La 
huelga  general  cuya  gestión  queda  relatada,  aun 
cuando  fué  anunciada  para  el  día  18  de  Mayo 
de  1910,  con  &l  propósito  ostensible  de  propa- 
garla durante  toda  la  semana  de  Mayo,  no  hubie- 
ra podido  hacerse  efectiva. 

Sin  embargo  el  gobierno  como  medida  de  pre- 
visión decretó  el  estado  de  sitio  en  todo  el  territo- 
rio de  la  Nación  y  bastó  esto  para  que  en  el  es- 
píritu público  se  operara  una  reacción  notable  con- 
tra ciertas  instituciones  obreras,  lo  que  dio  lugar  a 
sucesos  de  que  las  crónicas  del  periodismo  no  pu- 
dieron dejar  constancia  pública  por  la  interdicción 
de  la  prensa;  pero  los  cuales  revelan  los  extremos 
a  que  una  inspiración  injustamente  orientada  arras- 
traba a  grupos  heterogéneos  de  gentes  sobre  los 
cuales  se  impuso  un  sentimiento  destructor,  aun 
de  aquellas  instituciones  que  prestaban  el  más  de- 
bido contingente  para  hacer  fracasar  la  huelga  lar- 
gamente tramitada  por  elementos  ácratas. 

La  suspensión  de  las  garantías  constitucionales, 
como  medida  extrema  de  gobierno  autorizada  por 
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la  Constitución  Nacional,  en  salvaguarda  del  orden 
público,  no  es  suficiente  para  evitar  una  huelga, 
cuando  se  funda  en  causas  justas,  y  la  que  por 
lo  menos  es  adoptada  por  una  mayoría  de  obre- 
ros. La  huelga  como  acto  colectivo  de  protesta 
estalla  a  pesar  de  eso.  Encontrará  sin  duda  en  el 
estado  de  sitio  un  factor  de  fracaso,  porque  las  fa- 
cultades extraordinarias  del  gobierno  impiden  el 
ejercicio  del  derecho  de  reunión  y  demás  medios 
de  propaganda  y  mantención  del  esi^íritu  de  resis- 
tencia ;  pero  el  movimiento  no  ha  sido  impedido  en 
principio . 

Esto  induce  a  la  conclusión  de  que  aun  bajo  el 
estado  de  sitio  se  hubiera  declarado  la  huelga  del 
Centenario,  si  este  movimiento  hubiera  tenido  el 
concurso  general  de  los  mismos  obreros,  lo  que,  por 
lo  contrario,  le  ha  faltado.  Su  preparación  ha 
obedecido  a  la  propaganda  de  un  reducido  grupo 
sectario  que  no  tiene  maj' or  influencia  sobre  el  pro- 
letariado nacional,  cuando  hemos  presenciado  que 
todos  los  habitantes  de  la  República  unían  sus  en- 
tusiasmos para  conmemorar  el  gran  acontecimien- 
to histórico,  que  cerraba  el  ciclo  de  los  cien  años 
de  vida  libre  de  la  Nación. 

El  prolongado  término  de  la  suspensión  de  las 
garantías  constitucionales  ciertos  efectos  de  la  ley 
llamada  de  orden  social,  y  especialmente  las  es- 
cisiones creadas  por  la  diversidad  de  tendencias 
entre  anarquistas,  socialistas  y  sindicalistas  han 
traído  para  la  organizaciones  obreras  una  notoria 
decadencia,  de  la  que  aun  no  han  saüdo. 
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Como  manifestación  de  vida  de  las  organizacio- 
nes obreras  la  que  más  se  destaca  es  la  reunión  del 
primer  Congreso  Nacional  convocado  por  el  Par- 
tido Socialista  Argentino  el  que  se  ha  reunido  en 
Buenos  Aires  en  los  días  24,  25,  26  y  27  de  Diciem- 
bre de  1910,  en  el  cual  aparte  de  asuntos  relativos 
a  la  propaganda  de  las  ideas  socialistas  se  han  tra- 
tado otros  vinculados  a  la  situación  electoral  y 
económica  del  país.  Es  satisfactorio  señalar  que 
entre  estos  asuntos  hay  algunos  que  son  compren- 
sivosi  de  los  programas  de  los  otros  partidos  polí- 
ticos que  actúan  en  nuestras  luchas  comiciales,  lo 
que  significa  que  si  el  socialismo  se  encuentra  im- 
buido en  una  doctrina  sectaria  y  contraria  a  la 
actual  organización  social,  persigue  su  aplicación 
definitiva  por  medios  que  en  general  no  repudia 
el  sentimiento  patriótico,  cuando  ellos  cooperan  al 
levantamiento  de  las  prácticas  de  la  vida  pública 
argentina  en  forma  que  no  puede  ser  sino  grata  a 
las  exigencias  del  mismo. 

Por  iniciativa  del  sindicato  de  los  obreros  pica- 
pedreros, se  realizó  en  Noviembre  de  1912  un  ter- 
cer congreso  para  la  unificación  entre  la  UüiUl 
ración  Obrera  Regional  Argentina  y  la  Federación 
Obrera  Regional  Argentina.  No  obstante  que  en  su 
seno  hubo  mayoría  a  efecto  de  la  concentración  pro- 
yectada, no  se  llegó  a  nada  definitivo,  debido  a  las 
tendencias  extremas  que  se  hicieron  sentir  en  los  de- 
bates, al  apasionamiento  de  éstos  y  también  a  que 
una  parte  importante  de  los  delegados  no  accedió  a 
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que  se  abandonara  la  denominación  de  F.O.R.A. 
para  la  nneva  agrupación. 

Al  fin  en  1914  la  Confederación,  Obrera  Regional 
Argentina,  celebra  un  Congreso  llamado  de  concen- 
tración, en  el  cual  se  acepta  el  ingreso  de  todos  los 
sindicatos  adheridos  a  la  F.O.R.A.  y  en  1915  se 
realiza  el  último  Congreso,  el  que  da  la  sanción  de- 
finitiva al  viejo  pleito  iniciado  en  1905  por  la  uni- 
dad de  las  instituciones  obreras  ya  mencionadas, 
aprobándose  la  siguiente  declaración  fundamental, 
aparte  de  las  demás  clausulas  llamadas  a  regir  la 
corporación: 

La  F.O.R.A.  es  una  institución  eminentemente 
obrera,  organizada  por  grupos  afines  de  oficio,  pero 
cuyos  componentes  pertenecen  a  las  más  variadas 
tendencias  ideológicas  y  doctrinarias,  que  para  man- 
tenerse en  sólida  conexión  necesitan  la  más  amplia 
libertad  de  pensamiento,  aunque  sus  acciones  es  im- 
prescindible que  se  encuadren  dentro  de  la  orienta- 
ción revolucionaria  de  la  lucha  de  las  clases,  de  la 
acción  directa, y  con  absoluta  prescindencia  de  los 
grupos  y  partidos  que  militan  fuera  de  la  organiza- 
ción de  los  trabajadores .  Por  lo  tanto :  la  F .  O , R.  A. 
no  se  pronuncia  oficialmente  partidaria,  ni  aconse- 
ja la  adopción  de  medidas  filosóficas,  ni  ideologías 
determinadas,  cuya  jDropaganda,  de  acuerdo  con  la 
autonomía  del  individuo  en  el  Sindicato,  de  éste  en 
las  Federaciones  Laeales  y  ésta  en  la  Regional,  no 
está  vedada  ni  puede  ser  coartada  en  nombre  de 
ningún  principio  de  restricción  sino  que  por  el  con- 
trario, deberá  permitirse  la  más  amplia  y  tolerante 
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discusión  de  temas  científicos,  filosóficos  e  ideológi- 
cos en  homenaje  a  los  diferentes  modos  de  pensar 
de  los  obreros  federados  y  a  fin  de  mantener  la  uni- 
dad orgánica  de  los  mismos  y  evitar  de  este  modo 
las  susceptibilidades  y  enconos  que  resultarían  en 
perjuicio  de  la  F.O.R.A.  si  ésta  aceptara  o  adop- 
tara determinada  ideología. 

La  solidaridad  de  los  gremios  se  ha  mantenido 
incólume  desde  entonces.  La  F.O.R.A.  como  or- 
ganización obrera  de  defensa  de  los  intereses  de 
los  trabajadores,  es  la  organización  más  poderosa 
en  la  América  del  Sud  debido  a  aquel  factor  y  al 
número  e  importancia  de  corporaciones  que  congre- 
ga. En  efecto,  son  en  la  actualidad  229  los  gremios 
adheridos  en  toda  la  República,  cada  uno  de  los 
cuales  tiene  de  5  a  50.000  obreros  asociados.  Más 
de  100.000  trabajadores  están  inscriptos  ante  su 
consejo  federal  y  pasan  de  30.000  los  cotizantes 
permanentes . 

Basta  recordar  la  reciente  huelga  ferroviaria  pa- 
ra apreciar  cómo  puede  esta  asociación  ponderar 
en  un  momento  preciso  en  la  economía  nacional. 
Sin  embargo,  es  justo  reconocer  que  su  actuación  no 
ha  sido  extremosa,  concretándose,  por  lo  contrario, 
a  formular  declaraciones  y  apercibimientos,  antes 
de  lanzar  los  gremios  a  la  huelga  general. 


CAPITULO  XI 
TRABAJO  A   DOMICILIO   (1) 

El  trabajo  a  domicilio  y  su  reglamentación  le" 
gal,  tiene  el  doble  interés  de  la  industria  general 
y  el  de  los  obreros  ocupados  en  esa  clase  especial 
de  talleres. 

En  estos  dos  aspectos  debemos  considerarlo  y 
preciso  es  comenzar  por  reconocer,  que  no  hay  si- 
no una  opinión  en  el  sentido  de  la  conveniencia  de 
legislar  sobre  esta  materia,  bien  sea  cierto  que  en 
el  orden  en  que  deben  irse  adoptando  las  leyes  so* 
bre  el  trabajo,  existen  otras  más  fundamentales,  y 
que  aún  no  las  ha  obtenido  nuestro  país. 

En  un  sentido  práctico,  no  es  muy  fácil  de  es- 
tablecer de  modo  uniforme,  en  qué  consiste  lo  que 
se  llama  trabajo  a  domicilio,  porque  desde  luego, 
no  es  la  industria  propiamente  dicha  ''familiar", 
ni  tampoco  el  "sweating'system",  por  más  que  se 
le  asemeja  hasta  determinar  la  confusión  que  es 
común  entre  una  y  otra  forma  de  trabajo.  Le  Pláy 
quien  ha  estudiado  el  asunto  de  un  modo  profundo, 
llama  al  trabajo  a  domicilio  "la  fábrica  colectiva" 

(1)    Dictamen    para    líí    Comisióu    de    Legislación     del     Senado 
do  la   Nación, 
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y  si  con  esto  se  nos  da  un  concepto  muy  poco  de- 
finido, nos  dice  lo  suficiente  para  orientarnos  en 
una  de  sus  características  capitales,  es  decir,  la 
participación  de  obreros  y  patrones  o  de  los  que 
trabajan  en  un  taller  domiciliario,  en  la  suerte  de 
la  producción. 

El  interés  que  tiene  establecer  con  claridad  en 
lo  que  consiste  el  trabajo  a  domicilio,  se  vincula 
directamente  con  el  alcance  de  la  ley  llamada  a  re* 
glamentarlo,  a  efeto  de  no  confundirlo  ni  con  los 
pequeños  talleres  que  funcionan  en  locales  propios, 
ni  tampoco  con  la  producción  exclusivamente  do- 
méstica o  familiar,  a  la  cual  no  debe  alcanzar  una 
ley  del  trabajo,  salvo  que  el  número  de  personas 
ocupadas,  la  importancia  de  la  producción  o  los 
medios  empleados,  determine  un  criterio  contra' 
rio. 

El  trabajo  a  domicilio  se  efectúa  para  el  consu- 
mo ajeno  de  las  cosas  de  su  fabricación,  y  de  ahí 
dimana  uno  de  los  fundamentos  de  la  interven" 
ción  del  Estado;  puesto  que  no  puede  ser  indife- 
rente al  interés  colectivo  que  las  piezas  de  fabri- 
cación en  esos  talleres,  especialmente  ropas  y  ar- 
tículos alimenticios,  resulten  elementos  de  contami" 
nación  de  enfermedades.  No  solo  en  el  extranjero, 
sino  también  en  nuestro  propio  país,  se  ha  consta- 
tado que  en  la  habitación  de  enfermos  afectados 
de  males  infecciosos,  alrededor  de  su  lecho,  se  fa* 
briea  ese  género  de  artículos.  Una  razón  primera 
de  salud  pública  obliga,  pues,  al  Estado  a  regla- 
mentar el  trabajo  a  domicilio. 
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Son  muclios  otros  los  motivos,  tan  serios  como 
ese,  que  también  ponderan  en  el  mismo  sentido. 
Uno  de  ellos  se  vincula  a  la  economía  general  de 
la  industria,  porque  el  taller  privado,  sin  las  ero- 
gaciones especiales  que  trae  consigo  un  establecí' 
miento  público;  sin  el  presupuesto  para  adminis- 
tración y  contabilidad;  sin  el  sueldo  de  directores 
y  alto  personal,  forzosamente  produce  con  menos 
gastos  y  hace  a  la  industria  una  competencia  in" 
sostenible.  Factor  es,  pues,  este  que  bajo  un  con- 
cepto económico  atrae  también  la  intervención  gu" 
bernativa. 

En  un  sentido  opuesto  a  eso  que  podríamos  lla- 
mar de  interés  extraño  a  los  elementos  de  esta  pe' 
quena  industria,  una  protección  raccional  a  los 
obreros  que  ocupa,  nos  conduce  a  igual  conclusión, 
porque  se  ha  constatado  que  el  salario  que  estos 
ganan,  es  notoriamente  inferior  al  término  medio 
d(í  las  otras  industrias  de  género  análogo. 

El  trabajo  a  domicilio  se  efectúa  en  diversas  for- 
mas .  La  más  general  es  aquella  en  que  varios  obre' 
ros,  en  común,  trabajan  para  un  solo  fabricante,  el 
que  incorpora  los  artículos  producidos  a  los  de 
otra  procedencia,  para  entregarlos  así  al  comercio 
general,  con  todos  los  peligros  que  trae  consigo  la 
falta  de  higiene  en  los  talleres. 

Otra  forma  es  la  de  trabajo  por  cuenta  de  un 
subcontratista  del  vendedor  de  los  artículos. 

El  trabajo  colectivo  por  piezas,  en  el  cual  un 
grupo  de  obreros  se  constituye  para   determinada 
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fabricación,  marca  el  tercer  y  más  común  sistema 
en  este  género  de  producción. 

Los  caracteres  típicos  del  trabajo  a  domicilio 
son  tres:  lo.  Mayor  duración  de  la  jornada;  lo  que 
se  explica  por  el  reducido  número  de  obreros  ocu- 
pados en  cada  taller,  dificultándose  así  las  recia" 
maciones  por  el  mejoramiento  de  las  condiciones 
de  su  labor,  y  especialmente  porque  el  trabajo  por 
piezas,  en  el  afán  de  terminarlas  cuanto  antes,  de- 
termina la  prolongación  de  la  jornada;  2o.  Malas 
condiciones  de  higiene  en  los  locales  de  trabajo  y 
en  los  artículos  fabricados,  debido  esto  a  que  la 
labor  se  desarrolla  en  las  habitaciones  de  familia 
y  sin  el  control  de  las  inspecciones  oficiales;  3o. 
IMenor  salario,  porque  la  explotación  del  obrero  en 
esos  talleres  privados  es  más  fácil. 

Con  es-tas  sintéticas  ideas  estudié  el  proyecto  del 
Sr.  Senador  Dr.  Del  Valle  Iberlucea,  analizándolo 
en  los  diversos  aspectos  que  correspondía  hacerlo. 
Desde  luego  la  jurisdicción  de  la  futura  ley,  es 
lo  que  primero  despierta  la  atención,  cunado  el  pro- 
yecto está  preparado  para  su  vigencia  en  todo  el 
territorio  de  la  nación.  Consittucionalmente  ya  no 
se  discute,  porque  el  criterio  legal  ha  sido  definiti- 
vamente adoptado,  que  el  gobierno  nacional  pueda 
dictar  la  legislación  del  trabajo  para  todo  el  país, 
correspondiendo  a  las  provincias  la  aplicación  en 
los  respectivos  territorios,  pero,  tratándose  de  una 
reglamentación  minuciosa  que  se  debe  basar,  so' 
bre  todo  eu  las  condiciones  de  cada  localidad,  por- 
que el  trabajo  a  domicilio  no  es  igual  en  los  gran- 
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des  centros  de  población,  que  en  las  pequeñas  al- 
deas, conceptúo  que  conviene  adoptar,  como  en  la 
ley  5291,  prescripciones  más  radicales  para  la  Ca- 
pital Federal., 

El  proyecto  sometido  a  estudio,  muy  laudable  en 
sus  propósitos,  debe  además,  a  mi  juicio  para  bu 
mayor  claridad,  ser  dividido  en  dos  por  lu  menos 
y  acaso,  e  ntres,  porque  es  este  el  número  de  las 
cuestiones  o  materias  que  abarca  y  en  verdad  de 
ahí  dimanará  la  mayor  dificultad  que  ha  de  encon- 
y  acaso,  en  tres,  porque  es  este  el  número  de  las 
trarse  para  su  consideración  por  el  Congreso.  Com- 
prende, en  efecto,  legislación  sobre  el  trabajo  a  do- 
micilio; sobre  lo  que  se  llaman  los  pequeños  talle- 
res y  sobre  el  salario  mínimo,  materia  esta  última 
tan  difícil,  como  que  marca  una  de  las  más  re- 
cientes conquistas  de  la  legislación  social  y  de 
ciertos  peligros  económicos  en  su  aplicación,  por- 
que si  se  fija  un  mínimo  demasiado  extremo 
en  el  salario,  la  ley  sería  inútil  o  acarrearía  el 
riesgo  de  que  el  patrón  no  se  crea  obligado  a  pagar 
más  de  tal  base,  y  si  se  lo  fija  en  una  cantidad 
mayor,  puede  acarrear  trastornos  a  la  industria, 
aunque  este  peligro  es  menos  probable. 

Respetando  mucho  las  ideas  del  ilustrado  autor 
del  proyecto,  sería,  sin  embargo,  dado  el  estado 
incipiente  de  la  legislación  social,  en  la  República 
Argentina,  donde  aún  no  se  han  sancionado  leyes 
tan  esperadas  y  fundamentales,  como  la  del  con- 
trato de  trabajo;  e  inspección  higiene  y  seguri- 
dad,    más     propio    concretar    la    legislación    del 
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trabajo  a  domicilio  a  estos  puntos  capitales:  a) 
medidas  de  higiene  de  los  locales  del  trabajo;  b) 
medidas  de  higiene  del  personal  ocupado;  c)  des- 
infección oficial  de  los  artículos  fabricados  antes 
de  ser  entregados  al  comercio. 

La  legislación  comparada  sobre  la  materia,  nos 
enseña  que  ese  ha  sido  el  temperamento  seguido 
por  lo  general  en  todos  los  países  y  es  el  que  se 
encuentra  adoptado  por  lo  general  en  todos  los  paí- 
ses, particularmente  por  las  ordenanzas  in- 
glesas modificadas  sucesivamente  desde  1898  hasta 
1911;  en  las  leyes  de  Nueva  Zelandia  de  1901  y 
1908 ;  en  las  de  Australia  del  Sud  de  1904  y  1907 ; 
Australia  Occidental  de  1904;  en  las  leyes  y  orde- 
nanzas imperiales  de  Alemani  ade  1907,  1911  y 
1913;  en  la  ley  de  Dinamarca  de  1913;  en  el  real 
decreto  belga  de  1911  y  en  todas  las  leyes  de  los 
estados  particulares  de  la  Unión  Americana. 

Los  Congresos  y  Exposiciones  sobre  el  trabajo 
a  domicilio,  han  extendido  el  estudio  de  la  cues' 
tión  a  sus  mayores  extremos.  El  primer  Congreso 
reunido  en  Berlín  en  Marzo  de  1904,  trató  de  la 
protección  general  del  trabajo  a  domicilio;  la  4a. 
asamblea  de  la  Asociación  Internacional  para  la 
protección  legal  de  los  trabajadores,  celebrada  en 
Ginebra,  en  Septiembre  de  1906,  emite  votos  en 
igual  sentido;  en  el  mismo  año  la  Liga  Nacional 
Inglesa  contra  el  sweating  system  organiza  el 
Congreso  de  Suildhall  y  es  recien  en  esta  asam- 
blea, que  se  hacen  votos  en  el  sentido  del  estable- 
cimiento del  salario  mínimo.  Finalmente,  en  Mayo 
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de  1907,  el  Daily  News  organiza  en  Londres  una 
exposición  del  trabajo  a  domicilio. 

Como  un  modelo  de  esta  rama  de  legislación, 
acompaño  una  traducción  de  las  leyes  del  Estado 
de  Nueva  York  del  13  de  Mayo  de  1904,  compren- 
diendo esta  última  las  más  minuciosas  prescripcio" 
nes  de  higiene ;  y  también  la  ley  inglesa  del  20  de 
Octubre  de  1909,  sobre  el  salario  mínimo,  que  en 
su  género  es  la  más  reciente  y  completa. 

En  síntesis  el  proyecto  del  Señor  Senador  Del 
Valle  Iberlucea,  muy  laudable  en  sus  propósitos, 
tendría  a  mi  juicio  el  inconveniente  de  complicar 
la  legislación  del  trabajo  a  domicilio,  con  otras  ra- 
mas que  le  son  conexas,  pero  no  de  tanta  urgen- 
cia. Por  consiguiente,  se  podría  llegar  a  una  sim- 
plificación del  asunto,  concretándolo  exclusivameii' 
te  al  propósito  fundamental  de  la  iniciativa  y  es 
esto  lo  que  en  su  oportunidad  se  expresó  a  la  Co- 
misión del  Senado. 

INGLATERRA.— LEY   DEL   20   DE    OCTUBRE 
DE  1909 

Solano  mínimo 

1.  —  Los  consejos  de  industrias,  deben,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  de  esta  sección,  fijar, 
en  BUS  industrias,  las  tarifas  mínimas  del  salario  a 
tiempo  (designadas  en  la  presente  ley  bajo  el  nom- 
bre de  tarifas  mínimas  a  tiempo)  ;  pueden  así  mis- 
mo fijar  las  tarifas  mínimas  generales   de  los  sa- 
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larios  por  trabajo,  por  pieza  en  sus  industrias  (de- 
signadas en  esta  ley  bajo  el  nombre  de  tarifas  mí- 
nimas generales  por  pieza).  Estas  tarifas  de  sala- 
rios, por  tiempo  o  por  piezas,  pueden  establecerse 
para  ser  aplicadas  sea  a  la  industria  entera,  sea 
a  un  procedimiento  especial  de  trabajo,  o  a  una 
categoría  especial  de  obras  de  la  industria  o  a  una 
circunscripción  particular. 

Si  un  consejo  declara  al  departamento  del  tra- 
bajo que  le  es,  en  un  determinado  caso,  imposible 
fijar  una  tarifa  mínima  a  tiempo  de  conformidad 
con  esta  sección,  el  departamento  puede  dispensar 
en  ese  caso  de  sus  obligaciones  al  consejo, 

2.  —  Antes  de  fijar  una  tarifa  mínima  por  tiem- 
po o  por  pieza,  el  consejo  deberá  dar  a  conocer  las 
tarifas  que  se  propone  fijar  y  examinar  todas  las 
objeciones  que  pueden  serle  presentadas  en  un  pla- 
zo de  tres  meses.  ^ 

3.  —  El  consejo  publicará  todas  las  tarifas  mí- 
nimas generales  o  por  pieza  establecidas  por  él. 

4.  —  Un  consejo  puede,  si  lo  juzgare  convenien- 
te, anular  o  modificar  cualquier  tarifa  mínima  por 
tiempo  o  por  pieza,  que  haya  fijado  a  requerimien- 
to del  departamento  del  trabajo,  se  haya  o  no  for- 
mulado un  pedido  en  ese  sentido .  Deberá  examinar 
nuevamente  cualquier  tarüfa  que  haya  establecido. 

5.  —  A  pedido  de  un  patrón,  un  consejo  fijará 
una  tarifa  mínima  especial  por  pieza,  aplicable  a 
las  personas  al  servicio  de  su  patrón,  en  el  caso 
que  haya  lugar  a  fijar  una  tarifa  mínima  general ; 
puede  anular  o  modificar,  si  lo  juzga  conveniente. 
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cualquier  tarifa  que  sea,  x^or  demanda  de 
patrón,  sea  previo  aviso  a  este  último,  aviso  que 
deberá  ser  dado  un  mes  antes  de  la  anulación  o 
modificación  de  la  tarifa. 

6.  —  Cuando  el  departamento  del  trabajo  haya 
hecho  obligatoria  una  tarifa  mínima,  fijada  por  un 
consejo,  el  patrón  debe  pagar  a  toda  persona  que 
tenga  a  su  servicio,  un  salario  mínimo  neto  igual 
por  lo  menos,  deducidas  todas  las  retenciones,  al 
salario  mínimo;  en  caso  contrario,  será  pasible  de 
una  multa  de  500  francos  como  máximum,  por  con- 
travención, y  de  una  de  125  francos  a  lo  más  por 
día,  después  de  la  condena,  hasta  no  ponerse  en 
regla. 

En  caso  de  esta  condena,  el  tribunal  puede  obli- 
gar además  de  la  multa,  a  pagar  a  los  empleados 
las  sumas  que  considere  debérseles  por  salarios  y 
esta  facultad  no  obsta  para  que  la  persona  emplea- 
da ejerza  su  derecho  de  valerse  de  otros  medios 
para  recobrar  el  salario  que  se  le  debe. 

Cuando  un  consejo  reconozca  que  un  obrero  de- 
seoso de  trabajar  por  tiempo,  tenga  una  enfermedad 
o  incapacidad  física  que  lo  haga  incapaz  de  ganar 
el  salario  mínimo,  si  considera  imposible  de  resol- 
ver la  dificultad  haciendo  trabajar  por  pieza  al 
obi^ro,  puede,  si  lo  cree  conveniente,  entregarle, 
en  laá  condiciones  eventuales  que  crea,  una  autori- 
zación especial  exceptuándole  de  las  disposiciones 
de  esta  ley.  Mientras  subsiste  tal  autorización,  el 
patrón  no  podrá  ser  castigado  por  pagar  a  dicho 
obrero  un  salario  inferior. 

El  patrón  acusado  en  virtud  de  estas  prescrip- 
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ciones,  deberá  probar,  sea  presentando  sus  libros  de 
pago  o  los  otros  documentos  relativos  al  salario, 
que  no  lia  pagado  ni  aceptado  de  pagar  salarios 
inferiores  a  las  tarifas  mínimas. 

Es  nulo  y  sin  valor  cualquier  arreglo  o  convenio. 
7.  —  Cualquier  tarifa  mínima  fijada  por  un 
consejo  de  industria  y  aún  no  declarada  obligato- 
ria por  el  departamento  del  trabajo,  es  aplicable, 
salvo  aviso  contrario  del  departamento: 

a)  En  cualquier  caso  en  que  es  aplicable  la 
tarifa  mínima,  el  patrón  debe,  faltando  un 
convenio  escrito  en  contrario,  pagar  a  las 
personas  a  su  servicio  un  salario  por  lo  me- 
nos igual  a  la  tarifa  mínima;  en  igual  ca- 
so, la  persona  empleada  puede  exigir  el 
reembolso  de  la  diferencia. 
)))  El  patrón  puede  iníormar  por  escrito  al 
consejo  de  industria  que  ha  fijado  la  tari- 
fa mínima,  que  acepta  la  aplicación  obli- 
gatoria de  la  misma,  en  cuyo  caso  está 
obligado  a  pagar  a  las  personas  que  emplea 
un  salario  igual  a  la  tarifa  mínima  y  en 
caso  contrario,  será  punible  con  las  multas 
que  podrá  aplicarle  el  departamento  del 
trabajo,  si  éste  hubiese  dado  un  decreto  ha- 
ciendo obligatoria  la  tarifa, 
c)  Ninguna  oficina,  departamento  ministerial 
ni  autoridad  local,  podrá  hacer  contratos 
empleando  mano  de  obra  sometida  a  tarifa 
mínima,  si  el  patrón  no  hiciera  una  decla- 
ración conforme  a  esta  ley. 
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Todas  estas  declaraciones  deberán  ser  inscrip- 
tas en  un  registro  y  será  comunicado  gratuita- 
mente al  público  y  su  presentación  constituirá  fe 
sin  otro  requisito. 

NEW  YORK— LF.Y  DEL  13  DE  MAYO  DE  1897 

Objetos   fabricados  a   domicilio 

Secciones  100  a  110.  —  No  es  pennitido 
más  que  a  los  miembros  de  una  misma  familia,  muy 
afines,  que  viven  juntos,  fabricar  en  aposentos  ob- 
jetos de  vestuario,  plumas,  flores  artificiales  y  ci" 
garros.  No  podrán  emplearse  otras  personas  en  la 
fabricación  de  dichos  objetos,  en  trastiendas,  sin 
antes  haber  obtenido  una  autorización  del  inspec- 
tor del  trabajo,  quien  indicará  el  número  de  per" 
sonas  que  puedan  ocuparse.  Esta  autorización  de- 
berá ser  fijada  en  los  locales  y  podrá  ser  revocada 
por  el  inspector. 

Las  personas  que  empleen  obreros  que  trabajen 
a  domicilio,  deberán  tener  un  registro  de  sus  nom- 
bres y  domicilios. 

Los  objetos  fabricados  contrariamente  a  la  lej'', 
no  podrán  ser  vendidos,  ni  expuestos  a  la  venta 
por  quienes  conozcan  su  procedencia.  El  inspector 
que  descubra  uno  de  esos  objetos  deberá  pegarles 
una  etiqueta  con  la  inscripción  fabricado  a  domi- 
cilio   ( ' '  tenememt-made  " ) . 

Si  una  pieza  o  departamento  es  ocupado  por 
otras  personas   que   no   pertenezcan   a   la  familia 


—  224  — 


que  la  habitan,  el  inspector  del  trabajo  avisará  al 
propietario  quien  deberá  hacer  cesar  la  irregula- 
ridad, bajo  pena  de  hacerse  él  mismo  culpable  de 
la  infracción. 


Ley  del  3  de  Mayo  d^  1904  modificando  la  ley  sobre 
el  sweating  system 

Definiciones.  —  La  palabra  "empleado"  sig- 
nifica en  este  capítulo,  obrero  que  trabaja  para  otra 
persona  mediante  salario.  La  persona  que  emplea 
un  obrero  de  esta  clase  como  propietario,  agente, 
director,  jefe  de  taller  u  otro  agente  delegado  se 
designa  en  este  capítulo  bajo  el  nombre  de  em- 
presario, "emploveurs".  La  palabra  fábrica  se  con- 
siderará siempre  que  se  nse  en  este  capítulo,  como 
usina,  taller,  establecimiento  manufacturero  o  in- 
dustrial que  ocupa  uno  o  más  obreros.  El  término 
estal)l)£cimiento  cowercial,  significa  todo  lugar  en 
que  sean  ofrecidos  en  venta  objetos,  artículos  o 
mercaderías . 

La  expresión  casa  de  renta  o  de  alquiler  (mai- 
son  de  rappor)  (tenement  hausse)  empleada  en  es- 
te capítulo,  se  aplica  a  cualquier  casa,  edificio  o 
parte  de  casa  alquilada,  bajo  cualquier  fonna  pa- 
ra ser  ocupada,  o  que  sea  ocupada  realmente  co- 
mo habitación  o  residencia  de  tres  familias  por  lo 
menos,  que  vivan  independientes  una  de  otras,  co- 
cinando cada  una  para  sí  y  que  tengan  en  todo 
o    parte    uso    de    corredofes,    escajeras,     patios, 
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y  para  las  necesidades  de  esta  ley;  esta  ex- 
presión comprenderá  los  edificios  que  hagan  par- 
te de  un  mismo  grupo  con  una  habitación  cual- 
quiera y  que  sean  utilizados  para  un  ñn  especifi' 
cado  en  la  sección  100. 

Siempre  que  en  el  presiente  capítulo  se  confiera 
un  poder  al  comisario  del  trabajo,  este  poder  perte- 
necerá igualmente  al  delegado  que  trabaje  bajo 
su  dirección. 

Sección  2.  —  La  sección  100  del  art-  7o  de  la 
ley  mencionada  queda  modificada  así: 

S.  100.  —  Fabricación,  modificación,  aiTeglo  o 
terminación  de  artículos  a  domicilio  (en  cham* 
bre) . 

No  podrá  hacerse  uso  de  una  casa  de  renta  o  de 
alquiler,  ni  de  una  parte  de  dicha  casa  para  fabri- 
car, modificar,  repasar  o  terminar  objetos  de  ves' 
tir  como  también  delantales,  carteras,  porta  mone- 
das, zapatillas,  cajas  de  papel,  plumas,  flores  arti" 
ficiales,  cigarrillos,  cigarros,  paraguas,  sombrillas 
sin  una  autorización  concedida  conforme  a  las  dis- 
posiciones de  este  artículo.  Sin  embargo,  esta  dis' 
posición  no  se  aplicará  a  ciertas  piezas  de  ropa 
blanca,  cuellos,  volados,  camisas,  puños,  que  de- 
ben pasar  por  el  lavadero  antes  de  ser  vendidos. 

La  automación   debe  de  ser  pedida  al  comiso' 

rio  del  trabajo,  por  el  propietario  de  la  casa  Jiahi- 

tación  o  por  sus  agentes  dshidamenfe  autorizados. 

El  pedido  contendrá  la  descripción  de   la  casa 

con  ioidicación  de  la  calle  y  número,  y  en  caso  de 
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faltar  de  una  manera  clara  para  permitir  al  comi- 
sario del  trabajo  el  liallarla  fácilmente;  indicará 
también  el  número  de  departamentos  de  dicha  ca- 
sa y  el  nombre  y  dirección  completa  de  su  propie' 
tario,  y  será  hecha  en  la  forma  determinada  por 
el  comisario  del  trabajo. 

Este  preparará  y  proveerá  fórmulas  en  blanco. 
Al  recibir  una  demanda,  el  comisario  del  trabajo 
consultará  los  registros  del  departamento  o  conse- 
jos de  higiene  y  de  otra  autoridad  local,  investida 
de  inspección  sanitaria  de  las  casas  de  que  se  tra" 
te.  Si  esos  registros  indican  la  existencia  de  una 
enfermedad  infecciosa,  contagiosa  o  epidémica  com- 
probatoria de  la  no  aplicación  o  de  la  violación  de 
los  reglamentos,  o  indicando  un  mal  higiénico  de 
la  casa,  el  comisario  del  trabajo  podrá  rehusar  la 
autorización,  sin  inspeccionar  tampoco  la  casa  y 
mantener  esa  denegación  hasta  que  los  registros 
del  departamento,  consejo  o  autoridad  local  cer- 
tifiquen que  dicha  casa  está  libre  de  enfermedades 
infecciosas,  contagiosas  o  epidémicas  o  de  cualquier 
otro  elemento  de  insalubridad. 

No  obstante,  antes  de  conceder  una  autorización, 
el  comisario  del  trabajo  hará  la  inspección  del 
local  para  el  cual  fué  solicitada  y  llenará  un  for- 
mulario del  estado,  el  que  será  registrado  como  do- 
cumento oficial  atestiguando  que  los  registros  del 
departamento  o  consejo  local  de  higiene,  o  de  otra 
autoridad  competente  encargada  de  la  inspección 
sanitaria  de  esa  casa,  no  señalan  existencia  de  en- 
fermedades infecciosas,   contagiosas  o   epidémicas, 
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ni  una  situación  higiénica  mala.  Ese  formulario 
será  fechadOj  firmado  a  tinta  con  el  nombre  y  ape- 
llido entero  del  empleado.  Otro  estado  semejante 
firmado  del  mismo  modo,  con  el  resultado  de  la 
inspección  del  local  mencionado,  será  registrado 
en  la  oficina  del  comisario  del  trabajo,  antes  de 
ser  concedida  la  autorización. 

Si  el  comisario  del  trabajo  certifica  que  en  un 
local  no  existen  enfermedades  infecciosas,  conta- 
giosas o  epidémicas;  que  en  sus  instalaciones  sani- 
tarias no  hay  defectos  de  tal  naturaleza  que  pue- 
dan provocar  emanaciones ;  que  el  local  se  halla  en 
buenas  condiciones  de  aseo  e  higiene,  y  que  los  ar" 
tículos  enunciados  en  esta  sección  pueden  ser  fa- 
bricados en  buenas  condiciones  de  aseo  y  de  hi" 
giene,  concederá  la  autorizaeión  de  emplear  ese  lo- 
cal para  fabricar  allí,  modificar,  arreglar  o  ter" 
minar  los  artículos  ya  mencionados. 

La  autorización  será  colocada  en  un  cuadro  que 
proveerá  el  comisario  del  trabajo,  mediante  el  pa- 
go de  un  dólar,  bajo  recibo  y  será  colocado,  por  el 
propietario,  en  un  lugar  visible  en  el  corredor 
público  del  piso  bajo  del  local  de  la  referencia. 
Esta  autorización  podrá  ser  retirada  por  el  comi* 
sario  del  trabajo,  si  la  salud  de  la  comunidad  o  de 
los  empleados  lo  exigen,  o  si  el  propietario  o  sus 
agentes  debidamente  autorizados,  desatienden  o  des- 
cuidan las  órdenes  del  comisario,  dentro  de  los  diez 
días  de  su  comunicación,  o  si  se  apercibe  que  el  lo- 
cal no  se  halla  en  buenas  condiciones  higiénicas  y 
sanitarias.   Cuando  una  autorización  sea  revocada 
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O  denegada,  los  motivos  se  expondrán  por  escritos 
y  los  inform^es  tales  se  consideran  como  documen- 
tos públicos.  Cuando  una  autorización  sea  retira" 
da,  antes  de  poder  emplear  nuevamente  el  local  a 
los  fines  determinados  nuevamente  en  esta  sección, 
se  necesitará  una  nueva  autorización,  como  si  la 
primera  no  hubiera  existido. 

Toda  casa  o  parte  de  casa  en  que  se  fabrique, 
arregle,  modifique  o  acabe  uno  de  los  objertos  enu- 
merados, deberá  ser  mantenida  con  todo  aseo  e 
higiene  y  sometida  a  la  inspección  y  al  examen 
del  comisario  del  trabajo,  a  fin  de  determinar  si 
dichos  vestidos  u  objetos,  o  algunas  de  sus  partes 
son  aseadas  y  libres  de  toda  materia  de  naturaleza 
infecciosa  y  contagiosa.  El  comisario  del  trabajo 
procederá  por  lo  menos  una  vez  por  semestre,  a  la 
inspección  de  todas  las  casas  autorizadas  para  de" 
terminar  sus  condiciones  higiénicas,  y  esta  inspec- 
ción se  extenderá  a  todas  sus  partes  y  a  su  sistema 
de  desagüe  y  cloacas. 

Antes  de  empezar  esa  inspección,  el  comisario 
del  trabajo,  podrá  consultar  los  registros  del  de- 
partamento o  consejo  local  encargado  de  la  ins- 
pección sanitaria  de  las  casas,  para  asegurarse  de 
la  frecuencia  de  las  órdenes  tomadas  por  dicho 
departamento  o  consejo,  después  de  las  últimas  ins' 
peciones  hechas  por  el  comisario  del  trabajo.  To- 
da vez  que  el  comisario  constate,  que  una  casa  au- 
torizada se  halla  en  condiciones  insalubres,  exigirá 
al  propietario  las  reparaciones  para  remediar  esa 
situación. 
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Ciiando  el  comisario  del  trabajo  constate  que  los 
objetos  nombrados  en  esta  sección  son  fabricados, 
arreglados,  modificados  o  terminados  en  una  pie- 
za o  en  un  departamento  impropio,  exigirá  de  los 
propietarios  limpiar  inmediatamente  esos  locales  y 
mantenerlos  siempre  en  un  estado  de  aseo.  Cuan" 
do  constate  que  una  pieza  o  departamento,  están 
desaseados,  podrá  fijar  un  cartel  a  la  entrada  de 
dicho  lacal,  para  llamar  la  atención  sobre  tal  hecho 
y  prohibir  la  fabricación,  arreglo,  modificación  y 
terminación  de  los  objetos  ya  citados.  Solo  el  co- 
misario del  trabajo,  podrá  quitar  un  cartel  seme- 
jante. Ninguno  de  los  artículos  mencionados  po- 
drá ser  fabricado,  modificado,  arreglado  o  termi" 
nado  en  una  pieza  o  departamento  donde  exista  o 
haya  habido  un  caso  de  enferm.edad  infecciosa, 
contagiosa  o  epidémica,  hasta  que  el  departamen- 
to de  higiene  haya  notificado  al  comisario  del  tra" 
bajo  que  esa  enfermedad  ha  terminado  y  que  di- 
cha habitación  o  departamento,  ha  sido  convenien" 
temente  desinfectado,  cuando  la  desinfección  sea 
ordenada  en  los  reglamentos  locales  u  ordenanzas 
del  mencionado  departamento  o  consejo.  Ninguno 
de  los  artículos  mencionados  en  esta  sección  podrá 
ser  fabricado,  arreglado,  modificado,  o  terminado 
en  sótanos  o  subsuelos  de  una  casa-habitación, 
cuando  dicho  local  se  halle  más  abajo  del  .suelo  que 
la  mitad  de  su  alto. 

Nadie  podrá  contratar  los  servicios  de  una  per- 
sona que  trabaje  a  domicilio,  ocuparla,  ni  contra- 
t-ar  con  ella  para  fabricar,  modificar,   arreglar  o 


-  230  — 

terminar  los  artículos  mencionados  en  esta  sección, 
si  esa  persona  no  está  provista  de  una  autoriza* 
ción  concedida  como  se  expresará  más  adelante. 

Lois  artículos  .especificadas  en  la  presente  sec- 
ción, no  po-drán  ser  fabricados,  modificados,  arre" 
glaidos,  ni  concluidos  en  piezas  o  departamentos 
sino  por  los  miembros'  de  la  familia  que  la  habiten, 
comprendiéndose  el  marido,  la  mujer  y  sus  hijo-s 
o  'hijos  de  uno  de  ellos. 

Ninguna  de  las  disposiciones  de  la  presente  sec- 
ción, podrá  oponerse  al  empleo  de  una  cortadora 
o  costurera,  por  una  persona  o  una  familia  para 
fabricar,  modificar,  arreglar  o  concluir  objetos  de 
vestir  para  el  uso  de  esa  persona  o  familia. 

Sección  3.  —  La  sección  101  queda  modificada 
en  los  siguientes  términos : 

S.  101.  —  Registro  de  personas  a  quienes  se  da 
trabajo . 

Las  personas  contratantes  para  hacer  fabricar, 
modificar,  arreglar  o  concluir  algunos  de  los  ar" 
tículos  mencionados  en  la  sección  100  arriba  ci- 
tada, o  que  les  contratan  para  estos  fines,  debe- 
rán tener  un  registro  en  el  cual  inscribirán  en  in- 
glés los  nombres  y  domicilios  de  los  obreros  a  quie- 
nes dichos  artículos  fueron  confiados  o  con  quienes 
han  contratado.  Antes  de  dar  objetos  para  traba- 
jar afuera,  deberán  asegurarse  de  la  oficina  del 
comisario  del  trabajo  que  la  casa  habitación  en 
que  dichos  artículos  van  a  ser  trabajados,  está  au- 
torizada de  conformidad  con  esta  ley,  y  se  infor- 
mará también  del  departamento  o  consejo  de  higie" 
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ne,  de  los  nombres  y  domicilios  de  todas  las  per- 
sonas que  habitan  en  la  casa  en  que  se  hace  el 
trabajo  y  que  estén  afectadas  de  enfermedades 
infecciosas,  contagiosas  o  epidémicos;  ninguno  de 
los  artículos  mencionados,  ni  ninguna  materia  pñ- 
ma  con  que  deban  confeccionarse  esos  artículos, 
totalmente,  o  en  parte,  podrá  ser  remitida  a  una 
casa  no  autorizada,  ni  confiada  a  pei*sonias  que  vi- 
van en  la  misma  cámara  o  departamento  en  que 
exista  una  enfermedad  infecciosa,  contagiosa  o 
epidémica,  para  que  allí  se  efectúe  alguno  de  esos 
trabajos . 

El  comisario  del  trabajo  inspecionará  el  regis' 
tro  mencionado  en  esta  sección  y.  podrá  exigir  una 
copia,  como  también  está  autorizado  para  pedir 
cualquier  otra  información  pertinente. 

Sección  4,  —  La  sección  103  de  la  ley  queda 
modificada  en  estos  términos: 

S.  103.  —  Ati^ibuciones  y  deberes  de  los  C07i- 
sejos  de  higiene  de  los  articulas  fabricados  a  do- 
micilio. El  comisario  del  trabajo  que  constatare 
la  existencia  de  una  enfermedad  en  un  taller,  pie" 
za  o  departamento  en  que  se  fabrica,  arregla,  modi- 
fica o  termina  uno  de  los  artículos  mencionados 
en  esta  ley,  pegará  sobre  dicho  artículo  la  eti- 
queta proscripta  en  la  sección  anterior  y  elevará 
un  informe  al  consejo  local  de  higiene,  el  que 
desinfectará,  si  ha  lugar,  el  artículo  en  cuestión 
y  sacará  la  etiqueta. 

El  comisario  del  trabajo  dirigirá  un  informe  al 
consejo    local   de    higiene    respecto    de    las  enfer- 
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medades  contagiosas  o  infecciosas  que  constatare 
en  algún  taller,  pieza  o  departamento  en  que  se 
fabriquen  o  trabajen  algunos  de  los  objetos  men" 
Clonados.  Lo  mismo  hará  si  se  encontrara  que  al- 
gunos de  los  artículos  fabricados  o  en  curso  de 
fabricación,  fuera  infectado  o  que  las  mercaderías 
utilizadas  sean  impropias  para  el  uso. 

El  departamento  o  consejo  local  de  higiene  de 
cualquier  ciudad  o  pueblo,  provocará  una  investi- 
gación a  hacerse  en  las  24  horas  de  haberse  pro' 
ducido  una  enfermedad  infecciosa,  contagiosa  o 
epidémica  en  una  casa  de  alquiler. 

Si  queda  probado  que  alguno  de  los  artículos 
mencionados  en  esta  sección,  fué  fabricado  en  un 
departamento  en  que  exista  tal  enfermedad,  el 
consejo  dará  un  decreto  que  responda  a  las  ne- 
cesidades de  la  higiene  pública,  y  pondrá  en  co- 
nocimiento del  comisario  del  trabajo,  el  hecho, 
dándole  los  informes  ulteriores  que  pudiera  exi" 
gir.  Dicho  consejo  puede  confiscar  y  hacer  des- 
truir todo  artículo  infectado  o  que  se  fabrique  en 
condiciones  de  desaseo  e  insalubridad.  El  depar" 
tamento  o  consejo  de  higiene  o  cualquiera  otra 
autoridad  competente,  a  cuyo  cargo  esté  la  ins- 
pección de  las  casas  mencionadas,  proveerán,  pre- 
via demanda  del  comisario  del  trabajo,  de  copia  de 
los  documentos  que  poseyeran  relativos  a  enfer" 
medades  o  estado  insalubre  de  dichas  casas  y 
cualquier  otro  informe  necesario  para  la  ejecu" 
ción  de  esta  ley. 
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Sección  5.  —  La  sección  105  queda  modificada 
en  estos  términos: 

S.  105.  —  ProJiihición  a  los  propietarios  de 
casa  de  inquilinato  o  de  alquiler  de  bisarlas  He- 
galmente.  El  propietario,  o  agente  de  una  casa 
de  alquiler,  no  podrá  permitir  que  sean  fabrica- 
dos, arreglados,  modificados  o  terminados  artícu- 
los de  los  previstos  en  esta  ley,  en  oposición  a 
sus  disposiciones. 

El  comisario  del  trabajo  enviará  un  aviso  a 
todo  propietario  o  encargado  de  una  casa  de  al' 
quiler,  en  que  se  ocupe  ilegalmente  alguna  habi- 
tación o  departamento,  y  si,  dentro  de  los  10  días 
de  remitido  el  aviso,  no  se  hubieran  hecho  suspen- 
der los  trabajos  no  autorizados,  o  si  dentro  de  los 
15  días  no  se  hubieran  iniciado  los  procedimien- 
tos de  expulsión  en  contra  del  locatario  que  di- 
chos trabajos  efectúa,  serán  responsables  en  la 
misma  medida  que  si  ellos  hubieran  hecho  estos 
trabajos.  En  el  caso  de  fabricación  efectuada  con- 
triariamente  a  la  ley,  el  locatario  podrá  ser  expul- 
sado \pov  procedimiento  sumario. 

Sección  6.  —  Esta  ley  entrará  en  vigencia  el 
1."  de  Octubre  de  1904. 


CAPITULO  XÍI 
TRABAJO  NOCTURNO  (1) 

La  interdicción  del  trabajo  nocturno  es  una  aspi- 
ración universal.  Para  prohibirlo  de  un  modo  ab- 
soluto y  total,  sin  distinción  alguna,  se  encuentra 
el  inconveniente  práctico  invencible,  de  la  nece- 
sidad de  trabajo  continuo  en  algunas  industrias; 
de  modo  que  la  cuestión  en  lo  que  a  la  legislación 
positiva  se  refiere,  concrétase  a  los  demás  géneros 
del  trabajo  y  de  la  producción  que  empleen  obre- 
ros adultos. 

Las  conquistas  de  la  legislación  social,  redun- 
dan siempre  en  el  mejoramiento  de  la  condición 
del  obrero  y  es,  considerando  el  interés  de  ellos, 
en  el  doble  sentido  de  su  salario  y  de  su  conser- 
vación orgánica,  que  se  deben  contemplar  las  ini- 
ciativas de  la  índole  que  motiva  este  estudio,  sin 
herir  tampoco  por  ello,  las  conveniencias  perma- 
nentes y  generales  de  la  sociedad.  La  norma  de 
que  "la  ciencia  del  patrón  consiste  en  saber  usar 
de  sus  esclavos",  que  nos  recuerda  Noel,  como  ins- 
piradora de  las  orientaciones  primitivas  sobre  las 
condiciones  del  trabajo  y  de  los  trabajadores,  ha 


(1)    Dictamen  para  la    Comisión  de    Legislación  de   la  Cámara  de 
Diputados. 
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sido  sustituida  por  ese  otro  concepto  basado  en  un 
indiscutible  principio  de  justicia.  Si  tal  era  el 
concepto  predominante  sobre  el  trabajo  en  las  pri- 
meras épocas  de  la  historia,  es  perfectamente  ex- 
plicable que  no  se  encuentre  en  esos  tiempos  an- 
tecedente alguno,  no  ya  en  el  sentido  de  la  prohi- 
bición del  trabajo  de  noche,  sino  siquiera  en  el  de 
la  limitación  de  la  jornada.  Es  más  o  menos  lo 
que  también  ocurre  en  el  largo  período  posterior, 
llamado  del  régimen  de  las  corporaciones  en  el  que 
se  adoptaron  los  más  minuciosos  reglamentos,  sin 
que  no  obstante,  —  nada  mencionen  estos,  —  en 
cuanto  a  la  jornada  de  las  horas  nocturaas. 

Es  cierto  que  Lavasseur  en  su  "Historia  de  las 
clases  obreras  en  Francia,  antes  de  1789",  nos  re- 
cuerda que  en  el  "Libro  de  los  Oficios"  se  llegó  a 
prohibir  en  general  el  trabajo  a  tales  horas;  pero 
también  hace  notar  que  lo  fué,  más  que  por  razo- 
nes de  higiene  y  de  humanidad^  con  el  fin  de  evi- 
tar los  fraudes  en  la  fabricación  y  los  incendios, 
dado  el  sistema  de  iluminación  de  la  época.  Lo 
propio  nos  dice  Kauser  en  "Obreros  de  los  tiem- 
pos antiguos",  página  83,  los  peligros  del  fuego, 
las  fechorías  y  el  fraude  que  se  pueden  cometer 
de  noche  en  las  obras  determinaron  en  general  la 
prohibición  del  trabajo  a  la  luz  artificial. 

Ha  sido  recién  cuando  a  raíz  de  1801,  al  ini- 
ciarse la  legislación  protectora  de  las  mujeres  y 
de  los  niños,  que  se  adoptan  al  fin,  de  un  modo  ter- 
minante, prescripciones  encaminadas  en  tal  senti- 
do. Desde  entonces  es  uniforme  el  criterio  doctri- 
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nano  de  no  permitir  el  trabajo  de  esta  clase  espe- 
cial de  obreros,  durante  las  horas  dedicadas  habi- 
tualmente  al  sueño. 

Si  hasta  ahora  la  legislación,  salvo  una  plausi- 
ble excepción,  no  ha  extendido  tal  prohibición  has- 
ta los  obreros  adultos,  se  debe  a  la  niisma  razón 
que  ha  impedido  que  en  Europa  se  establezca  de 
un  modo  definitivo,  la  jornada  uniforme  de  ocho 
horas,  es  decir,  al  temor  de  la  competencia  extran- 
jera, porque  se  ha  pensado  que  la  industria  del 
país  en  el  cual  se  la  pusiera  en  vigencia,  se  en- 
contraría en  condiciones  desventajosas  referente  a 
la  de  otras  naciones,  en  las  que  se  permitiera  una 
labor  más  prolongada.  Tal  criterio  ha  sido  explo- 
tado y  sostenido  con  todo  empeño,  por  los  que  re- 
sisten la  reforma  en  el  sentido  indicado  y  lo  cierto 
es  que  ha  primado  hasta  ahora,  aún  cuando  sea 
susceptible  de  refutaciones  tan  sólidas,  como  es  la 
basada  en  el  hecho  real  y  comprobado  de  que  las 
jornadas  cortas  permiten  una  labor  más  intensa  y 
mayormente  productiva. 

Las  limitaciones  en  la  jornada  y  la  prohibición 
del  trabajo  nocturno,  son  cuestiones  que  se  comple- 
mentan y  que  han  seguido  en  su  estudio  y  regla- 
mentación legislativa  un  desarrollo  armónico  y, 
para  una  y  otra,  hoy  se  piensa  con  fundamento, 
que  es  indispensable  una  solución  internacional, 
entre  los  países  de  competencia  en  la  producción. 
Por  eso  es  que  se  las  debe  considerar  por  los  go- 
biernos en  la  doble  faz  que  presentan :  protección 
al  obrero  y  protección  a  la  industria.  En  el  primer 
sentido   ellas   son   hoy   indiscutibles;   razones  que 
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tienen  una  ponderación  absoluta  imponen  esas  re- 
formas y  queda  sólo  al  juicio  del  legislador,  apre- 
ciar si  el  país  para  el  cual  la  ley  se  va  a  dictar, 
puede  temer,  por  motivos  de  la  limitación  que  en- 
cierran, una  competencia  triunfante  de  las  otras 
naciones. 

Felizmente,  en  este  último  aspecto  no  tiene  la 
República  Argentina,  un  vecino  que  pueda  funda- 
mentar superioridad  económica  en  tal  factor,  por- 
que nuestras  industrias  más  que  en  la  acción  de  las 
clases  esencialmente  productoras,  tienen  su  funda- 
mento y  encuentran  su  prosperidad,  en  las  excep- 
cionales condiciones  naturales  de  nuestro  suelo.  Las 
industrias  fabriles  no  han  alcanzado  un  desarrolla 
preponderante  y  no  parece  que  para  su  expansión 
futura,  pueda  constituir  un  obstáculo  la  limitación 
de  la  jornada  de  trabajo,  cuando  son  tantos  los 
motivos  que  la  propician,  y,  entre  ellos,  algunos 
encaminados  al  mayor  éxito  en  la  producción  y  al 
perfeccionamiento  de  los  artículos  de  manufac- 
'tura. 

La  conservación  de  la  raza  impone  al  Estado 
intervenir  en  cuestiones  de  esta  índole,  en  nombre 
de  un  interés  social,  aparte  de  las  razones  de  fi- 
lantropía que  se  presentan  al  contemplar  los  re- 
sultados de  las  excesivas  jornadas  de  trabajo.  Men- 
ciono esta  última  causal,  aún  pensando  que  las 
concesiones  a  la  clase  obrera,  no  se  hacen  por  Vin 
concepto  especial  de  beneficencia,  sino  en  razón  de 
un  derecho  atendible.  Ya  que  no  hay  un  peligro 
para  nuestras  industrias  en  la  competencia  extran- 
jera, es  preciso  y,  salvo  las  excepciones  que  se  es- 
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tableceráii,  el  trabajo  nocturno  para  los  adultos 
puede  ser  prohibido  en  la  República  Argentina,  co- 
mo ya  lo  ha  sido  por  la  ley  5291,  para  las  mujeres 
y  niños. 

Se  ha  comprobado  científicamente,  que  el  tra- 
bajo nocturno  es  contrario  a  la  naturaleza  humana 
y  funesto  a  su  organismo.  La  privación  o  insuñcen- 
cia  de  reposo  durante  la  noche,  no  se  compensa  útil- 
mente con  el  descanso  o  sueño  del  día.  Durante 
estas  horas,  los  mil  ruidos  de  la  actividad  humana, 
excitan  en  extremo  el  sistema  nervioso,  a  la  par 
que  la  labor  continuada  a  la  luz  artificial,  ocasio- 
na enfermedades  de  un  análogo  carácter. 

Todos  los  tratadistas  de  la  materia  están  en  esto 
contestes  y  todas  las  investigaciones  oficiales  y  ex- 
tranjeras conducen  a  igual  conclusión. 

Aparte  de  esos  fundamentos  étnicos  e  higiénicos, 
otros,  no  menos  atendibles,  de  orden  social,  indi- 
can también  la  conveniencia  de  la  interdicción  ge- 
neral y  en  cuanto  lo  permitan  la  clase  de  indus- 
tria, de  la  jomada  nocturna  de  trabajo.  En  efec- 
to, la  organización  de  la  familia  exige  la  presencia 
de  su  jefe  en  las  horas  de  reposo  en  el  hogar,  al 
mismo  tiempo  que  la  de  los  hijos.  Un  sistema  di- 
vergente para  él  y  los  menores  y  mujeres,  hace  que 
mientras  uno  trabaja,  reposan  los  otros,  lo  que  im- 
pide la  cohesión  de  los  miembros  de  una  misma  ífa- 
milia,  factor  indispensable  para  la  felicidad  del 
hogar  y  para  el  bienestar  social,  ya  que  la  famiJia 
es  la  unidad  constitutiva  de  la  población.  La  de- 
serción forzosa  del  padre,  atraído  de  noche  por  la 
fábrica  en  busca  de  su  salario  diario,  acarrea,  pues, 
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con  la  crisis  del  espíritu  de  familia,  perturbacio- 
nes sociales  que  deben  prevenirse  y  evitarse  en  lo 
posible,  ya  que  en  lo  absoluto  sería  impracticable, 
puesto  que  hay  servicios  públicos  y  determinadas 
industrias  en  las  cuales  el  trabajo  tiene  que  ser  ne- 
cesariamente continuo. 

Las  leyes  naturales  de  la  evolución  y  el  progreso, 
imponen  esta  reforma  y  ella  llegará  a  constituir  un 
criterio  general  en  todas  las  naciones,  no  obstante 
que  la  absorción  del  obrero  por  la  industria,  o  que 
el  trabajador  mismo  en  busca  del  salario  noctur- 
no, constituyan  inconvenientes  ostensibles.  Esto 
mismo  nos  enseña  que  los  contrarios  de  la  inter- 
vención del  Estado  en  tales  cuestiones,  las  que  a 
su  juicio  deberían  dejarse  a  la  libre  convención  de 
las  partes,  carecen  de  lógica,  porque  olvidan  que 
en  materia  de  legislación,  de  esta  índole,  se  adoptan 
prescripciones  que  responden  a  un  fin  social  su- 
perior, a  las  conveniencias  inmediatas  de  obreros 
y  capitalistas,  a  la  vez  que  se  trata  de  restablecer 
en  la  celebración  del  contrato  de  trabajo,  la  des- 
proporción de  partes  que  crea  el  estado  de  nece- 
sidades que  muchas  Aceces  se  presenta  un  trabaja- 
dor a  convenir  las  condiciones  de  su  labor  diaria. 

La  difusión  de  la  instrucción  da  a  los  obreros, 
una  noción  clara  de  sus  derechos  y  por  su  natu- 
raleza los  prepara  a  la  lucha  defensiva  de  sus  in- 
tereses, mientras  que  la  asociación  y  la  huelga  los 
arma  en  ap(>yo  de  sus  aspiraciones  de  mejoramien- 
to, sólidamente  apoyados  también  por  la  opinión 
pública.  Es  por  estos  medios  de  resistencia,  que 
lian  obtenido  muchas  de  las  conquistas  que  hoy  se 
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aceptan  y  se  respetan  en  las  condiciones  de  tra- 
bajo; pero  es  preciso  que  el  Estado  les  trace  nor- 
mas fijas  y  permanentes,  con  las  que,  a  la  par 
de  la  estabilidad  de  los  derechos,  se  impida  las 
alteraciones  del  orden  que  puedan  surgir  de  toda 
reacción,  ya  tenga  ésa  su  origen  en  las  filas  pro- 
letarias o  en  las  capitalistas,  según  se  presente  la 
oferta  o  la  demanda  de  trabajo. 


Por  las  razones  de  competencia  industrial  de  las 
naciones  de  Europa,  el  trabajo  nocturno  no  ha 
sido  prohibido  aún  con  carácter  general  y  todas 
las  opiniones  se  orientan,  en  el  sentido  de  que 
no  se  lo  conseguirá  sino  por  .un  acuerdo  inter- 
nacional,   del   cual  existen  ya  algunas  iniciativas. 

En  Inglaterra  la  interdicción  del  trabajo  de  no- 
che ha  sido  establecido  sólo  en  favor  de  las  mu- 
jeres y  de  los  niños,  lo  mismo  que  en  Francia  y 
en  España.  Algunas  leyes  de  fechas  relativa- 
mente recientes,  han  extendido  tal  prohibición  en 
otros  países,  para  determinados  géneros  de  tra- 
bajos, especialmente  el  de  los  panaderos,  que  por 
tradición  y  sin  una  razón  práctica  atendible,  se 
realiza  por  lo  general  jen  horas  exclusivamente 
nocturnas. 

Austria  nos  presenta  una  reacción  aun  respecto 
a  este  género  de  trabajo,  pues  en  17  de  junio 
de  1898,  sancionó  una  ordenanza  permitiendo  el 
empleo  de  obreros  jóvenes  en  las  panaderías  y  du- 
rante la  noche. 

En  cambio,  el  criterio  de  otras  naciones  es  cía- 
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ramente  prohibitivo.  Noruega,  por  su  ley  del  24 
de  labril  de  1906,  recordada  por  el  diputado  Gi- 
ménez en  su  exposición,  reglamentó  la  duración 
del  trabajo  en  las  panaderías,  disponiendo  en  el 
párrafo  segundo  de  la  ley,  que  en  los  días  or- 
dinarios es  prohibido  a  toda  persona  que  ejerza 
la  profesión  de  panadero  emplear  entre  las  8  p.  m. 
y  las  6  a.  m.,  a  los  obreros  ''en  otro  trabajo  que 
no  sea  la  disiecación  de  galletas  ordinarias  o  de 
mar"  y  en  otras  labores  auxiliares. 

Rusia  sancionó  para  Finlandia,  en  22  de  ma- 
yo de  1908,  la  prohibición  del  trabajo  en  las  pa- 
naderías entre   6  a.   m.   y  9  p.    m. 

Italia  adoptó  igual  prohibición  en  22  de  marzo 
de  1908,  y  Dinamarca  la  hace  extensiva  por  su 
ley  ;de  30  de  abril  de  1909,  a  las  pastelerías  hasta 
para  la  venta. 

Los  Estados  Unidos  de  América,  por  su  ley  fe- 
deral de  21  de  mayo  de  1910,  comprende  hasta 
a  los  obreros  menores  de  21  años,  en  la  prohibición 
del  trabajo  nocturno  que  antes  se  declaraba  para 
los   niños . 

En  Bélgica  un  decreto  real  de  26  de  diciembre 
de  1892,  prohibió  el  trabajo  nocturno  para  la  ca- 
tegoría de  obreros  protegidos  por  la  ley  de  13 
de  diciembre  de  1899,  es  decir,  las  mujeres  y  los 
niños. 

El  diputado  Godart  ha  presentado  a  la  cáma- 
ra de  diputados  de  Francia,  en  24  de  febrero  de 
1009,  un  proyecto  prohibiendo  también  el  trabajo 
nocturno  en  las  panaderías,  el  que  no  ha  sido  aún 
sancionado,   no   obstante  los  nuevos  informes  del 
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mismo  diputado,    del  lo.  de    marzo  de  1910  y  de 
l'obrei'o  de  1911. 

iSuiza,  con  su  uueva  ley  del  18  de  junio  de  1914, 
sobre  el  trabajo  en  las  fábricas,  inicia  francamen- 
te la  prohibición  de  la  jornada  nocturna,  cuando 
en  el  Cap.  II,  art.  40^  reduce  la  duración  del  tra- 
bajo a  10  horas  y  a  9  en  vísperas  de  domingo  y 
días  festivos,  y  cuando  en  3U  art.  43  declara :  "  La 
jornada  deberá  estar  comprendida  desde  el  lo. 
de  mayo  hasta  el  15  de  septiembre,  entre  5  de 
la  mañana  y  8  de  la  noche,  y  lo  demás  del  aíio 
entre  6  de  la  mañana  y  8  de  la  noche ;  en  vís- 
pera de  domingo  y  días  'festivos  terminará  cuan- 
do más  a  las  5  de  la  tarde".  . 

Después,  con  el  propósito  de  evitar  toda  vio- 
lación, comprende  en  el  art.  45  esta  categórica 
disposición:  "Queda  prohibido  eludir  las  disposi- 
ciones relativas  a  las  horas  de  trabajo,  dando  a 
los  obreros  trabajo  a  domicilio.  Queda  a  los  obre- 
ros prohibido  trabajar  en  la  fábrica,  aun  volun- 
tariamente, fuera  de  las  horas  autorizadas  por  la 
ley".  Y  en  atención  a  que  tal  principio  acepta 
una  limitada  excepción  y  por  autorización  en  ca- 
da caso  del  Consejo  Federal  (Art.  94),  pre- 
ceptúa que  el  descanso  nocturno  tendrá  una  du- 
ración normal  de  11  horas  para  las  mujeres  y 
una  menos  para  los  hombres. 

Suiza,  pues,  nos  presenta  el  primer  caso  de  una 
reforma  franca  en  el  sentido  de  la  prohibición 
del  trabajo,  durante  las  horas  habitualmente  des- 
tinadas al  sueño,  y  no  es  de  dudar  que  seguirán 
esta  corriente  otras  naciones,  aun   cuando  es  pro- 
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bable  que  le  "precedan  los  acuerdos  internacio- 
nales. Ya  en  el  Congreso  de  Zurieh,  reunido  en 
1897,  el  delegado  suizo  T.  Curti  declaró  con  ge- 
neral asentimiento,  que  la  protección  internacional 
es  de  categórico  predominio  en  nuestro  siglo ;  y  en 
efecto,  las  iniciativas  en  tal  sentido  se  han  su- 
cedido, y  antes  de  la  guerra  actual  y  también 
posiblemente  a  su  terminación,  los  resultados 
prácticos  se  presentarán  y  se  ha  de  nuevo  notar 
con  todo   incremento. 

El  derecho  internacional  obrero  alcanza,  pues, 
un  sentido  positivo  y  se  manifiesta  por  la  ley,  en 
cuanto  los  códigos  reconocen  ciertas  prescripcio- 
nes de  la  legislación  extranjera,  cuando  entre  la 
celebración  y  el  cumplimiento  del  contrato  del 
trabajo  ha  mediado  un  cambio  de  domicilio;  por 
la  jurispiTidencia,  en  cuanto  inteipreta  los  textos 
legales,  y,  en  fin,  por  los  tratados,  que  es  el  medio 
indudablemente  más  eficiente. 
*  *  * 

Las  iniciativas  en  el  sentido  de  una  legislación 
internacional  más  amplia,  datan  ya  de  años  atrás, 
recordándose,  en  primer  término,  la  del  .coronel 
Frey,  presidente  del  Consejo  Federal  Suizo,  en 
1876,  quien  propuso  al  gobierno  de  que  formaba 
parte,  la  iniciativa  de  negociaciones  con  los  prin- 
cipales Estados,  en  el  sentido  antes  indicado  y 
aunque  no  tuvo  tal  iniciativa  una  acogida  entu- 
siasta, fué  reproducida  por  Descurtins  en  1889. 
El  Emperador  de  Alemania,  con  tal  motivo  hizo 
suya  la  idea,  y  en  el  Monitor  del  Imperio,  de  fe- 
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brero  de  1890,  aparece  un  rescripto  firmado  por 
Berlepsch,  sucesor  del  Bismark  en  el  Ministerio 
de  Comercio,  en  el  cual  se  declara  ''que  corres- 
ponde al  Estado  reglar  la  duración  y  la  natu- 
raleza del  trabajo,  de  tal  modo  que  la  salud  de 
los  obreros,  sus  intereses  morales,  sus  exigencias 
económicas  y  sus  aspiraciones  en  el  sentido  de 
la  igualdad  ante  la  ley,  sean  salvaguardadas". En 
un  segundo  rescripto,  el  Canciller  del  Imperio  de- 
claraba en  nombre  del  Emperador:  "Yo  estoy 
decidido  a  concurrir  al  mejoramiento  de  la  situa- 
ción de  los  obreros  alemanes,  en  los  límites  pro- 
pios; a  mantener  la  industria  germana,  en  un  es- 
tado tal  que  pueda  concurrir  a  la  competencia 
en  el  mercado  internacional.  Las  dificultades  pro- 
vienen de  la  concurrencia  internacional,  que  se 
opone  al  mejoramiento  de  la  suerte  de  nuestros 
propios  trabajadores,  que  si  no  constituye  un  obs- 
táculo insalvable,  al  menos  induce  a  los  acuerdos 
a  realizar  con  los  países  que  tienen  posesión  in- 
ternaeionar'. 

La  preocupación  política  del  Emperador  se  ma- 
nifestaba así  en  una  íorma  nueva,  la  que  se  tra- 
dujo en  la  iniciativa  de  una  conferencia  interna- 
cional, que  efectivamente  se  reunió  en  Berlín  el 
5  de  mayo  de  1890,  con  asistencia  de  los  repre- 
sentantes de  14  Estados:  Alemania,  Austria-Hun- 
gría, Bélgica,  Dinamarca,  Francia,  Inglaterra,  Ita- 
lia, Luxemburgo,  Países  Bajos,  Portugal,  Suecia 
y  Noruega  y   Suiza. 

Desde  un  principio  los  delegados  declararon  que 
las  decisiones  en  la  Conferencia,  no  tendrían  por 
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entonces  sino  un  carácter  teórico  y  así  sus  acuer- 
dos comienzan  siempre  con  estas  palabras :  * '  Es  de- 
seable , . . ,  etc .  " .  Aparte  de  esto,  los  representan- 
tes de  Francia,  manifestaron  y  esto  fué  apoyado 
generalmente  en  la  asamblea,  que  no  debía  aún. 
tratarse  de  la  limitación  de  la  jornada  de  trabajo 
do  los  adultos,  porque  era  un  asunto  grave  para 
la  industria  de  cada  país,  y  que,  además,  se  vin- 
culaba a  los  principios  sobre  que  reposa  la  orga- 
nización política  y  que,  por  consiguiente,  era  cues- 
tión que  previamente  debía  someterse  a  cada  Par- 
lamento, para  luego  ventilarse  por  la  vía  diplo- 
mática . 

En  consecuencia,  la  conferencia  se  clausuró  el 
20  de  mayo  siguiente,  sin  haberse  arribado  a  un 
acuerdo. 

En  1893  se  reunió  en  Viena  la  Liga  de  los  tra- 
bajadores, en  su  Congreso  trienal.  M.  Descur- 
tins  volvió  a  presentar  la  idea  de  una  limitación 
internacional  de  la  jornada  de  trabajo,  a  cuj'o 
efecto  se  convocaría  a  todas  las  sociedades  obre- 
ras, "a  condición  de  que  sus  representantes  acep- 
ten la  interv^ención  d-el  Estado  en  favor  de  la 
clase  obrera,  como  justificada,  neqesaria  y  urgen- 
te". Se  discutiría  la  limitación  del  trabajo  de  los 
niños,  de  las  mujeres  y  de  los  hombres,  así  como 
la  interdicción  del  trabajo  de  noche. 

Después  del  Congreso  de  Viena,  las  iniciativas 
en  el  sentido  de  la  reglamentación  internacional 
del  trabajo,  se  manifestaron  en  dos  nuevos  con- 
gresos reunidos  casi  al  mismo  tiempo,  uno  en  Zu- 
ricíh,  en  agosto   de  1897,  y  otro   en  Bniselas,   en 
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septiembre  del  mismo  año,  con  representación  de 
todas  las  escuelas  sociales  y  concurrencia  de  emi- 
nentes socialistas  de  Alemania :  Bebel,  Libknecht. 
Se  propuso  y  discutió  la  reducción  dé  la  jornada 
de  trabajo  a  8  horas  al  día  o  a  44  por  semana, 
pero    no   se  llegó    a  acordar  nada  definitivo. 

La  exposición  universal  de  París  de  1900,  dio 
margen  a  varios  Congresos  y  entre  ellos  uno  lla- 
mado al  estudio  de  cuestiones  sociales,  iniciado 
por  los  profesores  de  la  Facultad  de  Derecho,  Cau- 
nés,  Jay  y  Souchon,  el  que  se  reunió  bajo  la 
presidencia  de  M.  Millerand  en  el  Museo  Social 
el  25  de  julio.  Los  estudios  que  se  presentaron 
se  especializaron  sobre  la  reglamentación  legal  del 
trabajo  y  la  supresión  de  la  jomada  nocturna,  y 
completando  la  obra  del  Congreso  de  Bruselas,  se 
funda  la  "Asociación  Internacional  para  la  pro- 
tección legal  de  los  trabajadores",  que  después 
alcanzó  la  mayor  importancia  y  cuyo  fin  esen- 
cial es  el  de  servir  de  vínculo  entre  los  difere- 
tes  países,  que  consideran  necesaria  la  protección 
legal  de  los  trabajadores  y  ''provocar  la  reunión 
de  congresos  internacionales". 

Esta  asocia<?ión  promueve  en  1902,  la  celebración 
de  una  Conferencia  en  Colonia,  la  que  se  inau- 
gura el  23  de  septiembre,  con  asistencia  de  de- 
legados de  Alemania,  Francia,  Países  Bajos,  Ita- 
lia, Luxemburgo,  Noruega,  Suiza  y  Suecia  y  se 
acuerda  nombrar  una  comisión  para  el  -estudio 
de  la  supresión  del  trabajo  nocturno  de  las  mu- 
jeres, la  que  dos  años  después  presenta  su  informo 
propiciatorio  de  tal  interdicción. 
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Los  representantes  de  Suiza  habían  aceptado 
promover  la  celebración  de  una  nueva  reunión  in- 
ternacional, para  la  que  se  lanzaron  las  invita- 
ciones en  septiembre  de  1904  y  ella  se  celebró 
al  fin  en  Berna,  del  8  al  15  de  mayo  de  1905.  La 
Conferencia  de  Berna  constituye  el  acto  más  tras- 
cendental de  los  acuerdos  internacionales  para  la 
reglamentación  del  trabajo,  y  acaso  esto  se  deba 
a  que  las  diversas  naciones  se  hicieron  represen- 
tar por  eminentes  estadistas,  bastando  sólo  recor- 
dar que  Francia  envió  a  Millerand,  Waddington, 
Sevene  y  Kenfer.  Concurrieron  también  Suiza, 
Alemania,  Austria-Hungría,  Bélgica,  Inglaterra, 
Dinamarca,  España,  Italia,  Luxemburgo,  Norue- 
ga, Suecia,  Países  Bajos  y  Portugal.  Era  una  re- 
unión de  delegados  oficiales,  mas  no  de  plenipo- 
tenciarios. Después  de  un  debate  que  se  recuerda 
como  de  los  más  ilustrados  en  esta  materia,  se 
acordó  subscribir  la  siguiente  convención  inter- 
nacional . 

Artículo  lo.  —  El  trabajo  industrial  nocturno 
será  prohibido  a  todas  las  mujeres,  sin  distinción 
de  edades,  bajo  las  reservas  de  las  excepciones 
previstas  más  abajo. 

La  convención  se  aplicará  a  todas  las  empresas 
industriales  que  empleen  más  de  diez  obreros  y 
obreras;  y  no  se  aplicará  en  ningún  caso  a  las 
empresas  que  no  empleen  sino  los  miembros  de 
la  familia. 

A  cada  una  de  las  partes  contratantes  incum- 
birá el  cuidado  de  definir  lo  que  debe  entenderse 
por  empresas  industriales. 
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Serán  comprendidas  bajo  esta  denominación  las 
minas  y  canteras,  como  también  las  industrias  de 
fabricación  y  transformación  de  las  materias;  la 
legislación  nacional  fijará,  sobre  este  último  pun- 
to, el  límite  entre  la  industria  de  un  lado,  la  agri- 
cultura  y    el  comercio,   del  otro. 

Art.  2o.  —  El  descanso  de  noche  previsto  en 
e]  artículo  precedente,  tendrá  una  duración  mí- 
nima de  12  horas  consecutivas,  dentro  de  las  11 
horas.  Cualquiera  que  sea  la  legislación  de  cada 
Estado,  deberá  estar  comprendido  el  intervalo  des- 
de las  diez  pasado  meridiano  hasta  las  cinco  ante 
meridiano. 

Sin  embargo,  en  los  Estados  en  que  el  trabajo 
nocturno  de  las  mujeres  adultas  empleadas  en  la 
industria,  no  haya  sido  aún  actualmente  regla- 
mentado, la  duración  ,del  descanso  ininterrumpi- 
do podrá,  a  título  transitorio,  y  por  un  período 
no  menos  de  tres  años,  ser  limitado  a  diez  horas. 
Art.  3o.  —  La  prohibición  del  trabajo  nocturno 
podrá  ser   levantada: 

lo.  En  caso  de  ífuerza  mayor,  cuando  en  una 
empresa  se  produzca  una  interrupción  del 
trabajo,   imposible   de  preverse    y  que  no 
tenga  un    carácter  periódico ; 
2o.  En  el   caso  en   que  el  trabajo   se  aplique 
a  materias  susceptibles  de  alteración  muy 
rápida,   cada   vez   que   sea  necesario  para 
salvar  esas  materias  de  una  pérdida  inevi- 
table. 
Art.  4o.  —    En    las  industrias  sometidas  a  la 
influencia  de  las  estaciones  y  en  casos  de  circuns- 
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taneias  excepcionales  para  toda  empresa,  la  du- 
ración del  descanso  ininterrumpido  de  noche  po- 
drá ser  reducida  a  diez  horas,  60  días  por  año. 
Art.  5o.  —  Las  ratificaciones  de  la  convención 
a  intervenir  deberán  ser  dispuestas  a  más  tardar 
el   31   de    diciembre   de  1907. 

Para  la  ejecución  de  la  convención  se  estipu- 
lará un  plazo  de  tres  años,  a  contar  del  depósito 
de  las   ratificaciones. 

Ese  plazo   será   de    tres   años: 

lo.  Para  las  fábricas   de   azúcar  en  bruto  de 

remolacha ; 
2o.  Para  la  cardatura  e  hilado  de  lana; 
3o.  Para  los  trabajos  al  abierto  de  explotacio- 
nes  mineras,    cuando    esos  trabajos   están 
paralizados  anualmente  durante  cuatro  me- 
ses por  lo  menos,   por  influencias  climaté- 
ricas . 
Hecho  en  Berna  a  16  del  mes  de  mayo  del  año 
1905  en  un  ejemplar  francés  y  otro  alemán,  que 
serán  depositados  en  los  archivos  de  la  Confede- 
ración de  Suiza  y  de  los  cuales  se  remitirán,  por 
vía  diplomática,  copias  legalizadas  a  cada  gobier- 
no representado  en  la  Conferencia. 

Han  firmado  las  bases  de  esta  convención  los 
delegados  de  los  gobiernos  siguientes :  Alemania, 
Austria-Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  España, 
Francia,  Italia,  Luxemburgo,  Noiniega,  Países  Ba- 
jos,  Portugal   y  .Suiza. 

Se  abstuvieron  los  delegados  de  la  Gran  Bre- 
taña y   Suecia. 

Después   se    ratificaron  en   esta   convención   los 
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siguientes  países:  Suiza,  Decreto  del  19  de  di- 
ciembre de  1908;  Bélgica,  Ley  del  20  de  marzo 
de  1908;  Italia,  Ley  del  29  de  julio  de  1909; 
Francia,  Ley  del  15  de  julio  de  1908,  22  de  di- 
ciembre de  1911 ;  Austria,  Ley  del  24  de  diciem- 
bre de  1908,  Ordenanza  del  19  de  diciembre  de 
1911;  Países  Bajos,  Ley  del  11  de  julio  de  1908, 
Decreto  Real  del  16  de  diciembre  de  1911 ;  Sue- 
cia,  Decreto  Real  de  1910.  Luxemburgo,  Decreto 
del  3  de  agosto  de  1907,  10  de  diciembre  de  1907; 
Portugal,  Decreto  del  24  de  junio  de  1911;  Es- 
paña, Ley  del  11  de  julio  de  1912. 

La  jurisdicción  de  vigencia  de  la  ley  ha  debido 
ser  expresamente  considerada,  para  evitar  dudas 
que  pueden  surgir  en  su  aplicación,  y  pienso  al 
respecto  que  se  la  debe  extender  a  todo  el  terri- 
torio de  la  nación,  porque  las  probibiciones  con 
carácter  regional,  crean  desigualdades  perceptibles 
en  la  práctica  y  que  ya  han  ocasionado  emigra- 
ción de  fábricas  de  la  Capital  Federal,  como  ocu- 
rre por  la  aplicación  estricta  de  la  ley  que  regla- 
menta el  trabajo  de  las  mujeres  y  de  los  niños. 
La  facultad  de  los  poderes  nacionales  para  la  adop- 
ción de  una  ley,  en  el  sentido  del  presente  pro- 
yecto, emerge  del  carácter  de  la  materia  al  le- 
gislarse, la  que  por  su  índole  no  es  formulista  sino 
de  derecho  fundamental,  desde  que  se  trata  de 
regular  una  de  las  fases  del  contrato  del  trabajo, 
institución  que  se  acepta  en  la  teoría  jurídica  y 
en  la  legislación  comparada  como  esencialmente 
de  derecho  civil. 
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Las  excepciones  al  principio  prohibiti\'o  del  tra- 
bajo nocturno,  deben  establecerse  en  el  sentido  de 
no  causar  perjuicio  a  la  industria  y  a  efecto  de 
poder  considerar  situaciones  prácticas  especiales, 
unas  permanentes  y  eventuales  otras. 

Finalmente  el  trabajo  doméstico  y  el  trabajo  a 
domicilio  deben  excluirse  del  alcance  de  esta  ley. 
Todo  esto  he  procurado  consultas  en  el  proyec- 
to que  salvando  en  lo  posible  el  del  señor  dipu- 
tado doctor  Ángel  Giménez  —  que  motivó  este 
estudio  —  propuse  a  la  Comisión  de  Legislación: 
Art.  lo.  —  En  el  territorio  de  la  nación,  no  se 
peimite  el  trabajo,  desde  las  9  de  la  noche,  a  las 
5  de  la  mañana. 

Art.  2o.  —  Exceptúanse  de  esta  disposición  los 
servicios  públicos  de  imprescindible  necesidad,  las 
industriass  cuyos  procesos  técnicos  exijan  un  tra- 
bajo continuo,  la  reparación  e  instalación  de  má- 
quinas que  no  puedan  realizarse  en  las  horas  re- 
gulares de    trabajo. 

Art.  3o.  —  Los  dueños  de  establecimientos  com- 
prendidos en  las  excepciones  permanentes  del  ar- 
tículo anterior  y  que  deseen  mantener  el  trabajo 
de  noche,  deberán  solicitarlo  del  Departamento  Na- 
cional del  Trabajo,  acompañado  de  un  croquis  de 
los  locales,  condiciones  de  higiene,  seguridad  e  ilu- 
minación, organización  y  horario  de  trabajo,  nó- 
mina, edad  y  condiciones  de  salud  de  los  obreros. 
Art.  4o.  —  Además  de  las  excepciones  genera- 
les comprendidas  en  el  artículo  precedente,  el  De- 
partamento Nacional    del   Trabajo  podrá  acordar 
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excepciones  eventuales  para  un  determinado  esta- 
blecimiento de  trabajo  y  por  el  término  de  6  días 
consecutivos,  siemprel  que  así  lo  exijan  motivos 
técnicos  relacionados  con  la  industria  a  que  per- 
tenece el  establecimiento;  cuando  se  trate  de  evi- 
tar perjuicios  al  interés  público  o  un  daño  inmi- 
nente por  accidentes  imprevistos  o  por  circuns- 
tancias transitorias,  y  para  efectuar  reparaciones 
indispensables  en  las  maquinarias,  a  efecto  de  no 
interrumpir  la  labor  de  la  semana. 

Art.  5o.  —  No  se  podrá  acordar,  salvo  circuns- 
tancias extraordinarias,  más  de  dos  veces  por  año, 
a  un  mismo  establecimiento,  el  penniso  a  que  se 
refiere  el  artículo  precedente,  y  ■  en  todo  caso  los 
obreros  ocupados  de  jmdhe,  no  podrán  trabajar  en 
la   jomada   diaria. 

Art.  6o.  —  En  la  industria  de  la  panificación 
y  similares,  no  se  podrá  elaborar  productos  den- 
t]'o  de  las   horas  que  establece  el  artículo  lo. 

Art.  7o.  —  La  jornada  máxima  de  trabajo  noc- 
turno será  de  ocho  horas.  En  los  establecimientos 
a  trabajo  continuo  o  en  los  que  el  trabajo  se  pro- 
longue en  parte  del  día  o  de  la  noche,  se  formará 
el  suficiente  número  de  equipos  de  obreros  que 
se  turnarán.  Por  cada  6  días  de  trabajo  deberán 
tener  36  horas  continuadas  de  descanso,  debiendo 
disponer  de  un  domingo,   por  lo  menos,    al  mes. 

Art.  8o.  —  Las  fábricas  o  empresas  en  que  se 
establezcan  los  equipos  con  la  jornada  continua  de 
ocho  horas,  deberán  disponer,  dentro  de  estas  ho- 
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ras,  por  lo  menos,  de  30  minutos  de  descanso,  para 
lo  que  se  tendrá  locales  apropiados  anexos  a  los 
lugares  de  trabajo. 

Art.  9o.  —  La  presente  ley  no  se  aplicará  al 
servicio  doméstico,  ni  regirá  en  los  talleres  de  tra- 
bajo   a  domicilio. 

Art.  10.  —  Los  patrones  que  ocupen  obreros 
en  contravención  a  la  presente  ley  o  que  sin  estar 
comprendidos  en  las  excepciones  y  sin  haber  ob- 
tenido el  permiso  del  Departamento  Nacional  del 
Trabajo  permitan  en  sus  establecimientos  la  ocu- 
pación nocturna  de  obreros,  sufrirán  una  multa 
de  100  pesos  por  cada  obrero  empleado  o  7  días 
de  arresto,  y  en  caso  de  reincidencia  doble  pena- 
lidad. 

Art.  11.  —  El  importe  de  las  multas  se  de- 
positará en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina  en 
una  cuenta  especial  con  el  rubro  de  "Fondo  de 
previsión  social",  al  que  se  dará  el  destino  que 
determine  una  ley  posterior. 


CAPITULO  XIII 
EMPLEADOS  DE  COMERCIO  (1) 

La  reglamentación  del  trabajo  de  los  empleados 
de  comercio  es  un  complemento  de  la  legislación 
obrera  propiamente  dicha;  porque  se  ha  compro- 
bado que  la  situación  de  los  empleados,  no  es  a 
menudo,  más  ventajo&a  que  la  de  los  obreros,  ni 
en  cuanto  al  salario,  ni  respecto  a  las  condiciones 
generales  de  los  locales  de  trabajo.  Por  eso  las 
normas  comunes  de  la  legislación,  se  orientan  en 
sentido  de  garantizar  cuando  menos  el  salario  y 
las  condiciones  de  higiene  y  seguridad. 

El  proyecto  que  el  diputado  Dr.  Aflredo  L.  Pa- 
lacios presentara  a  la  Cámara,  el  que  a  continua- 
ción se  transcribe  y  el  cual  suscitó  este  estudio 
responde  a  tales  fines  esenciales. 

Los  antecedentes  de  nuestro  derecho,  en  lo  que 
se  relaciona  con  esta  cuestión,  nos  conducen  a  la 
comprobación  de  que  siempre  se  ha  i'elegado  a  las 
municipalidades  esta  rama  de  la  legislación,  las  que 
mediante  ordenanzas  o  reglamentos,  han  establecido 
condiciones  de  funcionamiento  de  los  negocios  y  al- 


(1)     Dictamen  para    la    Comisión    de  Legialacióa  de  la  Cámara  de 
Diputados. 
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gunas  vinculadas  a  los  empleados,  como  el  término 
de  la  jornada  diaria  y  el  descanso  dominical. 

Algo  hay  que  respetar  de  estos  antecedentes,  sin 
herir  con  esto  el  criterio  constitucional  de  que  l<i 
legislación  sobre  el  trabajo  y  los  trabajadores,  es  ma- 
teria fundamental  que  compete  al  gobierno  federal. 

El  Art.  lo.  del  proyecto  del  Dr.  Palacios  esta- 
blece la  jurisdicción  para  dicha  ley  y  determina  con 
acierto  a  qué  clase  de  establecimientos  alcanza  en 
su  vigor. 

El  Art.  2o.  limita  la  venta  y  compra  en  los  al- 
macenes, tiendas  y  bazares  y  en  general  de  todo 
establecimiento  comercial,  así  como  en  las  calles, 
plazas  y  paseos  públicos  a  las  horas  comprendidas 
entré  lafc  o  de  la  mañana  y  las  9  de  la  noche.  Es 
fácil  notar  que  en  tal  declaración  se  extralimita  el 
sentido  de  la  iniciativa,  que  es  el  de  protección  a 
los  empleados,  para  extenderla  hacia  otro  asunto, 
es  decir*,  el  de  reglamentación  de  las  horas  de  aper- 
tura y  cierre  de  los  negocios  públicos.  Es  esencial- 
mente a  este  respecto,  que  conceptúo  que  debemos 
acatar  la  situación  legal  establecida  consuetudina- 
riamente, dejando  a  cargo  de  las  comunas  su  regla- 
mentación . 

Comprendo  el  laudable  propósito  del  proyecto, 
el  que  busca  oon  el  temperamento  radical  del  cierre 
del  negocio,  impedir  la  violación  del  principio  de 
que  el  trabajo  de  los  empleados  no  comience  antes 
de  las  5  de  la  mañana,  ni  se  prolongue  después  de 
las  9  de  la  noche.  Pero,  es  necesario  coordinar  esto 
con  un  interés  de  otro  orden,  dejando  al  dueño  del 
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negocio  la  facultad  de  atenderlo  personalmente,  si 
así  le  conviene,  en  las  horas  en  que  sus  empleados 
no  pueden  trabajar.  Por  lo  que  respecta  a  la  fisca- 
lización para  prevenir  infracciones  confiemos  en  las 
denuncias  de  los  directamente  afectados  para  que 
concurran  en  amparo,  las  inspecciones  oficiales. 
Conceptúo,  pues,  que  el  artículo  podría  modificar- 
se en  los  siguientes  términos:  "Desde  las  9  de  la 
noche  hasta  las  5  de  la  mañana,  queda  prohibido 
el  trabajo  de  los  empleados  en  los  establecimien- 
tos y  escritorios  comerciales  a  que  se  refiei-e  la 
presente  ley". 

Consecuencia  de  esto  sería  la  supresión  del  in- 
ciso 3o.  del  artículo  3o. 

La  limitación  de  la  duración  del  trabajo  en  los 
negocios  se  impone  por  las  mismas  razones  que  la 
industria .  Consideraciones  de  orden  social  y  de  hi- 
giene la  determinan  y  también  la  necesidad  de  co- 
rregir abusos,  pues  no  es  raro  comprobar  como  ha 
ociurrido  recientemente  en  París,  que  hay  emplea- 
dos que  se  mantienen  en  sus  puestos  hasta  17  y  18 
horas  al  día.  En  Buenos  Aires  inician  generalmen- 
te su  labor  a  las  7  de  la  mañana  y  no  terminan  la 
jornada  sino  a  las  10  ó  11  de  la  noche  con  una  hora 
y  media  de  descanso  para  el  almuerzo.  A  esto  es 
preciso  agregar,  el  tiempo  empleado  en  la  t^^asla- 
ción  desde  su  domicilio  al  local  del  trabajo  y  se 
tiene  así  todo  un  día  empleado  sin  interrupción, 
salvo  las  limitadas  horas  del  sueño,  en  la  ejecución 
de  la  labor  que  los  absorbe. 
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Francia  inició  en  1912  una  "enquete"  como  an- 
tecedente para  un  proyecto  de  ley  sobre  el  trabajo 
de  los  empleados  de  comercio,  comprendiendo  la  li- 
mitación de  la  jortiada. 

Alemania,  poí  ley  del  30  de  Junio  de  1900,  no 
determina  precisamente  la  duración  de  la  jomada, 
sino  solamente  la  duración  del  reposo  ininterrumpi- 
do, el  que  fija  en  diez  horas.  El  proyecto  sometido 
a  informe,  sigue  esta  corriente  en  su  Art.  4o. 

En  Austria,  la  ley  del  14  de  Enero  de  1910,  fija 
en  11  horas  para  los  empleados,  la  duración  del  re- 
poso ininterrumpido.  Este  reposo  se  reduce  a  10 
horas  par'a  Bosnia  y  Herzegovina. 

En  Dinamarca,  la  ley  del  19  de  Junio  de  1908, 
pa-escribe  el  cierre  de  los  negocios,  desde  las  9  de 
la  noche  hasta  las  4  de  la  mañana. 

Bu  Inglaterra,  por  ley  del  15  de  Agosto  de  1904, 
los  menores  de  18  años  no  pueden  ser  ocupados 
más  de  54  horas  por  semana,  y  en  cuanto  a  los 
mayores,  la  jornada  se  determina  por  la  apertura  y 
cierre  de  los  negocios. 

Entre  estos  sistemas,  el  proyecto  del  Diputado 
Palacios  ha  optado  por  establecer  una,  garantía 
para  el  reposo,  con  el  agregado  de  dos  horas  des- 
tinadas a  medio  día  para  el  almuerzo.  El  descan- 
so ininterrumpido  se  fija  en  12  horas,  lo  que  es 
superior  al  promedio  de  las  leyes  extranjeras  ci- 
tadas,   pero    tal   temperamento    es    perfectamente 
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aceptable  porque  él  no  afecta  en  lo  más  mínimo 
al  funcionamiento  de  los  negocios. 

* 

El  Art,  5o.  del  proyecto  prohibe  que  los  mis- 
mos empleados  sean  ocupados  en  trabajos  diurnos 
y  nocturnos  y  .a  la  vez,  limita,  la  duración  de  este 
último.  Tal  prescripción  no  puede  sino  merecer  to- 
do apoyo,  porque  el  trabajo  nocturno  debe  redu- 
cirse en  lo  posible,  no  tan  solo  en  la  industria,  sino 
también  en  el  comercio.  En  un  informe  de  1912 
presentado  al  Consejo  de  Higiene  y  Salubridad  del 
Departamento  del  Sena,  los  Drs.  Coantemesse  y  Wal- 
kenser  expresaban:  "Ahora,  todo  trabajo  efectua- 
do a  la  luz  artificial  presenta  dos  inconvenientes; 
por  una  parte  cansa  la  vista,  por  otra  parte  los 
locales  donde  tienen  lugar  dejan,  muy  a  menudo, 
que  desear  desde  el  aspecto  de  la  higiene;  ofrecen 
los  signos  particulares  de  la  insalubridad  y  de  con- 
taminación de  los  locales  donde  el  sol  jamás  ha 
llegado  a  ejei'eer  su  acción  mierobicida".  Luego, 
en  el  mismo  informe  se  declara:  ''Esas  deficien- 
tes condiciones  de  trabajo,  son  evidentemente  causa 
de  las  enfermedades  del  estómago,  de  las  afeccio- 
nes de  pecho  y  los  casos  de  tuberculosis  están  muy 
difundidos  entre  los  empleados  de  las  oficinas". 
El  Dr.  Morfan  ha  relatado  las  características  de 
una  epidemia  de  la  tuberculosis  en  una  adminis- 
tración parisiense.  Tuvo  por  causa  inicial  un  pri- 
mer enfei-mo,  que  durante  tres  años  había  concu- 
rrido a  la  oficina.   Sobre  22  empleados  ocupados 
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en  el  mismo  local,  14  sucumbieron  de  tuberculosis. 

La  mortalidad  de  los  tenderos  y  de  los  empleados 
de  almacenes,  sobrepasa  hasta  cierta  edad  la  del 
conjunto  de  los  profesionales  obreras.  No  hay  a  este 
respecto  una  estadística  en  la  República  Argenti- 
na. Pero  en  el  extranjero  se  han  producido  estu- 
dios de  alto  mérito  científico,  ios  que  aparte  de  tal 
conclusión,  arriban  a  que  su.  causa  reside,  no  en 
el  hecho  de  una  jortiada  demasiado  prolongada, 
aunque  sea  de  un  trabajo  fácil,  sino  y  sobre  todo 
por  la  labor  nocturna  en  locales  cerrados. 

La  limitación  de  la  jornada  en  días  sábados,  res- 
ponde al  propósito  de  asegurar  el  reposo  íntegro 
durante  el  domingo  y  propiamente  para  los  em- 
pleados su  origen  definido  y  preciso  en  la  legisla- 
ción positiva,  está  en  la  ley  inglesa  del  20  de 
Marzo  de  1912,  cuyo  artículo  1."  dice:  ''Ningún 
empleado  puede  ser  ocupado  en  un  comercio  en 
un  día  ipor  lo  menos  por  semana,  después  de  la 
1.30  de  la  tarde". 

En  Francia  se  ha  experimentado  una  gran  agi- 
tación obrera  en  favor  de  la  semana  inglesa  y  en 
sa  Cámara  de  Diputados  han  surgido  varios  pro- 
yectos de  ley  en  el  mismo  sentido,  lo  que  dio  lugar 
a  un  estudio  muy  completo  publicado  por  el  Mi- 
nisterio del  Trabajo  en  la  ''Reduction  de  la  duree 
du  travail  le  samedí".  El  proyecto  de  la  Cáma- 
ra llegó  al  fin  a  establecer'  que  en  las  manufacturas, 
fábricas,  usinas,  talleres,  astilleros,  minas,  cante- 
ras, empresas,  de  carga  y  descarga,  así  como  en  las 
dependencias  de  todos  estos    establecimientos    de 
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cualquier  naturaleza  que  sea,  públicos  o  privados, 
laicos  o  religiosos  y  aun  cuando  tengan  carácter 
de  enseñanza  profesional  o  de  beneficencia,  dos 
años  después  de  la  promulgación  de  la  ley,  la  jor- 
nada de  trabajo  de  todo  el  personal  sea  mixto,  sea 
compuesto  de  adultos  solamente,  deberá  terminar- 
se los  sábados  y  las  vísperas  de  los  días  feriados  a 
las  4  p.  m.  y  su  duración  no  podrá  pasar  de  8 
horas . 

Las  disposiciones  precedentes  no  se  aplican  a  los 
establecimientos  que,  ocupando  solamente  obreros 
adultos,  no  cuenten  más  de  5  y  no  empleen  una 
fuerza  motriz  de  más  de  8  caballos. 

El  Senado  Francés  tiene  eii  este  momento  a 
estudio  este  importante  asunto  y  si  nos  hemos 
de  atener  a  los  telegramas  de  los  diarios,  debo 
manifestar  que  la  Comisión  de  Legisílación  lo  ha 
despachado  desfavorablemente,  fundándose  en  que 
la  reducción  de  la  jornada  acarrearía  una  desven- 
taja para  la  industria  francesa,  frente  a  sus  com- 
petidoras extranjeras. 

En  Nueva  Zelandia  se  establece  la  Semana  In- 
glesa también  para  los  negocios,  por  ley  del  9  de 
Noviembre  de  1914. 

Las  leyes  de  otros  países  como  la  de  Alemania 
d€l  28  de  Diciembre  de  1908,  la  de  los  Países  Ba- 
jos del  7  de  Octubre  de  1911,  la  de  Suiza  del  28 
de  Marzo  de  1887,  adoptan  la  misma  institución 
pero  para  obreros  de  fábrica. 

En  la  forma  como  legisla  el  asunto  el  Art.  6  del 
ptoyeeto,  es   decir,  para  establecimientos  mayoris- 
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tas  y  todos  los  que  ocupen  mujeres,  parece  acep- 
table entre  nosotros,  salvo  que  podría  admitirse 
algunas  excepciones  que  en  todo  caso,  se  dejarían 
a  la  fijación  del  Poder  Ejecutivo. 

La  edad  de  admisión  de  los  menores  como  em- 
pleados de  comercio,  varía  según  los  países.  El 
proyecto  la  fija  en  catorce  años. 

La  ley  francesa  del  8  de  Noviembre  de  1892,  en 
su  artículo  2o.  prohibe  la  admisión  de  menores  pa- 
ra tal  fin  antes  de  los  13  años,  salvo  para  los  de 
12  cuando  presenten  un  certificado  de  instrucción 
primaria.  Para  España  su  ley  del  13  de  Marzo  de 
Ü900,  fija  la  edad  mínima  para  estos  trabajos  en 
12  años.  En  Dinamarca  se  sigue  por  ley  de  1906, 
igual  norma.  En  Suiza  todo  aprendiz,  ya  sea  de 
la  industria  o  del  comercio,  debe  en  el  cantón  de 
Lucerna,  tener  14  o  15  años  y  en  Basilea  y  Neuf- 
ehatel  14  años.  En  los  Estados  Unidos  según  los 
estados,  varía  de  12  a  13  años. 

La  ley  argentina  5291.  prohibiendo  en  el  Art. 
9o.  inciso  4o,,  que  en  la  Capital  Federal  se  ocu- 
pen en  la  industria  menores  de  12  años  y  si  se 
respeta  tal  prescripción,  sería  el  caso  de  amoldar  a 
ella  lo  que  declara  el  proyecto  Palacios  en  su  ar- 
tículo 8o. 

En  nuestro  país  se  nota  un  vacío  en  materia 
de  enseñanza  pública  en  lo  que  respecta  a  ins- 
trucción profesional  práctica  del  comercio  y  de  la 
industria.  Las  orientaciones  de  Sarmiento  no  se  han 
modernizado  conforme  a  la  exigencia  de  los  nuevos 
tiempos  y  la  necesidad  de  hacerlo  se  desprende  de 
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las  propias  estadísticas  oficiales,  las  que  acusan  que 
el  tanto  por  ciento  más  numeroso,  acaso  un  80  por 
ciento  de  los  niños  que  ingresan  cada  año  a  la 
escuela,  la  abandonan  antes  de  los  14  años,  atraí- 
dos por  la  necesidad  de  trabajar  para  ganarse  la 
vida,  sin  pasar  antes  por  institutos  prácticos  de 
aprendizaje  prof eiíional .  De  modo,  entonces,  que 
si  se  prohibe  hasta  los  14  años  el  ingreso  de  los 
niños  al  comercio  o  a  la  industria,  siendo  que  en 
su  mayoría  las  dificultades  de  la  vida  les  impiden 
hasta  concurrir  a  la  escuela,  se  corre  el  riesgo 
de  lanzarlos  a  la  calle,  donde  encuentran  un  medio 
propicio  de  perdición  moral .  Creo,  por  esto,  que  se 
les  podría  facilitar  el  ingreso  como  empleados  de 
comercio  desde  los  12  años,  siempre  que  el  Depar- 
tamento Nacional  del  Trabajo  conceptúe  que  lo 
ejecutan  en;  locales  higiénicamente  apropiados. 

El  Art.  9o.  del  proyecto  es  ampliamente  plau- 
sible, así  como  todos  los  que  siguen,  acerca  de  los 
cuales  la  división  informante  no  puede  sino  mani- 
festar su  absoluta  concordancia. 

Por  lo  que  respecta  a  la  situación  de  los  em- 
pleados de  comercio  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires, 
el  diputado  autor  del  proyecto  la  presenta  con  to- 
da propiedad,  invocando  investigaciones  oficiales, 
lo  que  hace  innecesario  insistir  al  respecto. 

Una  ley  como  la  que  se  inicia  es  evidentemente 
necesaria  y  la  reclama  un  triple  interés:  el  del 
empleado,  el  de  las  familias  y  el  de  la  sociedad. 

Como  un  elemento  de  ilustración  de  este  asunto, 
acompaño  la  nómina  de  algunas  leyes  extranjeras 
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«obre  empleados  de  comercio,  las  que  he  consulta- 
do, aparte  de  aquellas  que  cito  en  el  curso  este 
estudio . 

—  1  9  O  1  — 

Australia  del  Siid.  —  Ley  del  21  de  Diciembre 
modificando  la  del  5  de  Diciembre  sobre  cierre  de 
loa  negocios. 

Suiza.  —  Ley  del  6  de  Abril  y  1  de  Septiembre 
sobre  protección  a  los  obreros  de  comercio. 

MassacJiíissets.  —  Ley  del  6  de  Marzo:  Meno- 
res de  18  años  y  mujeres  en  establecimientos  co- 
merciales.  Horario   de   trabajo. 

Washington.  —  Ley  del  21  de  Marzo:  Mujeres 
y  asientos. 

—  1  9  O  2   — 

Eansas,  —  Ley  de  Mujeres  y  niños. 
Australia  Occidental.  —  Ley  del  19  de  Febrero. 
Cierre  de  negocios  y  horario. 

—  19  0  3    — 

Fra'^cia.  —  Ley  del  11  de  Julio:  Higiene  y  se- 
guridad de  los  empleados  en  los  establecimientos 
comerciales  y  del  Estado. 

Victoria.  —  Ley  del  30  de  Octubre:  modifican- 
do la  de  1896  sobre  fábricas  y  negocios. 

Luxeniburgo.  —  Ley  del  15  de  Junio :  Sobre  se- 
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gni'idad  y  salud  de  los  empleados  en  las  empre- 
sas industriales  y  comerciales. 

California.  —  Ley  del  12  de  Febrero:  Sobre 
asientos  para  empleadas. 

Nueva  York.  —  Ley  del  24  de  Abril  modificando 
la  ley  sobre  empleo  de  mujeres  y  niños  en  los  es- 
tablecimientos comerciales  y  otros. 

—  1  9  O  4   — 

Alema7iia.  —  Ley  del  6  de  Julio :  Creación  de 
Tribunales  comerciales . 

Gran  Bretaña.  —  Ley  del  15  de  Agosto:  Cierre 
de  los  negocios. 

Australia  Occidental.  —  Ley  del  16  de  Enero: 
Modificando  la  de  1902:  Cierte  de  los  negocios  y 
de  24  de  Diciembre  modificando  la  de  1902. 

Nueva  Zelandia. — Ley  del  8  de  Noviembre  co- 
dificando y  modificando  las  leyes  sobre  negocios  de 
oficinas . 

Luxemhurgo.  —  Decreto  del  11  de  Marzo  sobre 
salud  y  seguridad  de  los  empleados  de  las  empre- 
sas comerciales  e  industriales. 

—  1  9  O  5    — 

Bélgica.  —  Decreto  del  30  de  Marzo  reglamen- 
tando las  medidas  para  proteger  la  seguridad  y  la 
salud  de  los  obreros  en  las  empresas  industriales 
y  comerciales,  sujetas  a  la  ley  del  24  de  Diciembre 
de   1903. 
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Ley  del  25  de  Junio:  Asiento  para  empleadas. 

Ley  del  17  de  Julio :  Descanso  dominical  en  el 
comercio . 

Nueva  Zelandia.  —  Ley  del  30  de  Octubre  mo- 
dificando la   de  1904  sobre  negocios  y  oficinas. 

Loisiana.  —  Ley  del  7  de  Julio:  Horas  de  des- 
canso para  los  empleados  de  comercio. 

Caho  de  Buena  Esperanza.  —  Ley  del  6  de  Ju- 
nio sobre  los  medios  días  de  licencia  para  los  em- 
pleados de  comercio. 

—    1  9  O  6    — 

Austria.  —  Ley  del  16  de  Diciembre  sobre  se- 
guro obligatorio  de  los  empleados  privados  y  de 
ciertos  empleados  públicos  contra  la  invalidez  y 
vejez. 

Nueva  York. — Ley  del  17  de  Mayo  modificando 
la  ley  sobre  el  trabajo  en  lo  que  concierne  a  las 
boras  de  trabajo  en  las  fábricas  y  establecimien- 
tos comerciales. 

Francia.  —  Ley  del  13  de  Julio:  Descanso  se- 
manal en  favor  de  los  empleados  y  obreros. 

Rusia.  —  Ukase  imperial  del  15  y  28  de  Noviem- 
bre sobre  medias  destinadas  a  garantir  el  descan- 
so normal  de  los  empleados  de  empresas,  depósitos 
y  oficinas  de  comercio. 

Tennessee.  — •  Ley  del  30  de  Mai'zo:  asientos  pa- 
ra empleados. 
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Victaria.  —  Ley  del  28  de  Diciembre  modifi- 
cando la  ley  sobre  fábricas  y  negocios. 

Colombia  Británica.  —  Ley  del  25  de  Abril  mo- 
dificando la  de  1900  sobre  negocios. 

Nueva  Zelandia.  —  Ley  del  25  de  Noviembre 
modificando  la  de  1904  sobre  negocios  y  oficinas. 

Hungría.  —  Ley  del  8  de  Abril  sobre  seguro  de 
las  personas  empleadas  en  la  industria  y  el  comer- 
cio contra  enfermedades  y  accidentes. 

Italia.  —  Ley  del  7  de  Julio  sobre  descanso  se- 
manal y  días  feriados  en  los  establecimientos  co- 
merciales. 

Rusia.  — :  ükase  imperial  del  12  y  25  de  Septiem- 
bre modificando  el  reglamento  del  15  y  28  de  No- 
viembre de  1906  sobre  descanso  normal  de  los  em- 
pleados en  las  empresas,  depósitos  y  oficinas  de  co- 
mercio. 

—  1  9  O  8   — 

Gueensland.  —  Ley  del  15  de  Abril,  modificando 
la  de  1900  sobre  fábricas  y  negocios. 

Transvaal.  —  Ley  del  22  de  Agosto  reglamen- 
tando el  cierre  de  los  negocios  y  peluquerías. 

—  1  9  O  9    — 

Dinamarca.  —  Ley  del  20  de  Abril  modifican- 
do la  de  1908  sobre  cierre  de  los  negocios. 
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Islandia.  —  Ley  del  30  de  Julia  sobre  aprendi- 
zaje comercial. 

Nueva  York.  —  Ley  del  6  de  Mayo  modificando 
la  ley  del  trabajo  en  lo  que  se  refiere  al  empleo 
de  niños  en  el  comercio. 

Francia.  —  Ley  del  30  de  Abril  sobre  trabajos 
prohibidos  a  mujeres  y  niños  en  los  establecimien- 
tos comerciales. 

Decreto  del  lo.  de  Agosto  relativo  a  las  declara- 
ciones a  efectuar  en  Argel  por  los  Jefes  de  esta- 
blecimientos industriales  y  comerciales  en  lo  que 
concierne  los  accidentes  acaecidos  a  sus  empleados. 

Ley  del  7  de  Diciembre  sobre  el  pago  de  salario 
de  obreros  y  empleados. 

Nueva  Gales  del  Sud.  —  Ley  del  29  de  Diciem- 
bre modificando  la  de  1896  sobre  fábricas  y  nego- 
cios. 

Victoria.  —  Ley  del  2  de  Marzo  modificando  la 
ley  sobre  fábricas  y  negocios. 

Ley  áél  2  de  Matzo  concediendo  medio  día  de 
licencia  todos  los  sábados  en  ciertos  negocios  de  la 
metrópoli . 

Suecia.  —  Ley  del  5  de  Junio  sobre  el  cierre  de 
los  negocios. 

Nueva  Zelandia.  —  Ley  del  4  de  Agosto  de  1908 
codificando  las  leyes  sobre  negocios  y  oficinas. 

—   19  10  — 

Austria.  —  Ley  del  14  de  Enero  sobre  duración 
del  trabajo  y  cierre  de  los  negocios  y  empresa* 
similares . 
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Ley  del  16  de  Ener'o  sobre  contrato  de  trabajo 
de  los  empleados  de  comercio  y  empresas  simi- 
lares . 

Nueva  Gales  del  Sud.  —  Ley  del  27  de  Agosto 
eoncediendio  medio  día  de  licencia  todos  los  sá- 
bados a  los  empleados  de  comercio  y  modificando 
la  del  cierre  de  las  negocios. 

Ley  del  6  de  Septiembre  instituyendo  una  co- 
misión de  salarios  para  empleados  de  oficinas. 

Ley  del  30  de  Diciembre  modificando  las  leyes 
sobre  cierre  de  los  negocios  y  medio  día  de  licen- 
cia en  los  sábados. 

Victoria.  —  Ley  del  4  de  Enero  modificando 
las  leyes  sobr'e  fábricas  y  negocios. 

Nueva  Zelandia.  —  Ley  del  3  de  Diciembre  mo- 
dificando  la  de  1908  sobre  negocios  y  oficinas. 

—   1  9  1  1   — 

Massachussets.  —  Ley  del  31  de  Marzo  sobre  em- 
pleo de  mujeres  en  los  establecimientos  industria- 
les y  comerciales;  prohibición  de  ocuparlas  dos  se- 
manas antes  y  cuatro  después  del  parto. 

Australia  del  Sud.  —  Ley  del  29  de  Diciembre 
sobre  codificación  y  modificación  de  la  ley  de  de- 
rive de  los  negocios. 

Tasmania.  —  Ley  del  30  de  Diciembre  sobre  el 
cierre  de   los  negocios. 
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PROYECTO  DE  LEY  DEL  TRABAJO 

DE  LOS  EMPLEADOS  DE  COMERCIO 

Proyecto  de  ley 

El\  Senado  y  Cctmara  de  Diputados,  etcétera. 

Art.  lo.  —  La  presente  ley  regirá  en  la  Capital 
Federal  y  se  aplicará  a  todos  los  establecimientos 
y  escritorios  comerciales  que  no  sean  atendidos 
personal  y  exclusivamente  por  sus  dueños. 

Art.  2o.  —  Desde  las  9  de  la  noche  hasta  las  5 
de  la  mañana,  queda  prohibida  la  venta  y  compra 
en  los  almacenes,  tiendas,  bazares  y  en  general  en 
todo  establecimiento  comercial  así  como  en  las  ca- 
lles, plazas  y  parajes  públicos. 

Art.  3o.  —  Exceptúanse  de  las  disposiciones  del 
artículo  anterior: 

1)  La  venta  de  diarios,  periódicos,  revistas  y 
libros  en  los  kioscos,  estaciones  de  ferro- 
carril y  lugares  análogos,  que  podrán  efec- 
tuarla únicamente  personas  adultas  del  se- 
xo masculino. 

2)  Los  hoteles,  restaurants,  casas  de  huéspe- 
des y  de  pensión,  caifes,  bars  y  confiterías, 
en  las  que  regirán,  sin  embargo,  las  dispo- 
siciones referentes  al  descanso  del  perso- 
nal . 

3)  Las  peluquerías  y  cigarrerías,  cuando  que- 
daran después  de  la  hora  del  cierre,  aten- 
didas únicamente  por   sus  dueños. 
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Art,  4o.  —  En  los  establecimientos  regidos  por 
la  presente  ley,  los  empleados  y  dependientes  go- 
zarán de  un  descanso  ininterrumpido  de  doce  ho- 
ras diarias  y  dispondrán  de  otro  de  dos  lioras  a 
mediodía  que  podrá  ser  acordado  simultáneamente 
para  todo  el  personal  de  un  establecimiento  o  por 
turnos . 

Art.  5o.  —  Los  establecimientos  que  por  su  na- 
turaleza deban  establecer  servicio  nocturno,  em- 
plearán personal  distinto  del  ocupado  durante  las 
horas  del  día.  La  jornada  nocturna  no  podrá  ex- 
ceder de  ocho  horais. 

Art.  6o.  —  En  los  establecimientos  mayoristas 
y  en  todos  los  que  ocupen  mujeres,  el  trabajo  del 
día  sábado  no  excederá  de  seis  horas  ni  se  prolon- 
gará después  de  mediodía. 

Art.  7o.  —  A  solicitud  de  los  interesados  el  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo,  acordará  excep- 
ciones para  prolongar  hasta  dos  horas  diarias,  la 
jornada  de  trabajo  cuando  hubiere  peligro  de  de- 
terioro de  mercaderías,  en  los  casos  de  cambio  de 
local  o  de  instalaciones,  para  la  realización  del 
balance  y  en  los  casos  de  fuerza  mayor  plenamen- 
te justificados. 

Estas  excepciones  no  se  acordarán  por  más  de 
treinta  días  de  cada  año  y  en  ningún  caso  com- 
prenderán al  personal  femenino  y  a  los  menores 
de  18  años. 

Art.  8o.  —  Queda  prohibido  el  trabajo  de  los 
menores  de  14  años  en  los  establecimientos  de  co- 
mercio . 
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Art.  9o.  —  En  los  establecimientos  en  que  se 
expendan  bebidas  alcohólicas  y  en  los  almacenes 
que  tengan  anexo  dicho  expendio,  no  se  emplea- 
rán menoi'es  de   18  años. 

Tampoco  podrán  emplearse  en  los  hospitales,  sa- 
natorios y  casas  de  salud. 

Art.  10.  —  Los  estabjeciim ientots  -que  ocupen 
mujeres  deberán  colocar  para  el  uso  de  estas  en 
los  locales  de  trabajo,  un  asiento  para  cada  una 
de  ellas.  Estos  asientos  serán  distintos  de  los  des- 
tinados al  público.  Esta  misma  disposición  regirá 
para  los  comer^cios  que  tengan  despacho  al  mos- 
trador, cualquiera  que  sea  el  sexo  de  los  empleados 
que  ocupen. 

Art.  11.  —  Se  considerarán  como  aprendices  los 
menores  de  ambos  sexos  de  14  a  18  años  de  edad, 
ocupados  de  una  manera  permanente  en  un  esta- 
blecimiento comercial  para  aprender  en  él  la  pro- 
fesión de  comei'cio  y  cuando  conste  esta  circuns- 
tancia en  la  libreta  de  trabajo  del  menor, 

Art.  12.  —  Sólo  podrán  ser  admitidos  como 
aprendices,  los  meníres  comprendidos  en  las  eda- 
des establecidas  por  el  artículo  anterior  y  que  ha- 
yan  completado  su  instnieción  obligatoria. 

Art.  13.  — Las  instalaciones  de  las  casas  de  co- 
mercio, talleres  anexos  y  depósitos  de  mercaderías 
se  harán  y  mantendrán  de  modo  que  ofrezcan  la 
mayor  seguridad  y  garanticen  contra  accidentes  a 
los  empleados  y  estarán  sujetas  a  la  inspección  y 
vigilancia  del  Departamento  Nacional  del  Traba- 
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jo  que  podrá  indicar'  las  medidas  o  modificaciones 
que  juzgue  convenientes. 

Art.  14.  —  En  los  establecimientos  que  den  alo- 
jamiento a  sus  empleados  o  dependientes,  las  ha- 
bitaciones destinadas  a  estos  responderán  a  las  exi- 
gencias de  la  higiene. 

Art.  15.  —  Las  infracciones  a  las  disposiciones 
de  la  presente  ley,  serán  penadas  con  una  multa 
de  cien  a  mil  pesos  que  se  doblará  en  caso  de  rein- 
cidencia. 

Art.  16.  —  La  aplicación  de  las  multas  deter- 
minadas en  esta  ley  será  hecha  por  el  Departa- 
mento Nacional  del  Trabajo. 

Art.  17.  —  El  Departamento  Nacional  del  Tra- 
bajo queda  encargado  de  velar  por  el  cumplimien- 
to de  la  presente  ley  que  regirá  desde  los  60  días 
después  de  su  promulgación, 

Art.  18.  —  Cada  vez  que  alguno  de  los  emplea- 
dos dependientes  del  Departamento  Nacional  del 
Trabajo  compruebe  alguna  infracción  punible,  pro- 
cederá a  levantar  acta  relacionada. 

Art.  19.  —  El  acta  referida  con  carácter  de  ins- 
trumento público  servirá  de  base  a  un  juicio  es- 
pecial, verbal  y  actuado,  en  el  que  desempeñará 
papel  de  actor  el  Departamento  Nacional  del  Tra- 
bajo representado  por  cualquiera  de  los  funciona- 
rios que  el  presidente  designare  al  efecto. 

Art.  20.  —  Presentada  la  denuncia,  el  juez  co- 
rreccional decretará  para  dentro  del  tercer  día 
una  audiencia  en  la  cual  podrá  el  acusado  ofrecer 
las  exposiciones   pertinentes  y  la  prueba  de  ellas 
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que  deberá  ser  recibida  dentro  de  los  tres  días  sub- 
si^iientes . 

Art.  21.  —  Las  únicas  excepciones  admisibles, 
son: 

a)  Falta  de  identidad  del  infractor. 

b)  Falsedad  del  hecho  imputado. 

c)  Falta  de  autenticidad  en  la  denuncia. 
Art.  22.  —  Dichas  excepciones  solo  serán  admi- 
sibles por  el  juez,  en  caso  de  que  el  acusado  acre- 
dite haber  depositado  en  calidad  de  aeución  el  tér- 
mino medio  de  la  multa  correspondiente  a  la  in- 
fracción denunciada,  a  falta  de  tal  requisito  pro- 
cederá sin  más  trámite  fallo  condenatorio. 

Art.  23,  —  La  sentencia  deberá  ser  pronuncia- 
da dentro  de  las  24  horas  siguientes  de  fenecido 
el  término  para  presentar  la  prueba,  presentada  o 
no  esta,  y  no  tendrá  apelación. 

Art.  24.  —  La  sentencia  se  hará  efectiva  den- 
tro de  las  24  horas  de  ejecutoriada  la  resolución 
judicial,  en  la  tesorería  del  Consejo  Nacional  de 
Educación  o  en  el  juzgado  en  que  el  juicio  se  rea- 
lizó. En  caso  contrario,  el  juez  impartirá  las  ór- 
denes pertinentes  a  la  autoridad  policial  a  los 
efectos  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  49  y  79  del 
Código  Penal. 

Art.  25.  —  Deróganse  las  disposiciones  legales 
anteriormente  mencionadas  que  se  opongan  a  la 
presente . 

Alfredo  L.  Palacios.  —  Mano  Bravo. 
—  Nicolás  Repetto.  —  A.  Zaccagni- 
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ni.  —  Antonio  de  Toniaso.  —  Fran- 
cisco Cúneo.  —  A.  Giménez.  —  E. 
Dickmann.  —  J,  B.  Justo. 


CIERRE  DE   COMERCIOS  A 

LAS  8  DE  LA  NOCHE   (1) 

La  reglamentación  del  trabajo  de  los  dependien- 
tes de  comercio,  se  reclama  tanto  por  el  interés  del 
gremio  como  por  el  interés  social.  Es  notorio  y 
también  se  lo  ha  comprobado  oficialmente,  que  tal 
caitegoría  de  asalariados  se  encuentra  sometida  a 
una  labor  intensa,  demasiado  prolongada,  en  loca- 
les que  a  menudo  no  reúnen  las  condiciones  de  hi- 
giene requeridas  y  que,  además,  viviendo  con  fre- 
cuencia el  empleado  en  la  misma  casa  de  su  ocu- 
pación, el  patrón  ejerce  una  acción  inmediata, 
demasiado  tutelar,  en  todos  los  actos  de  su  vida. 
Una  reglamentación  de  su  trabajo  deberá,  pues, 
encaminarse  a  salvar  tal  situación. 

El  proyecto  sometido  a  «studio  tiene,  a  tal  res- 
pecto, un  verdadero  vacío  y  no  puede  suscitar  re- 
paro alguno  el  calificarlo  de  excesivamente  prima- 
rio. Tan  solo  contempla,  en  efecto,  una  sola  faz 
de  la  cuestión,  es  decir,  la  relativa  a  la  duración 
de  la  jornada  nocturna,  limitándola,  por  lo  gene- 
ral, hasta  las  ocho  y  a  tal  efecto  el  cierre  obliga- 
torio de  los  comercios  a  esa  hora,  no  podría  reco- 
mendarse, sino  como  medio  práctico  de  evitar  que 


(1)     DicUinien   para  la  Comisión    de  Legislación  ríe  la    Cámara  de 
Diputados. 


—  276  — 

los  dependientes  sean  ocupados  en  su  tarea  prin- 
cipal de  ventas,  que  no  es,  por  otra  parte,  la  ex- 
clusiva. Pienso,  como  lo  he  sostenido  en  otra  cxiau 
sión,  que  es  preferible  respetar,  sobre  el  particular, 
la  tradición  nuestra  que  reconoce  a  las  Municipa- 
lidades la  facultad  de  reglamentar  la  hora  del  cie- 
rre de  negocios. 

En  la  esfera  de  su  acción,  el  Departamento  Na- 
cional del  Trabajo  ha  propendido  y  propende,  en 
cuanto  les  sea  posible,  al  progreso  de  nuestra  le- 
gislación social.  Pero,  a  la  par  que  tal  incitación, 
dejaría  de  cumplir  un  deber  que  le  es  irrenuncia- 
ble,  s  i  no  orientara,  cuando  le  es  dable  hacerlo, 
la  labor  constiniotiva  de  esa  misma  legislación,  a 
efecto  de  que  alcance  en  la  práctica  todo  el  éxito 
que  coresponde.  Es  ajustándose  a  este  concepto 
que  me  permito  observar  que  habría  sido  más  pro- 
picio para  el  gremio  de  dependientes  de  comer- 
cio, reglamentar  su  trabajo  sobre  estos  principios 
fundamentales : 

1)  Limitación  de  la  jornada  de  trabajo; 

2)  Determinación  de  un  salario  mínimo  y  ga- 
rantías de  su  pago; 

3)  Extensión  a  su  favor  de  los  beneficios  de 
la  ley  sobre  accidentes  del  trabajo; 

4)  Higiene  y  seguridad  de  los  locales  de  tra- 
bajo. 

La  sola  previsión  del  cierre  de  las  casas  a  las 
ocho  de  la  noche,  no  satisface  a  ninguno  de  estos 
principios  que  son  esenciales  para  una  ley  relati- 
va a  este  asunto.  Ni  siquiera  se  podría  evitar  el 
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trabajo  nocturno,  porque  es  evidente  que,  aparte  de 
la  ocupación  en  las  ventas,  los  dependientes,  una 
vez  cerradas  las  puertas  de  las  casas,  son  someti- 
dos a  una  labor  aun  más  pesada,  de  limpieza  de 
los  locales  y  ordenamiento  de  los  artículos  desti- 
nados al  comercio. 

Es  precisamente  por  esto,  es  decir,  porque  el  cie- 
rre de  un  negocio  no  beneficia  siemjpre  a  los  asa- 
lariados del  mismo,  que  tradieionalmente  se  lo  ha 
conceptuado  como  vinculado  al  orden,  a  la  seguri- 
dad, a  la  moralidad,  y  reservado,  en  consecuencia, 
a   la  jurisdicción  municipal. 

Para  el  gremio  de  dependientes  de  comercio  y 
para  el  Estado,  constituye  un  anhelo  algo  más  que 
eso  y  así  lo  han  entendido  también  todos  los  paí- 
ses que  han  legislado  sobre  el  particular.  Efecti- 
vamente, con  ser  muy  exactas  las  citas  que  de  la 
legislación  comparada  hace  el  informe  de  los  se- 
ñores diputados  que  suscriben  el  proyecto,  es  ne- 
cesario reconocer  que  todas  esas  leyes  son  mucho 
más  extensas  en  su  alcance  y  efectos  que  el  sólo 
cierre  de  los  negocios  a  determinada  hora  de  la 
noche.  Así  la  ley  de  Australia  Occidental,  sancio- 
nada el  28  de  Octubre  de  1898,  establece  el  des- 
canso semanal  y  también  la  supensión  diaria  del 
trabajo  en  el  tiempo  necesario  para  las  comidas. 

Esta  ley  sugiere,  además,  dos  obsei^vaciones  que 
se  relacionan  directamente  con  el  proyecto  some- 
tido a  estudio.  Es  la  pirimera,  la  que  se  despren- 
de de  su  art.  19,  cuando  declara  que  el  patrón  de 
uDia  peluquería   o  barbería  no   consentirá   que  el 
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personal  ocupado  permanezca  en  la  casa  después 
de  las  horas  fijadas  para  su  clausura,  lo  que  con- 
vendría agregar  a  la  actual  iniciativa,  como  una 
garantía  de  que  no  se  ocupe  a  los  dependientes  en 
trabajos  de  limpieza  y  de  ordenamiento  después 
de  las  horas  del  cierre. 

La  segunda  emerge  del  art.  3o.  cuando  refirién- 
dose al  anexo  de  la  ley,  excluye  del  cierre  a  las 
seis  de  la  tarde  hasta  las  oeho  de  la  mañana  si- 
guiente, a  las  fannacias,  droguerías,  despachos  de 
café  y  té,  de  pescado,  confiterías,  expendedurías 
de  tabaco,  restaurants,  vendedores  de  periódicos, 
papelerías,  librerías,  pompas  fúnebres,  floristerías, 
y  aun  a  los  almacenes  que  hayan  obtenido  patente 
de  hotel  o  patente  de  despacho  de  licores.  tSe  ve 
así,  que  no  tiene  esta  ley  ajplicación  sino  a  reduci- 
dos negocios  (magasin) . 

La  ley  inglesa  del  15  de  agosto  de  1904,  faculta 
a  la  autoridad  local  para  disponer  el  cierre  de  ne- 
gocios "a  las  siete  de  la  noche  lo  más  temprano 
pai'a  todos  los  días  de  la  semana,  menos  para  uno 
determinado  que  podrá  fijarse  más  pronto,  pero, 
no  antes  de  las  cuatro  de  la  tarde",  (art.  2o.,  inc. 
c.)  y  al  final  excluye  de  sus  efectos  al  servicio  pos- 
tal, a  la  venta  de  medicamentos  y  aparatos  médi- 
cos y  quirúrgicos,  la  venta  al  por  menor  de  bebi- 
das espirituosas  destinadas  al  consumo  en  los  lo- 
cales de  venta  o  en  otra  parte,  la  venta  de  refres- 
cos, tabacos,  periódicos,  así  como  a  las  librerías. 

Nuevas  leyes  posteriores  aplicables  unas  al  te- 
rritorio de  la    Gran  Bretaña   y  otras  a  sus  coló- 


—  279  — 

nias,  legislan  con  amplias  proyecciones  sobre  este 
interesante  asunto.  Entre  ellas,  es  particulaiinen- 
te  extensa  y  minuciosa  la  de  Enero  de  1910,  dicta- 
da pana  Victoria  y  aplicable  a  fábricas  y  nego- 
cios, la  que  se  refiefre  a  funciones  de  inspección  de 
los  agentes  del  Estado,  a  la  jornada  diaria,  al  des- 
canso semanal  y  otras  previsiones  encaminadas  a 
garantizar  la  efectividad  misma  de  la  ley  y  final- 
mente, en  su  art.  22  adopta  "la  semana  inglesa" 
como  sistema  permanente  y  dispone  el  cierre  de 
los  comercios  (magasin)  a  las  diez  de  la  noche. 

La  ley  del  27  de  Octubre  de  1910,  aplicable  a 
toda  la  Gran  Bretaña,  amplía  las  de  1899  y  1904 
sobre  cierre  de  negocios,  adoptando  para  todos  ^- 
tos,  con  excepción  de  las  peluquerías,  "la  semana 
inglesa ' ' . 

Es,  finalmente,  muy  recomendable,  el  decreto  dic- 
tado en  DinanLarca  el  26  de  Febrero  de  1910,  apli- 
cable a  los  negocios,  y  en  el  cual  se  establecen  mi- 
nuciosas medidas  de  higiene  para  el  público  con- 
sumidor, como  para  los  dependientes  ocupados, 
decreto  que  podría  senñr  de  orientación  para  una 
ley  general  sobre  este  asunto. 

En  consecuencia  de  la  situación  recordada  y  de 
los  antecedentes  expuestos,  evidentemente  es  opor- 
tuno legislar  para  la  ciudad  de  Buenos  Aires  so- 
bre el  trabajo  de  los  dependientes  de  comercio ; 
pero,  en  un  sentido  más  amplio  y  concorde  con  las 
tendencias  de  la  legislación  social,  la  que  debe  en- 
caminarse a  la  defensa  de  las  condiciones  de  tra- 
bajo  de   los  asalariados,   más   que   a   restricciones 
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para  los  patrones.  Pero,  si  el  propósito  del  pro- 
yecto en  estudio  es  el  de  beneficiar  al  gremio  de 
dependientes,  convendría  cuando  menos  agregarle 
la  prohibición  de  que  estos  empleados  sean  man- 
tenidos en  el  local  de  su  trabajo,  una  vez  que  sus 
puertas  han  sido  cebradas  para  el  expendio  de  mer- 
caderías  o  para  el  servicio  al  público. 

Proyecto  de  ley 

El  Senado  y  Cámara  de  diputados,  etc. 

Artículo  lo.  —  Desde  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley,  las  casas  de  comercio  de  la  capital  fe- 
deral y  territorios  nacionales  no  comprendidas  en 
las  excepciones  a  que  se  refiere  la  misma,  solo 
podrán  permanecer  abiertas  para  la  venta  de  mer- 
cancías o  prestación  de  servicios  al  público,  hasta 
las  ocho  de  la  noche. 

Art.  2o.  —  Quedan  exceptuados  de  esta  obliga- 
ción los  comercios  de  restaurants,  hotel,  casas  de 
comida  y  hospedaje,  las  confiterías,  bars,  cafes,  le- 
cherías, cigarrerías  atendidas  por  ssu  dueños,  ser- 
vicios fúnebres,  venta  de  flores,  libros,  diarios  y 
revistas . 

Art.  3o.  —  Los  negocios  de  peluquería  y  ane- 
xos podrán  p^ermaneeer  abiertos  los  días  sábado  y 
vísperas  de  fiesta  hasta  las  doce  de  la  noche  pero 
los  propietarios  de  los  mismos  deberán  elegir  el 
día  de  la  semana  en  que  cerrarán  sus  comercios 
durante  un  número  de  horas  igual  al  que  se  hu- 
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bieran  excedido  de  las  ocho  de  la  noche  en  virtud 
de  las  excepciones  hechas  en  los  días  sábado  y  vís- 
pera de  fiestas. 

Art.  4o.  —  A  las  farmacias  que  actualmente 
atienden  por  turnos  el  servicio  y  despacho  de  las 
recetas  en  los  domingos,  se  les  permitirá  perma- 
necer abiertas  hasta  las  diez  y  treinta  de  la  noche 
durante  los  demás  días  de  la  semana  co^rriente 
hasta  el  sábado  inclusive  y  además  podrán  atender 
el  servicio  nocturno  durante  esos  mismos  días.  Pa- 
sado ese  tiempo  y  hasta  tanto  no  le  corresponda 
nuevamente  el  turno,  dichos  comercios  deberán 
clausurarse  a  las   8   de  la  noche. 

Art.  5o.  —  Si  en  el  momento  que  por  la  ley 
debe  clausurarse  el  comercio,  existieran  en  él  per- 
sonas y  clientes,  a  quienes  no  se  hubiere  tennina- 
do  de  servir  o  atender,  se  concederá  (para  ese  solo 
fin)  un  máximo  de  tolerancia  de  quince  minutos. 

Art.  6o.  —  Las  infracciones  a  esta  ley,  serán 
penadas  con  una  multa  de  cien  pesos  moneda  na- 
cional y  por  oada  reincidencia  se  duplicará  el 
monto  de  la  pena. 

Art.  7o.  —  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  la 
presente  ley.    . 

Art.  8o.  —  Comuníquev"ie  al  Poder  Ejecutivo,  etc. 

Francisco  Cúneo.  —  E.  Dickmanfn.  — 
A.  Zaccagnini.  —  A.  M.  Giménez.  --- 
A.  Bunge.  —  J.  B.  Justo.  —  Mario 
Bravo.  —  A.  de  Tomaso. 


CAPITULO  XIV 

TRABAJO   DE   LOS   INDIOS 

Amparo   de  los  indígenas 

No  es  el  propósito  de  este  capítulo  el  estudio  total 
de  la  compleja  cuestión  que  su  solo  título  despier- 
ta. Deseo  únicamente  reseñar  alemas  iniciativas  en- 
caminadas a  que  el  Estado  intervenga  de  un  modo 
práctico  y  permanente,  en  el  amparo  de  los  indios, 
obreros  de  una  condición  especial,  antes  mirados 
como  enemigos  de  la  civilización  y  hoy  factores 
decisivos  en  el  éxito  de  algunas  de  nuestras  gran- 
des industrias.  Incluiré  también,  como  síntesis, 
los  proyectos  de  leyes  en  que  me  correspondió 
colaborar,  los  que  respondían  al  propósito  antes 
enunciado. 

En  el  mensaje  ilustrativo  del  proyecto  de  ley 
nacional  del  trabajo,  se  estudió  ya  en  1904,  el  con- 
cepto jurídico  que  el  indio,  como  incapaz  ante  el 
derecho,  merecía  y  se  propusieron  a  la  vez  medi- 
das de  protección  de  esta  clase  de  trabajadores, 
que  es  acaso  la  que  requiere  un  amparo  más  di- 
recto del  Estado.  Los  estudiosos  podrán  acudir  a 
esa  y  oti'as  buenas  fuentes  de  información. 

Pero,  el  asunto  ha  cobrado  en  las  faz  única  a 
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que  me  concretaré,  es  decir,  a  la  del  indio-obrero, 
una  importancia  extraordinaria  en  los  últimos 
años,  debido  a  que  se  ocupan  muchos  miles  de 
ellos  en  los  obrajes  del  Chaco  y  Formosa,  así  co- 
mo en  los  ingenios  azucareros  de  Jujuy  y  Salta. 

Las  denuncias  de  malos  tratos  y  explotación  de 
los  indígenas  se  sucedieron  con  frecuencia  alar- 
mante y  tampoco  faltó  la  nota  trágica  suscitada 
por  sublevaciones  en  masa  y  con  armas,  de  los  mis- 
mos. Se  pensó  y  a  menudo  las  infonnaciones  ofi- 
ciales lo  han  confirmado,  que  los  levantamientos  no 
eran  sino  la  consecuencia  de  las  opresiones  que  se 
ejercían  por  los  patrones,  cuando  no  la  defrau- 
dación en  el  pago  de  salarios,  los  que  casi  siempre 
se  hacen  efectivos  en  especies.  En  el  Boletín  del 
Departamento  Nacional  del  Trabajo,  se  registran 
interesantes  informes  sobre  el  particular  y  llamo 
con  especial  interés  la  atención  hacia  el  muy  ilus- 
trado del  inspector  D.  Elias  NicMison  y  otros  no 
menos  meritorios  de  los  doctores  Alejandro  M. 
Unsain  y  Palblo  Storni. 

Pero,  los  indios,  si  bien  son  a  menudo  víctimas 
de  intolerables  explotaciones  en  sus  salarios,  es 
grato  recordar  que  no  carecen  de  defensores,  algu- 
nos de  los  cuales  con  el  mayor  empeño  han  hecho 
llegar  sus  reclamaciones  a  los  más  altos  poderes 
de  la  nación.  Así,  encontrándose  intervenida  la 
provincia  de  Jujuy,  por  el  gobierno  federal,  en 
Agosto  de  1913,  se  presentó  al  Ministerio  del  In- 
terior una  eficaz  reclamación  por  el  Dr.  J.  V.  Al- 
barraeín,  quien  en  su  doble  carácter  de  Presiden- 
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te  de  la  "Sociedad  Protectora  de  Animales"  y 
"Defensora  de  los  Indios",  pedía  se  oficiara  al 
Interventor  Federal  en  Jujuy,  a  efectos  de  que  in- 
terponga su  influencia  para  que  vuelvan  al  trai- 
bajo  más  de  ciento  ochenta  trabajadores  indíge- 
nas, que  segTÍn  denuncias  que  había  recibido,  fueron 
expulsados  de  los  ingenios  azucareros  de  esa  pro- 
vincia y  también  para  que  se  les  reduzca  la  jor- 
nada diaiia  a  ocho  horas. 

Esta  gestión  mereció  el  apoyo  del  gobierno,  pues 
sus  asesores  informaron  que  si  fueran  exactas  las 
denuncias  a  que  se  refería  el  Dr.  Albarracín,  co- 
rrespondería efectivamente,  la  intervención  de  los 
poderes  públicos,  para  amparar  esa  clase  de  traba- 
jadores, los  que  por  su  condición  se  equiparan  a 
los  niños  bajo  el  concepto  de  su  capacidad  men- 
tal. Pero,  en  el  caso  no  serían  los  poderes  nacio- 
nales los  que  debieran  tomar  ingerencia  directa, 
porque  es  materia  que  cor r'esp onde  a  las  autori- 
dades locales,  desde  que  respecto  al  Departamento 
Nacional  del  Trabajo,  la  ley  8999  limitaba  su  ju- 
risdicción a  la  Capital  y  Territorios  Federales, 
pudiendo  sólo  actuar  en  las  provincias  al  mero 
fin  de  practicar  estudios  o  levantar  investigacio- 
nes; pero,  no  para  aplicar  leyes  o  tomar  medidas 
de  un  orden  práctico. 

No  se  podía  dejar  de  atender  cualquier  reclama- 
ción de  tal  índole,  cuando,  como  lo  he  recordado, 
en  1910  se  había  practicado  por  el  Departamento 
una  investigación  sobre  el  trabajo  en  los  ingenios 
azucareros  de  Jujuy  y  sus  conclusiones  revelaron 
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que  los  indígenas  estaban  sometidos  a  una  labor  pe- 
nosa, mal  remunerada  y,  aún,  que  se  les  trataba  du- 
ramente por  los  patrones.  No  bay  motivo  alguno 
para  pensar  que  esto  haya  cambiado,  por  cuanto 
lo6  poderes  públicos  no  han  adoptado,  después 
de  tal  fecha,  medida  alguna  en  protección  y  am- 
paro de  esos  trabajadores.  Para  mayor  ilustra- 
ción, me  pennito  transcribir*  algunos  párrafos  del 
informe  que  presentó  el  inspector  Dr.  Pablo 
Storni,  encargado  de  aquella  comisión. 

"Los  industriales  ignoran  que  hay  una  ley  que 
proteje  el  trabajo  de  esos  pequeñas  obrer'os  y  los 
gobiernos  de  las  provincias  donde  se  halla  radi- 
cada la  industria,  nada  han  hecho  de  su  parte  a 
fin  de  dictar  las  medidas  que  ha^an  efectivas  las 
prescripciones  de  la  ley  5291,  de  acuerdo  con  las 
opiniones  que  predominaron  en  las  Cámaras  cuan- 
do se  discutió  el  alcance  que  debían  tener  las  dis- 
posiciones por  ellas  establecidas. 

"Ajsí,  pues,  esos  niños  y  muchos  más  han  de 
continuar  consumiendo  su  vida  en  una  labor  abru- 
madora, como  es  la  de  fabricación  de  azúcar,  sin 
que  nadie  vele  por  ellos,  contra  toda  la  sana  pré- 
dica que  hoy  se  hace  en  pro  de  una  raza  laborio- 
sa, fuerte  y  sana.  Cierto  es  también  que  esa  ley 
lio  se  cumple  en  esta  Capital,  de  manera  que,  no 
es  extraño  que  ella  sea  infringida  en  las  provin- 
cias; pero  bueno  es  decirlo,  a  fin  de  que  algún 
día  se  cumpla. 

"Uno  de  los  elementos  indispensables,  más  in- 
substituible hoy  por  hoy  en  la  organización   del 
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trabajo  en  los  ingenios  de  la  provincia  de  Jujuy, 
es  la  labor  del  indio,  como  quiera  que  ello  pa- 
rezca  una  paradoja. 

"Ningún  extranjero  resiste  a  las  operaciones 
del  desmonte  del  terreno,  de  la  plantación  de  la 
caña  y  de  su  cultivo,  como  el  indio  chiriguano  y 
muy  pocos  de  otras  tribus  del  Chaco.  Igual  cosa 
se  puede  decir  del  indio  mataco,  por  su  destreza 
en  el  corte  y  pelada  de  la  caña. 

"Así  lo  dicen  sin  reserva  los  jefes  de  industria 
de  esa  región.  Con  ello  no  quiero  decir  que  loa 
obreros  n;ativos  de  dicha  provincia  y  de  las  limí- 
trofes no  sean  igualmente  diestros,  no;  lo  que 
quiero  significar  es,  que  el  extranjero  es  inferior 
a  ellos,  por  una  razón  bien  explicable;  no  resiste 
las  altas  temperaturas  del  calor  solar;  no  resiste 
tampoco  a  las  fiebres  palúdicas  que  constíintemen- 
te  imperan  en  esa  región.  Bien  pues,  sentadas 
estas  observaciones,  que  no  tienen  por  objeto  sino 
poner  de  relieve  las  buenas  condiciones  del  indio 
para  ^te  trabajo,  me  ocuparé  de  ellos  en  lo  rela- 
tivo a  la  forma  cómo  prestan  sus  servicios  y  de- 
más hechos  que  tienen    atingencia   a  su  trabajo. 

"Los  dos  ingenios  de  la  provincia  de  Jujuy, 
"Esperanza"  y  "Ledesma",  ocupan  en  tiem- 
po de  cosecha  de  siete  mil  a  ocho  mil  indios,  de 
los  que  son  mujeres  que  trabajan  de  mil  quinien- 
tafí  a  dos  mil.  El  primero  de  sus  estabelcimientos 
tiene,  en  época  de  zafra,  dos  mil  quinientos  chi- 
riguanos y  dos  mil  quinientos  matacos,  de  los  que 
mil  son  mujeres.   En  "Lfcdesma"  hay,  cuando  se 
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hace  da  molienda,  mil  doscientos  indios  chirigua- 
nos, oriundos  de  Bolivia,  y  mil  ochocientos  indios 
del  Chaco  argentino;  no  tengo  el  dato  si  hay  o  no 
indias  y  si  trabajan. 

"Haciéndome  eco  de  lo  que  se  me  ha  manifes- 
tado diré,  que  el  indio  chaqueño  es,  por  tempe- 
ramento, vago  e  indolente;  no  así  el  chiriguano, 
que  se  manifiesta  consecuente  y  animoso  en  el 
trabajo.  El  primero,  no  obstante  sns  cualidades 
negativas,  abandona  la  selva  cuando  van  en  busca 
de  ellos  los  mayordomos  que  envían  los  menciona- 
dos ingenios. 

"He  tenido  oportunidad  de  encontrarme  en  la 
Estación  San  Pedro,  es  decir,  en  las  inmediacio- 
nes del  ingenio  "Esperanza",  cuando  llegaba  un 
tren  en  el  que  venía  un  furgón  de  los  que  emplea 
el  ferrocarril  para  carga,  completamente  lleno  de 
indios  matacos,  en  un  estado  tal  de  desnudez,  de 
fiacui'a  y  demacración,  que  daba  realmente  repug- 
nancia mirarlos.  En  ese  wagón  venían  apiñados 
de  doscientos  a  doscientos  cincuenta  indios  e  in- 
dias, muchas  de  ellas  con  sus  hijitos  embolsados 
en  unos  arapos  nauceabundos .  Sin  embargo,  esos 
indios  hacía  ya  dos  o  tres  días  que  comían  carne, 
porque  es  la  primera  cosa  que  le  exigen  al  mayor- 
domo que  va  en  su  busca . 

"Como  lo  he  dicho  ya,  los  indios  son  conduci- 
dos al  ingenio  por  mayordomos  con  uno  o  dos 
meses  de  anterioridad  a  la  fecha  en  que  comienza 
la  zafra,  de  manera  que,  al  iniciarse  ella  se  ha- 
llan ya  en  el  establecimiento  todos  los  que  se  ne- 
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ce8Ítan.  Guarió  yo  hice  mi  visita  a  "Espe- 
ranza" había  de  doscientos  a  trescientos  indios 
que  vivían  en  sus  tolderías  y  en  los  que  se  reco- 
nocía un  mejor  bienestar,  tanto  en  su  físico  co- 
mo en  las  pocas  ropas  con  que  cubrían  sus  cuer- 
pos. 

"Según  los  informes  que  me  han  sido  dados 
por  el  dueño  de  ese  ingenio,  los  indios  trabajan 
deede  la  salida  del  sol  hasta  las  2  o  3  p .  m ,  en  el 
invierno,  y  en  el  verano  hasta  las  11  a.  m.  o 
12  m. 

"A  los  indios  chiriguanos  se  les  paga  el  salario 
mensualmieute  y  en  efectivo;  a  los  indios  matacos 
se  les  paga  en  ropas  y  otras  .cosas  que  piden  al 
fin  de  la  cosecha,  dándosele  durante  ella,  y  de 
tiempo  en  tiempo,  lo  necesario  para  que  se  vis- 
tan. La  ración  del  indio  es  de  cuarenta  centavos 
al  día,  pagada  en  efectivo;  y  a  las  indias,  treinta 
centavos  por  cada  día  que  trabajan, 

"El  costo  de  cada  indio  mataco  al  llegar  al  in- 
genio, contando  todos  los  gastos  hechos  en  ves- 
tirlo, racionarlo,  sueldo  de  mayordomo,  etc.,  es 
de  cuarenta  pesos  cada  uno, 

"No  puedo  dar  iguales  detalles  respecto  a  los 
indios  que  trabajan  en  "Ledesma"  porque  no  he 
conseguido  que  se  me  dieran  datos. 

"Nada  puedo  decir  de  la  manera  como  son  tra- 
tados los  indios  por  los  jefes  de  industrias;  se  me 
ha  dicho  que  si  se  quiere  que  su  trabajo  rinda  los 
resultados  deseados,  hay  que   tratarlos  con  mucha 
severidad  y  castigar  muy  duramente  las  encami- 
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zadas  reyertas  que  a  menudo  tienen  los  de  una 
tribu  con  los  de  otra. 

"Cuando  ha  terminado  la  cosecha,  la  mayoría 
de  los  indios  piden  que  se  los  lleve  a  sus  tolde- 
rías en  el  Chaco;  en  tal  caso,  un  mayordomo  los 
acompaña  en  el  regr'eso,  por  cuenta  de  los  pro- 
pietarios  del  ingenio,  entregando  éstos  a  aquél  el 
dinero  necesario  para  recionarlos  en  el  camino. 

"Generalmente,  una  vez  que  lasa,  terminado  la 
zafra  en  el  ingenio  "Esperanza"  quedan,  más  o 
menos,  mil  setecientos  indios  chiriguanos,  que  se 
ocupan  en  el  desmonte  del  terreno,  plantai'  y  cul- 
tivar la  caña". 

«     # 

La  emisión  de  bonos  en  substitución  de  la  mone- 
da nacional  y  con  los  cuales  se  pagaba  el  sueldo 
de  estos  y  otros  obreros,  fué  también  reiterada- 
mente denunciado  al  Poder  Ejecutivo. 

Varios  diputados  presentaron  el  3  de  Julio  de 
1914,  un  recomendable  proyecto  de  ley  sobre  foi*- 
ma  de  pago  de  salarios,  llamado  precisamente  a 
corregir  tal  abuso. 

En  Junio  de  1915  la  División  de  Inspección 
del  Departamento  Nacional  del  Trabajo,  a  cargo 
del  Dr.  Alejandro  M.  JJnsaín  había  preparado  un 
ante  -  proyecto  de  ley,  llamado  a  regir  el  trabajo 
de  los  indios  en  el  Chaco  y  Formosa,  el  que  me 
fué  sometido  a  estudio  y  lo  pi'esenté  con  enmien- 
das especiales  a  la   presidencia  del  mismo  Depar- 
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El  ante  proyecto  inicial  contenía  providencias, 
justamente  incluidas,  a  efecto  de  garantizar  las 
condiciones  de  trabajo  de  los  indios,  los  medios  do 
su  contratación  y  pago  de  salario.  Pero,  era  in- 
dispensable completarlo  con  prescripciones  enea- 
minadas  a  asegurar  la  responsabilidad  de  los  pa- 
trones respecto  a  esa  clase  de  trabajadores,  evi- 
dentemente incapaces  para  la  defensa  de  sus  pro- 
pios derechos,  y  a  tal  efecto,  propuse  la  institu- 
ción de  la  Defensoría  de  Indios,  la  que  los  asisti- 
ría no  tan  sólo  en  la  celebración  de  los  contratos 
de  trabajo,  sino  también  en  los  juicios  que  por  in- 
cumpilimiento  del  mismo  se  originaran  y  en  otras 
acciones  de  carácter  judicial.  Siempre  en  este 
propósito  de  amparo  de  los  indios,  propuse  tam- 
bién la  inclusión  de  prescripciones  especiales  so- 
bre la  prueba  en  esos  litigios,  apartándome  de  la 
norma  de  la  legislación  común,  de  que  incumbe  a 
las  partes  producirla  ante  el  Juez  e  instar  el 
procedimiento.  Reaccionando  contra  esto,  otorga- 
ba al  Juez  facultades  especiales,  para  requerir  di- 
rectamente las  probanzas  que  aparezcan  condu- 
centes a  establecer  la  verdad  en  cada  litigio. 

El  patronato  de  indios  no  se  comprendía  en  ese 
proyecto,  porque  desde  tiempo  atrás  se  lo  babía 
encomendado  a  la  Comisión  especial  que  depende 
del  Ministerio  del  Interior  y  que  funciona  a  tal 
fin. 
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El  proyecto  quedó  en  definitiva  redactado  en 
estos  términos: 

TRABAJO    DE  INDIOS 

Artículo  1."  —  En  los  territorios  nacionales  del 
Chaco  y  Formosa,  el  trabajo  de  indígenas  no  po- 
drá ser  contratado  sino  de  acuerdo  con  lo  que 
dispone  la  presente  ley,  la  que  no  excluye  para  los 
indios  los  beneficios  que  las  restantes  leyes  obre- 
ras determinan  para  los  trabajadores  en  general. 

Art.  2o.  —  Las  empresas  están  obligadas  a 
suministrar  a  los  indios  viviendas  higiénicas  y 
separadas  para  cada  familia. 

Art.  2o.  —  Prohíbese  a  las  proveedurías  de 
las  empresas,  el  suministro  a  los  indios  de  alco- 
hol, armas  de  precisión  y  artículos  de  uso  com- 
pletamente innecesarios.  Las  empresas  deben 
igualmente,  vigilar  que  en  los  límites  de  sus  perí- 
metros los  vendedores  ambulantes  no  ejerciten  el 
comercio  de  esta  clase  de  artículos. 

Art.  4o.  —  Aun  cuando  el  trabajo  se  contrate 
por  mes,  el  pago  se  hará  por  semanas,  una  vez 
concluidas  las  tareas  del  sábado.  El  salario  se 
abonará  en  dinero  efectivo,  quedando  prohibido 
hacerlo  con  vales,  fichas,  letras,  cheques  o  acredi- 
taciones en  libreta  de  consumo. 

Art.  5o.  —  Puede  estipularse  que,  hasta  el  50 
por  ciento  de  importe  del  salario,  sea  abonado  en 
mercaderías.  Las  empresas  que  quieran  acogerse 
a  esta    disposición   deberán    presentar  al   Depaj*- 
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tamento  Nacional  del  Trabajo,  iina  nómina 
de  los  artículos  y  de  los  precios.  No  podrán  au- 
mentar estos  últimos  sin  previa  comunicación  y 
aprobación  de  las  modificaciones  propuestas. 

Art.  6o.  —  Ninguna  empresa  puede  trasladar 
indios  con  objeto  de  hacerlos  trabajar,  de  un  pun- 
to a  otro  del  territorio  sin  obtener  antes  la  auto- 
rización correspondiente  del  Gobernador  del  res- 
pectivo territorio.  Esta  autorización  será  dada  con 
conocimiento  de  las  condiciones  de  trabajo  ofre- 
cidas. El  aviso  y  la  autorización  son  innecesarios 
cuando  se  trate  de  un  grupo  de  indios  compuesto 
de  10  individuos  o  cuando  el  trayecto  a  recorrer 
es  menor  de  10  kilómetros. 

Art.  7o.  —  Ninguna  empresa  puede  trasladar 
indios  de  un  territorio  a  otro  o  de  un  territorio  a 
una  provincia,  áin  celebrar  previamente  un  con- 
trato con  el  Departamento  Nacional  del  Trabajo. 
En  dicho  contrato  se  estipulará: 

lo . )  La  duración  del  trabajo . 

2o.)  hoB  condiciones  del  transporte  de  los  in- 
dios, no  sólo  en  el  viaje  de  ida,  sino  también  en 
el  de  regreso. 

3o . )  El  salario  que  se  abonará . 

4o.)  La  forma  de  pago. 

5o.)  Las  restantes  cláusulas  que,  a  juicio  del 
Departamento  Nacional  del  Trabajo,  fueren  indis- 
pensables para  fijar  exactamente  las  condiciones 
de  trabajo  a  que  serán  sometidos  los  indios  y  pa- 
ra garantizar  el  cumplimiento  de  los  mismos. 


—  294  — 

Art.  8o.  —  En  estos  contratos  quedará  esta- 
blecido : 

lo.)  Que  el  salario  se  abonará  por  semanas,  en 
la  tarde  del  sábado. 

2o.)  Que  sólo  un  50  ojo  de  ese  salario  podrá 
ser  entregado  en  mercaderías. 

3o.)  Que  las  empresas  no  podrán  vender  alco- 
hol ni  armas  de  precisión. 

4o . )  Que  las  empresas  les  asegurarán,  cuando 
se  trate  de  grupos  de  más  de  500  indígenas,  asis- 
tencia médica  en  caso  de  enfermedad. 

5o . )  Que  las  mismas  darán  a  los  indios  ■vni- 
viendas  higiénicas. 

Art.  9o.  —  Si  las  empresas  abonan  el  salario 
parte  en  efectivo  y  part-e  en  mercaderías,  deberán 
presentar  al  Departamento  Nacional  del  Trabajo 
la  lista  de  precios. 

Art.  10.  —  Son  cláusulas  jrohibidas  en  este 
contrato  : 

lo . )  La  fijación  de  salarios  que  respondan,  no 
a  la  cantidad  o  calidad  del  trabajo  a  efectuarse, 
sino  a  la  categoría  que  el  individuo  ocupa  en  la 
tribu  de  que  forma  parte. 

2o.)  La  obligación  a  los  indios  de  realizar  joiV 
nadas  o  tareas  mayores  que  la  de  los  restantes 
obreros  ocupados  en  el  mismo  trabajo. 

3o . )  El  pago  por  medio  de  fichas,  bonos  o  va- 
les, de  la  parte  de  salario  que  debe  sea:  abonado 
en  dinero. 

Art.    11.   —  El    Departamento    Nacional   del 
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Trabajo,  por  medio  de  los  inspectores,  queda   en- 
cargado del  cumplimiento  de  esta  ley. 

Art.  12.  —  IncuiTirán  en  multa  de  $  200  a 
$  1000  las  empresas  que  en  los  te<i*ritoríos  nacio- 
nales infrinjan  la  presente  ley.  Cuando  se  trate 
de  las  empresas  a  que  se  refiere  el  art.  7o.,  se 
establecerán  en  el  contrato  respectivo  las  penas  a 
que,  por  su  falta  de  cumplimiento  se  liarán  acree- 
dores. 

Art.  13.  —  Entenderán  en  estos  juicios  los  se- 
ñores Jueces  Letr'ados  de  los  territorios,  de  oficio 
o  por  renuncia  de  las  autoridades  locales,  (Poli- 
cía, Jueces  de  Paz,  Municipalidades)  o  del  ins- 
pector del    Departamento  Nacional    del  Trabajo. 

Art.  14.  —  El  importe  de  estas  multas  corres- 
ponde al  Consejo  Nacional  de  Educación,  quien 
deberá  destinarlos  al  fomento  de  la  educación  en 
los  territorios  nacionales. 

Art.  15.  —  No  será  necesario  para  la  presenta- 
ción en  juicio  la  exhibición  de  las  partidas  del 
Registro  del  Estado  Civil. 

A-i-t.  16.  —  En  los  juicios  que  se  susciten  so- 
bre los  contratos  de  trabajo,  sus  consecuencias  o 
cobro  de  salarios,  el  Juez  Letrado  podrá,  de  ofi- 
cio o  a  petición  de  las  autoridades  mencionadas 
en  el  art.  13,  llamar  a  declarar  a  testigos  y  re- 
querir otros  elementos  de  prueba.  En  estos  juicios 
se  procederái  en  forma  breve  y  sumaria. 

Art.  17.  —  Créase  en  cada  uno  de  los  teri'ito- 
rios  nacionales  a  que  se  refiere  esta  ley,  la  Dé- 
fensoría  de  Indios,    a  cargo  de   un  defensor  que 
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gozará  de  un  sueldo  de  $  300  al  raes  y  un  auxi- 
liar de  $  150  al  mes,  cuyas  funciones  serán  las 
siguientes : 

lo.)  Ejercer,  respecto  de  los  indios  que  no  han 
abandonado  por  completo  ia  vida  semisalvaje,  las 
funciones  del  ministerio  público,  velando  por  la 
justa  aplicación  de  las  leyes  a  todos  los  actos  de 
la  vida  civil  en  que  intervengan  o  que  les  inte- 
rese, amparándolos  en  sus  derechos  ante  cualquier 
Ju«z  o  Tribunal,  y  contra  cualquier  persona,  cor- 
poración o  empresa  que  con  ellos  contrate  o  uti- 
lice sus  servicios. 

2o.)  Asistir,  de  acuerdo  con  esta  ley,  a  la  foir- 
mación  de  los  contratos  individuales  o  colectivos 
que  los  indios  concertasen  con  toda  clase  de  em- 
presario o  sus  representantes  o  mandatarios,  a  fin 
de  exigir  en  ellos  el  cumplimiento  de  todas  las 
condiciones  y  requisitos  que  esos  actos  deben  sa- 
tisfacer. 

3o.)  Velar  por  el  buen  tratamiento  debido  a 
los  indios  de  parte  de  cualquier  autoridad,  em- 
presa o  persona  que  los  tenga  a  su  servicio,  así 
como  en  las  misiones  religiosas,  católicas  o  de 
otras  confesiones  que  se  dedicasen  a  su  conver- 
aión  o   enseñanza. 

4o.)  Ejercer  ante  las  autoridades  administra^ 
tivas  o  judiciales,  según  los  casos,  los  derechos  y 
las  acciones  que  correspondan  para  i'egularizar 
o  dar  forma  legal  a  todos  los  actos  de  naturaleza 
civil  que  los  indios  realizasen  o  en  que  sean  parte. 

5o.)  Ser  parte,    en  defensa    de    los  indios,  en 
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cualquier  causa  criminal  que  se  entable  conti'a  al- 
gnE(o  de  ellos  por  delitos  comunes,  en  las  cuales 
serán  siempre  considerados  como  circunstancias 
atenuantes  su  condición  inculta  o  semisalvaje  y 
la  fuerza  de  los  hábitos,  instintos  o  supersticio-- 
nes  de  raza. 

6o.)  Entablar  recursos  de  hateas  corpus  ante 
los  jueces  para  exigir'  la  inmediata  libertad  de 
los  indios  que  fuesen  ilegalmente  retenidos  o  fue- 
sen mortificados  o  maltratados  por  cualquiera 
autoridad  o  persona  privada,  ya  en  trabajos  for- 
zosos, ya  en  condición  inferior  a  la  persona  ci- 
vil, ya  por  engaños  u  oti'os  artificios,  destinados  a 
servirse  de  ellos  contra  su  voluntad,  contra  la  ley, 
o  contra  los  dictados  de  la  moral,  o  de  la  caridad 
cristiana,  debiendo  en  el  mismo  acto  pedir  Ih 
pena  que  corresponda. 


En  Junio  de  1916  el  presidente  del  partido  Ra- 
dical de  Jujuy,  formuló  denuncias  de  matanza  de 
indígenas  y  malos  ti'atos  en  algunos  ingenios.  El 
gobierno  nacional  envió  un  inspector  al  sólo  efec- 
to de  levantar  una  investigación,  pero  sin  radi- 
carlo  permanentemente  en  la  zona  de  trabajo,  co- 
mo sería  lo  realmente  eficaz,  si  a  esto  no  se  opu- 
«ieran  pi^escripciones  constitucionales  vinculadas 
a  la  autonomía  de  cada  provincia. 

Por  lo  que  se  rfefiere  a  la  matanza  de  esos  obre- 
ros, como  no  constituía  sino  un  homicidio  colec- 
tivo, penado  por  las  leyes  comunes,  las  autorida- 
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des  de  Jujuy  instruyeron  el  proceso  criminal  del 
caso. 

Pero,  la  causa  inicial  o  fundamental  del  con- 
flicto, se  debía  al  cumplimi«nto  del  contrato  de 
trabajo  de  los  indios  y  particularmente  a  la  for- 
ma de  pago  del  salario  que  les  corresponde  y  to- 
das las  cuestiones  que  al  respecto  se  suscitan,  no 
podían  en  final  evitarse  o  encaminar  el  asun1?) 
en  el  sentido  de  soluciones  pacíficas,  sino  median- 
te la  intervención  permanente  de  un  inspector 
del  trabajo,  llamado  a  fiscalizar  constantemente 
las  condiciones  y  desarrollo  de  la  labor  de  tal 
oíase  de  obreros,  los  que  por  su  situación  e  inca- 
pacidad, debían  merecer  el  mayor  amparo  del  Es- 
tado. 

Corresponde,  empero,  como  he  dicího,  por  razo- 
nes de  jurisdicción,  que  la  provincia  de  Jujuy 
mantuviera  tal  funcionario,  salvo  que  su  g'obier- 
no  a'ceptara  voluntariamente  un  inspector  al 
servicio  de  las  autoridades  nacionales. 

Una  ley  sobre  forma  de  pago  del  salario  se 
hacía  además,  cada  vez  más  necesaria,  y  como 
síntesis  y  enseñanza  de  este  y  otros  casos  ocu- 
rrentes, sería  conveniente  instar  su  sanción,  a 
más  del  proyecto  ya  reproducido. 

La  constitución  nacional,  entre  las  atribucio- 
nes del  Congreso,  incluye  la  de  "conservar  el 
trato  pacífico  con  los  indios  y  promover  la  con- 
servación de  ellos  al  catolicismo".  Esto,  no  a 
efecto  de  imponerles  una  religión  determinada, 
sino  seguramente  como  medio  de  atraerlos  hacia 
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la  civilización  por  prácticas  que  .alejen  toda  po- 
sibilidad de  violencia. 

En  la  época  en  que  fué  sancionada  la  consti- 
tución, se  habían  practicado  y  estaban  en  ejer- 
cicio aún,  la  conversión  de  los  indígenas  por  la 
fuerza  y  también  por  la  enseñanza  religiosa.  Los 
constituyentes  optaron  por  ést^a  con  evidente 
sabiduría,  y  con  imperio  pleno  de  sentimiento  de 
humanidad ;  más,  no  excluyeron  el  medio  que  la  ho- 
ra contemporánea  nos  enseña  con  los  hechos,  es  de- 
cir, la  civilización  por  el  trabajo,  que  es  ense- 
ñanza, norma  de  vida,  a  la  vez  que  orientación 
hacia  el  orden  y  el  respeto  de  las  leyes. 

'*E1  trato  pacífico  con  los  indios"  es  una  ex- 
presión un  tanto  exagerada,  y  que  no  debe  te- 
ner otra  interpretación  que  la  de  su  sometimiento 
por  los  medios  ya  recordados  y  no,  como  lo  ha 
sostenido  algún  constitucionalista  nacional,  la 
celebración  de  convenciones  o  tratados,  los  que 
no  son  propios  sino  entre  Estados  con  persone- 
ría propia. 

OBRAJES  DEL  ALTO  PARANÁ 

Cuestión  concordante  con  la  del  trabajo  de 
indios,  es  la  relativa  a  la  octupáción  de  obreros 
de  diversas  nacionalidades  en  establecimientos 
ubicados  en  el  Alto  Paraná  y  también  en  Formo- 
sa  y  Cha/co,  tanto  por  la  clase  de  trabajo  como 
por  las  prácticas  puestas  en  juego  por  los  patro- 
nes, constituidos   a  menudo  en  señores  absolutos 
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de extensiones  considerables  de  tierra.  Después 
de  algunas  investigaciones  efectuadas  por  el  De- 
partamento Nacional  del  Trabajo,  su  división  de 
Inspección  propuso  un  anteproyecto  de  ley  que 
reglamentara  la  labor  de  los  obreros  y  que,  a  la 
vez,  les  prestara  amparo  respecito  a  las  eondicio- 
nes  de  vida  y  pago  de  su  salario. 

El  asunto  dio  margen  a  un  serio  estudio,  cuya 
síntesis  fué  el  proyecto  definitivo,  que  en  los 
términos  que  a  continuación  se  transcriben,  pre- 
senté al  Departamento  Nacional  del  Trabajo. 

El  proyecto  inicial  estaba  llamado  a  aplicarse 
sólo  en  el  Alto  Paraná  y  por  la  refoi-ma  que  pro- 
puse extendía  sus  efectos  a  los  territorios  de  For- 
mosa  y  Chaco,  aparte  del  de  Misiones,  y  a  tal  cri- 
terio había  arribado,  teniendo  en  cuenta  que  los 
obrajes  del  Chaco,  alcanzan  ya  gran  imiportancia  y 
que  es  probable  que  en  Formosa  tomen  incre- 
mento explotaciones  de  la  misma  índole  o  de  la 
yerba  mate.  Era  necesario,  en  consecuencia, 
prever  un  futuro   que  ya  se  diseña. 

Se  mantiene  en  el  proyecto,  no  obstante  algu- 
nas correcciones  de  detalle,  la  institución  de  la 
"libreta  de  trabajo".  Sobre  esto,  es  oportuno 
hacer  notar,  que  en  la  legislación  universal  se 
ha  operado  una  reacción  favorable  a  la  misma ; 
pues,  se  conceptúa  ahora  que  con  previsiones  le- 
gales suficientes,  se  pueden  evitar  las  causas  de 
su  descrédito  anterior,  que  no  era  otra,  sino  la 
emergente  de  los  abusos  cometidos  por  ciertos 
patrones,  los  que  inscribiendo  en  la  libreta  anotacio- 
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nes  contrarias  al  crédito  o  a  la  aptitud  de  los 
obreros,  les  dificultaban  la  contratación  de  tra- 
bajo. Se  piensa  que  obviando  aquel  inconvenien- 
te, la'  libreta  es  el  mejor  medio  de  prueba  per- 
manente, no  tan  sólo  de  las  condiciones  del  con- 
trato entre  patrón  y  obrero,  sino  tanibién  de  la 
cuenta  de  salarios  entre  uno  y  otro.  Relativa- 
mente al  peligro  antes  enunciado,  hago  notar 
que  en  el  artíciilo  5o.  del  proyecto  se  inclu3''e  la 
prohibición  absoluta  de  toda  anotación  o  signo 
convencional  que  pueda  perjudicar  al  obrero  en 
su  crédito  o  constituir  un  obstáculo  para'  que  sea 
admitido  en  otros  establecimientos  de  trabajo. 
La  reglamentación  de  la  ley  en  el  caso  de  su 
sanción,  establecería  una  medida  para  al  efica- 
cia prácti;4a  de  tai  prohibición,  que  podría  con- 
sistir en.  la  renovación  de  la  libreta  por  otra,  li- 
brando así  al  obrero  de  los  efectos  que  pudiera 
acarrearle  un  abuso  de  tal  índole. 

Proyecto  de  ley: 

Artículo  lo.  —  Treinta  días  después  de  la  san- 
ción de  la  presente  ley,  ningún  propietario,  em- 
presario o  arrendatario  de  obrajes  de  madera,  de 
explotaciones  yerbateras  y  establecimientos  de  tra- 
bos  situados  en  los  Terrtorios  Nacionales  de  Mi- 
siones, Formosa  y  Chaco,  podrá  emplear  peones  u 
obreros,  nacionales  o  extranjeros,  que  no  estén 
provistos  de  la  libreta  de  trabajo. 

En  la  denominación   de  establecimientos  se  en- 
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cuentra  comprendida  toda  «mpifesa  industrial  que 
emplee  más  de  diez  trabajadores. 

Art.  2o.  —  Fíjase  el  plazo  de  seis  meses,  a  can- 
tar desde  la  sanción  de  la  presente  ley,  para  que 
los  peones  a  que  antes  se  ha  hecho  referencia,  se 
provean  de  libreta  de  trabajo. 

Art.  3o.  —  La  libreta  de  trabajo  contendrá: 
lo.,  nombre,  filiación  e  impresiones  digitales  del 
peón  u  obrero  a  cuyo  nombre  se  extiende;  2o.,  fe- 
cha de  su  expedición;  3o.,  anotación  del  contrato 
de  trabajo  celebrado  entre  el  empresario  o  su  re- 
presentante legal  y  el  obi'ero;  4o.,  el  resumen  de 
las  leyes  argentinas  que  protegen  al  obrero  y  la 
indicación  de  los  nombres  y  residencia  de  las  au- 
toridades judiciales  y  policiales  del  territorio  an- 
te quienes  puedan  interponerse  denuncias  o  que- 
jas por  el  cumplimiento  del  contrato,  penseveranr 
cia  de  leyes  o  malos  tratos. 

Art.  4o.  —  La  libreta  del  contrato  de  trabajo 
deberá  contener:  lo.,  nombre  de  los  contratantes; 
2o.,  fecha  en  que  comienza  y  en  que  termina  el 
contrato;  3o.,  sueldo  o  salario  convenido,  con  to- 
das las  especificaciones  que  sean  necesarias;  4o., 
épocas  y  foi*ina  de  pago.  5o.  En  el  caso  de  que  el 
racionamiento  sea  por  cuenta  del  patrón,  detalle 
de  la  cantidad  y  calidad  de  los  víveres;  6o.,  si 
es  por  cuenta  del  obrero,  precio  máximo  a  que  los 
artículos  de  consumo  indispensables  serán  expedi- 
dos en  la  proveeduría  por  todo  el  tiempo  de  la 
duración  fijada  en  el  contrato;  7o.  modo  y  condi- 
ciones   de  tíansporte    de  los  obreros,  después  de 
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terminado  el  contrato  de  trabajo  a  los  lugares  de 
su  contratación. 

Art.  5o.  —  La  libreta  de  trabajo  contendrá, 
además,  varias  páginas  en  blanco  en  las  que  se 
anotarán  los  salarios  devengados  por  el  obrero  y 
abonados  por*  el  patrón,  las  liquidaciones  de  suel- 
dos, saldos  y  demás  asientos  que  permitan  cono>- 
eer  en  cualquier  momento  la  situación  de  los  con- 
tratantes i*especto  al  salario.  Es  absolutamente 
pTohibido  toda  anotación  o  signo  conví^ncional  que 
pueda  perjudicar  al  obrero  en  su  crédito  o  consti- 
tuir un  obstáculo  para  ser  admitido  en  otros  esta- 
blecimientos de  trabajo. 

Art.  6o.  —  La  libreta  de  trabajo  será  expedi- 
da gratuitamente  por  el  Inspector  Regional  del 
Departamento  Nacional  del  Trabajo,  dependiente 
de  la  Inspección  del  mismo.  Las  funciones  de  es- 
te empleado  serán:  lo.  Expedir  la  libreta  de  tra- 
bajo; 2o.  Suministrar  a  los  obreros  y  patrones  to- 
dos los  informes  que  le  sean  requeridos;  3o.  Pre- 
senciar los  embarques  de  peones  contratados,  a 
cuyo  efecto  tendrá  derecho  a  subir  a  las  embar- 
caciones de  transporte  por  agua  o  por  tierra  y  re- 
querir de  su  conductor  una  nómina  de  los  peones 
embarcados  y  de  los  lugares  de  destino;  4o.  Visi- 
tar, una  vez  al  año  por  lo  menos,  cada  uno  de 
los  obrajes  de  la  zona  a  objeto  de  verificar  el  cum- 
plimiento de  los  contratos  del  trabajo,  las  condi- 
ciones del  mismo  y  recibir  de  los  obreros  las  que- 
jas o  denuncias  que  quisieran  formular.  Si  se 
tratara  de  quejas    por  malos    tratos,  el  Inspector 
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Regional  levantará  un  sumario  que  entregará  a 
las  autoridades  policialas  del  territorio  como  baae 
del  proceso;  5o.  Asesorar  y  patrocinar  ante  la  jus- 
ticia todo  reclamo  o  demanda  por  s.alario,  acciden- 
tes del  trabajo,  incumplimiento  del  contrato,  etc; 
6o.  Vigilar  el  cumplimiento  de  est-a  ley  y  de  las 
restantes  en  vigencia  o  que  se  sancionen  en  el 
futuro  sobre  el  trabajo,  levantando,  en  caso  de 
infracción,  las  constancias  necesarias  pai'a  su 
comprobación . 

Art.  7o.  —  Cuando  el  Inspector  Regional  lo 
requiera,  todo  propietario  o  director  de  obraje  de 
eistablecimientos  yerbateros  y  de  trabajo  deberá 
informar  detalladamente  sobre  el  número  de  obre- 
ros que  ocupa,  su  procedencia  y  condiciones  del 
contrato  de  trabajo  conforme  a  la  especificación 
del  artículo  4o  de  esta  ley. 

Art.  8o.  —  Incurrirá  en  un  multa  de  $  100  o 
de  arresto  equivalente,  doblada  en  caso  de  reinci- 
dencia, todo  patrón  o  arrendatario,  contratista, 
subcontratista  de  obrajes,  establecimientos  yerba- 
teros o  de  trabajo  que  ocupe  a  un  obrero  sin  que 
esté  provisto  de  su  libreta. 

Art .  9o .  —  Si  el  patrón  toma  a  su  cargo  el  alo- 
j amiento  de  los  obreros,  éstos  deberán  ser  instala- 
dos en  viviendas  higiénicas  y  de  bastante  capaci- 
dad, para  que  habiten  con  sus  mujeres  e  hijos,  si 
los  tuvieran. 

Art,  10.  —  Todo  patrón  de  los  referidos  en  la 
presente  ley  deberá  tener  un  botiquín  pro\'isto  de 
los  elementos  necesarios  para    las  primeras  curas. 
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Art.  11.  —  No  podrán  ser  obligados  los  obre- 
ros a  trabajar  contra  su  voluntad,  ni  por  vía  de 
api^emio,  ni  con  amenazas,  ni  podrán  ser  someti- 
dos a  castigos  corporales  de  ningún  género,  ni  a 
malos  tratamientos,  ni  a  soportar  cargas  ni  pesos 
superiores  al  esfuerzo  ordinario  de  un  hombre  de 
faena,  ni  a  trabajos  diferentes  de  los  contratados, 
salvo,  a  este  respecto,  nuevo  convenio,  y  el  que 
deberá  reunir  las  condiciones  prescriptas  por  la 
ley. 

Art.  12.  —  En  la  aplicación  de  las  penas  que 
esta  ley  determina,  entenderá  el  Juez  Letrado  del 
territorio.  El  importe  de  las  multas  se  destinará  a 
la  asistencia  de  los  obreros  de  los  territorios  men- 
cionados en  el  artículo  lo. 

Art.  13.  —  Para  el  cumplimiento  de  esta  ley 
queda  autorizado  el  P.  E.  a  crear  la  Inspección 
Regional  de  los  territorios  nacionales,  compuesta 
de  un  Inspector  y  dos  auxiliares,  con  el  sueldo  que 
se  fija  en  presupuesto  para  cada  uno  de  los  terri- 
torios! mencionados  en  el  artículo  lo. 

Art.  14.  —  La  Dirección  General  de  Territo- 
rios Nacionales  cooperará  con  el  Departamento 
Nacional  del  Trabajo  para  dar  el  cumplimiento 
de  la  presente  ley. 


CAPITULO    XV 
DERECHO  INTERNACIONAL  OBRERO 

Los  progresos  evidentes  del  derecho  internacio- 
nal privado,  nos  conducen  poco  a  poco  a  su  codi- 
ficación. Si  las  susceptibilidades  propias  a  las  na- 
ciones europeas,  unas  al  frente  de  otras  con  riva- 
lidades tradicionales,  crean  al  efecto  un  escollo 
por  ahora  aun  de  difícil  reducción,  para  América 
esta  rama  del  derecho  positivo  se  presenta  con 
caracteres  mucho  más  propicios  y  se  justifica  así 
el  progreso  que  ha  alcanzado  en  las  diversas  con- 
ferencias internacionales  celebradas  y  cuya  labor 
se  continúa  pacientemente. 

¿La  legislación  obrera,  llegará  a  ser  compren- 
dida en  estos  proyectos  de  codificación  internacio- 
nal? Las  más  recientes  y  fundadas  opiniones  así 
lo  propician,  máxime  cuando  el  proletariado  tiende 
cada  vez  más  a  ser  internacional  desde  que  se 
siente  atraído,  prescindiendo  de  fronteras  artifi- 
ciales, hacia  donde  el  trabajo  es  más  fácil  y  su 
retribución  más  fecunda. 

Pero  mucho  antes  de  la  codificación,  la  que  mar- 
caría una  conquista  definitiva  de  la  nueva  rama 
del  derecho,  éste  ha  comenzado  ya  positivamente 
a  manifestarse,   por  acuerdos  entre   las  naciones, 
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eneamir.ados  unas  veces  a  la  protección  de  la  emi- 
gración y  otros  orientados  en  el  sentido  de  asegu- 
rar la  efectividad  de  ciertas  medidas,  de  amparo 
para  los  trabajadores  nacionales,  que  accidental- 
mente han  tenido  que  buscar  ocupación  en  el  ex- 
tranjero. Entre  estos  acuerdos,  uno  de  los  más 
notables  es  el  celebrado  entre  Francia  e  Italia  en 
1904,  por  el  cual  se  armonizó  el  funcionamiento 
de  las  Cajas  de  Ahorro  de  una  y  otra  nación. 

Los  agentes  de  propulsión  del  derecho  interna- 
cional obrero,  aparte  del  fundamentado  en  una 
noción  de  progreso  colectivo,  son  la  ley,  la  juris- 
prudencia y  los  tratados.  Desde  luego,  la  ley,  por 
cuanto  en  los  códigos  fundamentales  se  incluyen 
prescripciones  que  garantizan  el  ejercicio  de  los 
derechos  civiles,  a  los  extranjeros,  como  son  las 
de  nuestra  constitución,  en  cuanto  los  equipara 
a  este  respecto  en  un  todo  a  los  nacionales  o  co- 
mo el  Código  Civil,  al  regir  acerca  de  la  aplica- 
ción de  las  leyes  nacionales  o  extranjeras  —  se- 
gún el  caso  —  en  cuanto  a  las  personas  y  res- 
pecto a  los  bienes  y  validez  de  los  actos  jurídicos 
del   Estado,  en    el  territorio   de  los  demás. 

Por  muchas  objeciones  que  despierte  el  Código 
de  Vélez  Sársfield,  es  lo  cierto  que  en  ésta,  como 
en  algunas  otras  materias,  no  ha  sido  hasta  ahora 
superado,  lo  que  constituye  un  prestigio  más  pa- 
ra la  liberalidad  de  nuestras  instituciones. 

La  jurisprudencia  interpreta  y  complementa  la 
ley  y  como  tal,  viene  a  constituir  una  parte  inte- 
gral del  derecho  positivo  o  escrito,   puesto  que  da 
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las  nonnas  prácticas  para  su  aplicación.  En  mate- 
ria de  cuestiones  sociales,  ella  lia  tomado  un  des- 
arrollo sorprendente  en  Europa  y  en  los  Estados 
Unidos,  como  lo  acreditan  las  voluminosas  compi- 
laciones que  nos  van  llegando  con  casos  cada  vez 
más  nuevos,  y  siempre  interesantes,  los  que  nos 
evidencian  el  resultado  práctico  de  cada  ley  y  a 
la  vez,  la  infinidad  de  casos  de  interpretación  que 
ee  suscitan  y  que  marcan  criterios  definidos  para 
el  futuro. 

Entre  estos  se  notan  en  lo  que  al  derecho  inter- 
nacional  obrero  se  refiere,  algunos  realmente  inte- 
resantes, como  es  el  fallo  pronunciado  últimamen- 
te por  la  Corte  de  Nines,  en  Francia  y  que  Ray- 
naud  nos  recuerda  con  propiedad,  sobre  la  aplica- 
ción del  artículo  417  del  Código  Penal,  en  cuanto 
adopta  medidas  protectoras  de  la  industria  fran- 
cesa, contra  sus  detractores  en  el  extranjero.  Tal 
pronunciamiento  judicial  tiene  una  relación  inme- 
diata con  el  derecho  internacional  obrero,  por 
cuanto  se  resiste  al  internacionalismo  de  la  indus- 
tria, punto  trascendental  por  demás  en  su  con- 
cepto económico  y  social. 

Los  tratados  constituyen  el  tercer  factor  de  des- 
arrollo del  derecho  intei'Hacional  obrero,  a  los  que 
los  tratadistas  dividen  en  dos  grandes  agrupacio- 
nes primordiales:  Aquellos  que  se  celebran  entre 
dos  Estados  y  los  que  comprenden  a  muchos  Es- 
tados, en  virtud  de  contener  una  cláusula  de  ad- 
hesión a  la  convención,  por  los  países  que  así  lo 
creyeren  conveniente.  Del  primer  tipo  es  el  ya  re- 
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cordado,  celebrado  entre  Francia  e  Italia  el  15  de 
Abril  de  1904  y  algunos  otros  posteriores,  como 
el  firmado  entre  Bélgica  y  el  Gran  Ducado  de 
Luxemburgo,  el  15  de  Abril  de  1905  y  otro  entre 
este  último  estado  y  Alemania,  el  2  de  Septiem- 
bre de  1905,  por  los  cuales  se  reconocen  en  el 
territorio  de  los  países  signatarios,  la  validez  del 
seguro  obrero  contratado  en  el  otro. 

En  algunos  tratados  de  comercio  *se  lian  incluí- 
do  también  previsiones  relativas  al  trabajo  y  a  los 
trabajadores. 

Hay  otras  manifestaciones  subsidiarias  del  de- 
i-eclio  internacional  obrero,  como  es  el  interés  cre- 
ciente que  el  mismo  despierta  en  los  tratadistas 
de  derecho  internacional  y  en  las  publicaciones  ca- 
recterizadas  y  de  universal  prestigio,  tales  el  "Dia« 
rio  del  derecho  internacional  privado  y  de  la  ju- 
risprudencia comparada";  la  "Revista  del  dere- 
cho internacional  privado  y  de  dei*echo  peoal  in- 
temacionar ',  y  el  "Bulletin  de  TOffice  interna- 
cional du  travail".  En  todas  ellas  se  aborda  el 
estudio  de  esta  nueva  cuestión  con  una  preferen- 
cia descollante. 

En  el  terreno  de  las  iniciativas  privadas,  pero 
con  apoyo  oficial,  la  "Asociación  para  la  protec- 
ción legal  de  los  trabajadores",  con  ramificaciones 
mundiales  y  el  "Instituto  internacional  de  agri- 
cultura", marcan  conquistas  muy  señaladas  en  la 
expansión  de  este  nu^vo  derecho.  Respecto  del  úl- 
timo basta  recordar  algunos  de  sus  fines  esencia- 
les, para  cerciorarse  de  esto:  lo.  La  organización 
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de  una  oficina  central  de  trabajo  agrícola,  para 
regular  y  orientar  la  emigración  entre  los  diver- 
sos países ;  2o.  La  reglamentación  internacional  del 
seguro  contra  los  riesgos  de  la  agricultura. 

Si  este  ligero  análisis,  nos  conduce  a  la  conclu- 
sión de  que  el  derecho  internacional  obrero  no  ba 
salido  de  su  período  de  formación,  en  cuanto  a  sus 
proyecciones  prácticas,  debemos  completarlas  con 
la  convicción  emergente  de  los  antecedentes  cita- 
dos y  de  las  exigencias  del  proletariado  interna- 
cional, de  que  tiene  un  porvenir  de  amplísima  ex- 
pansión y  trascendental  importancia. 

Congresos  intertmcionales 

La  República  Argentina  ha  tenido  ya  ocasión 
de  participar  de  congresos  internacionales,  celebra- 
dos a  efecto  de  considerar  cuestiones  vinculadas 
al  trabajo  y  los  trabajadores  y  algunas  de  sus  le- 
yes obreras  ya  en  vigencia,  la  encaminan  directa- 
mente en  el  sentido  de  acuerdos  de  la  índole  que 
motiva  este  capítulo. 

Por  decreto  del  21  de  julio  de  1910,  el  P.  E.  re- 
solvió aceptar  la  invitación  trasmitida  por  la  Le- 
gación de  Francia,  acreditada  ante  nuestro  gobier- 
no, para  que  se  hiciera  representar  en  la  Confe- 
rencia internacional  para  la  lucha  contra  el  "cho- 
mage",  que  debía  realizarse  en  París  en  setiem- 
bre del  mismo  año  y  designó,  en  consecuencia,  co- 
mo delegados  a  los  señores  Belisario  J.  JMontero, 
Juan  G.   Beltrán  y  Manuel  Galvez  (h.) .  Por  dis- 
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posición  del  Ministerio  del  Interior,  el  Departa- 
mento Nacional  del  Trabajo  les  impartió  las  ins- 
trucciones necesarias  para  el  desempeño  de  su  mi- 
sión. 

El  delegado  Dr.  Beltrán  presentó  un  infonne  y 
un  ejemplar  de  una  monografía  sostenida  en  el 
Congreso.  El  delegado  Dr,  Gal  vez  presentó  a  su 
vez  un  trabajo  (1)  de  mayores  proporciones,  el  que 
en  su  tiemop  me  mereció  un  estudio  especial  para 
informar  su  mérito  al  gobierno  y  lo  hice  con  sin- 
cero aplauso,  dada  la   importancia  de  tal  obra. 

Sus  dos  piartes  fundamentales,  relativa  una  al 
paro  forzoso  y  la  otra  a  la  lucha  contra  el  mismo, 
se  encuentran  tratadas  con  acopio  evidente  de  es- 
tudio y  consulta  bibliográfica,  acompañadas  de  ob- 
servaciones ilustrativas  y  prácticas,  dignas  de  en- 
comio, sobre  aquel  fenómeno  social,  de  tan  inten- 
sa preocupación  para  los  Estados  europeos  y  de 
los  medios  a  que  se  recurre  para  su  observación 
y  reducción  estadística,  así  como  para  procurarle 
soluciones  siquiera  relativas. 

Dado  que  el  paro  forzoso  ha  alcanzado  tan 
grave  intensidad,  en  los  últimos  años,  en  la  Ke- 
pública  Argentina  y  que  sus  manüfestaciones  en 
forma  sensible  son  permanentes  o  periódicos  pa- 
ra ciertos  gremios,  su  estudio  oficial  y  la  publi- 
cación correspondiente,  son  necesarios  como  fi- 
nes de  previsión  y  en  cumplimiento  de  los  de- 
beres que  incumben  a  las  instituciones  que  como 
el  Departamento  Nacional  del   Trabajo,  están  de- 


(1)   La  inseguridad  de  la  vida  obrera. 
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dicadas  a  la  observación  de  la  cuestión  social  en 
sus  diversas  exteriorizaciones,  de  lo  que  es  co- 
rrelativo también  el  estudio  de  la  legislación  y 
fenómenos  de  esta  índole  en  el  extranjero. 

La  segunda  parte  del  trabajo  del  Dr.  Galvez,  es- 
tá dedicada  a  los  medios  de  lucha  contra  el  paro 
forzoso,  entre  los  cuales  la  experiencia  enseña,  que 
es  uno  de  los  más  eficaces,  la  organización  de  un 
sistema  apropiado  de  colocación  de  obreros;  sobre 
todo,  cuando  es  posible  destinarlo  a  otras  indus- 
trias similares  a  las  de  su  profesión,  las  que  afec- 
tadas por  una  crisis  dan  margen  a'  tal  fenómeno. 

Las  bolsas  de  trabajo  o  las  agencias  de  colocai- 
eiones  de  obreros,  que  aquel  lib-ro  estudia  detalla- 
damente, tienen  para  nuestro  país  una  importan- 
cia transcendental,  aún  sin  el  fin  preciso  de  evitar 
totalmente  los  efectos  del  "chomage",  sino  el  de 
facilitar  la  contratación  de  los  trabajadores.  En 
la  ley  orgánica  del  Departamento,  se  ha  incluido 
la  fundación  del  "Registro  de  Colocaciones"  que 
funciona  en  carácter  oficial  yf  sin  que  esto  impli- 
que desde  luego  la  opción  por  uno  de  los  sistemas 
que  al  respecto  rigen  en  las  demás  naciones,  pues- 
to que  subsisten  las  agencias  particulares,  encie- 
rra por  lo  menos  el  reconocimiento  de  que  corresi- 
ponde  al  Estado  intervenir  en  esto  directamente, 
proporcionando  tal  género  de  asistencia  a  la  cla- 
se pobre. 

En  suma,  el  trabajo  que  presentó  el  Dr.  Galvez 
contiene  también  importantes  contribuciones  al  es- 
tudio de  esta  cuestión;  todo  lo  cual  me  induce  a 
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aceptar  lo  conveniente  que  resultan  esos  congre- 
sos internacionales  de  especialistas  o  estudiosos, 
reuniones!  en  las  cuales  no  solo  se  conoce  de  con- 
junto la  obra  de  cada  nación,  sino  se  recogen  tam- 
bién enseñanzas  propicias  acerca  de  los  métodos 
más  prácticos  de  intervención  del  Estado  en  las 
cuestiones  del  trabajo  y  respecto  a  la  protección  de 
los  trabajadores. 

Así,  de  este  congreso  nació  ''La  Asociación  In- 
ternacional para  la  lucha  contra  el  "cliomage" 
la  que  fué  fundada  a  fines  de  1910  y  alcanzó  un 
gran  desarrollo.  Sus  fines  son  altamente  recomen- 
dables en  Europa,  donde  la  falta  del  trabajo  cons- 
tituye un  gran  problema  social,  de  gravitación 
permanente.  No  ocurre  lo  propio  para  las  nacio- 
nes jóvenes  y  de  tanta  vida  como  la  República  Ar- 
gentina, por  mucho  que  en  sus  ciudades  más  popu- 
losas se  presente  ya  a  menudo  este  fenómeno  y 
con  alarmante  persistencia  en  los  últimos  años. 

Con  motivo  de  la  Exposición  Universal  de  Gan- 
te, resolvió  la  Asociación  celebrar  una  asamblea 
general,  la  que  se  inauguró  en  esa  misma  ciudad 
el  6  de  Septiembre  de  1913. 

Creo  también  propio  recordar  que  el  Museo  So- 
cial Argentino,  ha  constituido  un  comité  corres- 
pondiente de  la  Asociación  Internacional  para  la 
lucha  contra  el  "chomage". 
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Asociación  Internacional  para  la  Protección  de  los 
Trabajadores 

Ya  en  1910  se  había  proyectado  por  el  enton- 
ees  Presidente  del  Departamento  Nacional  del 
Trabajo,  Dr.  Mareo  M.  Avellaneda,  la  constitu- 
ción de  una  Sección  Argentina  de  esta  Asocia- 
ción y  aún  cuando  las  bases  fueron  aceptadas  en 
una  reunión  celebrada  al  efecto,  la  idea  no  alcan- 
zó mayor  trascendencia  práctica,  debido  acaso  a 
que  aquel  ilustrado  estadista  hiciera  poco  tiem- 
po después  renuncia   de  su  cargo. 

Pero,  en  Enero  de  1913,  la  Asociación  se  dirígió 
a  nuestro  gobierno,  invitándolo  a  que  el  país  se 
hiciera  representar  en  el  Comité  Central  en  Ba^ 
silea . 

Constituye  esta  prestigiosa  institución,  ujna  ma- 
nifesftación  viva  del  internacionalismo  práctico  del 
derecho  obrero  y  conceptúo  por  esto  un  deber,  de- 
dicar algunas  páginas  al  estudio  de  su  organiza- 
ción y  a  recordar  a  la  vez,  que  es  la  que  más  efi- 
caces contribuciones  ha  prestado,  en  el  sentido  de 
una  acción  coordinada  y  armónica  de  las  naciones 
en  la  cuestión  social. 

La  Asociación  Internacional  para  la  Protección 
Legal  de  los  Trabajadores,  tiene  su  asiento  en  Ba- 
sdlea  y  es  una  institución  de  carácter  universal. 

Los  congresos  que  ha  celebrado,  las  importantes 
publicaciones  que  periódicamente  hace,  así  como 
BU  propaganda  permanente,  en  el  sentido  del  estu- 
dio de  las  condiciones  de  trabajo  y  situación  de 
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los  trabajadores  en  cada  país  y  de  la  adopción  de 
linedios  preventivos'  y  (pacíficos  para  la  solución 
de  las  huelgas,  imponen  esta  asociación,  compues- 
ta por  hombres  eminentes  en  la  política  y  en  la 
ciencia,  a  la  consideración  de  todos  los  pueblos. 

Siendo  la  República  Argentina  país  de  inmigra- 
ción, tiene  naturalmente,  un  interés  especial  en 
que  las  condiciones  de  trabajo  que  aquí  imperan 
sean  conocidas  con  propiedad,  en  cuyo  sentido  la 
comunicación  de  tablas  de  salario  y  las  condicio- 
nes de  vida  de  las  clases  asalariadas,  tendría  una 
gran  importancia  y  esto  no  podrá  cumplirse  sino 
por  su  adhesión  a  tal  organismo,  lo  que,  sin  em- 
bargo, no  se  ha  hecho  basta  aliora. 

Las  bases  del  comité  central  enseñan  por  sí  so- 
las su  importancia.   Son  las  siguientes: 

Art.  lo.  —  Se  crea  una  Asociación  Interna- 
cional para  la  Protección  Legal  de  los  Trabaja- 
dores. Su   domicilio  será  Suiza. 

Art.   2o.   —  La  Asociación  tiene  por  objeto: 

1)  Servir  de  órgano  de  relación  entre 
cuantas  personas  de  los  diferentes  países 
industriales  consideran  necesaria  la  legis^ 
lación  protectora   de  los  trabajadores. 

2)  Organizar  ,una  Oficina  Internacional  de 
Trabajo,  cuya  misión  consistiría  <eii  pu- 
blicar en  francés,  alemán  e  inglés  una  re- 
copilación periódica  de  la  legislación 
obrera  en  todos  los  países  o  en  prestar 
su  concurso  a  una  publicación  análoga; 
la   recopilación   constará   de: 
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a)  El  texto  o  el  resumen  de  todas  las  le- 
yes, reglamentos  y  disposiciones  vigen- 
tesi  sobre  protección  obrera  en  gene- 
ral y  especialmente,  sobre  el  trabajo  de 
los  niños  y  de  la  mujer,  limitación  de 
la  jornada  de  trabajo  de  los  obreros 
mayores  de  edad  y  adultos,  descanso 
dominical  y  periódico  e  industrias  pe^ 
ligrosas ; 

b)  Un  bosquejo  histórico  de  esas  leyes  y 
reglamentos ; 

c)  El  resumen  de  las  memorias  y  docu- 
mentos oficiales  concernientes  a  la  in" 
terpretación  y  ejecución  de  las  misf- 
mas  leyes  y  disposiciones. 

3)  F'acilitar  el  estudio  de  la  legislación  del 
trabajo  en  los  diversos  países  y  en  parti- 
cular, suministrar  noticias  sobre  las  le- 
gislaciones en  vigor,  de  su  aplicación,  a 
los  miembros  de  la  asociación. 

4)  Contribuir  al  estudio  de  la  concordancia 
de  las  diferentes  legislaciones  protectoras 
del  obrero  y  de  la  estadística  internacional 
del  trabajo,  preparando  al  efecto  Memo^ 
rías  o  valiéndose  de  otros  medios. 

5)  Fomentar  la  reunión  de  congiiesos  interna- 
cionales de  legislaoión  del  trabajo. 

Art.  3o.  —  lia  asociación  se  fonnará  con  todas 
las  personas  o  sociedades  (distintas  de  las  seccio- 
nes nacionales),  que  se  adhieren  a  los  fines  de  a.que- 
11a,  tal  como  quedan  indicados  en  los  artículos  1  y 
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2,  y  que  paguen  al  tesorero  una  cuota  anual  de 
10  francos. 

Art.  4o.  —  Todo  miembro  que  durante  el  año 
deje  de  pagar  la  cuota^  por  negligencia  injustifi- 
cada, será  considerado  dimisionario. 

Art.  5o.  —  Los  miembros  tienen  derecho  a  reci- 
bir las  publicaciones  eventuales  de  la  asociación. 

Tienen  igualmente  derecho  a  recibir  de  la  ofici- 
na de  información  que  se  cree,  conforme  al  regla- 
mento de  ésta,  las  indicaciones  que  soliciten  y  que 
sean  de  la  competencia  de  aquellas. 

Art.  6o.  —  Dirige  a  la  asociación  un  comité  com- 
puesto de  los  miembros  de  los  diversos  Estados, 
con  derecho  a  estar  de  ese  modo  representados. 

Art.  7o.  —  Todo  Estado  estará  i-epresentado  en 
el  comité  por  seis  de  sus  miembros,  tan  luego  se 
hayan  adherido  a  la  asociación  cincuenta  de  sus 
ciudadanos . 

Cada  nuevo  gi'upo  de  cincuenta  sobre  el  número 
anterior,  dará  derecho  a  un  representante  más,  sin 
que  el  número  total  de  miembros  de  un  .mismo  Es- 
tado en  el  comité,  pueda  exceder  de  diez 

Se  invitará  a  los  gobiernos  para  que  designen 
cada  uno  un  delegado,  que  tendrá  en  el  comité  los 
mismos  derechos  que  los  otros  representantes, 

Art.  8o.  —  La  duración  del  mandato  a  favor  de 
los  miembros  de  comité  no  se  limita.  El  comité  se 
elige  por  /votación. 

La  elección  de  nuevos  representantes  en  el  co- 
mité, en  substitución  de  los  fallecidos  y  dimisio- 
narios, se  hará  por  propuesta  de  los  miembros  per' 
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tenecientes,  respectivamente,     de  los  Estados  que 
tengan  derecho  a  representación. 

La  votación  es  secreta.  Tiene  lugar  en  una  re- 
unión del  comité,  euyia  convocatoria  cont-endrá  los 
nombres  de  los  candidatos.  Los  máembros  -^^ue  no 
asistan  .a  esta  reunión  podrán  enviar  su  voto  en 
pliego  cerrado  al  Presidente. 

Art.  9o.  —  Es  de  la  competencia  del  comité  la 
adopción  de  todas  las  resoluciones  que  estime  úti- 
les, ipara  el  cumplimiento  de  los  fines  de  la  £iso* 
elación . 

Se  reunirá  en  asamblea  general  una  vez  cada  dos 
años,  por  lo  menos.  Podrá  ser  convocada  por  la 
junta  directiva,  siempre  que  esta  lo  considere  ne- 
cesario o  cuando  quince  de  los  miembros  del  co- 
mité, por  lo  menos,  lo  pidan. 

La  elección  del  lugar  para  reunirse  se  acuerda 
por  consulta  escrita,  a  todos  los  miembros  del  co- 
mité, que  el  secretario  general  la  dirigirá  en  los 
plazos  fijados  por  la  junta  directiva. 

Art .  10 ,  —  El  comité  elige  de  su  seno  y  por  dos 
años  una  junta  directiva,  compuesta  de  un  presi- 
dente, un  vicepresidente  y  un  secretario  general. 

El  comité  nombra  igualmente  el  tesorero  de  la 
asociación . 

Art.  11.  —  A  la  junta  directiva  incumbe  la 
aidopción  de  las  medidas  necesarias,  para  ejecutar 
las  resoluciones  del  comité. 

Administrar  los  fondos  de  la  asociación. 

Redacta  y  dirige  .anualmente  al  comité  una  me- 
moria de  su  gestión  y  operaciones. 


—  320  —       . 

Nombra  log  empleados  y  personas  neoesarias  pa- 
ra el  servicio  de  la  asociación. 

Se  pone  en  relación  con  todos  los  Estados  in- 
dustriales, con  especialistas  y  personas  competen- 
tes, dispuestas  a  proporcionar  informes  y  noticias 
sobre  las  leyes  de  trabajo  y  su  aplicación.  Podrá 
concederse  a  estas  personas  el  título  de  correspon- 
sales de  la  asociación. 

Art.  12.  —  El  secretario  general  dirige  el  ser- 
vicio de  correspondencia  de  la  asociación,  del  co- 
mité y  de  la  junta  directiva,  así  como,  los  de  pu- 
blicaciones y  noticias. 

Art.  13.  —  E]  tesorero  percibe  las  cotizaciones 
y  custodia  los  fondos.  No  hará  pago  alguno  sin  el 
V°.   B".   del  presidente. 

Art.  14.  —  Podrá  constituirse  en  cualquier  país 
una  sección  nacional  de  la  asociación,  si  cuenta 
por  lo  menos,  con  cincuenta  personas  y  paga  anual" 
mente  a  la  caja  de  la  asociación  una  cuota  mínima 
de  1.000  francos.  Los  estatutos  de  las  secciones 
nacionales,  deberán  someterse  a  la  aprobación  del 
comité . 

Las  secciones  tienen  derecho  a  proponer  substi- 
tutos de  los  miembros  de  su  país,  que  cesen  de 
formar  parte  del  comité. 

La  representación  de  una  isección  nacional  en 
el  comité,  será  proporcional  al  número  de  los 
miembros  de  aquella  y  a  su  cuota  anual. 

Cada  sección  tiene  derecho  a  delegar  seis 
miembros  en  el  comité.  A  las  secciones  cuyo  nú- 
inero  de  miembros  exceda  de  cincuenta,  cada  nue- 
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vo  grupo  de  cincuenta  adherentes  da  derecho  a 
un  puesto  más. 

Nq  obstante,  el  número  total  de  los  delc?:a- 
dos  de  una  misma  sección,  no  excederá  de  diez  y 
el  mínimum  de  la  cotización  amial,  será  por  siete 
delegados,  1.125  francos:  por  oclio,  1.250  fran- 
cos; por  nueve,  1.375  francos  y  por  diez  1.500 
francos . 

Toda  sección  recibirá  cien  ejemplares  de  ca" 
da  una  de  las  publicaciones  de  la  asociación  o  de 
la  O.  I-  del   T. 

Tiene  dereciho  a  recibir  además,  tanftos  ejem" 
piares  eomo  necesite  a  un  precio  igual  para  todas 
las  secciones  e  inferior  a  10  francos  el  ejemplar, 
precio  que  la  junta  directiva  fijará  para  cada  año. 

La  junta  directiva  fijará  también  el  precio 
que  han  de  pagar  los  miembros  que  no  reciban 
más  que  los  boletines  de  la  Oficina  Internacional 
y  de  la  memoria  anual  de  la  junta  directiva. 

Las  id'sposi-ciones  contenidas  en  el  artículo 
5o.  párrafo  2  se  aplicarán  igualmente  a  los  miem- 
bros de  las  secciones  nacionales. 

Art.  16.  —  Los  presentes  estatutos  no  podrán 
modificarse  en  toda  o  parte,  sino  en  una  asam" 
blea  del  comité  convocada  ad  lioc  y  por  mayoría 
de  dos  tercios  de  los  miembros,  con  voz,  presen- 
tes. 
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Respecto  al  origen  y  desarrollo  de  la  Asocia- 
ción Internacional,  tomo  las  siguientes  notas  del 
Bulletin  de  Statistique  et  de  Legislation  Compa- 
res. 

Se  feostiene  (que  fué  el  alsaeiano  Daniel  Le- 
grand  el  primero  que,  públicamente,  abogó  por  la 
representación  internacional  en  materia  de  pro" 
tección  obrera. 

Induciría  a  icreerlo  la  insistencia  de  sus  llama" 
mientos  orientados  (1844  y  1847)  en  pro  del  in- 
ternacionalismo . 

Afirma  un  austríaco,  tan  culto  como  imparcial 
(M.  Etienne  Bauer,  Director  de  la  O.  I.  de  Ba" 
silea),  que  la  idea  de  fundar  un  organismo  inter- 
nacional de  protección  obrera  naeió  en  Suiza,  por 
consecuencia  del  movimiento  de  opinión,  creado 
al  presentarse  el  o  de  jun^o  de  1876,  por  el  Pre" 
sidente  del  Consejo  Nacional,  Emile  Frey,  el  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  trabajo  de  las  fábricas.  Apo- 
yando su  iniciativa  con  un  hermoso  discurso,  re" 
comendaba  se  tomara  en  consideración  una  pro- 
puesta encaminada  a  que  la  Suiza  trabajara  por 
la  'Conclusión  de  convenios  internaciones,  para  la 
regulación  uniforme  de  las  cuestiones  obreras  en 
todos  los  países  industriales. 

Las  negociaciones  diplomáticas  seguidas  al  efexí" 
to  'por  Suiza,  fracasaron  al  principio  en  absoluto, 
pero  ya  en  los  congresos  obreros  suizos,  la  idea 
era  acogida  con  entusiasmo,  decidiéndose  solicitar 
el  apoyo  de  las  leolectividades  de  trabajadores 
franceses  y  alemanes  para  llevarlas  a  la  práctica. 
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En  1886,  los  Diputados  obreros  de  la  Dieta  Ale" 
mana  y  del  Parlamento  Francés  y  las  Trade-Unión 
inglesa,  se  adhieren  al  movimiento.  Henry  Sohe" 
rrer,  abogado  >de  San  Gall^  y  M.  de  Deeurtins,  jefe 
del  partido  católico  obrero  suizo,  promovieron 
nuevamente,  en  ocasión  de  un  conflicto  sobre  el 
cumplimiento  de  la  ley  de  fábricas,  la  cuestión 
de  crear  una  Oficina  Internacional  permanente, 
obteniendo  del  gobierno  y  Cámaras  Federales  nue- 
va y  favorable  acogida. 

Atenida  a  estos  antecedentes,  Suiza  se  dirigió 
el  15  de  Mayo  de  1889  a  los  Estados  industriales 
.europeos,  in^^tándolos  a  concurrir  a  una  confe- 
rencia internacional  de  protección  obrera,  con- 
ferencia ¡que  hubo  de  aiplazarse  en  vista  de  la 
convocada  para  el  15  de  marzo  de  1890  por  el 
Emperador  de  Alemania. 

Guillermo  II  dirigió  el  4  de  febrero  de  1890 
al  Canciller  Bismarck  y  al  Ministro  de  Comer- 
cio, Barón  de  Berlespch,  dos  rescriptos  en  los 
que  planteó  ante  el  mundo  la  cuestión  de  la 
protección  obrera  intrenacional.  "Estoy  resuel' 
to,  decía  en  ellos,  a  poner  mano  en  la  mejora  de 
la  suerte   de  los  obreros  alemanes". 

El  temor  de  la  concurrencia  internacional  le 
hacía  asegurar  que  las  dificultades  "no  pueden 
ser  vencidas,  o  a  lo  menos  disminuidas,  sino  me- 
diante un  concierto  entre  las  naciones  predomi- 
nantes en  la  esfera  industrial"  y  convencido  de 
que  otros  gobiernos  estaban  animados  de  iguales 
deseos,  manifestaba     su  voluntad    de  conocer  si 
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esas  naciones  se  hallaban  dispuestas  a  llegar  a 
un  acuerdo  internacional  "repecto  a  la  posibili- 
dad de  dar  satisfacción  a  las  necesidades  que  los 
obreros  han  manifestado  en  las  huelga®  de  los 
pasados  años  y  en  otras  circunstancias". 

Con  arreglo  a  las  medidas  que  en  uno  de  los 
escritos  planteaba  el  Emperador,  como  más  ur- 
gente, .se  redactó  el  programa  de  la  conferení^ia, 
en  la  que  tomaron  parte  representantes  de  Ale- 
mania, Austria  Hungría,  Bélgica,  Dinamarca, 
España,  Francia,  Gran  Bretaña,  Italia,  Holanda, 
y  Luxemburgo,  Portugal,  Suecia  y  Noruega  y 
Suiza . 

Jja  conferencia  duró  del  15  al  25  de  marzo. 

He  aquí  los  principales  pasajes  de  su  acta  fi- 
nal: 

"Reunidos  en  Berlín  el  15  de  marzo  del  pre- 
sente año  los  delegados  de  Alemania,  Austria- 
Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  España,  Fran- 
cia, la  Gran  Bretaña,  Italia,  los  Países  Ba- 
jos, Portugal,  Suecia,  Noruega  y  Suiza,  para  dis- 
cutir las  cuestiones  relativas  a  la  protección  de 
los  obreros,  'Con  arreglo  al  programa,  los  deseos 
manifestados  fueron :  lo.  Que  queden  excluidos 
del  trabajo  industrial,  los  individuos  de  ambos 
sexos  que  no  alcancen  cierta  edad;  2o.  Que  el 
Kmite  de  ésta  se  fije  en  12  años  para  los  países 
del  norte  y  10  para  los  meridionales;  3o-  Que 
semejantes  límites,  sean  comunes  a  toda  indus" 
tria  sin  distinción;  4o.  Que  dichos  niños  cum- 
plan previamente   con  las  prescripciones  concer" 
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nientes  a  la  instrucción  primaria ;  5o.  Que  los 
niños  menores  de  14  años  cumplidos,  no  traba" 
jen  por  la  noche,  n^  los  domingos;  6o.  Que  sii 
efectivo  trabajo  no  pase  de  seis  horas  diarias 
interrumpidas  con  media  de  descanso  al  menos; 
7o.  Que  se  les  prohiba  las  ocupaciones  insalu- 
bres o  peligrosas,  o  si  se  les  dedica  a  ellas  s«a 
bajo  condiciones  protectoras". 

Y  en  lo  referente  al  trabajo  de  los  jóvenes 
obreros  he  aquí  las  ideas  aprobadas  por  la  Con- 
ferencia: "lo.  Que  tanto  los  de  uno  como  los  de 
otro  sexo  no  trabajen  por  la  noche,  ni  el  domingo, 
entre  catorce  y  dieciseis  años;  2o.  Que  su  trabajo 
efectivo  no'  pase  de  diez  horas  diarias,  interrumpi- 
das poír  descansos  que  en  junto  duren  hora  y  me" 
dia  por  lo  menos ;  3o.  Que,  sin  embargo,  se  consien- 
tan en  esto  excepciones  respecto  a  ciertas  indus- 
trias; 4o.  Que  en  cambio  se  restrinja  el  tiempo 
del  trabajo,  cuando  este  ¡sea  particularmente  in- 
salubre o  peligroso;  5o.  Que  los  jóvenes  de  die- 
ciséis hasta  dieciociho  años,  sean  protegidos 
igualmente  en  lo  tocante  a  fijar  un  máximum  de 
horas  de  trabajo  y  a  reglamentar  el  trabajo  por 
las  noches,  en  los  domingos  y  cuando  sean  in- 
salubres y  peligrosos  aquellos  a  que  se  dedi- 
quen". 

Para  el  trabajo  de  las  mujeres,  se  establecen 
como  propicios,  los  preceptos  que  siguen: 

"lo.  Que  las  niñas  y  las  mujeres  de  dieciseis 
a  veintiún  años  sobre  todo,  no  trabajen  de 
noche,  aunque  tampoco  conviene  que  por  la   no- 
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che  trabajen  las  de  más  edad;  2o.  Que  su  efec- 
tivo trabajo  no  se  extienda  a  más  de  once  horas 
diarias,  interrumpidas  al  menos  por  descanso  de 
hora  y  media  en  conjunto;  3o.  Que  en  ciertas 
industrias  pueden  admitirse  no  obstante,  exeep" 
ciones;  4o.  Que  tratándose  de  ocupaciones  par- 
ticularmente insalubres  y  peligrosas,  se  adopten, 
por  lo  contra/rio,  restricciones;  5o.  Que  no  sean 
admitidas  'al  trabajo  las  mujeres  parturientas 
hasta  'cuatro  semanas  después  del  suceso". 

Para  la  realización  de  los  acuerdos  adoptados 
se  conK^ino: 

"lo.  Que  la  ejecución  de  las  medidas  que  en 
cada  Estado  se  adopten,  quede  a  cargo  del  sufi" 
ciento  número  de  funcionarios  especialmente 
nombrados  por  los  gobiernos  respectivos  e  inde- 
pendientes de  patrones  y  obreros;  que  los  infor- 
mes anuales  de  estos  funcionarios,  publicados 
por  cada  uno  de  los  gobiernos,  se  comuniquen  a 
los  demás;  que  se  proceda  periódicamente  y  por 
análogo  modo,  en  cuianto  sea  posible,  a  reunir 
los  datos  estadísticos  relativos  a  las  cuestiones 
tratadas  en  la  conferencia ;  que  los  diversos  Es- 
tados ise  comuniquen  entre  sí  tales  noticias  de 
igual  modo  que  los  textos  de  las  prescripciones 
legislativas  o  administrativas  que  respectiva' 
mente  establezcan,  tocante  a  las  cuestiones  que 
han  sido  objeto  de  deliberación  en  la  Conferen- 
cia; 2o.  Que  la  renovación  de  las  deliberaciones 
que  laeaban  de  tener  lugar  en  común,  debía  pro- 
curarse en  utilidad    a  todos,  principalmente  si  se 
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comunicaban  los  varios  gobieraos  sus  observacio- 
nes sobíe  los  efectos  de  las  medidas  adoptada.^,  con 
arreglo  a  los  acuerdos  de  la  conferencia,  porque 
daría  esto  ocasión  a  que  se  examinase  O'portuna- 
mente  hasta  qué  punto  debían  ser  modificados  o 
completados". 

De  la  conferencia  de  Berlín  surgió  un  estado 
oficial  de  la  cuestión^  ohrera;  no  salió  de  ella  una 
reglamentación  interliaeional,  pero  salieron  sus 
cimientos,  porque  los  Estados  todos,  en  ella  re- 
presentados, formaron,  a  partir  de  entonces,  la 
base  de  la  legislación  social  moderna,  inspirada 
en  un  sentimiento  de  protección  obrera  uniforme 
con  análogo  espíritu  de  conciliación  y  de  conce- 
siones políticas,  como  dice  Ch.  Benois,  "del  sa- 
ei^ificio  y  de  la  justicia  debida".  Los  suizos,  en- 
tre tanto,  no  abandonan  el  proyecto  fracasado  en 
Berlín,  de  crear  un  organismo  especial  para  cen- 
tralizar las  informaciones  necesarias  y  publicar 
periódicamente  estadísticas  y  trabajos  preparato- 
rios de  ulteriores  conferencias. 

Para  hacer  viable  el  propósito,  se  creyó  pru- 
dente limitarlo  a  la  creación  de  una  oficina  de 
información,  y  en  ese  sentido  presentó  el  Conse- 
jero del  Estado  de  San-Gall,  Ch.  Curti,  al  Con- 
greso internacional  de  protección  obrera  de  Zu- 
rich  (26  a  28  de  agosto  de  1897),  una  proposición, 
votada  favorablemente  por  unanimidad. 

El  Congreso  de  protección  obrera  de  Bruselas 
(Septiembre  de  1897),  se  pronunció  por  la  fun- 
dación de  la  oficina  con    carácter   particular,  in- 
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dependiente  ide  la  acción  oficial,  vista  la  constan- 
te resistencia  de  los  gobiernos.  Una  comisión  de 
delegados  se  reunió,  no  bien  terminada  la  Asam- 
blea, y  nombró  un  Comité,  compuesto  del  Duque 
d'Ursel  y  los  profesores  Brants  y  Mahain,  encar- 
gado de  fundar  una  asociación  internacional,  cuya 
primera  misión  sería  organizar  la  deseada  oficina. 

Otros  comités  se  nombraron  con  el  mismo  obje- 
to en  Berlín  y  en  Viena  a  fines  de  1899 ;  y  en 
Suiza  se  constituían  el  10  de  julio  de  1900,  pre- 
sidido por  el  Coronel  Frey,  una  asociación  nacio- 
nal para  el  desarrollo  de  la  protección  interna- 
cional de  los  obreros. 

Los  proíesores  franceses  Causes  y  Jay,  uniendo 
el  esfuerzo  de  estos  comités,  al  deseo  de  gran  nú' 
mero  de  distinguidos  intervencionistas  de  su  país, 
pertenecientes  a  todos  los  partidos,  consiguieron 
que  se  'convocara  el  Congreso  de  París,  celebrado 
en  julio  de  1900,  en  el  Museo  Social. 

Lo  presidió  el  Ministro  de  Comercio  M.  Millc- 
rand.  Figuraban  en  la  orden  del  día  las  cuestiones 
sociales  que  más  preocupaban  a  la  opinión:  la  li- 
mitación legal  de  la  jornada  del  trabajo,  la  pro- 
hibición del  trabajo  nocturno,  los  resultados  de  la 
inspección  y  la  creación  de  una  Sociedad  o  Centro 
internación  al  para  la  protección  legal  de  los  tra- 
bajadores. Proponíase  el  Congreso,  en  suma,  con- 
tinuar la  6bra  iniciada  en  los  de  Berlín  (1890j, 
Zurieh  y  Bruselas  (1897),  de  cuya  labor,  por  la 
índole  de  nuestro  trabajo,  sólo  hemos  tomado  lo 
referente  al  origen  de  la  asociación  internacional. 
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M.  Millci-and,.  que  había  apoyado  en  el  Parla- 
mento la  idea  de  crear  la  Oficina  con  carácter 
privado,  pronunció  al  abrir  el  Congreso,  un  dis- 
curso en  el  que  sostuvo  la  misma  opinión,  decla- 
rando que  si  una  Oficina  de  este  género  no  podría 
dictar  reglas  obligatorias,  podría,  en  cambio,  crear 
opinión  y  al  cabo  de  ésta,  determinar  la  política 
de  los  gobiernos.  La  Oficina  ganaría  para  su  cau- 
sa a  las  instituciones  oficiales  y  luego  al  pueblo. 

Fueron  presentadas  al  Congreso  29  memorias 
interesantísimas:  las  discusiones,  cálidas  y  nutri- 
das de  argumentos,  duraron  tres  días,  y  si  en  lo 
relativo  a  las  cuestiones  que  exigen  la  subsiguiente 
acción  oficial,  la  Asamblea  no  pudo  hacer  más  que 
expresar  su  voto,  en  cuanto  a  la  creación  del  Cen- 
tro internacional  llegó  a  conclusiones  positivas,  vo- 
tando unánimemente  por  la  constitución  de  tal 
organismo. 

La  A.  I.  para  la  P.  L.  de  los  T.  había  de  tener 
por  objeto:  relacionar  entre  sí  a  los  partidarios 
del  intervencionismo  del  Estado :  organizar  una 
O.  I.  encargada  de  publicar  recopilaciones  de  le- 
yes sociales  de  todos  los  países,  de  facilitar  su  es- 
tudio y  evacuar  consultas  sobre  la  misma;  favo- 
recer por  todois  los  medios,  la  concordanicia  legal 
internacional  y  la  formación  de  una  estadística 
universal  del  trabajo^-^  reunir  y  organizar  Con- 
gresos internacionales.  Este  programa  estaba  «om" 
prendido  en  el  proyecto  de  Estatutos  que  presen' 
tó  E.  Mahain  y  que,  p  mo  informe  de  una  comi- 
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sión  nombrada  al  efecto^  ñieron  aprobadas  en  la 
sesión  del  23  de  julio. 

La  asociación  residiría  en  Suiza.  Su  dirección 
se  confiaría  a  un  Comité,  bajo  cuya  dirección  se 
crearían  secciones  nacionales  en  todos  los  países. 

El  Comité  provisional  quedó  formado  por  el 
barón  de  Berlepsch,  Ministro  de  Comercio  de  Pru- 
sia;  de  Philippovch,  profesor  de  la  Universidad  de 
Viena;  Cauwes,  ídem  de  la  de  París;  Toniolo,  id. 
de  la  de  Pisa;  Henry  Scherrer  elegido  presidente 
de  la  nueva  Asociación  y  Ernest  Mahain,  profesor 
de  la  Universidad  de  Lie  ja,  nombrado  secretario 
general. 

Cada  Estado  de  los  representados  en  el  Congre- 
so tenía  su  delegado  en  el  primer  comité. 

La  primera  misión  que  el  comité  provisional  hu- 
bo de  cumplir,  fué  la  de  traducir  los  Estatutos  en 
alemán  interpretando  el  sentido  de  sus  artículos, 
labor  realizada  por  el  barón  de  Berlepsch  y  el  se- 
cretario Mahain. 

Para  crear  la  O.  I.  y  confiar  su  dirección  a  per- 
sona capaz  de  desempeñar  tan  difícil  y  delicado 
cargo,  hacía  falta  el  hombre. 

Del  Dr.  Etenne  Bauer,  austriaeo  de  nacimiento 
y  profesor  de  la  Universidad  de  Basilea,  se  había 
ya  hablado  insistentemente  en  el  Congreso  de  Pa- 
rís De  una  cultura  excepcional,  unida  a  una 
extraordinaria  ponderación  de  facultades,  abona- 
ban su  nombramiento,  su  sabiduría,  su  atractivo 
personal,  su  juventud  apta  para  llevar  a  la  acción 
su  fe  y  entusiasmo  por  la  labor  intervencionista, 
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y  su  perfecta  posesión  de  varios  idiomas.  Bauer 
aceptó  la  carga  sin  leondiciones,  las  que  quiénes  le 
elegían  se  encargarían  más  adelante  de  fijar. 

Quedaba  sólo  por  resolver  la  cuestión  económi- 
ca, y  el  Alto  Consejo  Federal  Suizo,  partidario 
siempre  decidido  de  la  resolución  por  acuerdo  in- 
ternacional de  los  conflictos  sociales,  vino  desde 
luego  a  allanar  las  dificultades,  concediendo  una 
subvención  anual  de  8.000  francos  a  la  A.  I.,  con 
exclusivo  destino  a  los  gastos  de  la  O.  I.,  "bajo 
condición  de  que  ésta  tendrá  carácter  neutral  y 
de  que  sus  funcionarios  invertirán  el  tiempo  ne- 
cesario para  el  exacto  cumplimiento  de  sus  debe' 
res." 

La  O.  I.  se  inauguró  el  1°.  de  mayo  de  1901. 
Había  llegado  el  momento,  pues,  de  constituir  de- 
finitivamente un  Comité  Internacional  permanen- 
te y  de  fijar  los  trabajos  de  la  A.  y  de  la  O.  I.,  de 
preparar  la  asmblea  constitutiva,  con  objeto  de 
poder  dar  a  los  gobiernos  y  al  público  en  general 
una  idea  fiel  y  positiva  de  la  aicción  de  los  nacien- 
tes organismos,  y  para  conseguirlo  fué  convocada 
la  ¡primera  asamblea  que  se  icelebró  en  Basilea 
en  los  días  27  y  28  de  septiembre  del  mismo 
año  (1) . 

Entre  tanto:  creábanse  secciones  nacionales  en 
los  países  europeos  que  más  atentamente  siguen  el 
movimiento  de  protección  obrera  y  todo  contribuía 
a  hacer  concebir  grandes  esperanzas  sobre  el  por- 
venir de  la  A.  I. 

(1)     Los  estatutos  han  sido  precedentemente  Incluidos. 
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Un  apreciable  antecedente,  que  no  puede  omitir- 
se cuando  se  relaciona  los  factores  concurrentes  a 
la  sistematización  del  derecho  internacional  obre- 
ro, lo  constituye  el  Congreso  celebrado  en  Roma 
en  1909,  por  el  Instituto  Internacional  de  Agri- 
cultura, ante  el  'Cual  el  delegado  de  la  Repú' 
blica  Argentina,  Dr.  Roque  Sáenz  Peña,  presentó 
su  ya  difundido  proyecto  disponiendo  la  creación 
de  la  ''Oficina  de  Trabajo  y  Salario",  llamado  a 
facilitar  la  traslación  de  los  obreros  sin  trabajo, 
hacia  aquellos  países  donde  sus  brazos  fueran  al 
mismo  tiempo  reclamados  y  a  proporcionarles  las 
informaciones  pertinentes.  A  la  vez  se  proponía  su 
autor,  establecer  un  intercambio  permanente  de  in- 
formaciones, así  como,  la  comunicación  de  las  le- 
yes y  reglamentos  que  se  fueran  sancionando.  A 
este  respecto  el  Dr.  Sáenz  Peña  decía: 

'/En  mi  opinión,  acerca  de  este  instituto,  entien- 
do que  su  alto  destino  debe  apoyarse  en  la  expe- 
riencia, a  fin  de  deducir,  a  favor  de  este  las  pre- 
visoras medidas  que  anticipadamente  deben  adop- 
tarse para  contrarrestar  los  fenómenos  económicos, 
que  pueden  producirse  en  un  porvenir  más  o  me- 
nos inmediato.  Sus  funciones  deben,  por  consi- 
guiente, ser  esencialmente  inductivas,  puesto  que 
si  debieran  limitarse  a  hechos  consumados,  sus 
beneficios  serían  períectamente  discutibles  y  muy 
dudosos  los  beneficios  que  reportaría   a  la  indus- 
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tria  agraria,  conocidos  como  son  por  los  cultiva- 
dores, todos  los  métodos  relativos  al  aprovecha' 
miento  y  explotación  de  la  tierra. 

En  este  concepto,  opino  que  las  funciones  del 
instituto  deben  ser,  no  sólo  de  observación  atenta, 
sino  de  advertencia  prudente,  anticipándose,  si 
esto  fuera  posible,  a  las  probabilidades  que  el  fu- 
turo reserA'^e,  y  a  las  que  debe  aproximarse,  ya  que 
no  sería  posible,  tratándose  del  porvenir,  estable- 
cer fórmulas  irrevocables  y  definitivas. 

Considero  este  organismo  como  un  semáforo 
enorme,  destinado  a  condensar  y  a  transmitir  ar- 
monías. Este  indicador  mundial  debe  tener  su  có- 
digo de  señales  y  éstas  han  de  ser  visibles  desde 
todos  los  puntos  del  globo,  para  lo  cual,  como  el 
proyecto  lo  propone,  se  debe  volver  la  mirada  ha- 
cia la  imprenta,  multiplicadora  por  excelencia  del 
signo,  del  verbo  y  de  la  luz.  En  sus  funciones  esen- 
ciales, entra  la  de  eliminar  la  confusión  primaria 
de  los  hechos,  hasta  lograr  reducirlos  a  su  neta 
simplicidad  para  descubrir  luego  las  leyes  a  que 
deben  obedecer;  pero  el  esfuerzo  resultaría  frag- 
mentario si  hubiera  de  limitarse  a  recibir  estadís- 
ticas o  a  beneficiar  las  cosas  que  proceden  de  la 
herencia.  Si  se  trata  de  la  producción  universal, 
no  podríamos  prescindir  del  noble  generador,  que 
es  el  ihombre,  porque  sería  desinteresarlo  de  su 
causalidad  y  de  su  fin.  Debe,  por  lo  contrario,  con- 
templar y  proteger  al  motor  racional  de  la  rique- 
za, evitando  que  se  dirija  por  falsas  rutas,  por  la 
carencia  de  cálculo  para  fijar  sus   energías  o  por 
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falta  de  discernimiento  para  determinar  era  orien- 
tación ' '. 

Dedica  a  continuación  varias  páginas  escritas 
con  admirable  precisión,  en  fundamento  y  apoyo 
de  su  plausible  iniciativa  y  termina  concretándola 
en  estos  ténninos: 

Art.  lo.  —  El  Instituto  Internacional  de  Agri- 
cultura decide  crear  una  oficina  especial  que 
estará  a  cargo  de  un  jefe  de  sección  y  será  deno- 
minada "Oficina  de  Trabajo  y  Salario". 

Art.  2o.  —  Esta  sección  se  comunicará  con  las 
oficinas  nacionales  de  todos  los  países  (representa- 
dos en  el  Instituto,  a  objeto  de  conocer  el  movi- 
miento de  todos  los  salarios,  lasi  variaciones  que 
sufran  en  el  cuadro  de  cada  estación,  las  condicio- 
nes del  trabajo,  horas  de  duración  y  leyes  que  lo 
rigen  en  cada  país. 

Art.  3o,  —  Con  anterioridad  a  cada  cosecha  y 
utilizando  los  informes  oficiales  sobre  sus  proba- 
bles resultados,  la  oficina  anunciará: 

a)  La  extensión   probable  de  la  cosecha  pró- 
xima y  su  relación  con  la  anterior. 

b)  Número   de   agricultores  permanentes  con 
que  cuenta  el  país. 

e)  Inmigración  accidental  recibida  en  la  úl- 
tima cosecha, 
d)  Brazos  que  se  calculan  necesarios  en  la  co- 
secha próxima. 
Art.  4o.  —  Los  datos  enunciados  en  el  artículo 
anterior  serán  publicados  como    aviso  por   medio 
de  la  prensa,  especialmente  en  los  países  y  lugares 
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de  emigración.  Las  referidas  publicaciones  debe- 
rán hacerse  antes  de  producido  el  movimiento 
emigratorio,   provocado   por  cada    cosecha. 

Art.  5o.  —  La  oficina  se  comunicará  con  los  co- 
mités de  emigración  o  con  las  empresas  de  trans- 
portes y  tratará  de  mejorar  la  conducción  de  los 
emigrantes,  aumentando  las  proporciones  de  los 
actuales  compartimientos  destinados  a  la  tercera 
clase  o  tratando  de  establecer  transportes  especia- 
les para  dicha  categoría  con  exclusión  de  todas 
las  demás. 


En  Septiembre  de  1913,  la  Legación  del  Brasil  en 
Buenos  Aires  propuso  la  celebración  de  un  conve- 
nio de  carácter  adininistrativo,  entre  el  Estado  de 
San  Pablo  y  el  Departamento  Nacional  del  Tra- 
bajo, a  efecto  de  que  sus  agencias  oficiales  de  co- 
locación, contrataran  obreros,  destinados  a  uno  u 
otro  país.  Tal  iniciativa  era  de  la  mayor  conve- 
niencia práctica.  Efectivamente,  la  traslación  de 
trabajadores  desde  la  zona  donde  en  un  momento 
dado  falta  ocupación  para  ellos,  hacia  los  puntos 
donde  existe  contemporáneamente  demanda  de 
brazos  resulta  en  el  hedho,  el  medio  más  seguro  pa- 
ra combatir  la  desocupación  y  es  también  el  recur- 
so a  que  han  acudido  los  países  de  Europa  cuan- 
do sus  masas  obreras  se  han  encontrado  en  tal  si- 
tuación. Por  consiguiente,  en  el  caso  que  se  plan- 
teaba,  todas  las  conveniencias  ponderaban  por  la 
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aceptación  de  la  propuesta  que  formulara  la  Le- 
gaición  del  Brasil,  y  tal  negociación,  sin  embargo, 
po  se  llevó  a  término,  debido  a  la  forma  como  se 
la  planteó,  sin  carácter  diplomático  y  sólo  como 
convenio  de  naturaleza  administrativa;  mientras 
que  corresponde  al  Poder  Ejecutivo,  con  aproba' 
ción  del  Congreso,  la  celebración  de  todos  los  tra- 
taos y  negociaciones  con  las  naciones  extranje" 
ras.  Por  cosiguiente,  el  asunto  debió  ser  soanetido 
a  las  formalidades  de  los  actos  de  tal  naturaleza. 


Sería  muy  auspicioso  para  el  Derecho  público 
americano,  que  las  naciones  de  este  continente  ini- 
ciaran convenios  de  tal  índole,  como  ya  lo  han  he- 
cho algunos  países  de  Europa,  pudiendo  citar  los 
siguientes  tratados  actualmente  en  vigencia:  fran- 
íco-italiano,  del  15  de  Abril  de  1904,  relativo  a  las 
cajas  de  ahorro;  italo-suizo,  del  13  de  Julio  de 
1904 ;  alemán-italiano  del  13  de  Diciembre  de  1904 ; 
el  celebrado  entre  Alemania  y  el  Gran  Ducado  de 
Luxemburgo,  el  2  de  Septiembre  de  1905,  y  al- 
gunos otros. 

El  concepto  del  derecho  internacional  obrero  ha 
sido  finalmente  expuesto  por  Buylla  en  las  siguien- 
tes palabras,  las  que  me  permito  transcribir  por 
los  prestigios  del  autor,  como  por  la  precisión  que 
encierran:  "Al  compás  de  la  actividad  jurídico- 
nacional  en  la  esfera  del  trabajo,  aumenta  la  in- 
ternacional, cosa  perfectamente  explicable  porque 
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el  hombre,  naturalmente  cosmopolita,  a  impulsos 
de  la  necesidad  icreice  en  deseos  ambulatorios  a 
medida  que  ésta  se  intensifica  y  no  hay  nada  tan 
ántenso  como  el  hambre  que  obliga  al  obrero  a  de- 
clararse sin  patria  y  hasta  renegar  de  ella,  cuando 
en  ella  solo  encuentra  privaciones,  miseria;  mien- 
tras que  la  suma  facilidad,  de  las  comunicaciones 
que  caracteriza  los  tiempos  nuevos  y  los  estímulos 
con  que  real  o  fingidamente  se  favorece  la  inmi- 
gración le  tientan,  hablando  acaso  con  demasiado 
calor  a  la  inmigración,  ya  sobreexcitada  al  má- 
ximo, por  los  fantasmas  de  la  privación  con  que 
lucha.  Todo  ello  coloca  al  obrero  en  una  palmaria 
situación  de  inferioridad,  que  reclama  con  imperio 
la  acción  tutelar-protectora  del  Estado,  que  cons- 
tituye su  genuina  misión,  lo  mismo  cuando  esto 
ocurre,  que  en  las  ocasiones  en  que  por  egoísmos, 
encubiertos  con  la  capa  de  moralidad,  higiene,  de- 
fensa de  intereses  nacionales,  pónense,  por  deter- 
minados países,  trabas  al  derecho  naturalísimo  de 
la  humana  criatura,  de  buscar  por  el  mundo  ente- 
ro los  medios  con  que  satisfacer  las  verdaderas  y 
por  serlo,   opresoras  necesidades". 

La  cuestión  cobra  aún  mayor  interés  para  las 
naciones  de  América,  ahora,  cuando  ya  se  diseña 
el  estado  social  que  dejará  la  guerra  de  Europa, 
y  cuando  parece  seguro  que  una  vez  terminada  és- 
ta, las  .masas  de  emigración  que  enviaba,  se  verán 
atraídas  por  la  gran  obra  de  reconstrucción  de  lo 
destruido  por  los  ejércitos  combatientes. 

Además    la  vinculación  inmediata    de    nuestra 
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masa  obrera,  de  tan  diversas  nacionalidades,  im- 
pone al  gobierno  argentino  la  consideración  de  es- 
te asunto,  frente  a  la  legislación  nacional  del  tra- 
bajo hoy  en  plena  construcción.  Desde  luego,  la 
ley  número  9688  incluye  dos  disposiciones  llama- 
dlas a  suscitar  la  conveniencia  de  acuerdos  inter" 
nacionales,  tan  pronto  como  Europa  recobre  su 
paz  y  'normalidad.  Es  la  primera  la  que  contiene  el 
Art.  10  inciso  e,  que  destina  a  constituir  el  fondo 
de  la  leaja  de  (garantía,  entre  otros  recursos,  los 
valores  de  las  indemnizaciones  o  rentas  constituí" 
das,  pertenecientes  a  extranjeros  que  abandonen 
el  país  y  ila  seguda,  la  del  art.  14,  por  la  cual  el 
obrero  víctimia  de  un  accidente  que  origine  una 
incapacidad  transitoria  para  el  trabajo,  perderá 
el  'derecho  a  continuar  percibiendo  la  parte  de 
salario  que  le  acuerda  la  ley,  desde  el  día  en  que 
se  ausente  del  país  y  los  sucesores  del  obrero  ex- 
tranjero, no  percibirán  ninguna  indemnización, 
si  en  el  momento  del  accidente  no  residieran  en  el 
país  y  sólo  en  los  casos  de  reciprocidad  establecí' 
dos  por  aieuerdos  o  tratados  internacionales. 

Estas  convenciones  no  han  sido  hasta  ahora  ce- 
lebradas; pero,  es  de  presumir  que  nuestro  país 
será  solicitado  al  efecto,  en  atención  a  la  frecuen- 
cia del  caso  en  que  una  víctima  del  trabajo  deja 
sus  herederos  en  el  extranjero.  Es  indudable  que 
sobre  el  particular,  no  sería  la  República  Argen- 
tina la  más  interesada  en  la  celebración  de  un 
tratado  internacional,  desde  que  es  excepcional  la 
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emigración  de  sus  obreros  nacionales;  pero,  podría 
el  asunto  dar  base  a  compensaciones,  que  la  diplo- 
macia encontraría,  sdbre  todo  si  orienta  sus  vis" 
tas,  en  el  sentido  de  exigir  a  algunos  gobiernos  eu" 
ropeos,  la  fiscalización  y  garantía  de  aptitudes  pa- 
ra el  trabajo  en  la  emigración  que  nos  envían. 
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